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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 6 de agosto de 2013. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
sesión extraordinaria, el próximo jueves 8 de agosto, 
a la hora 10:30, de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 119 de la Constitución de la República, a 
fin de recibir a los señores Ministros de Transporte y 
Obras Públicas y de Economía y Finanzas, a los efectos 
de actualizar la información relativa a la aplicación de 
la Ley n.* 18.931, de 17 de julio de 2012, sus decretos 
reglamentarios, el estado de concurso de Pluna S.A. 
y las circunstancias que rodearon el acuerdo de pago 
del aval del BROU. 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario”. 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Amo- 
rín, Bordaberry, Chiruchi, Clavijo, Conde, Da 
Rosa, Gallinal, Gallo Imperiale, Guarino, He- 
ber, Lacalle Herrera, Larrañaga, Lescano, Ló- 


pez Goldaracena, Malaquina, Martínez, Miche- 
lini, Moreira (Carlos), Moreira (Constanza), 
Pasquet, Piñeyrúa, Rubio, Saravia, Scrigna, 
Tajam y Topolansky; a partir de la hora 12, el señor 
Senador Rondeau y, a partir de la hora 14, el señor 
Senador Obispo. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores 
Baráibar, Lorier, Nin Novoa, Penadés, Rosadilla, 
Solari y Viera; a partir de la hora 12, el señor Sena- 
dor Couriel y, a partir de la hora 14, el señor Senador 
Antognazza. 


3) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 37 minutos). 
—Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador José Amorín presenta, con 
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exposición de motivos, un proyecto de ley por el que 
se modifica el inciso final del artículo 380.8 del Códi- 
go General del Proceso, relacionado con el embargo 
de cuentas bancarias no identificadas”. 

-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
«Exposición de motivos 


En nuestro país, desde vieja data, los salarios, las 
pasividades y las pensiones alimenticias, por su natu- 
raleza alimentaria han tenido la protección de la ley. 


En el Código Civil y en el Código de Procedimien- 
to Civil, se incluían disposiciones al respecto. Ya en la 
Ley n.* 3.299, de 25 de junio de 1908, se prohibió el 
embargo de los sueldos, dietas, pensiones, jubilacio- 
nes, retiros, pensiones alimenticias, jornales y salarios 
no vencidos, derogando el inciso 1.* del artículo 2337 
(en la numeración de aquella época) del Código Civil. 


Con posterioridad, tanto la legislación nacional, 
como los convenios internacionales, así como las 
disposiciones constitucionales reforzaron esa pro- 
tección. Así, en nuestro ordenamiento jurídico las 
normas más importantes sobre protección del salario 
estuvieron constituidas por: A) Constitución de la Re- 
pública, artículo 54; B) Ley n.” 10.449, de 12 de no- 
viembre de 1943, artículos 1.” y 2.”; C) Decreto-Ley 
n.” 14.791 de 8 de junio de 1978, artículo 1.* literal 
e); D) Código Civil artículo 2363 numeral 1.* (actual- 
mente derogado por el 256 de la Ley n.* 18.387, de 23 
de octubre de 2008); E) Código General del Proceso, 
artículo 381; F) Código de Comercio, artículo 1732.* 
(también derogado por el 256 de la Ley n.” 18.387, de 
23 de octubre de 2008); G) Convenio Internacional 
del Trabajo n.” 95, de 1.” de julio de 1949 ratificado, 
por la Ley n.? 12.030, de 27 de noviembre de 1953. 


De todas esas disposiciones vigentes la de apro- 
bación más reciente es el artículo 381 del CGB san- 
cionado por la Ley n.? 15.982, de 18 de octubre de 
1988, que establece el elenco de bienes inembarga- 
bles y en su numeral 1.”incluye “Las remuneraciones 
por cualquier concepto, de los empleados públicos y 
privados y las pensiones, jubilaciones y retiros”. Estas 
normas son de orden público, tanto por razones de 
forma como de fondo. 


Esta disposición no fue modificada por la reciente 
Ley n.* 19.090, de 14 de junio de 2013, que entrará 
en vigencia el 14 de agosto de 2013. 


Sin embargo, en las modificaciones establecidas por 
esa Ley n.” 19.090, se introduce un nuevo apartado al 
Art. 380 del CGP; así en el Art. 380.8 se prevé el embar- 
go de cuentas bancarias no identificadas, en Entidades 
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del Sistema de Intermediación Financiera, sin necesi- 
dad de otra identificación que el nombre completo de 
la persona física, conjuntamente con un número iden- 
tificatorio oficial (cédula de identidad). La disposición 
solo excluye de este procedimiento de embargo a las 
cuentas y depósitos de ahorro previo de vivienda ra- 
dicados en el Banco Hipotecario del Uruguay (BHU). 


Desde hace varios años prácticamente el cien por 
ciento de los sueldos, tanto de la actividad pública 
como de la privada, así como las jubilaciones y pensio- 
nes de todas las instituciones de previsión y seguridad 
social se pagan a través de depósitos en cuentas banca- 
rias del sistema de intermediación financiera, abiertas 
especialmente al efecto, para ser operadas por medio 
de cajeros automáticos. También se suele convenir o 
disponer judicialmente el pago de pensiones alimenti- 
cias mediante el depósito en cuentas bancarias. 


Es decir que, con la traba de embargo en las cuen- 
tas bancarias abiertas con el fin de depositar en ellas los 
sueldos, o las pasividades o las pensiones alimenticias, 
se desvirtúa la protección legal de los sueldos, jubilacio- 
nes y pensiones alimenticias y, en forma indirecta, se 
levanta la inembargabilidad dispuesta por la ley. 


En estos casos no sirve argumentar que el deudor 
demandado ejecutado tiene la posibilidad de oponer- 
se de alguna forma al embargo, alegando la inembar- 
gabilidad establecida por la ley, porque si a eso llega 
-que solo puede hacerlo con asistencia letrada— el 
daño ya está consumado, porque las prestaciones de 
las que se lo priva tienen naturaleza alimentaria. 


Si bien este embargo sobre las cuentas bancarias 
no identificadas solo lo puede pedir el acreedor en la 
vía de apremio, es decir en muchos casos luego de un 


juicio de conocimiento en el cual el ejecutado fue con- 


denado, no es menos cierto que en un juicio ejecutivo 
(por ej. por el no pago de una tarjeta de crédito o el 
no pago de alquileres) luego del decreto y traba del 
embargo genérico y no oposición de excepciones, tam- 
bién se llega a la etapa de la vía de apremio y en ella 
el acreedor también puede pedir este tipo de embargo. 


Obvio es que el demandado, a esa altura de los 
procedimientos para oponerse a este tipo de embargo, 
y siempre que se entienda —lo que es dudoso- que 
lo hace en una oportunidad hábil, debe obtener con 
urgencia el asesoramiento y asistencia letrada que le 
permita oponerse. No todos los trabajadores o pasivos 
o beneficiarios de una pensión alimenticia, están en 
condiciones de acceder de inmediato a la asistencia 
letrada y, además, cuando logran llegar a poder opo- 
nerse y mientras esta oposición se resuelve —y siem- 
pre que le sean admitidas por la oportunidad en que 
lo haría y, además, frente a la existencia de dos dis- 
posiciones legales a nuestro juicio contradictorias—, 
sus necesidades alimentarias quedaron insatisfechas. 
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Por la jerarquía de los valores comprometidos y 
el rango preferente de orden público en el que se 
sustenta la prohibición legal, resulta imprescindible, 
a juicio de los Legisladores proponentes, legislar con 
urgencia en el caso, que afecta a más de dos millones 
de personas, ya que la modificación del CGP entra en 
vigencia el próximo miércoles 14 de agosto. La solu- 
ción más adecuada es, sin duda, ampliar el elenco de 
cuentas bancarias excluidas de este procedimiento 
de embargo previsto en el Art. 380.8 del CGP exten- 
diendo la exclusión a las cuentas bancarias abiertas 
con destino al pago de sueldos, pasividades y pensio- 
nes alimenticias. 


Proyecto de Ley 


Artículo único.- Sustitúyese el inciso final del 
artículo 380.8 del Código General del Proceso, incor- 
porado por el artículo 1.” de la Ley n.* 19.090, de 14 
de junio de 2013, por el siguiente: 


“Se excluye de este procedimiento de embargo a 
las cuentas bancarias abiertas con el destino de depo- 
sitar en ellas los importes correspondientes al pago de 
remuneraciones por cualquier concepto, de los em- 
pleados públicos y privados y de las pensiones, jubi- 
laciones y retiros, así como de pensiones alimenticias 
y las cuentas y depósitos de ahorro previo de vivien- 
da radicados en el Banco Hipotecario del Uruguay 
(BHU) y otras con fines sociales similares”. 


José Amorín. Senador». 


4) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias a las anteriores convocatorias. 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- En la sesión ordinaria del 7 de agosto no se re- 
gistraron inasistencias. 


5) CONVOCATORIA A LOS SEÑORES MINIS- 
TROS DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLI- 
CAS Y DE ECONOMÍA Y FINANZAS, SEÑOR 
ENRIQUE PINTADO Y ECONOMISTA FER- 
NANDO LORENZO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde ingresar a 
la consideración del Orden del Día. 


El Senado ha sido convocado, de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 119 de la Constitución de 
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la República, a fin de recibir a los señores Ministros 
de Transporte y Obras Públicas y de Economía y 
Finanzas, a los efectos de actualizar la información 
relativa a la aplicación de la Ley n.* 18.931, de 17 de 
julio de 2012, sus decretos reglamentarios, el estado 
de concurso de Pluna S.A. y las circunstancias que 
rodearon el acuerdo de pago del aval del BROU. 


Se invita a pasar a Sala a los señores Ministros. 


(Ingresan a Sala los señores Ministros de Econo- 
mía y Finanzas y de Transporte y Obras Públicas). 


—La Presidencia consulta a los señores Ministros 
si desean formular alguna solicitud en cuanto a la 
asistencia de asesores. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Señor Presidente: solicito al Cuerpo, por su 
intermedio, la autorización correspondiente para que 
ingrese a Sala el profesor Pedro Apezteguía, Director 
General de Secretaría del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Asimismo, quiero señalar que en la convocatoria 
que recibimos de la Cámara de Senadores de fecha 
23 de julio de 2013, se cursaba invitación, por parte 
de los señores Senadores mocionantes, al señor Pre- 
sidente del Banco de la República Oriental del Uru- 
guay, economista Fernando Calloia. Al respecto, en 
la mañana de hoy recibí una notificación escrita del 
Presidente de esa institución, en la que anunciaba 
que en estas circunstancias no iba a aceptar la in- 
vitación. Informamos que en la carta que vamos a 
hacer llegar a la Presidencia del Senado constan las 
razones que el señor Presidente del Banco de la Re- 
pública esgrime para, en esta oportunidad, declinar 
la invitación. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: quisiera 
solicitar que, antes de comenzar con el asunto que 
nos ocupa en este llamado a Sala, se diera lectura a la 
carta que mencionó el señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa estima que se- 
ría mejor distribuirla a todos los señores Senadores, 
pero no hay inconveniente. 
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SEÑOR MOREIRA.- Hago ese planteo porque me 
gustaría conocer el contenido de la carta antes de co- 
menzar con mi exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- «Montevideo, 8 de agosto de 2013. 


Señor Ministro de Economía y Finanzas 
Economista Fernando Lorenzo 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Cúmpleme hacer referencia a la nota de fecha 
23.7.2013, por la cual se comunica la invitación 
cursada al suscrito, a fin de concurrir a la sesión ex- 
traordinaria a realizarse en la Cámara de Senadores 
el próximo día jueves 8 de agosto a las 10:30 horas, 
convocada al amparo de lo dispuesto en el artículo 
119 de la Constitución de la República en ocasión de 
la interpelación a los señores Ministros de Economía 
y Finanzas, Ec. Fernando Lorenzo, y de Transporte y 
Obras Públicas, Sr. Enrique Pintado, sobre aspectos 
vinculados a la compañía aérea Pluna S.A. 


Al respecto y en lo que a la comparecencia refie- 
re, el motivo invocado para la invitación se centra en 
“conocer las circunstancias que rodearon el acuerdo 
de pago del aval del BROU”. 


Resultando ser la precedentemente transcripta, la 
razón invocada para la invitación, corresponde seña- 
lar que el acuerdo para el cobro del aval referido y sus 
antecedentes, fueron puestos, en forma inmediata a 
su celebración y previo levantamiento de la reserva 
bancaria, en conocimiento y a disposición de la Sra. 
Jueza Letrada de Primera Instancia en lo Penal Es- 
pecializado en Crimen Organizado de 2.” Turno, la 
cual está interviniendo en la temática referida a la 
empresa Pluna S.A. 


Dicho proceso penal se encuentra aún en trámite 
y por consiguiente toda la información referida está 
alcanzada por la reserva presumarial (Art. 113 del 
CPP). 


Adicionalmente, el propio acuerdo de pago tiene 
incorporadas cláusulas de confidencialidad propias 
de este tipo de documentos, siendo por tanto su di- 
vulgación restringida. 


En función de lo anteriormente expuesto, y habi- 
da cuenta de las restricciones sobre las reservas ban- 
carias y presumariales enunciadas que imposibilitan 
hacer referencia a los extremos fácticos por los que se 
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convoca, se debe declinar en esta instancia aceptar la 
invitación que fuera cursada. 


Sin perjuicio de lo indicado, y como es de cono- 
cimiento de esa Secretaría de Estado, dentro de las 
limitaciones que impone el marco jurídico aplicable, 
el Banco ha contestado todos los pedidos de informes 
que desde el Parlamento se han venido recibiendo 
con relación a esta temática. 


Asimismo, es de señalar que el acuerdo de cobro 
del mencionado aval posibilitó que en un breve lapso 
y sin necesidad de llegar a promover acciones judicia- 
les, se obtuviera el cumplimiento de las obligaciones 
derivadas del mismo, generando por consiguiente, un 
ingreso al Estado de US$ 13:688.516. 


Al dejar así informado a usted de lo que antecede, 
me complazco en saludarle con mi más distinguida 
consideración». 


Firman: economista Fernando Calloia Raffo, Pre- 
sidente del Banco de la República Oriental del Uru- 
guay, y el doctor Roberto Borrelli Marchi, Secretario 
General. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a disponer, igual- 
mente, la distribución de la nota. 


Corresponde votar el ingreso del señor Director 
General de Secretaría del Ministerio de Economía y 
Finanzas, profesor Pedro Apezteguía. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 
Puede ingresar el profesor Apezteguía. 


(Ingresa a Sala el Director General de Secretaría 
del Ministerio de Economía y Finanzas, profesor Pe- 
dro Apezteguía). 


—Tiene la palabra el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: en primer 
lugar, quiero dar la bienvenida a los señores Minis- 
tros, y recordar que hace nueve meses estuvimos en 
una instancia similar aquí en este mismo recinto. 


Quiero, asimismo, manifestar mi sorpresa y abso- 
luto estupor e indignación por la respuesta del señor 
Presidente del Banco de la República, la que cons- 
tituye una falta de respeto hacia este Cuerpo, más 
allá de que constitucionalmente no podemos hacer- 
lo venir porque no es un Secretario de Estado que 
tenga responsabilidad ante este Parlamento. Quiero 
recordar que en la última interpelación se fue en la 
mitad de la sesión porque se ve que no tenía respues- 
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tas para muchas interrogantes, y ahora ni siquiera se 
digna a comparecer ante este Cuerpo para contestar 
preguntas. 


Creo que ni siquiera leyó el texto de la convoca- 
toria; yo no lo llamé al Presidente del Banco de la 
República para que viniera acá a darnos el ejemplar 
del acuerdo que firmó, porque ese acuerdo fue bien 
conocido por la opinión pública y el primero que sa- 
lió a decir quién lo pagaba y cómo se pagaba fue el 
propio Banco de la República, de manera que sobre 
este aspecto no hay reserva alguna. Además, yo no lo 
cito por el acuerdo, que sé cómo es y que consiste en 
pagar US$ 13:688.000 en 8 cuotas semestrales; eso 
es el acuerdo y no tiene mucho más que eso. El señor 
Calloia dice que envió ese documento a la Justicia, 
pero parece que olvida que el Estado tiene tres Pode- 
res, que son el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo 
y el Poder Judicial. No se estaría violando ninguna 
reserva de ese presumario en el cual el señor Presi- 
dente del Banco de la República está en calidad de 
indagado. 


Además, yo no lo llamo para preguntarle sobre el 
acuerdo -que conozco- sino sobre las circunstancias 
que lo rodearon, porque eso es lo que él tiene que ex- 
plicar. Por otra parte, lo llamé para preguntarle, tam- 
bién, si contemporáneamente o casi simultáneamente 
con ese acuerdo de pago hecho por alguien absoluta- 
mente ajeno desde el punto de vista jurídico a la obli- 
gación del pago del aval, no se asignaron importantísi- 
mos créditos a quien se hizo cargo de dicho pago. 


Por otra parte, en esa nota el señor Calloia afirma 
que ha contestado todos los pedidos de informes y no 
es así; a mí no me los contestó. Cuando le pregunté, 
vía pedido de informes, si se había concedido a quien 
asumió la obligación de pago del crédito una línea de 
crédito por US$ 30:000.000, nada menos, no me con- 
testó; en realidad, me contestó por la prensa, cuando 
es acá donde tiene que venir a contestar. 


Tengo aquí un par de preguntas para hacerle, cu- 
yas respuestas quizás los Ministros conocen, aunque 
no estoy seguro de ello; sin embargo, quien sí conoce 
esas respuestas es el Presidente del Banco de la Re- 
pública, que escapa a su responsabilidad en vez de 
venir acá y afrontarla por las cosas que se hicieron 
con ese aval que violó todas las normas legales y ban- 
cocentralistas que están vigentes en el país. Eso se 
afirmó por parte del propio Banco Central del Uru- 
guay; lo dijimos acá con todas las letras y nadie lo 
pudo desmentir. Entonces, ¿por qué no viene hoy a 
enfrentar esa responsabilidad y a dar la cara frente a 
este Cuerpo? 


Ayer discutíamos sobre la pertinencia o no de una 
Comisión Investigadora por hechos vinculados con el 
Ministerio de Salud Pública. Por mi parte, he plantea- 
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do en dos oportunidades la conformación de Comisio- 
nes Investigadoras para el tema de Pluna y estoy se- 
guro de que no muchos Senadores del Frente Amplio 
vinieron con ganas de defender esa solicitud. Nunca 
se hizo lugar a ese pedido, y ahora a eso se suma la 
actitud del Presidente del Banco de la República, que 
no viene a dar la cara acá. Pregunto: ¿tiene algo que 
esconder? Se trata de un hombre que tiene una tra- 
yectoria de cuarenta años en el Banco de la República 
y no creo que pueda sentir que esta instancia lo supe- 
ra. Tiene algo que esconder, seguramente. 


Más adelante seguiremos hablando del aval, aun 
en ausencia del Presidente del Banco de la República. 


Aclaro que quisimos convocar a los señores Mi- 
nistros en régimen de Comisión General, pero no fue 
posible porque la Bancada oficialista no nos dio sus 
votos, y acá estamos en una interpelación, régimen 
que considero un mecanismo de controlar parlamen- 
tario muy sano y que le hace muy bien al sistema 
democrático, sobre todo cuando estamos en un país 
donde legítimamente hay mayorías absolutas, pero 
que eso impide, muchas veces, el ejercicio de deter- 
minadas facultades de contralor como las Comisiones 
Investigadoras o las Comisiones Generales. 


Sabemos que los últimos sucesos o la conducción 
de determinadas gestiones, sobre todo para la confor- 
mación de esa nueva empresa que integrarían los ex- 
trabajadores de Pluna, han sido llevadas adelante por 
el Secretario de la Presidencia, quien también hizo 
gestiones directas para el cobro del aval. Los aquí 
presentes recordarán una reunión que tuvo lugar en 
la sede de Buquebús —no recuerdo si fue en el mes de 
febrero o en marzo- y a la que concurrió el Secreta- 
rio de la Presidencia, el doctor Homero Guerrero, y 
el Presidente del Banco de la República, economista 
Fernando Calloia, donde se comenzó a realizar gestio- 
nes muy intensas para lograr que el señor Juan Carlos 
López Mena pagara el aval, porque no había duda de 
que esa empresa fantasma Cosmo, y tampoco Boston 
Seguros, no iban a pagar, ya que se les había intimado 
para ello y respondieron airadamente que no solo no 
pagarían sino que, además, iniciarían juicios contra el 
Estado. Pero como nosotros tampoco podemos convo- 
car al Secretario de la Presidencia y en este Gobierno 
se ha hecho costumbre que se asignen cometidos que 
no son de su esfera de competencia a personas ajenas 
como en este caso al Secretario de la Presidencia-, 
por supuesto, convocamos a los Ministros quienes, 
seguramente, nos van a brindar todas las explicacio- 
nes sobre los últimos sucesos acaecidos en torno a 
la clausura, cierre y liquidación de la aerolínea, así 
como sobre la conformación de una nueva aerolínea 
de bandera nacional. 


Para ello, vayamos un poquito hacia atrás. No nos 
vamos a remontar al año 2007; como se sabe, veni- 
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mos siguiendo atenta y críticamente este asunto des- 
de que se pactó y acordó la asociación de Pluna con 
Leadgate-SAO. Vayamos al 5 de julio del año pasado y 
el día previo, porque como decíamos en la interpela- 
ción anterior —y así lo corroboraba el propio Ministro 
Lorenzo- con respecto a este tema de Pluna no se 
puede hacer abstracción del pasado, ya sea del inme- 
diato y del más o menos mediato. Ese 5 de julio del 
año pasado, el Poder Ejecutivo dispone clausurar de- 
finitivamente la existencia y toda actividad de Pluna 
Sociedad Anónima. Varios Legisladores de todos los 
partidos concurrimos la noche anterior a la sede del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y los Mi- 
nistros, hoy presentes, nos dijeron que esa era la úni- 
ca salida posible; que iba a ocurrir una verdadera ca- 
tástrofe judicial porque estaba la inminencia de 7.000 
juicios en Brasil, como consecuencia de la asociación 
Varig y Pluna, por un valor de US$ 3.500:000.000. 
Esa fue la razón que se adujo en ese momento para 
que un día antes de las vacaciones de julio del año 
pasado, se le bajara la cortina a Pluna y se dejara a 
900 trabajadores sin su fuente laboral, como también 
a miles de pasajeros en tierra, en Uruguay, Brasil, Ar- 
gentina, Paraguay, Chile y otros países. Quedó todo el 
mundo de a pie en ese momento tan particular. 


Inmediatamente comienza a tomarse una serie de 
medidas. Seis días después se decreta el concurso vo- 
luntario de liquidación de Pluna. Luego surge un pro- 
yecto y la posterior aprobación de la Ley n.” 18.931. 
Esa norma y los decretos reglamentarios subsiguien- 
tes fueron los instrumentos que ideó el Gobierno para 
hacer la liquidación de la aerolínea de bandera nacio- 
nal que en ese entonces tenía 75 años de existencia. 


¿Qué estipulaciones tenía esa ley? Entre otras co- 
sas muy importantes, preveía transferir la propiedad 
de los siete aviones Bombardier, gravados con hipote- 
ca a favor de Pluna Ente Autónomo, a un fideicomiso 
de administración. Esos bienes estuvieron en la masa 
del concurso durante dos o tres días. Pero se modifica 
la ley vigente de concursos diciendo que estos no en- 
tran en la masa del concurso, sino que se transfieren 
a un fideicomiso. ¿Para qué? Para exonerarlos de toda 
acción judicial contra ellos por parte del resto de los 
acreedores del concurso que son, como ya dije, miles: 
comerciales, bancarios, trabajadores, pasajeros, pro- 
veedores; en fin, un universo infinito de acreedores. 
En definitiva, se sacan los bienes del activo de Pluna. 
Prácticamente lo único que queda en el activo de la 
ex-Pluna —después del vaciamiento progresivo y sis- 
temático que hicieron el señor Campiani y sus socios 
durante años, tolerado y consentido por el Gobierno— 
es un inmueble en la avenida Roosevelt de Punta del 
Este. Quizás puede quedar algún pesito en un banco 
y alguna computadora pero, concretamente, el activo 
eran los siete aviones gravados con una hipoteca a 
favor de Pluna Ente Autónomo. 
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Por tanto, se sustraen esos aviones a la acción de 
los acreedores, y reitero lo que dijimos en su momen- 
to: asistimos a un Estado que se insolventó y lo auto- 
proclamó. Lo peor de todo es que no solo se insolven- 
ta sino que lo proclama: lo saco para que cobre solo 
el Estado o por lo menos podamos resarcirnos de los 
cuantiosos perjuicios que hemos sufrido como conse- 
cuencia de esta asociación público-privada. Al final 
de mi exposición, voy a hacer un detalle de lo que nos 
ha costado esta historia de la asociación de Pluna. 
Esto ya lo hicimos, pero como se han ido agregando 
rubros, se convierte en algo interminable. Pasa un 
mes, se agrega algún dato; pasa otro mes, se incorpo- 
ra otro rubro; nunca se resta nada, nunca recibimos 
buenas noticias. 


Por otra parte, a través de la Ley n.” 18.931, se 
previó que el fiduciario tenía que realizar un rema- 
te extrajudicial de esos bienes, por lo que se fijó un 
plazo para ello. Y aquí surgió la famosa subasta, que 
se prorrogó por una vez y que después se realizó el 
1.2 de octubre del año pasado. En ese momento todo 
el mundo vio con estupefacción y asombro —es difí- 
cil adjetivar— lo que ocurrió. Esa subasta fue como 
un chiste de mal gusto, una parodia: el caballero de 
la derecha, la empresa Cosmo, el aval del Banco de 
la República, concedido en el sumarísimo tiempo de 
dos horas previo requerimiento telefónico del señor 
Ministro Lorenzo, hecho que también reconoció con 
mucha honestidad intelectual en este mismo recinto 
en el mes de octubre pasado. También nos enteramos 
del requerimiento telefónico del señor Juan Carlos 
López Mena. Todo el mundo ha hablado de ese tema. 
El propio señor Calloia se ha referido intensamente 
a las gestiones que hizo ese mismo día el señor Ló- 
pez Mena para que le dieran el aval a una persona 
que cambió el orden de su nombre y apellido; esta 
persona apareció en el Banco de la República y ni 
siquiera tenía un poder que acreditara la represen- 
tación de una empresa fantasma española. Todo este 
hecho es increíble. Ya hablamos de estos episodios, 
pero a veces uno no puede evitar volver a repetir al- 
gunas de esas cosas, como la foto que apareció en la 
prensa y que tuvo tanta difusión. En fin, todo este 
procedimiento fue muy lamentable. Recuerdo que el 
Ministro Pintado ese mismo día realizó declaraciones 
diciendo que se habían terminado las especulaciones 
y que se iban a cumplir determinados objetivos muy 
importantes de la subasta, a los cuales me voy a refe- 
rir dentro de breves minutos. 


Y en ese momento se creó un Fondo de Adelantos 
de Créditos Laborales para pagar, no solo el seguro de 
desempleo —-que de cualquier modo correspondía-—, 
sino también un adicional para compensar las retri- 
buciones que habían percibido los trabajadores en los 
seis meses anteriores a la clausura. Sobre ello tam- 
bién quiero preguntar, porque ese Fondo de Adelanto 
de Créditos Laborales terminó siendo de 84:000.000 
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de unidades indexadas, que a un valor de $ 2,63 equi- 
valen a US$ 10:000.000 o $ 220:000.000, con el dólar 
a $22. 


Después se dictaron decretos reglamentarios, pero 
se invocaron cuatro objetivos. En definitiva, tenemos 
que analizar qué fue lo que pasó. ¿Cuál fue el resul- 
tado de toda esa arquitectura que se ideó para proce- 
sar la liquidación de la aerolínea, como también los 
activos y pasivos? Más bien de los pasivos, porque los 
activos no existían. 


Los cuatro objetivos invocados eran los siguientes: 
preservar el valor de los activos; defender las fuentes 
de trabajo; mantener el servicio de transporte aéreo 
y, por último, defender en la medida de lo posible los 
intereses de la masa de acreedores. 


Adelanto que, de forma tan previsible como lamen- 
table, prácticamente ninguno de ellos se ha cumplido. 
En cuanto a preservar el valor de los activos, los avio- 
nes están tirados en el aeropuerto de Carrasco desde 
hace más de trece meses; están depositados allí, a la 
intemperie, con un gasto inmenso de mantenimiento. 
Hay que recordar que en una primera instancia los 
aviones eran trece; seis se pudieron devolver —de ello 
se encargó la sindicatura— al banco acreedor o a la em- 
presa Bombardier. Se me ha dicho que cuando estaban 
los trece aviones, el gasto por mantenimiento era su- 
perior a los US$ 500.000 mensuales; y que ahora, que 
son siete aviones, el gasto de mantenimiento ronda los 
US$ 350.000 mensuales. Estamos hablando de trece 
meses de gastos de mantenimiento de los aviones; y 
no sé de cuántos meses más terminaremos hablando. 
O sea que con esto hemos gastado, aproximadamente, 
la pavadita de US$ 5:000.000. Quiero que los señores 
Ministros me confirmen este hecho —porque segura- 
mente disponen de las cifras exactas—, ya que los valo- 
res que yo tengo son aproximados. 


Otro aspecto refiere a las fuentes de trabajo —la 
preservación de las fuentes de trabajo- de los tra- 
bajadores de Pluna, que creo eran 800 o 900 en el 
momento del cierre. Había trabajadores en Brasil, 
Argentina, Paraguay, Chile y Uruguay. En Uruguay 
había más de 500 trabajadores. 


Hasta ahora, salvo los que se encargan del man- 
tenimiento de los aviones, las fuentes de trabajo no 
han sido restituidas en ningún caso. Lo único que 
hay actualmente es esto que se ha mantenido en re- 
serva —ha habido algunas declaraciones- relativo a la 
eventual creación de esta cooperativa con forma de 
sociedad anónima, que tenía plazo hasta el 2 o el 3 
de junio. La ley se sancionó el 2 de enero. Hace más 
de un mes que se cumplió el plazo de preferencia de 
seis meses que tenían los trabajadores para que se les 
transfiriera la propiedad en régimen de comodato o 
de leasing de esos aviones. 
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A su vez, se les reservaron las frecuencias, y tam- 
bién quiero preguntar sobre este tema al señor Mi- 
nistro de Transporte y Obras Públicas. Sin embargo, 
hasta ahora no sabemos nada al respecto. Dicen que 
se firmó un preacuerdo, pero no lo conocemos. Nos 
gustaría saber de él. 


Por supuesto que nos preocupa mucho la legítima 
aspiración de los trabajadores de constituir una línea 
aérea y no perder su fuente de trabajo. Ha trascen- 
dido que no son los más de 500, sino 300 los tra- 
bajadores que estarían en esa cooperativa. Pero, en 
definitiva, queremos saber qué ocurrió. 


En estos días trascendió que había reclamaciones, 
demandas laborales contra Pluna Ente Autónomo y 
contra el Estado uruguayo; es decir que algunos de 
estos trabajadores podrían estar accionando contra el 
Estado. También vamos a preguntar sobre este aspec- 
to a los señores Ministros. 


En cuanto a mantener el transporte aéreo, creo 
que se ha logrado en la medida en que se han asigna- 
do las principales frecuencias a empresas extranjeras 
y a una empresa nacional, BQB —propiedad de Juan 
Carlos López Mena-, que tiene catorce frecuencias 
en el puente aéreo Montevideo-Aeroparque. Creo que 
se la otorgaron provisoriamente y que luego se la re- 
novaron. Además, ahora está pidiendo la frecuencia 
Punta del Este-Aeroparque, asunto sobre el que se ha 
generado una discusión. 


En este sentido, Aerolíneas Argentinas ha copado 
prácticamente los slots. Así pues, los mejores hora- 
rios de la frecuencia del puente aéreo han sido copa- 
dos por Aerolíneas Argentinas, empresa estatal que, 
según se sabe, está manejada por dirigentes de La 
Cámpora. De modo que no sé si será fácil sacarle los 
mejores horarios y las frecuencias del puente aéreo, 
que era el negocio más rentable que tenía Pluna. En 
este asunto también incursionaremos realizando pre- 
guntas. 


El otro aspecto tiene que ver con pagar, en la 
medida de lo posible, a los acreedores. Me parece 
que eso es una burla. Tendríamos que preguntar a 
los acreedores qué opinan de este asunto, es decir, 
consultar a quienes están en el concurso qué ilusión 
tienen de poder cobrar algún peso o algún dólar de 
su crédito, salvo que la Suprema Corte de Justicia 
termine declarando inconstitucional la ley, porque 
hay unas cinco o seis acciones de inconstitucionali- 
dad promovidas contra la Ley n.” 18.931, que todavía 
están pendientes de resolución por ese organismo. 


Aquí, en lo que refiere a cobrar, el año pasado co- 
bró el Banco República —después hablaremos de este 
tema-, al que le pagó el Ministerio de Economía y 
Finanzas. 
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SEÑOR BORDABERRY.- Campiani. 


SEÑOR MOREIRA.- Le pagó el Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas porque era garantía de un crédi- 
to para liquidez otorgado creo que a fines de 2006 o 
2007. 


El señor Senador Scrigna me asiente porque co- 
noce del tema. 


Esa garantía del Ministerio de Economía y Finan- 
zas debía ser sustituida, amortizada o cancelada an- 
tes del 30 de junio de 2009, y estaba en el contrato de 
suscripción de acciones del 12 de febrero. Esa cláu- 
sula se violó flagrantemente; reitero, flagrantemente. 


Así, pues, cobró el Banco de la República Oriental 
del Uruguay. ¿Y quién más cobró, y está cobrando? 
El Scotiabank. Por supuesto, está cobrando el Scotia- 
bank. Y ahora vamos a hablar de este tema. El Scotia- 
bank ya cobró dos cuotas. 


En cuanto a los objetivos perseguidos por la ley, 
la conectividad está. Pero, ¿a costa de qué? De que 
nos ocupen todas las frecuencias del puente aéreo, 
que va a ser difícil recuperarlas. Sin embargo, de los 
demás objetivos, ninguno se ha alcanzado. 


Vayamos ahora al terreno de las erogaciones que 
ha llevado adelante o que ha insumido todo este pro- 
ceso. Algunos de esos números están en la Rendición 
de Cuentas, que refiere a lo gastado el año pasado; en 
el caso de Pluna tiene que ver con lo gastado desde 
el 5 de julio hasta el 31 de diciembre. Por tanto, en 
lo que concierne a Pluna son menos de cinco me- 
ses, porque hasta ese momento pagaba Pluna S.A., 
en la era Campiani. Se podría decir que fue desde los 
últimos veinte días de junio porque había un nuevo 
Directorio; digamos que fueron cinco meses y medio. 
En ese período se gastaron $ 1.055:500.000, lo que 
es igual a US$ 48:000.000 o US$ 49:000.000 aproxi- 
madamente. 


¿Cómo se desglosa esa cifra? De acuerdo con 
lo que vimos allí, $ 320:000.000 se destinaron a 
cancelar la deuda con el BROU -a la que recién 
aludíamos-, $ 204:000.000 -—de los cuales se 
ejecutaron $ 123:000.000 por seguro de desempleo- 
y $ 552:000.000 para gastos a cargo del fideicomiso. 
Por tanto, estamos hablando de mucho dinero, ¿no 
es así? 


El pago al Banco República se hizo el año pasado, 
pero no entendemos por qué se hizo en ese momento. 
¿Será para demostrar que el BROU es un celoso cus- 
todio del cobro de sus créditos? Tendría que haberlos 
reclamado mucho antes, pero igual tenía la garantía 
del Ministerio de Economía y Finanzas. 
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Ese pago es directa consecuencia de un flagrante 
apartamiento y violación de lo dispuesto en una cláu- 
sula del Contrato de Suscripción de Acciones, firma- 
do entre los representantes de Leadgate, el Ministro 
de Economía y Finanzas de la época —actual Presi- 
dente del Senado, contador Danilo Astori- y el ex- 
Ministro de Transporte y Obras Públicas, señor Víctor 
Rossi, creo que luego refrendado hasta por el propio 
Presidente de la República. 


Esa cláusula refiere a las obligaciones del Estado 
y dice: “Mantener la garantía otorgada por el Esta- 
do a través del Ministerio de Economía y Finanzas, 
a favor del BROU hasta la fecha en que la misma 
sea sustituida por Pluna S.A. Esa fecha no podrá ser 
mayor que el 30 de junio de 2009. En caso de que lle- 
gada dicha fecha Pluna no haya sustituido la garantía 
del Ministerio de Economía y Finanzas, el importe a 
pagar por el Contrato de Opción —la recompra de la 
nuda propiedad del Argentino Hotel de Piriápolis, que 
era una obligación del Estado- se destinará a amorti- 
zar la deuda de Pluna con el BROU”. 


Sin embargo, nada de eso se realizó. Lo que se 
hizo con parte de ese dinero de la recompra de la 
nuda propiedad del Argentino Hotel, que se adelantó 
en el tiempo por la desesperación que tenía Campiani 
—el Presidente Gerente en ese momento-, fue pagar 
a Ancap deudas posteriores al período en el cual el 
Estado tenía que asumir las deudas de Ancap. 


Recuerdo la oportunidad en que convoqué al Mi- 
nistro Rossi en régimen de Comisión General y le pre- 
gunté acerca de la deuda con Ancap. Él me respondió 
que la situación estaba bien, que se cumplía con to- 
dos los plazos acordados. 


Sin embargo, al mes y medio, el entonces —des- 
pués también lo fue— Presidente de Ancap, Raúl Sen- 
dic, le cortó el suministro de combustible, porque se 
le debían US$ 14:600.0000 al Ente. Esa fue una his- 
toria de película que luego la vimos en su segunda 
versión, porque después le debió US$ 30:000.000. Lo 
“clavó” en US$ 30:000.000. 


Entonces, en ese momento paga cinco millo- 
nes a Ancap. Y el producido de la recompra fueron 
$ 235:000.000, pero el Banco República no vio un 
dólar, ni un dólar. Después de haberse violado esto, 
el escribano Fernández —Director de Secretaría del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas- lo reco- 
noció; y también lo dijo la Junta de Transparencia y 
Ética Pública. ¿Recuerdan que en la última interpe- 
lación nosotros le pedimos a la Junta de Transparen- 
cia y Ética Pública que nos hiciera un informe? La 
Junta de Transparencia —-en donde hay representan- 
tes del partido de Gobierno— habla del escribano Fer- 
nández, quien corrobora lo que dije: tiene que pagar 
al Banco de la República. Insisto: tiene que pagar al 
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Banco de la República. La Junta dice que el dinero 
no se usó para amortizar la deuda con el Banco de la 
República, sino para pagar una deuda con Ancap. En 
consecuencia, la Junta dice que hay dos supuestos: 
el incumplimiento del contrato de suscripción de ac- 
ciones respecto del Banco de la República y el pago 
de deudas a Ancap, con fecha posterior al 30 de junio 
de 2007. En este último caso, Pluna utilizó los fondos 
pagados por el Estado, persona pública mayor, que 
se encontraban destinados al pago de deuda con el 
Banco de la República, para el pago de la deuda con 
Ancap. Entonces, está financiando una deuda cuya 
exclusiva responsabilidad es de Pluna. 


Respecto a la actuación del Estado, persona públi- 
ca mayor, concluye que se violaron normas que pro- 
híben a los funcionarios públicos el manejo de fondos 
de forma distinta a las legalmente autorizadas y que 
existe contravención de los principios de buena ad- 
ministración y legalidad. Los contratos obligan a las 
partes como la ley misma, y el Estado es el primero 
que tiene que cumplir con esa norma. Si en alguna 
oportunidad los particulares se apartan, vaya y pase, 
pero es inaceptable que el Estado, en conocimien- 
to de esta norma, no cumpla con los contratos que 
firma; y, además, cuando se traduce en una pérdida 
patrimonial de esta índole, que implica un monto tan 
cuantioso, es peor aún. Hay responsabilidad por esto; 
se violan los principios de buena administración y le- 
galidad. ¡Vaya si hay responsabilidad! Y no se puede 
decir simplemente “me equivoqué”. ¡Hay responsabi- 
lidad! ¡Es mucha plata! ¡Es un perjuicio irreparable! 


De manera que aquí tenemos uno de los puntos. 


El año pasado se gastaron US$ 16:000.000. Des- 
pués están los gastos del fideicomiso de las aeronaves, 
para los que se prevén $ 552:000.000 en la Rendi- 
ción de Cuentas. Al respecto, le vamos a preguntar 
al señor Ministro de Economía y Finanzas cuál es la 
composición de esas erogaciones, que debe ser de dis- 
tinta índole. Por ejemplo, le voy a preguntar cuánto 
hay de honorarios profesionales y cuánto de gastos 
de mantenimiento de los aviones. Y supongo que en 
esa cifra también debe estar el pago al Scotiabank, la 
deuda que surge de la deuda asumida por Pluna Ente 
Autónomo con la garantía subsidiaria del Estado uru- 
guayo. Se utilizó ese mecanismo indirecto porque, de 
lo contrario, hubieran necesitado una ley autorizante. 
En el contrato del acuerdo para el cierre de la tran- 
sacción se habla de “garantía soberana”, pero al final 
terminó siendo “garantía subsidiaria”, según surge 
del artículo 6.” de la ley de creación de Pluna, que 
dice que de las deudas de Pluna responde subsidia- 
riamente el Estado. Además, ustedes recordarán que 
en el contrato firmado en ese momento con el Sco- 
tiabank se establecía que en caso de incumplimiento 
era competente la Justicia del Estado de Nueva York. 
Íbamos a tener que ir a litigar allá, pero como esta- 
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mos pagando no tendremos que ir a los tribunales de 
Nueva York. Estamos pagando y ¡qué cuotas! 


Como los señores Senadores recordarán, la ob- 
servación del Tribunal de Cuentas de la época con- 
sideraba que esto era ilegítimo y desproporcionado, 
y que violaba todas las normas, porque era lo mismo 
que deuda pública, y cuando se asumen esas deudas 
se requiere de una ley, aun en estos casos. Recuer- 
do esto porque lo cuestioné en una sesión de la Co- 
misión de Transporte y Obras Públicas, de fecha 20 
de junio de 2007, en la que estaba presente el señor 
Presidente del Senado como Ministro de Economía 
y Finanzas, el actual Presidente del Banco Central, 
que en ese momento era Subsecretario, y el ex-Mi- 
nistro de Transporte y Obras Públicas, señor Víctor 
Rossi. Releer lo que decían para justificar la asun- 
ción de garantía da verdadera pena. El ex-Ministro 
de Transporte y Obras Públicas decía: [...] “Nosotros 
consideramos que teníamos que analizar si había al- 
gún modo de que el Gobierno uruguayo ayudara a 
tener mejores plazos y mejores condiciones de finan- 
ciamiento —escuchen lo que decía- sin arriesgar, sin 
perder y sin poner nada -la firma, nada más-, sim- 
plemente poniendo lo que es el peso de un país, de 
una institución, lo que no es poco”. Y continúa: “En 
ese momento, entonces, el Estado uruguayo presta su 
fianza contra la hipoteca de los aviones y la garantía, 
que inicialmente es directamente frente al proveedor, 
en este caso pasa a ser el respaldo de nuestra par- 
ticipación. Con eso estamos garantizando al Estado 
uruguayo e incluso dándonos alguna ventaja porque, 
en los negocios a veces pasan cosas y aquí los aviones 
van a ser más uruguayos que nunca” ¡Claro! Con lo 
que nos costaron, ¿cómo no van a ser más uruguayos 
que nunca? Y termina: “Entonces, desde ese punto 
de vista, también vamos a estar en buenas posiciones 
para defender los intereses futuros. 


Pero dejando de lado estos aspectos, aquí van a 
estar perfectamente garantizados los intereses del 
Estado uruguayo”. 


¡Fenomenal! ¡Fenomenal a la luz de lo que pasó 
después! 


El economista Mario Bergara decía algo similar, 
aunque con un lenguaje más técnico —el señor Víctor 
Rossi es más apasionado para decir las cosas, mucho 
más político: “Entonces, propusimos que esa estruc- 
tura de garantía —-de hecho, es lo que estamos descri- 
biendo- tuviera la forma de una garantía del Estado 
y como contrapartida, propusimos, en primer lugar, 
el 100 % de las aeronaves adquiridas, es decir, una 
hipoteca a favor del Estado que cubriera el 100 % de 
la garantía. Esto constituye la primera línea de defen- 
sa en esa materia”. Esto parece la última defensa de 
Nacional. 
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Y continúa: “A su vez, por si esto no alcanzara, 
imponemos a los nuevos accionistas una fianza soli- 
daria por el 75 % del valor de lo que se garantiza. En 
este esquema, aprovechamos las ventajas de que haya 
una garantía soberana a efectos de reducir el costo de 
financiamiento y los plazos de entrega”. La garantía 
es la contragarantía de la hipoteca más una fianza 
solidaria por parte de los accionistas. Y los accionistas 
que se eligieron en aquel oscuro proceso de selección 
no resultaron ser multimillonarios estadounidenses y 
alemanes, sino unos insolventes que manejaron esta 
compañía de forma desastrosa, en claro beneficio de 
sus propios intereses y en perjuicio del Estado y de la 
sociedad uruguaya. Esto es así y no hay nadie que lo 
pueda discutir. 


En ese momento, cuando se había dicho que 
esta gente iba a poner US$ 177:000.000, garantía 
suficiente —aunque lo único que pusieron fue 
US$ 15:000.000-, nunca acreditaron solvencia; 
era todo mentira. En cambio, nosotros, que éramos 
titulares del 25 % del paquete, garantizamos el 
100 % de la compra de los aviones. ¡Fenomenal! El 
precio de adquisición de los aviones y un motor era 
US$ 178:000.000. El motor después se vendió. 
¡Campiani vendió hasta el motor! ¡Es notable! En 
definitiva, ahí están la hipoteca y los aviones. 


Pregunto cuánto valen hoy los aviones. Los 
quisieron rematar en US$ 136:000.000 y los 
compró Hernán Calvo por Cosmo. El señor Senador 
Bordaberry dice que su valor es de US$ 80:000.000, 
pero creo que valen menos. En algún momento el 
señor Ministro de Transporte y Obras Públicas señaló 
que su valor era de US$ 175:000.000 y recuerdo 
que salían igual que nuevos el año pasado. Nuevos 
costaron US$ 25:000.000. Pero ¿cuánto valen hoy? 
No lo sé. ¿Por qué están tirados allí? Tampoco lo sé, 
pero hace trece meses que están tirados allí. Este es 
un rubro terrible de este novelón. El 15 de agosto 
del año pasado se pagó al Scotiabank una cuota de 
US$ 8:845.714; seguramente en febrero el monto de 
la cuota fue igual o similar -son cuotas semestrales— 
y apronten la caja porque la próxima semana, el 15 
de agosto, vence otra cuota, que también debe ser de 
US$ 8:500.000 o US$ 8:600.000. 


Hasta ahora estamos hablando de esa garantía 
maravillosa que tenía, de la solvencia y de la hipoteca 
de los aviones; o sea, de perjuicios efectivos por casi 
US$ 27:000.000. Y ¿a quién se los vamos a reclamar? 
Advierto que esto es por ahora, porque en febrero 
vence otra cuota; creo que el crédito era a ocho años. 
¡Vaya error! ¡Vaya perjuicio! Es irreparable. 


También tenemos que tener en cuenta el aval del 
Banco de la República. Sinceramente, creo que es 
una lástima que no esté presente en el día de hoy el 
señor Calloia, pues tenía muchas preguntas para ha- 
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cerle. Y como se trata de un hombre temperamental, 
seguramente reaccionara al contestarlas. 


Yo quería preguntarle cómo, después de violar 
todas las normas vigentes al dar un aval como ga- 
rantía de mantenimiento de oferta por más de US$ 
13:688.000 en el plazo sumario brevísimo de dos ho- 
ras a alguien que ni siquiera tenía poder, mediando 
solo una solicitud telefónica, sin saber a quién se le 
estaba dando —no se conocía ni el perfil de la em- 
presa ni ninguna otra información contable, como 
balances, giros, etcétera—, ratificando lo que dice un 
Gerente -que después tuvo que ir a los juzgados-, fue 
posible que la mayoría del Directorio del Banco rati- 
ficara esa decisión, hablando de la externalidad y de 
que se trataba de algo urgente, como si el Banco fuera 
un boliche. Es decir que, como es urgente, viene un 
hombre que ni siquiera tiene un poder que acredite 
a quién representa —luego se supo que estaba metido 
en un escándalo de tipo financiero en España- y se le 
da un aval por esa plata. 


Más adelante trascendió —yo nunca tuve acceso al 
presumario- que, en el Juzgado, el propio Presidente 
del Banco dijo que el señor López Mena era quien te- 
nía que pagar, porque él era el que había presentado a 
la empresa Cosmo, representada por Calvo Sánchez, 
y que se había dado la plata porque era un buen clien- 
te del Banco. 


Luego se hicieron gran cantidad de gestiones y el 
Banco contrató al connotado penalista doctor Gonza- 
lo Fernández, pagándole una espléndida retribución, 
por la defensa penal primero y por gestionar el cobro 
del aval después. ¡Esto es notable! Podría entender —e 
incluso justificaría— la contratación del doctor Gonza- 
lo Fernández para la defensa penal —ya que es uno de 
los mejores penalistas del Uruguay- si fuera Calloia 
quien pagara los honorarios, pero no si los paga el 
Banco de la República. No corresponde que lo pague 
el Banco porque la defensa penal no es institucional. 
Además, en este caso el Presidente del Banco actuó 
por fuera de sus cometidos, violando un montón de 
normas, por lo que el Banco no puede hacerse cargo 
de esos honorarios. 


Con respecto a este tema elevé un pedido de infor- 
mes y ese sí se me contestó; se me dice que sí corres- 
ponde esta contratación para la defensa de Calloia 
y de varios Gerentes involucrados y, además, que no 
fue observado por el Tribunal de Cuentas. Efectiva- 
mente, el contador delegado del Tribunal de Cuentas 
no lo observó, pero este es funcionario del Banco y no 
del Tribunal de Cuentas, es decir que no es un con- 
tador del Tribunal de Cuentas. Cuando el Tribunal de 
Cuentas ve esa “no observación”, envía un oficio a los 
contadores delegados del Banco diciendo que ese no 
es el criterio del Tribunal. Justamente, se expresa: “Se 
pone en su conocimiento que la contadora delegada 
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de este Tribunal intervino el dato sin observaciones 
respecto a los honorarios del abogado especializado 
en Derecho Penal, Gonzalo Fernández. Se consultó a 
la contadora delegada respecto a si tenía conocimien- 
to de la posición de este Tribunal, que entiende que 
no corresponde la contratación de profesionales cuyo 
objeto sea prestar asistencia jurídica en materia penal 
a personas físicas funcionarios públicos, por tratarse 
de la defensa de un interés personal y no institucio- 
nal, y en caso afirmativo que explique los motivos de 
su intervención”. Esta es la opinión institucional del 
Tribunal de Cuentas, donde hay representantes del 
Frente Amplio. Todos estuvieron contestes en que no 
debieron pagarse estos honorarios por la defensa pe- 
nal del señor Calloia, que fueron de US$ 15.000 más 
IVA. 


Pero no conformes con esa contratación, vuelven 
a contratar a Gonzalo Fernández para otra finalidad, 
que es gestionar el cobro del aval. En un momento el 
cobro del aval parecía una tarea absolutamente impo- 
sible; con Cosmo y Boston Seguros, ni hablar, y ellos 
hasta se reían de esa obligación. El honorario para 
esta tarea ya fue diferente, pues era el 1 % del monto, 
por lo que terminó siendo de US$ 136.000 más IVA, 
es decir que Gonzalo Fernández en este caso se llevó 
US$ 184.000. 


Ante estos hechos, elevé un pedido de informes 
al Banco de la República preguntado, en primer lu- 
gar, cuántos abogados tiene en su plantilla profesio- 
nal —el Senador Scrigna conoce perfectamente esta 
información-, es decir, con cuántos abogados cuenta 
el Banco país, la institución bancaria más importante 
del Uruguay. En definitiva, tiene tres abogados en co- 
misión —uno integra el directorio del Banco Central-, 
pero hay 23 abogados que revistan en la planilla del 
Banco de la República, y seguramente la mayoría de 
ellos tiene una gran idoneidad y especialización en 
una materia como el cobro de un aval, que es una 
materia no penal —salvo que sí tenga connotaciones 
penales, lo cual podría ocurrir si analizamos la histo- 
ria de lo acontecido- sino comercial, bancaria. 


Lo cierto es que se encarga esta tarea al doctor 
Fernández y el argumento que se esgrime para ha- 
ber tomado esta decisión es notable. En la respues- 
ta al pedido de informes se dice textualmente: «En 
función del involucramiento —este también es un 
término con connotación penal; no sé quién lo re- 
dactó- que el citado profesional ha tenido en el caso 
y el consecuente relacionamiento con otros actores 
de la causa en forma independiente a los aspectos es- 
trictamente penales —acá se hablaba de “penal” y de 
“no penal” y en definitiva no sé qué era, si eran tiros 
libres- ha generado un ámbito apropiado para procu- 
rar un acuerdo transaccional con las firmas Cosmo 
Líneas Aéreas SL y Boston Compañía Argentina de 
Seguros». ¿Qué acuerdo transaccional iban a hacer 
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con Cosmo y Boston si ya le habían dicho al Banco 
que no le iban a pagar nada? Y no solo le habían dicho 
eso, sino que le habían dicho que iban a iniciar ac- 
ciones judiciales contra el Estado. No le iban a pagar 
nada porque, además, eran insolventes, por lo que no 
podían pagar eso. Boston Seguros tiene un capital de 
US$ 7:000.000, es argentina, tiene calificación cre- 
diticia B y se dedica a seguros de automóviles y no a 
seguros de fianza. En realidad nunca pensó en pagar. 
Además, el único que vino a Uruguay y que mostró la 
cara fue “el caballero de la derecha”, que ni siquiera 
poder tenía. ¿Qué acuerdo transaccional con Cosmo 
y Boston iban a hacer en estas condiciones? El acuer- 
do transaccional era con otra persona, con la que ter- 
minó pagando o asumiendo la obligación de pago. 


Por eso, yo le quería preguntar hoy al Presidente 
del Banco cómo se llegó a que esta persona, en un 
acto de generosidad que normalmente no caracteriza 
a los grandes empresarios, que son muy severos en la 
administración de su dinero, de su peculio, termina- 
ra haciéndose cargo de una deuda de algo más de 
US$ 13:600.000. 


Adelanto que formularé otro pedido de informes, 
porque ha llegado a mi conocimiento que no solo se le 
concedió un crédito, sino dos, y que, además, la tasa 
era de las más bajas que se conocen. 


Creo que hubiera sido importantísimo que viniera 
el Presidente del Banco para hacerle estas preguntas, 
pero esquivó el bulto. Pero vamos a llegar a que nos 
conteste. 


SEÑOR SCRIGNA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SCRIGNA.- Señor Presidente: las pala- 
bras del señor Senador Moreira reflejan un elemen- 
to que a esta altura es incuestionable, que tiene que 
ver con el misterio que rodea toda esta situación del 
otorgamiento del aval y el cierre de la empresa Pluna. 
Creo que el tema del aval —nos hubiera gustado que el 
señor Presidente del Banco de la República Oriental 
del Uruguay concurriera a esta sesión— no escapa a 
la regla de mantener el misterio en toda esta situa- 
ción que rodea esta operación. Concretamente, es- 
toy haciendo referencia al aval otorgado para que la 
empresa Cosmo se presentara a la frustrada subasta 
de los siete aviones Bombardier. A nuestro juicio, se 
retacea información al Senado. Creemos que el al- 
cance del secreto bancario no abarca la forma y los 
instrumentos que manejan las instituciones para lo- 
grar acuerdos. 
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Al inicio de su intervención, el señor Senador Mo- 
reira decía que, independientemente de la forma, el 
Banco de la República Oriental del Uruguay tuvo la 
posibilidad de cobrar los US$ 13:600.000 que hizo 
efectivo al Ministerio de Economía y Finanzas, al fi- 
deicomiso, o a ambos. Esta cuestión tampoco parece 
quedar clara. 


Sin embargo, las formas son trascendentes. Los 
instrumentos jurídicos que se utilizaron para que hoy 
en día el señor López Mena sea, aparentemente, el 
acreedor de la empresa Cosmo, de la empresa Boston 
Seguros, o de ambas —porque tampoco lo sabemos-, 
no es algo menor. Los instrumentos utilizados podrían 
haber sido varios. Uno de ellos pudo haber sido la ce- 
sión de créditos. Según publicaciones y trascendidos 
de prensa, el Banco de la República Oriental del Uru- 
guay se hace cargo de esta deuda, con el acuerdo del 
señor López Mena, para comprar ese crédito —ese fue 
uno de los términos empleados; no sé si fue técnica- 
mente el adecuado-, y así llevar adelante esta opera- 
ción. Ocurre que en la cesión de créditos, el cedente 
garantiza la existencia, la legitimidad y aun -si así se 
pacta— la solvencia del deudor. Nosotros no conoce- 
mos cuál fue el acuerdo, por lo que podría haber sido 
una subrogación por pago. Tampoco lo sabemos. 


Es evidente que las situaciones no son exacta- 
mente iguales porque cuando se garantiza la exis- 
tencia y la legitimidad de un crédito, lo que se está 
expresando es que ese crédito existe y es válido, y 
evidentemente, en caso de que el señor López Mena 
no pudiera cobrar a Cosmo por vicios del aval, podría 
repetir contra el cedente, es decir, contra el BROU, 
el importe pagado por la compra de ese crédito. Lo 
cierto es que el aval, que fue otorgado sin respetar las 
normas del Banco Central del Uruguay, en definitiva 
no fue cobrado. Esa es la realidad. 


Luego del acuerdo realizado con el señor López 
Mena, se ha dicho que tendríamos que festejar, que 
es un triunfo fantástico. Creo que independiente- 
mente de que el Banco de la República Oriental del 
Uruguay haya podido evitar el perjuicio económico 
que supuso el otorgamiento de ese aval, este no se 
cobró. En realidad el BROU lo pagó y cedió luego a 
López Mena el crédito contra Cosmo. Esa es la rea- 
lidad con la información pública de que disponemos. 
No sabemos si López Mena cobrará ese crédito cedido 
porque la historia, la vida del aval luego de la cesión 
a López Mena y la relación del señor López Mena con 
las empresas Cosmo o Boston Seguros probablemente 
no la vayamos a conocer. Nunca sabremos si López 
Mena se cobró en función de ese aval o existieron 
otro tipo de acuerdos entre dichas partes vinculados 
a esa transacción. 


Por otra parte, no creo que la cláusula de con- 
fidencialidad —que existe y es habitual en una serie 


CÁMARA DE SENADORES 


413-C.S. 


de documentos comerciales— pueda establecerse aquí 
como argumento para no volcar información de los 
aspectos formales porque, reitero, es allí donde radica 
la responsabilidad del Banco de la República Oriental 
del Uruguay. No es lo mismo el pago con subrogación 
que la cesión de créditos, y nosotros no sabemos cuál 
fue el instrumento utilizado. Entonces, generar una 
cláusula de confidencialidad que después es utilizada 
como argumento para no volcar en el seno de este 
Cuerpo los detalles de ese acuerdo, me parece que es 
autoimponerse una limitación que no se justifica. Por 
supuesto que podrá haber otros detalles puesto que, 
naturalmente, en toda transacción comercial existen. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador Mo- 
reira le concede una nueva interrupción, la Presiden- 
cia comunica al señor Senador Scrigna que dispone 
de cinco minutos más. 


SEÑOR MOREIRA.- Concedo una nueva inte- 
rrupción al señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Scrigna. 


SEÑOR SCRIGNA.- Muchas gracias, señor Sena- 
dor. 


La realidad de los hechos es porfiada. Toda esta 
situación del aval y de la empresa Pluna —-que es como 
una pelota que se esconde en el agua, salta, y se vuel- 
ve a hundir y vuelve a saltar y se vuelve a hundir-, 
nuevamente pone de manifiesto una irregularidad 
en el procedimiento. Nos debe llamar la atención la 
forma en que se involucró al Banco de la República 
Oriental del Uruguay en esta operación: a pedido del 
Poder Ejecutivo. 


Véase, señor Presidente, la gravedad de la situa- 
ción. Como seguramente los señores Senadores sa- 
brán —porque lo votaron-, la ley que intentó solucio- 
nar esta situación a través de la subasta, preveía una 
subasta al alza; y en caso de frustrarse, una inme- 
diata subasta a la baja. La subasta a la baja estable- 
cía un piso de US$ 100:000.000. De haber existido 
un acuerdo entre el Poder Ejecutivo, el señor López 
Mena, la empresa Cosmo y su aseguradora tendiente 
a que se presentara un testaferro —-como lo fue, en de- 
finitiva, el “caballero de la derecha”-—, se habría impe- 
dido por esa vía el remate a la baja. Nunca sabremos 
si hubieran existido oferentes con esa finalidad. Si 
ese acuerdo hubiera existido, el mismo habría llevado 
por delante una ley sancionada por el Poder Legislati- 
vo. Una vez más, lo político por sobre lo jurídico. 


Por todos estos motivos, creemos imprescindible 
conocer la forma jurídica con que se instrumentó el 
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acuerdo con el señor López Mena. También creemos 
que, más allá de las intenciones, de haber existido ese 
acuerdo previo, se le habría ocasionado perjuicios a 
un Estado que debió seguir pagando las cuotas por los 
siete aviones Bombardier y que debe seguir pagando 
su mantenimiento. Adviértase las derivaciones de esa 
circunstancia que tampoco conocemos. 


Era cuanto quería expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de todos los 
integrantes del Senado, la Presidencia saluda a alum- 
nos y docentes de 5.* año del liceo de Barros Blancos 
que nos acompañan en el día de hoy. 


6) DESIGNACIÓN DE PRESIDENTE AD HOC 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia se permi- 
te interrumpir al señor Senador Moreira antes de que 
continúe en el uso de la palabra para plantear una 
cuestión de orden. 


Se ha dado la circunstancia de que tanto el Pri- 
mer Vicepresidente del Senado como el Segundo se 
encuentran en uso de licencia, y el Tercer Vicepre- 
sidente es el señor Senador Moreira, que hoy actúa 
como miembro interpelante, por lo que no se lo va a 
distraer con tareas de la Presidencia. Por tal motivo, 
solicito al Cuerpo que se designe un Presidente ad 
hoc para eventuales sustituciones durante la sesión 
de hoy. 


SEÑOR CLAVIJO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR CLAVIJO.- Propongo al señor Senador 
Agazzi. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota:) 


-23 en 24. Afirmativa. 


7) CONVOCATORIA A LOS SEÑORES MINIS- 
TROS DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLI- 
CAS Y DE ECONOMÍA Y FINANZAS, SEÑOR 
ENRIQUE PINTADO Y ECONOMISTA FER- 
NANDO LORENZO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Agradezco al señor Senador 
Scrigna sus comentarios, porque lo que ha expresa- 
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do ha sido, a mi entender, muy esclarecedor. No soy 
un experto como usted, pero lo que ha dicho en el 
sentido de que el aval no se cobró, fue técnicamente 
perfecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia ruega al 
señor Senador que se dirija a la Mesa. 


SEÑOR MOREIRA. Sí, señor Presidente. 


Lo que sí se cobró fueron los honorarios del doctor 
Gonzalo Fernández de un aval que técnicamente no 
cobró, como dijo el señor Senador Scrigna, que cono- 
ce bastante de esto. 


Es claro, hoy no está presente el señor Fernan- 
do Calloia. Estaba pensando de qué forma nos vamos 
a enterar de la verdad, de la sustancia, de la razón, 
de los motivos, de las circunstancias -como puse en 
la convocatoria— que rodearon a ese acuerdo que ni 
siquiera tiene la nota de confidencialidad —reitero: 
las circunstancias, los motivos- y la contrapartida, 
porque queda flotando aquí que esto debe tener una 
contrapartida. No entiendo esas generosidades inex- 
plicables que tuvieron lugar, que ni siquiera he visto 
en el duro mundo de los negocios, en transacciones 
bancarias; tal vez se puedan ver en las telenovelas. 
Entonces voy a hacer lo mismo que hizo el señor Ca- 
lloia: enviar el interrogatorio a la Jueza de Crimen 
Organizado para que ella, que tiene un poder inqui- 
sitivo que yo no tengo, haga lo que corresponde -se 
podrán reír del Parlamento, pero no de la Justicia— y 
ahí lo jurídico va a estar por encima de lo político. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¡Muy bien! 


SEÑOR MOREIRA.- Voy a enviar a la Jueza de 
Crimen Organizado el interrogatorio que traje a esta 
sesión para hacer al señor Calloia a quien le va a te- 
ner que contestar todo lo que hoy no quiso responder 
a este Cuerpo, haciendo un desplante y faltando el 
respeto no solo a la oposición sino también al propio 
Gobierno. Si yo fuera Gobierno, no me hubiese gus- 
tado que el Presidente del Banco país, convocado por 
el Senado de la República, dijera no, que ya está, que 
el asunto ya está en manos de la Justicia. Tal vez el 
pensamiento del señor Calloia es que el Parlamento 
está para hacer política menor. Ese debe ser el pensa- 
miento que subyace en la decisión que constituye un 
desaire y una absoluta falta de respeto a este Cuerpo. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¡Muy bien! 


SEÑOR MOREIRA.- Ya que no contamos con la 
presencia del titiritero del aval, dejemos de lado ese 
tema. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¡Hay que preguntarle al 
señor Ministro! 
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SEÑOR MOREIRA.- Sí, no sé si el señor Ministro 
lo sabrá, pero vamos a preguntárselo igual; se lo deja- 
remos pendiente. 


Otro de los rubros a considerar es el de los recla- 
mos laborales, ya que el objetivo era la preservación 
de las fuentes de trabajo. En estos días se han pu- 
blicado noticias en la prensa —he accedido a algunos 
documentos— que han desatado una lluvia de recla- 
maciones por parte de trabajadores de la ex-Pluna, no 
contra la sindicatura, contra esa masa —que en rea- 
lidad es una masita—, sino contra el Estado. Se han 
iniciado cientos de juicios contra el Estado uruguayo 
por importantísimos montos, consecuencia directa de 
la equivocada decisión de clausurar las actividades de 
Pluna. También se lo dijimos. ¿Qué va a generar eso? 
¿Qué pasó con los juicios de Brasil? Nunca más sentí 
hablar de ellos, pero sí de los juicios en Uruguay. Ya 
hay hasta una sentencia que acoge la pretensión de 
personas que quedaron varadas en Uruguay y que no 
pudieron viajar. 


Reitero: hay una sentencia que condena no sé sia 
Pluna Ente Autónomo o al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. Además, ya hay demandas laborales 
y citaciones a la oficina del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social que se encarga de las audiencias de 
conciliación. Concretamente, tengo conocimiento de 
72 citaciones a Pluna Ente Autónomo -seguramente 
también habrán convocado a los dos Ministerios por- 
que van contra el Estado, persona jurídica mayor-— y 
una demanda de 127 trabajadores ante el Juzgado 
Letrado de Primera Instancia del Trabajo de 9.* Tur- 
no de la Capital, reclamando preservar las fuentes de 
trabajo, el fondo de adelanto de créditos laborales y 
seguros de desempleo. Por otro lado, hay 40 deman- 
das en Argentina. ¿Qué pasa, entonces? ¿No estaba 
previsto indemnizar y restituir fuentes de trabajo? 
¿Cómo se explica que hoy tengamos un panorama 
jurisdiccional donde ya hay más de 200 juicios ini- 
ciados? ¿Cómo se explica esto? ¿Cuánto va a costar? 


Asimismo, me he enterado —me gustaría saber 
cómo lo estiman los señores Ministros— de una inti- 
mación -que es una contingencia que seguramente 
el Estado controvertirá en el juicio ordinario que se 
planteará— para que Pluna Ente Autónomo concrete 
una capitalización, acordada en varias asambleas de 
accionistas de la Pluna de Campiani, que había olvi- 
dado capitalizar para recomponer patrimonio en otros 
tiempos y cuyo plazo se había llevado —creo- hasta el 
31 de diciembre del año pasado. 


Tengo en mi poder una intimación de la 
sindicatura, ante un Juzgado Letrado de Montevideo, 
a Pluna Ente Autónomo -que tenía un 25 % de las 
acciones- a que capitalice US$ 13:264.862. La 
intimación ya fue hecha, ahora están citados a una 
audiencia de conciliación para el 11 de setiembre. 
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También se intima a SAO-Leadgate por la suma de 
US$ 39:794.586. Es decir que entre las dos la cifra 
está por encima de los US$ 53:000.000. ¡Claro, se me 
podrá decir que intimar a SAO-Leadgate es lo mismo 
que intimar a un fantasma! ¡Qué van a pagar SAO- 
Leadgate! Pero si esto tiene andamiento, por más que 
sea controvertible —lo admito, pero esto es un riesgo, 
una contingencia como la de los juicios de Brasil-, 
estamos hablando de US$ 53:000.000. Pero en el 
caso de SAO-Leadgate existe -cosa que no es menor— 
lo que ya se dijo en la intimación: la famosa cláusula 
de indemnidad en el memorando de entendimiento 
que firmaron los señores Ministros y que refrendara, 
el 15 de junio del año pasado, el Presidente de 
la República. A través de esa cláusula, no solo se 
comprometen a no accionar contra SAO-Leadgate 
accionistas e integrantes de la Comisión Fiscal, sino 
también a mantener indemnes a los accionistas, a 
los directores y al miembro de la Comisión Fiscal. Es 
decir que si viene una acción contra ellos, el Estado 
se pone adelante y dice: “No, acá el responsable, si lo 
hay, soy yo”. 


A mi juicio, eso puede terminar siendo -y 
seguramente lo será- un juicio contra el Estado 
por US$ 53:000.000. ¡Fíjense en el compromiso 
del memorando de entendimiento de la cláusula 
de indemnidad! Por qué se firmó esa cláusula de 
indemnidad —también cuestionada por el Tribunal 
de Cuentas- es algo que los señores Ministros 
nunca explicaron bien porque dijeron que, itotal, si 
Campiani y sus socios eran insolventes! Está bien, 
pero el Estado es solvente. ¡El solvente aquí es el 
Estado! ¡Ese es el tema! ¡Y ahora esas reclamaciones 
van contra el Estado! ¡Ese era el resultado esperable! 
En su momento preguntamos: ¿Qué va a pasar en 
el futuro con todas las reclamaciones? ¿El Estado va 
a tener que salir a poner la cara y poner un muro 
de contención a todos esos insolventes? ¡Fíjense, 
los señores Senadores, en qué problema estamos! 
Estamos hablando de US$ 53:000.000 de riesgo 
por capitalización. También me gustaría saber qué 
opinan los señores Ministros sobre el memorando 
cuando se le pagó $ 3:000.000 al amigo Campiani 
de indemnización de despido por considerarlo un 
trabajador. 


Por último, voy a preguntar sobre el tema de los 
honorarios profesionales que está incluido en la lista 
de preguntas que voy a entregar a la Mesa. También 
voy a entregar las preguntas que le iba a formular 
al señor Calloia, por si los señores Ministros pueden 
contestar alguna. Se las mando a los señores Minis- 
tros y a la Jueza. 


Conrespectoaltemadeloshonorariosprofesionales, 
recuerdo que se firmó una resolución, por parte del 
Ministerio de Economía y Finanzas o de Presidencia 
de la República, autorizando al Ministerio a entregar 
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a Pluna Ente Autónomo hasta US$ 1:800.000 para 
el pago de honorarios profesionales, sobre todo a 
cargo del distinguido y connotado comercialista, 
doctor Olivera García, quien solo por el concurso 
cobró US$ 450.000 más IVA. ¡Pavada de honorarios: 
US$ 450.000 más IVA! Lo que pretendo es que 
dé cuenta de los honorarios porque hay estudios 
contratados en Argentina, en Brasil, en Paraguay, 
en Chile y, por supuesto, en Uruguay. Quiero saber 
cuánto se ha gastado en este rubro dado que se ha 
hecho costumbre contratar a profesionales externos. 
No sé si es que no hay abogados en el Estado que 
puedan tramitar un concurso voluntario, a pesar de 
que tienen toda la información; no parece ser una 
tarea muy compleja, sobre todo tratándose de un 
concurso donde no se va a negociar prácticamente 
nada porque no hay un peso para pagar. Los concursos 
siempre se negocian; por ejemplo, “Te debo cien, te 
pago cuarenta”. En este caso, salvo que el Estado 
asuma esas obligaciones —y también pregunto si lo va 
a hacer, parece que no hay lugar para transacción 
de índole alguna, ni por pago ni por quita de capital, 
de intereses o algo que se le parezca. 


Por otra parte, está sobre la mesa el tema del mo- 
mento: la constitución de la nueva aerolínea, que fue 
conducida por el señor Secretario de la Presidencia, 
a quien no podemos convocar. En realidad, estas tra- 
tativas tendrían que haber estado a cargo de los Mi- 
nistros de estas Carteras, ¿no? Eso sería lo lógico y 
natural, sin embargo, fueron desplazados de esa esfe- 
ra de decisión, supongo que por el señor Presidente. 


Por aplicación de la Ley n.” 19.057 —aprobada en 
diciembre del año pasado-— se da derecho de prefe- 
rencia a los trabajadores para adquirir o tomar en 
leasing o arrendamiento las aeronaves por un plazo 
de seis meses; creo que la ley fue promulgada el tres 
de enero de este año, por lo que ese plazo ya se ven- 
ció. Dicen que hay un acuerdo o preacuerdo —cuyos 
términos no conozco— por el cual se transferiría la 
propiedad de tres de los siete aviones. 


También hubo un trascendido —el propio Presi- 
dente de la República realizó declaraciones en esa 
materia— en cuanto al riesgo que se corre por medi- 
das cautelares en los países vecinos sobre los avio- 
nes, fundamentalmente por créditos laborales y de 
otra naturaleza, como por ejemplo, de organismos 
públicos. Creo que ni los propios Ministros saben lo 
que debe Pluna en toda esta zona del sur de Améri- 
ca. ¿Por qué tres aviones y no los siete? Cuando acá 
se consideró la Ley n.* 19.057 se habló de un plan 
de negocios con siete aviones, sin embargo, ahora 
son tres; también se habló de 480 trabajadores y hoy 
son 300 trabajadores, y tres aviones. ¿Es porque hay 
riesgo de que los embarguen y secuestren? Enton- 
ces, ¿vamos a utilizar los aviones como conejillos de 
Indias para ver si los embargan y los perdemos? En 
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lugar de siete, utilizamos tres, ¿será para probar? No 
entiendo. Quiero que se me explique por qué son tres 
y no siete aviones, y en qué condiciones están. 


Por otra parte, este lunes hubo unas declaraciones 
que nos preocuparon —-supongo que lo mismo le suce- 
dió a los trabajadores de la cooperativa—, del señor Se- 
cretario de la Presidencia, en las que daba cuenta de 
la molestia que sentía porque, aparentemente, algu- 
no de los integrantes de la cooperativa había iniciado 
juicio o citado al Estado para cobrar créditos labora- 
les. No sé si eso es verdad, pero fue lo que trascendió. 


Por lo tanto, creo que sería bueno que se explicara 
qué va a pasar con estos trabajadores y lo relativo al 
crédito del Fondes y a las condiciones del acuerdo 
o del preacuerdo. Además, ¿qué va a pasar con las 
frecuencias? Porque hemos tomado conocimiento de 
un expediente de la Dinacia en el que se plantean 
una serie de objeciones a la sociedad anónima cons- 
tituida, de forma y de fondo, que evidentemente dila- 
tarían la puesta en marcha de la empresa. Entonces, 
pregunto: de comenzar sus operaciones, ¿cuándo se- 
ría? ¿Vamos a seguir pagando todos los meses el gasto 
de mantenimiento de los aviones? 


Asimismo, quisiera saber cuáles son los plazos y 
las frecuencias, porque hasta se ha dicho —creo que 
consta en un expediente- que, por aplicación del ar- 
tículo 121 del Código Aeronáutico, habrían caducado 
los permisos de las frecuencias. Sé que eso también 
es controvertible, pero es lo que figura en los expe- 
dientes. Hay un lío jurídico con todos estos temas, 
que se ha generado por el manejo que se ha hecho 
de este asunto. Por lo tanto, estamos parados en un 
volcán, con deudas de todos colores, muchas de las 
cuales se han pagado. Más adelante haré un listado 
de las que ya se pagaron, de lo que queda por pagar, 
de las decisiones que se han tomado y de las violacio- 
nes contractuales que se han permitido. Se produ- 
jeron apartamientos de los principios de legalidad y 
de buena administración, y no lo digo yo, lo ha dicho 
claramente la Junta de Transparencia y Ética Públi- 
ca y lo ha dicho el Tribunal de Cuentas en múltiples 
oportunidades, objetando un montón de decisiones 
erróneas que han culminado con estos resultados que 
tantos perjuicios han ocasionado a tanta gente. Hay 
perjuicios que ya son irreparables e insubsanables, y 
hay responsabilidades. ¡Hay responsabilidades y hay 
responsables! ¡Hay responsables!, muy especialmen- 
te en el Gobierno anterior, ¡muy especialmente en el 
Gobierno anterior!, por las decisiones que se toma- 
ron, por los apartamientos de la legalidad y por mu- 
chas cosas más. 


Ahora me interesa mucho escuchar la opinión de 
los señores Ministros. Espero que puedan contestar 
las preguntas que les formulé, que están dentro de la 
esfera de sus competencias, y alguna de las que que- 


8 de agosto de 2013 


ría plantear al señor Calloia; seguramente no conoz- 
can la respuesta —no lo sé-, aunque quizás por medio 
de un llamada telefónica él pueda contestar. 


Por ahora, es todo señor Presidente. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS.- Señor Presidente: en primer lugar, quie- 
ro hacer algunas precisiones, porque no es la primera 
vez que comparecemos para referirnos a este punto 
—es nuestra obligación y nuestro deber hacerlo; ya lo 
hemos hecho no solo en instancias de interpelación, 
sino también en sesiones en régimen de Comisión 
General y en Comisiones de Transporte y Obras Pú- 
blicas. Este ha sido un tema recurrente, por lo cual 
en las expresiones vertidas ha habido una especie 
de resumen y se ha hecho una interpretación que, 
obviamente, tiene elementos que no compartimos, 
pero nuestro punto de vista, nuestras posiciones y 
nuestras discrepancias, hasta las pequeñas partes de 
acuerdo que hemos tenido, están todas registradas en 
las versiones taquigráficas correspondientes. Por lo 
tanto, salvo la constancia de que hay expresiones que 
—por supuesto— no compartimos, nos vamos a remitir 
exclusivamente a los términos de la convocatoria y 
a dar respuesta a las preguntas que esté a nuestro 
alcance contestar. 


Esta convocatoria se realiza “a los efectos de ac- 
tualizar la información relativa a la aplicación de la 
Ley n.* 18.931, de 17 de julio de 2012, sus decretos 
reglamentarios, el estado de concurso de Pluna S.A. 
y las circunstancias que rodearon el acuerdo de pago 
del aval del BROU”. Confieso que tengo la esperan- 
za —cada vez más pequeña, pero esperanza al fin— de 
poder participar en un debate enriquecedor que nos 
permita seguir vislumbrando aportes para los alcan- 
zar los desafíos de conectividad que se ha planteado 
nuestro país, más allá de que la conectividad perdida 
con la región y con Europa —por otras circunstancias, 
diferentes a las de Pluna— no solo ha sido recupera- 
da sino que, por lo menos en el caso europeo, se ha 
incrementado. De todas formas, seguimos trabajando 
y haciendo grandes esfuerzos para conectar al Uru- 
guay, desde el punto de vista aéreo, con otras regiones 
del mundo. Estas son las potestades del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas; quiero aclarar que esta 
Cartera no tiene como función crear empresas, ni de 
transporte carretero, ni de transporte de pasajeros, ni 
de transporte aeronáutico, ni de transporte marítimo 
y fluvial. Por lo tanto, no es que hayamos sido des- 
plazados, porque nadie puede ser desplazado de una 
tarea que no tiene. ¿Está claro? Esto es lo que noso- 
tros entendemos como nuestra tarea: la regulación y 
presidir la Junta Nacional de Aeronáutica Civil, que 
tiene determinadas funciones. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una inte- 
rrupción? 
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SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS.- Señor Presidente: preferiría culminar 
—he escuchado con mucha atención lo que se ha ex- 
presado y no he querido interrumpit- las pocas pala- 
bras que tengo que decir, para después dar paso a las 
preguntas adicionales. 


Con respecto a los textos legales, el Parlamento 
aprobó la Ley n.” 18.931 y luego la n.? 19.057 que 
refieren a este tema, y nuestro deber es la aplicación 
de las leyes que aquí se votan. Precisamente, en la 
Ley n.” 18.931 se expresa: “Artículo 1.?.- Autorízase 
al Poder Ejecutivo a constituir un fideicomiso, regido 
por la Ley n.” 17.703, de 27 de octubre de 2003, el 
cual tendrá por objeto la adquisición de activos per- 
tenecientes a Pluna Líneas Aéreas Uruguayas S.A. 
(Pluna S.A.) gravados con derechos reales de garan- 
tía (bienes fideicomitidos), con la finalidad de preser- 
var el valor de los activos, viabilizar opciones de man- 
tenimiento del servicio de transporte aéreo regional y 
preservar fuentes de trabajo (el fideicomiso). 


El Poder Ejecutivo designará a la persona física o 
jurídica que actuará como fiduciario del fideicomiso. 


Como contrapartida por la adquisición de los ac- 
tivos que le sean enajenados, el fideicomiso asumi- 
rá, por un valor equivalente a los activos enajenados, 
el pago de obligaciones de Pluna S.A. frente a sus 
acreedores, cuyos créditos originales, o las garantías 
otorgadas por terceros por el pago de los referidos 
créditos, se encontraran garantizados o contragaran- 
tizados por derechos reales sobre los bienes fideico- 
mitidos (pasivos asumidos). 


El fideicomiso deberá subastar extrajudicialmen- 
te, en forma pública, los bienes fideicomitidos, en un 
plazo máximo de sesenta días, contados desde la fe- 
cha de su adquisición, con una base equivalente al 
monto de los pasivos de Pluna S.A. que hubieran sido 
asumidos. Si el precio de venta contado obtenido fue- 
ra superior a los pasivos asumidos, el excedente será 
reembolsado por el fideicomiso a Pluna S.A. 


Artículo 2.”.- Pluna S.A. podrá enajenar al fideico- 
miso los bienes fideicomitidos aun cuando Pluna S.A. 
estuviera en estado de disolución o hubiera recaído 
a su respecto una declaración de concurso. Á estos 
efectos, el órgano de administración de Pluna S.A. 
conservará todas sus facultades legales y estatutarias, 
no siéndole de aplicación las normas sobre suspen- 
sión o limitación de su legitimación para disponer 
establecidas por la Ley n.* 18.387, de 23 de octubre 
de 2008. 


En caso de que Pluna S.A. estuviera en situación 
de concurso, los bienes fideicomitidos enajenados de 
Pluna S.A. al fideicomiso quedarán separados de la 
masa activa, no pudiendo ser objeto de acción de re- 
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vocación de especie alguna por parte del síndico o del 
interventor, quedando excluidos de cualquier acción 
de persecución de los mismos por los acreedores con- 
cursales. 


Los bienes fideicomitidos serán enajenados libres 
de gravámenes, embargos o inhibiciones de espe- 
cie alguna —con excepción de la hipoteca a favor de 
Pluna Ente Autónomo-, estando el fiduciario legiti- 
mado para promover el levantamiento, en vía judicial, 
de cualquier gravamen, embargo o interdicción que 
pudiera existir sobre los mismos. 


El fideicomiso estará legitimado para obtener las 
matrículas y autorizaciones necesarias para disponer, 
movilizar y operar los bienes fideicomitidos. 


La enajenación de los bienes fideicomitidos de 
Pluna S.A. al fideicomiso será realizada por docu- 
mento público o privado, no siendo necesaria para su 
inscripción en cualquier registro, órgano o entidad, 
pública o privada, la presentación de ninguna cons- 
tancia que acredite que Pluna S.A. se encuentra al 
día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias 
o paratributarias o de cualquier otra obligación, cual- 
quiera sea su naturaleza. 


El fideicomiso, la enajenación de los bienes fidei- 
comitidos de Pluna S.A. a favor del fideicomiso, así 
como la posterior enajenación de los bienes fideico- 
mitidos a favor de terceros, y los gravámenes que se 
constituyan con este propósito, estarán exonerados 
de todo tributo. Los montepíos por las actuaciones 
notariales que dichas enajenaciones o gravámenes 
demanden se calcularán sobre un monto equivalente 
al honorario mínimo. 


Artículo 3.”.- El adquirente de los bienes fidei- 
comitidos en la subasta pública que decida aplicar 
los mismos al servicio de una empresa nacional que 
cumpla con los requisitos en materia de propiedad 
sustancial y control efectivo establecidos por las nor- 
mas vigentes, podrá negociar en forma directa con 
el Poder Ejecutivo la concesión de las frecuencias 
de vuelo asignadas anteriormente a Pluna S.A., su- 
jeto a la incorporación de trabajadores de Pluna S.A., 
así como la asunción de otros pasivos de Pluna S.A. 
asumidos o garantizados por el Estado, en todos los 
casos, en las condiciones que establezca la reglamen- 
tación. Asimismo, se podrá acordar el mantenimiento 
de las garantías para el financiamiento. 


Artículo 4.%.- Para el caso que los bienes 
fideicomitidos no hubieran podido ser subastados 
públicamente en la forma establecida en el artículo 
anterior con los criterios establecidos en el artículo 
1.2 de la presente ley, se procederá a una subasta a 
la baja (subasta holandesa), a partir de una suma 
equivalente al monto de los pasivos de Pluna S.A. 
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que hubiesen sido asumidos, pudiendo aceptarse 
ofertas —mediante puja—- hasta un mínimo de 
US$ 100:000.000 (cien millones de dólares de los 
Estados Unidos de América). 


El ofertante que resulte triunfador en la subasta 
en la hipótesis contemplada en el inciso anterior, de- 
berá aplicar la totalidad de los bienes fideicomitidos 
al servicio de una empresa nacional que cumpla con 
los requisitos en materia de propiedad sustancial y 
control efectivo establecidos por las normas vigen- 
tes, debiendo incorporar trabajadores de la empresa 
Pluna S.A. Asimismo, podrá negociar directamente 
con el Poder Ejecutivo la concesión de las frecuen- 
cias de vuelo asignadas anteriormente a Pluna S.A. y 
la asunción de otros pasivos de la empresa asumidos 
o garantizados por el Estado, en todos los casos, en 
las condiciones que establezca la reglamentación. Se 
podrá acordar asimismo el otorgamiento de garantías 
para el financiamiento. 


En todos los casos, la enajenación de los bienes 
fideicomitidos y las demás condiciones de la negocia- 
ción deberán ser aprobadas por el Poder Ejecutivo. 


Artículo 5.%.- A los efectos de lo previsto en los 
artículos 3.* y 4. de la presente ley, créase en el Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social un Registro de 
los actuales trabajadores de Pluna S.A., el que será 
controlado y administrado por la Dirección Nacional 
de Empleo. 


Artículo 6.*- El fideicomiso podrá igualmente asu- 
mir, total o parcialmente, los contratos de leasing so- 
bre aeronaves, de los cuales Pluna S.A. es parte, los 
cuales hubieran sido rescindidos voluntaria o forza- 
damente por Pluna S.A. o por el acreedor respectivo, 
a los efectos de la inclusión de dichos contratos en las 
negociaciones previstas en los artículos anteriores. A 
los efectos de disponer la rescisión, cesión o trans- 
ferencia de los contratos de leasing sobre aeronaves 
de Pluna S.A. al fideicomiso, así como respecto a los 
actos necesarios para realizar dicha transferencia, 
serán aplicables las disposiciones establecidas en el 
artículo 2.” de la presente ley, en lo pertinente. 


Artículo 7.*.- Autorízase al Poder Ejecutivo a trans- 
ferir al fideicomiso las sumas necesarias para atender 
los gastos derivados del mantenimiento de los bienes 
fideicomitidos y de las aeronaves recibidas en leasing, 
de conformidad con lo previsto en el artículo 6.” de 
la presente ley. Estos importes serán deducidos de los 
pagos a ser realizados por el fideicomiso a Pluna S.A., 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1.” y 
4. que anteceden. 


Artículo 8.”.- En caso de caducidad de los permi- 
sos con que cuenta Pluna S.A. correspondientes a sus 
frecuencias regulares de vuelo de cualquier natura- 
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leza, las mismas se mantendrán en reserva por un 
plazo de hasta ciento ochenta días, contados a partir 
de la fecha de declaración de concurso, a los efectos 
de que puedan ser materia de negociación conjunta- 
mente con los bienes fideicomitidos”. 


El artículo 9.* crea el Fondo de Adelantos de Cré- 
ditos Laborales y el artículo 10 establece: “Decláran- 
se comprendidos dentro de la previsión del artículo 
748 de la Ley n.” 16.736, de 5 de enero de 1996, a 
la totalidad de los miembros del Directorio y Comi- 
sión Fiscal de Pluna S.A., designados por Asamblea 
de Accionistas de Series A y B de fecha 15 de junio 
de 2012”. 


Por último, el artículo 11 refiere a que la ley entra- 
rá en vigencia a partir de su promulgación. 


Señor Presidente; por el artículo 1.” esta ley au- 
torizó al Poder Ejecutivo a constituir un fideicomiso. 
El objeto era adquirir las aeronaves de Pluna grava- 
das con derechos reales de garantía, con la finalidad 
de preservar su valor y todo lo establecido por la ley. 
Aprobada la ley, el Poder Ejecutivo comenzó a eje- 
cutar los actos necesarios para su cumplimiento. En 
primer término, fue otorgado el contrato de fideico- 
miso encomendado por el Parlamento, reglamentán- 
dose con precisión su alcance mediante la aprobación 
del Decreto n.” 240/12 del Poder Ejecutivo y suscri- 
biéndose el correspondiente contrato fiduciario. 


En segundo lugar, se dio cumplimiento al objetivo 
de preservación del valor de las aeronaves. Se instru- 
mentaron diversas soluciones que permitieron reali- 
zar todos los mantenimientos necesarios para tener 
dichos bienes en condiciones operativas. Todos sabe- 
mos que los aviones requieren de una serie de cuida- 
dos y servicios particulares, sin duda, costos. Por eso 
el Parlamento nos encomendó preservarlos y así lo 
cumplimos contribuyendo, de esa forma, al cuidado 
de un activo valioso para el país. 


En tercer término, se trabajó y se trabaja aún para 
preservar la fuente de trabajo de los extrabajadores 
de Pluna S.A, tercer objetivo de la ley que hoy se 
mencionaba. 


Preservación no significa, señor Presidente, la 
participación en ningún tipo de emprendimiento o 
empresa de aeronavegación por parte del Estado, sino 
la realización de los actos necesarios que contribuyan 
a esa finalidad, que faciliten, por así decirlo, a estos 
trabajadores la concreción de una fuente de trabajo 
propia. El Estado uruguayo ya no participa en 
emprendimientos aeronáuticos sino que recupera 
su rol regulador del transporte aéreo en exclusiva. 
Son los trabajadores quienes han constituido su 
propia empresa de aeronavegación; son ellos quienes 
formulan el plan de negocios que creen sustentable 
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y funcionarán dentro de la órbita privada como un 
operador más del mercado, sujeto a las mismas reglas 
y condiciones que los demás. El tratamiento, salvo 
las disposiciones que establece la ley, es el mismo 
que para cualquier empresa. El Estado uruguayo 
ha tomado varias decisiones tendientes a facilitar a 
esos trabajadores la creación de una nueva unidad 
de negocios porque la ley así lo ha pedido y porque 
es bueno para el Uruguay que existan múltiples 
operadores que sumen empresas a la apertura 
aérea con la región y el mundo, que generen más 
empleos y oportunidades para todos los uruguayos. 
Paralelamente, el Poder Ejecutivo promulgó el 
Decreto n.* 241/12 que dio cumplimiento al artículo 
9.2 de la Ley n.” 18.931 mediante la reglamentación 
del Fondo de Adelantos de Créditos Laborales. Se creó 
una Comisión administradora de ese Fondo, integrada 
por los Ministerios de Transporte y Obras Públicas, de 
Trabajo y Seguridad Social y de Economía y Finanzas 
más dos delegados del PIT-CNT que trabajaron para 
que los empleados de Pluna S.A. percibieran un 
complemento al Seguro de Desempleo como forma 
de preservar mano de obra valiosa y calificada. 


Asimismo, por el Decreto n.” 239/12, de 30 de ju- 
lio de 2012, el Poder Ejecutivo reservó por un plazo 
de ciento ochenta días, contados desde el 11 de ju- 
lio de 2012, los permisos correspondientes a las fre- 
cuencias regulares de vuelo asignadas anteriormente 
a Pluna S.A., a los efectos de que puedan ser materia 
de negociación conjunta con los bienes fideicomitidos 
—aeronaves- en el marco de lo dispuesto por la ley. 


Posteriormente, el Parlamento aprobó la Ley 
n.” 19.057 que estableció en su artículo 1.*: «Autorí- 
zase al “Fideicomiso de Aeronaves Ley n.” 18.931” a 
contratar en forma directa la enajenación, arrenda- 
miento o leasing de los bienes fideicomitidos, en for- 
ma total o parcial, a favor de sociedades comerciales o 
cooperativas constituidas o integradas por trabajado- 
res o extrabajadores de la empresa Pluna S.A. o en las 
que estos participen o se asocien a cualquier título. 


Transcurrido el plazo de ciento ochenta días 
contados a partir de la vigencia de la presente ley, 
sin que se verifique la enajenación, arrendamiento o 
leasing de los bienes fideicomitidos a favor de empresas 
integradas por trabajadores o extrabajadores de Pluna 
S.A., el “Fideicomiso de Aeronaves Ley n.” 18.931”, 
podrá contratar la enajenación, arrendamiento o 
leasing de los bienes fideicomitidos, en forma total 
o parcial, a favor de terceros en los términos que 
establezca la reglamentación. 


En el caso previsto en el inciso anterior, se deberá 
tener especialmente en cuenta para la adjudicación, 
el número de trabajadores y extrabajadores de Pluna 
S.A. que se incorporen y la asunción de otros pasivos 
de la misma, asumidos o garantizados por el Estado». 
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El artículo 2.? dice: “En todos los casos, la enaje- 
nación, arrendamiento o leasing de los bienes fidei- 
comitidos y las demás condiciones de la negociación 
deberán ser aprobadas previamente por el Poder Eje- 
cutivo”. Por su parte, el artículo 3.” establece: “Facúl- 
tase al Poder Ejecutivo a negociar directamente con 
el o los contratantes de los bienes fideicomitidos la 
concesión de las frecuencias de vuelo asignadas ante- 
riormente a Pluna S.A”. El artículo 4.* dice: “En caso 
de caducidad de los permisos con que cuenta Pluna 
S.A. correspondientes a sus frecuencias regulares de 
vuelo de cualquier naturaleza, los mismos se manten- 
drán en reserva por un plazo de hasta un año, conta- 
do a partir de la fecha de su caducidad, a los efectos 
de que puedan ser materia de negociación conjunta- 
mente con los bienes fideicomitidos”. Por último, el 
artículo 5.” deroga el artículo 4.” de la Ley n.* 18.931. 


De esta forma el Parlamento nacional autorizó al 
fideicomiso de aeronaves a enajenar o arrendar las 
aeronaves con terceros reservando durante ciento 
ochenta días la posibilidad de contratar a empresas 
constituidas o integradas por trabajadores o extraba- 
jadores de Pluna S.A. 


Señor Presidente: obviamente, el fiduciario hizo 
una gestión, presupuestó, firmó los contratos de fi- 
deicomiso, la transferencia de aeronaves, el presu- 
puesto para la gestión, contrató profesionales, inscri- 
bió al fideicomiso en la Dirección General Impositiva 
y en el Banco de Previsión Social, hizo un acuerdo 
con la Asociación de Rematadores, llevó a cabo el 
convenio de custodia de las aeronaves con la Fuer- 
za Aérea, el mantenimiento y custodia de las aero- 
naves, el pago de seguros, las cuotas de leasing de 
los aviones, el pliego de condiciones para la subasta 
de los siete aviones pertenecientes al fideicomiso y la 
creación y administración del data room, la publici- 
dad de la subasta, el mantenimiento de las licencias 
de pilotos, el decreto que fija pautas de negociación, 
la tasa de descuento por el cálculo de equivalencia, 
la gestión a interesados, organizó la subasta, la devo- 
lución de las seis aeronaves que se encontraban en 
leasing de la ex-Pluna a sus dueños y la venta de las 
aeronaves. Ahora estamos encarando la probable ven- 
ta de aeronaves, de acuerdo con ciertos instructivos, 
a la empresa de los trabajadores que se llama Dyrus 
S.A. Después se llevará a cabo la venta de las restan- 
tes aeronaves elaborando un informe que indique los 
pasos a seguir y realizando, cuando corresponda, una 
invitación internacional con el fin de seleccionar ase- 
soramiento para la comercialización de los aviones. 


Antes de que se procesara el vencimiento de 
los ciento ochenta días establecidos por la Ley 
n.2 19.057, se firmó un memorándum de entendi- 
miento —el 28 de junio de 2013- entre la Presidencia 
de la República, representada por el doctor Homero 
Guerrero; el Estado uruguayo en su carácter de fidei- 
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comitente del fideicomiso de las aeronaves de la Ley 
n.* 18.931, representado por los Directores Generales 
de los Ministerios de Transporte y Obras Públicas y de 
Economía y Finanzas; la empresa Dyrus, representa- 
da por César Iroldi, en su calidad de Presidente, y por 
Sabrina Acevedo y Nicolás de los Santos, en calidad 
de Vicepresidentes; y, por otra parte, el Fondo para 
el Desarrollo, representado por el economista Pedro 
Buonomo, que convinieron en suscribir ese memo- 
rándum de entendimiento, donde se establecen las 
condiciones generales del acuerdo a celebrar, en el 
marco del proceso de negociación realizado, según lo 
dispuesto en el artículo 1.” de la Ley n.* 19.057. 


Antecedentes: a) La Ley n.? 19.057, Fideicomi- 
so de Aeronaves Ley n.” 18.931, autorizó a contra- 
tar en forma directa la enajenación, arrendamiento 
o leasing de las aeronaves transferidas en propiedad 
fiduciaria a ese fideicomiso, en forma total o parcial, 
a favor de sociedades comerciales o cooperativas in- 
tegradas por trabajadores o extrabajadores de la em- 
presa Pluna S.A. o en las que estos participen o se 
asocien a cualquier título sujeto a la aprobación del 
Poder Ejecutivo. 


b) El día 21 de junio de 2013 la sociedad Dyrus 
S.A., Alas-U, presentó al Fondes un proyecto de in- 
versión para la constitución de una aerolínea que 


explote las rutas aéreas anteriormente abarcadas por 
Pluna S.A. 


c) El día 21 de julio de 2013 Dyrus S.A. presentó 
al Fideicomiso de Aeronaves Ley n.” 18.931 una pro- 
puesta de compra referente a tres aeronaves Bom- 
bardier, modelo CRJ 900, n.? de serie 15185, 15204 
y 15209 y matrículas CXCRE, CXCRF y CXCRG, res- 
pectivamente. 


Por lo tanto, queda claro en el memorándum de 
entendimiento que la cantidad y el tipo de aerona- 
ves fue una propuesta presentada por la empresa que 
conforman los trabajadores. 


En este estado, las partes acuerdan lo siguiente: 
1) Se tramitará la compraventa a Dyrus S.A. de las 
tres aeronaves propiedad del Fideicomiso de Aerona- 
ves Ley n.” 18.931, negociándose entre las partes el 
correspondiente contrato de compraventa, según las 
condiciones generales establecidas en el Anexo, que 
se considera parte integrante de este memorándum 
de entendimiento. 


2) El Poder Ejecutivo —la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, el Fondes- otorgará a Dyrus S.A. el 
financiamiento de US$ 15:000.000, solicitado en el 
proyecto de inversión oportunamente presentado por 
dicha empresa, una vez cumplidos los procedimien- 
tos legales y reglamentarios aplicables y en condicio- 
nes contractuales satisfactorias para el Fondes. 
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3) En cumplimiento de la facultad otorgada por el 
artículo 3. de la Ley n.* 19.057, el Estado uruguayo 
negociará directamente con Dyrus S.A. la concesión 
de la frecuencias de vuelo asignadas anteriormente a 
Pluna S.A., atendiendo a las necesidades del plan de 
negocios de la empresa y a lo dispuesto por la norma- 
tiva vigente. 


Comparecieron en ese acto los señores Marcelo 
Abdala y Fernando Pereira, como representantes del 
PIT-CNT y, en señal de conformidad con lo que ante- 
cede, las partes firmaron el documento en cinco vías 
de idéntico tenor y a un mismo efecto. 


En el Anexo se establecen las condiciones de com- 
praventa. Respecto a las aeronaves, se detalla: un 
Bombardier modelo CRJ 900 NG, tipo CL-600-2D24, 
n.” de serie 15185, con dos motores marca General 
Electric CF 348C05, serie n.” 194682 y 194712, ma- 
trícula CXCRE; dos Bombardier modelo CRJ 900 NG, 
con todas las tipificaciones que se incluyen aquí... 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me puede repetir el nú- 
mero de serie? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS.- Señor Presidente: tengo interferencias, 
no escucho bien. 


Quiero ser detallado en la información que se nos 
pide porque se dice que se la escamotea al Parlamen- 
to y quiero darla en toda su integridad, aunque parez- 
ca tediosa y molesta. 


SEÑOR BORDABERRY.- El número de serie de 
los motores es muy importante. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Las leyes no se leen; se 
acatan, se cumplen. 


(Dialogados). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores Senadores: es- 
cuchemos al orador y mantengamos esta sesión al ni- 
vel que debe tener. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS.- Continúo: Bombardier modelo CRJ 900 
NG, tipo CL-600-2D24, n.” de serie 15204, con dos 
motores marca General Electric, modelo CF 348C5, 
series n.? 194763, 194764, matrícula CXCRF; y tres 
Bombardier modelo CRJ 900 NG, tipo CL-600-2D24, 
n.” de serie 15209, con dos motores marca General 
Electric, modelo CF 348C5, serie de n.” 194773 y 
194774, matrícula CXCRG. 


El precio y forma de pago son los siguientes. El 
precio de compra por la totalidad de las aeronaves 
será de US$ 46:073.876, que será abonado en diez 
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cuotas anuales iguales y consecutivas, venciendo la 
primera a los tres años de la fecha de celebración del 
contrato. El comprador abonará interés a una tasa del 
2 % anual fijo sobre saldos, que se devengará a partir 
del segundo aniversario de la fecha de celebración 
del contrato. Durante los dos primeros años a partir 
de la fecha de celebración del contrato no se deven- 
garán intereses y se constituirá garantía hipotecaria 
sobre las aeronaves objeto del contrato y las demás 
condiciones a ser negociadas en oportunidad del otor- 
gamiento del mismo. 


El 17 de julio de 2013 se dicta la Resolución 
n. 413/13 —que habla del resultado de las 
aeronaves Bombardier que ya mencioné- que dice: 
«RESULTANDO: 1) que las referidas aeronaves que 
integran el patrimonio del Fideicomiso de Aeronaves 
Ley n.” 18.931 se encuentran hipotecadas a favor de 
Pluna Ente Autónomo. 


2) Que, a su vez, Pluna Ente Autónomo está vin- 
culado a The Bank of Nova Scotia en el marco del 
acuerdo de garantía suscrito el 21 de enero de 2008, 
por el que garantizó las obligaciones asumidas por 
Pluna S.A., emergentes del contrato de crédito sus- 
crito en esta misma fecha». Eso es, entre Pluna S.A. y 
The Bank of Nova Scotia. 


«<3) Que Pluna S.A. tiene pendiente una obliga- 
ción de pago que, a la fecha, asciende a la suma de 
US$ 120:699.613,35 más intereses emergentes del 
contrato de crédito antes citado, de la cual Pluna 
Ente Autónomo es garante en las condiciones esta- 
blecidas en el acuerdo de garantía suscrito el 21 de 
enero de 2008. 


4) Que el artículo 1.* de la Ley n.” 18.931 autorizó 
al Poder Ejecutivo a constituir un fideicomiso regido 
por la Ley n.” 17.703, de 27 de octubre de 2003, el 
cual tendrá por objeto la adquisición de los activos 
pertenecientes a Pluna S.A., gravados con derechos 
reales de garantía a bienes fideicomitidos. 


5) Que el 21 de junio de 2013 la empresa Dyrus 
S.A., Alas-U, formuló una propuesta de compra de 
las tres aeronaves referidas, —no las voy a citar nueva- 
mente- considerando que el Poder Ejecutivo entien- 
de convenientes los términos de oferta presentados 
por Dyrus S.A. 


6) Que a los efectos de la enajenación de las aero- 
naves resulta necesario el levantamiento de los gravá- 
menes hipotecarios existentes. 


7) Que para ello es voluntad del Estado otorgar 
garantías a Pluna Ente Autónomo respecto a sus obli- 
gaciones frente a The Bank of Nova Scotia por las 
obligaciones de pago asumidas en el acuerdo de ga- 
rantía suscrito el 21 de enero de 2008. 
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8) Que el artículo 3.* del Decreto-Ley n.* 15.437, 
del 27 de julio de 1983, establece que el Estado podrá 
otorgar avales u otras garantías a los efectos de ase- 
gurar el cumplimiento de obligaciones externas con- 
traídas por entes descentralizados u otros organismos 
estatales. 


ATENTO a lo expuesto precedentemente, el señor 
Presidente de la República 


RESUELVE: 


1.2) Declárase la voluntad del Poder Ejecutivo de 
constituirse en garante, en nombre de la República 
Oriental del Uruguay, de las obligaciones de pago de 
Pluna Ente con Scotiabank, emergentes de un acuer- 
do de garantías suscrito el 21 de enero de 2008, para 
el caso de que Pluna Ente Autónomo, a su vez, dis- 
ponga el levantamiento de los gravámenes hipoteca- 
rios que afectan a las aeronaves Bombardier que ya 
mencioné en reiteradas ocasiones. 


2.) Una vez aceptada la garantía ofrecida, autorí- 
zase a los señores Ministros de Economía y Finanzas 
y Transporte y Obras Públicas a que conjuntamente y 
en nombre y representación de la República otorguen 
la referida garantía. 


Lo dispuesto en los numerales precedentes queda 
condicionado a que se produzca el levantamiento de 
los gravámenes hipotecarios que afectan las citadas 
aeronaves». 


La Resolución n.” 414 —a la que me referiré en 
forma resumida y luego voy a dejar copia para que 
conste en la versión taquigráfica— establece que Pluna 
Ente solicita el levantamiento de los gravámenes de 
las tres aeronaves que, hipotéticamente, se venderían 
a Dyrus S.A.; por las dudas, aclaro que todavía no se 
vendieron. 


Por su parte, la Resolución n.” 415, de 17 de julio 
de 2013, expresa: “VISTO lo dispuesto en la Ley 
n.” 18.931 de 17 de julio de 2012 y su Decreto 
Reglamentario n.” 240, de 30 de julio de 2012, y la Ley 
n.* 19.057, de 4 de enero de 2013. RESULTANDO: 
que la ley autorizó al Poder Ejecutivo a constituir un 
fideicomiso regido por la Ley n.” 17.703, de 27 de 
octubre, con el objeto de la adquisición de activos 
pertenecientes a Pluna S.A., gravados con derechos 
reales de garantías con la finalidad de preservar el valor 
de los activos, viabilizar opciones de mantenimiento 
del servicio de transporte aéreo regional y preservar 
fuentes de trabajo. 


2.) Que en aplicación de lo dispuesto por dicha nor- 
ma legal, el Decreto 240/2012, de 30 de julio, creó el 
fideicomiso de aeronaves, Ley n.” 18.931, con el Poder 
Ejecutivo actuando a través de los Ministerios de Econo- 
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mía y Finanzas y de Transporte y Obras Públicas como 
fideicomitentes y el economista Javier Liberman como 
fiduciario, adquiriendo dicho fideicomiso oportunamen- 
te los activos en cuestión de Pluna Líneas Aéreas S.A. 


3.2) Que la Ley n.” 19.057 autorizó al fideicomiso 
de aeronaves —Ley n.” 18.931- a contratar en forma 
directa la enajenación, arrendamiento o leasing de 
los bienes fideicomitidos en forma total o parcial a 
favor de las sociedades comerciales o cooperativas in- 
tegradas por trabajadores o extrabajadores de la em- 
presa Pluna S. A., o en las que estas participen o se 
asocien a cualquier título. 


4.) Que la Ley n.” 19.057 autorizó, asimismo, al 
fideicomiso de aeronaves —Ley n.” 18.931-, una vez 
transcurrido un plazo de 180 días a partir de la vigen- 
cia de la misma sin que se verifique la transferencia 
de los bienes fideicomitidos a favor de empresas in- 
tegradas por trabajadores o extrabajadores de Pluna 
S.A., a enajenar, arrendar o dar en leasing dichos bie- 
nes a favor de terceros. 


5.2) Que el día 21 de junio la sociedad Dyrus, 
Alas-U, presentó al fideicomiso de aeronaves —Ley 
n.? 18.931- una propuesta de compra enmarcada 
dentro de las normas antes citadas referentes a tres 
aeronaves Bombardier (...)”; luego fija los números 
de serie y matrículas que ya he mencionado. 


Continúa diciendo: “6.% Que el día 21 de junio 
de 2013 la mencionada sociedad presentó al Fondo 
para el Desarrollo un plan de negocios vinculado a la 
realización de actividades vinculadas al negocio ae- 
ronáutico. 


7.2) Que, de acuerdo con el artículo 2.* de la Ley 
n.* 19.057, se requiere la aprobación previa del Poder 
Ejecutivo para la enajenación por el citado fideico- 
miso de los bienes fideicomitidos, entre los cuales se 
encuentran dichas aeronaves. 


CONSIDERANDO: 1.5% Que Dyrus S.A. es una 
sociedad anónima integrada por extrabajadores de 
Pluna, Líneas Aéreas Uruguayas S.A. 


2. Que la transferencia de Dyrus de las aero- 
naves objeto de la oferta constituye la mejor forma 
de asegurar los objetivos perseguidos por las Leyes 
n.* 18.931 y 19.057. 


3.2) Que resulta necesario que el Poder Ejecuti- 
vo emita la aprobación referida en el Resultando 7.%) 
estableciendo, asimismo, los términos y condiciones 
contractuales para la enajenación a Dyrus S.A. de las 
aeronaves objeto de la propuesta de compra. 


4.) Que en la medida en que la oferta de Dyrus 
S.A. no abarca las restantes cuatro aeronaves que 
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integran los bienes fideicomitidos, resulta necesario 
que el Poder Ejecutivo instruya al fiduciario la adop- 
ción de medidas tendientes a la enajenación, arren- 
damiento o leasing de dichas cuatro aeronaves a favor 
de terceros y una vez transcurrido el plazo en el Re- 
sultando 4.*) precedente. 


ATENTO a lo precedentemente expuesto, el Pre- 
sidente de la República RESUELVE: Apruébase la 
enajenación a celebrar por el fiduciario fideicomiso 
de aeronaves —Ley n.” 18.931-, a cuyos efectos se 
instruye al fiduciario a celebrar con Dyrus S.A. un 
contrato de compraventa de aeronaves, sujeto a los 
siguientes términos y condiciones, sin perjuicio de 
aquellos otros que correspondan de acuerdo con las 
características de la operación proyectada y con las 
normas que sean de aplicación”. 


Seguidamente se hace referencia al contrato mismo. 


Comienza por señalarse que tendrá por objeto las 
aeronaves que ya mencioné. 


En cuanto al precio y la forma de pago, se estable- 
ce: “El precio de compra por la totalidad de las aero- 
naves será de US$ 46:073.876. Dicho precio surge de 
deducir el precio original de US$ 19:571.429 corres- 
pondiente a cada una de las aeronaves, el monto de 
la reserva de mantenimiento, que a la fecha asciende 
a la suma total de US$ 12:640.411 y que será de car- 
go de Dyrus S.A, de acuerdo con el siguiente detalle 
[...1; se mencionan las distintas aeronaves y las re- 
servas de mantenimiento. Después se suma todo eso 
y se obtiene la cifra total que acabo de brindar. 


Continúo leyendo: “El precio de compra será abo- 
nado en diez cuotas anuales, iguales y consecutivas, 
venciendo la primera a los tres años de la fecha de 
celebración del contrato. Dyrus S.A. abonará interés 
para una tasa de 2 % anual fijo sobre saldo, que se 
devengará a partir del inicio del tercer año, a contar 
desde la fecha de celebración del contrato. Durante 
los dos primeros años a partir de la fecha de la ce- 
lebración del contrato, no se devengarán intereses”. 


En el literal C) se alude a la garantía: “El precio de 
la compraventa incluyendo sus intereses y accesorios 
será garantizado por Dyrus S.A. mediante hipoteca 
en primer grado a ser constituida sobre las aeronaves 
objeto de la enajenación a favor del fideicomiso de 
aeronaves —Ley n.” 18.931- en forma simultánea al 
otorgamiento del contrato de compraventa”. 


En el literal D), referido a los seguros, se dice: 
“El fideicomiso de aeronaves —Ley n.” 18.931- deberá 
exigir a Dyrus S.A la contratación de todos aquellos 
seguros que correspondan, de acuerdo a la normativa 
vigente, a exclusivo cargo de Dyrus S.A, así como la 
cesión a su favor de los derechos emergentes de los 
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seguros de casco y motores de la totalidad de las ae- 
ronaves”. 


En el literal E) se alude a la información y al con- 
tralor, así como a la detección temprana de dificul- 
tades, y se dice: “El contrato a celebrarse entre el 
fideicomiso de aeronaves y Dyrus S.A. deberá incluir 
todos aquellos mecanismos que permitan a dicho fi- 
deicomiso mantener informado acerca de la situación 
económico-financiera, comercial, administrativa o de 
otro tipo de Dyrus S.A., así como el avance de sus ne- 
gocios y el cumplimiento de sus obligaciones, inclu- 
yendo la contratación de un auditor externo por parte 
del comprador validado por el fideicomiso y reaccio- 
nar en forma temporánea a las situaciones detectadas 
de cualquier tipo que produzcan o puedan producir 
la imposibilidad de Dyrus S.A. para funcionar como 
compañía aérea, para operar las aeronaves o para dar 
cumplimiento a las obligaciones que contraiga con el 
fideicomiso de aeronaves —Ley n.” 18.931-, arbitran- 
do para ello los instrumentos que permiten perseguir 
tal fin en el marco de los contratos a celebrar”. 


Luego continúa la parte resolutiva: “2.%) Instrúyese 
al fiduciario del fideicomiso de aeronaves —Ley 
n.? 18.931- a adoptar las medidas y realizar 
las gestiones y actos tendientes a posibilitar la 
enajenación a terceros de las restantes aeronaves 
[...]”; se menciona el número de serie de cada una de 
ellas, cuya lectura voy a omitir. 


Seguidamente, el numeral 3.” expresa: “Autorí- 
cese a los señores Ministros de Economía y Finanzas 
y de Transporte y Obras Públicas a emitir las instruc- 
ciones complementarias al fiduciario, fideicomiso de 
aeronaves —Ley n”. 18.931-, a los efectos de la cele- 
bración del contrato de compraventa referido en el 
numeral 1.9), y a emitir las instrucciones para la rea- 
lización de las gestiones referidas en el numeral 2.*)”. 


¿Cuáles fueron esas instrucciones, señor Presi- 
dente? Aquellas que dimos al economista Javier Li- 
berman mediante carta fechada el 17 de julio, que 
seguidamente voy a leer, aunque en forma resumida. 
Dice así: “En el contexto normativo antes referido, 
se le instruye a usted, en su calidad de fiduciario, el 
fideicomiso de aeronaves —Ley n.” 18.931-, respecto 
a los siguientes puntos: celebrar con Dyrus, Alas-U, 
el comprador, un contrato de compraventa de aero- 
naves sujeto a los siguientes términos y condiciones, 
sin perjuicio de aquellos otros que correspondan de 
acuerdo a las características”. 


Luego, en las Condiciones, se repite la resolución 
que acabo de leer y aparecen los Capítulos de Objeto, 
Precio, Forma de pago, Garantía y Seguros. Después 
viene la parte referida al Auditor externo, a las Obli- 
gaciones de control del fideicomiso y del comprador 
y también a las Condiciones resolutorias -que no es- 
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taban—, donde se establece: “El comprador dispon- 
drá de un plazo de 120 días a partir de la fecha de 
suscripción de este contrato para dar cumplimiento 
a las siguientes condiciones en forma acumulativa: 
que Dyrus S.A. esté en condiciones de operar como 
compañía aérea de conformidad con lo establecido 
en la normativa aeronáutica vigente; que Dyrus S.A. 
obtenga de las autoridades competentes las autoriza- 
ciones necesarias para volar y operar las aeronaves; 
que Dyrus S.A. obtenga autorización para su taller de 
mantenimiento o que contrate el mantenimiento de 
las aeronaves con un taller de mantenimiento autori- 
zado; que Dyrus S.A. presente, y el vendedor aprue- 
be, un plan de generación financiera de la reserva de 
mantenimiento requerida a la fecha del contrato y de 
la que se vaya generando en el futuro; que el Fondo 
de Desarrollo conceda a Dyrus un crédito destinado 
a capital de giro por un monto de US$ 15:000.000. 


En caso de que el comprador no cumpla con cual- 
quiera de las condiciones antes previstas en el plazo 
pactado, el vendedor tendrá la facultad de considerar 
el contrato resuelto de pleno derecho sin responsabi- 
lidad alguna para ninguna de las partes contratantes. 


Adicionalmente, con el fin de salvaguardar el va- 
lor de los activos objeto del contrato de compraventa, 
el fideicomiso deberá prever en el contrato cláusulas 
de aceleración y/o caducidad de los plazos relativas 
a situaciones del comprador que permitan detectar 
incumplimiento del comprador a sus obligaciones, así 
como situaciones de dificultad económica del com- 
prador o a otras situaciones de hecho que produzcan 
o puedan producir la imposibilidad del comprador 
para continuar actuando como compañía aérea, para 
operar las aeronaves o para dar cumplimiento a las 
obligaciones contraídas con el fideicomiso”. 


Luego se agrega: “Adoptar las medidas y realizar 
las gestiones y actos tendientes para posibilitar la 
enajenación de las aeronaves Bombardier (...) -se 
describe todo lo que ya habíamos mencionado- una 
vez extinguido el plazo establecido en el artículo 1.", 
inciso segundo, de la Ley n.” 19.057”. 


Como se verá, entre todas las alternativas posibles 
respecto a las aeronaves a utilizar, Dyrus Sociedad 
Anónima, esto es, los extrabajadores de Pluna nu- 
cleados en esta empresa, optaron por los tres aviones 
Bombardier que acabo de mencionar y que opera el 
fideicomiso, asumiendo los riesgos que ello implica. 
Por tal razón, y en conocimiento de esta situación, 
la resolución de la Presidencia es clara en cuanto a 
las exigencias que se plantean a Dyrus S.A. para dar 
garantías jurídicas al Estado frente al eventual em- 
bargo preventivo de alguna de estas tres aeronaves. A 
su vez, Dyrus, junto al PIT-CNT, se comprometieron 
a realizar todas las gestiones pertinentes para evitar 
este extremo. 
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Hasta el momento no ha sido firmado el contrato 
definitivo de compra de las aeronaves, por lo que no 
tenemos otra cosa que informar más que las instruc- 
ciones que dimos al fiduciario para que establezca las 
condiciones de compraventa de las aeronaves que so- 
licitaron los extrabajadores, que son las tres que aca- 
bo de detallar. 


En relación al estado del concurso de Pluna, quie- 
ro hacer las siguientes consideraciones. 


El concurso fue resuelto por voluntad del Directo- 
rio de Pluna —no por el Estado- el 9 de julio de 2012, 
habiéndose dispuesto su liquidación judicial, atento 
a la situación económica-financiera de la empresa. 
Fue presentado al Juez de feria en la misma fecha y 
decretado el 11 de julio de 2012. Se nombró como 
síndico a la Asociación Uruguaya de Peritos. Una 
vez finalizada la feria judicial, asumió competencia 
el Juzgado Letrado de Concursos de Primer Turno, a 
cargo de la doctora Teresita Rodríguez Mascardi. 


El 25 de julio de 2012 se presentó ante el men- 
cionado Juzgado una acción de inconstitucionalidad 
contra la Ley n.” 18.931 por lo que, conforme a lo 
establecido por el artículo n* 258 de la Constitución 
de la República, se dispuso la suspensión del proce- 
dimiento concursal y el envío del expediente a la Su- 
prema Corte de Justicia, estando aún hoy pendiente 
de resolución. Posteriormente fueron presentadas 
otras excepciones de inconstitucionalidad que tam- 
bién fueron remitidas a la Suprema Corte de Justi- 
cia. En dicho expediente el señor Fiscal de Corte se 
pronunció en sentido contrario a la pretensión de 
declaración de inconstitucionalidad solicitada y el 
expediente está a la espera de la resolución de los 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia, extremo 
que todavía no ha ocurrido. 


En forma paralela y en cumplimiento de su obli- 
gación legal, el Directorio de Pluna S.A. resolvió la 
promoción de idénticos procedimientos concursales 
en el exterior, como quiebra y falencia; hablando 
más concretamente, lo hizo en aquellos países donde 
Pluna había constituido sucursales, es decir, Argenti- 
na, Brasil, Chile y Paraguay. 


En la República Argentina, el pedido de quiebra 
fue realizado el 30 de julio de 2012 ante el Juzga- 
do Nacional de Primera Instancia en lo Comercial 
n.* 3 el que, oponiéndose al dictamen fiscal favorable 
a decretar la quiebra, falló rechazando el concurso 
pedido, basándose en el Tratado de Montevideo de 
Derecho Comercial de 1940. Esta decisión fue ape- 
lada ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Comercial, Sala B, estando pendiente la resolución 
final. Esto quiere decir que en Argentina todavía no 
ha habido resolución firme. 
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En Brasil, el pedido de falencia fue solicitado ante 
el Juzgado de Falencia y Recuperación Judicial de 
San Pablo y también está pendiente de resolución de- 
finitiva. 


En Paraguay también está pendiente de resolu- 
ción la declaración de quiebra, mientras que en Chile 
fue decretada por el Juez Civil de Santiago de 17." 
Turno, con fecha 17 de octubre de 2012. 


Es cuanto tenía para informar respecto a la situa- 
ción del concurso. 


El último punto que quiero abordar en esta pri- 
mera intervención refiere al otorgamiento de las fre- 
cuencias. 


Por nuestra parte, dando cumplimiento a la ley, 
a las facultades que tiene la Dirección Nacional de 
Aviación Civil e Infraestructura Aeronáutica, y te- 
niendo en cuenta las recomendaciones de la Junta 
Aeronáutica, hemos otorgado, provisoriamente —para 
no dejar vacíos en la explotación de las líneas que te- 
nía Pluna S.A.-, 17 frecuencias a BQB -la única em- 
presa de bandera nacional existente que transporta 
pasajeros- hasta que los trabajadores constituyan su 
empresa y determinen cuántas frecuencias van a ex- 
plotar. Esta concesión estuvo sujeta a la exigencia de 
un plan operacional, a las disposiciones legales vigen- 
tes y las potestades que tenemos. ¿Cuándo vence esta 
reserva de las frecuencias? El 7 de enero de 2014, 
que es cuando vence el plazo de la reserva previsto 
por el artículo 4.” de la Ley n.” 19.057, que entró en 
vigencia el 4 de enero de 2013 y establece lo siguien- 
te: “En caso de caducidad de los permisos con que 
cuenta Pluna S.A. correspondientes a sus frecuencias 
regulares de vuelo de cualquier naturaleza, los mis- 
mos se mantendrán en reserva por un plazo de hasta 
un año, contado a partir de la fecha de su caducidad, 
a los efectos de que puedan ser materia de negocia- 
ción conjuntamente con los bienes fideicomitidos”. 
La caducidad de estos permisos se produjo cuando 
venció el plazo de 180 días previsto por el artículo 
8.2 de la Ley n.” 18.931 y el artículo 1.? del Decreto 
239/2012, y eso sucedió el 7 de enero de 2013. Por 
tanto, el 7 de enero de 2014 vence el plazo para la 
reserva prevista por el Legislador para los extrabaja- 
dores de Pluna y las empresas que ellos operen. Esta 
es la decisión que hemos tomado. 


Por otra parte, no se habla de los juicios en Brasil 
porque la empresa cerró y, por tanto, no hay a quién 
demandar. En su momento dijimos —y consta en la 
versión taquigráfica—- que había un riesgo potencial. 
Había dos reclamaciones a las que se dio cabida y 
de las cuales ya hablamos —una era de un señor que 
se llama Bispo, y la otra de una trabajadora-, que no 
estaban vinculadas a Pluna sino a Varig, pero a partir 
de la asociación entre ambas empresas y como Varig 
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administró la empresa, se la considera parte del gru- 
po económico. Entre los dos reclamos el embargo se 
situaba, más o menos, en el millón y medio. Después 
voy a dar la cifra concreta, que consta en actas; la 
repetí una y mil veces. Entonces, concluimos que no 
hay más juicios de los extrabajadores de Varig contra 
Pluna porque esta última quebró, cerró y nosotros hi- 
cimos eso. 


No podemos hablar del plan de negocios de los tra- 
bajadores —lo dije al principio pero lo vuelvo a men- 
cionar—, porque no es función del Ministerio crear 
empresas; no somos los que le damos el préstamo ni 
administramos el Fondes. Obviamente, allí se habrá 
presentado el plan de negocios como lo hacen todos 
los trabajadores que van a solicitar un crédito. Estoy 
hablando de un crédito que los trabajadores tendrán 
que pagar; no es una donación que se les está hacien- 
do. O sea que como se les venden las aeronaves y las 
tendrán que abonar, el préstamo del Fondes también 
deberán pagarlo una vez que se lo otorguen. 


¿Por qué son tres aviones? Porque fue lo que pi- 
dieron los trabajadores y lo que ellos consideran que 
necesitan para cumplir con la función. 


¿Cuál es el riesgo respecto de las aeronaves? El 
potencial riesgo es conocido y lo asumen los traba- 
jadores si firman el contrato; lo están asumiendo en 
las condiciones establecidas acá. Nosotros exigimos 
garantías, hipotecas, todo lo que acabo de leer que, 
aunque parezca denso, es parte de los recaudos que 
estamos tomando para la venta de estas tres aerona- 
ves que, insisto, fueron solicitadas al fideicomiso. 


Era lo que quería señalar respecto a los motivos 
de la convocatoria y la respuesta a algunas de las pre- 
guntas que se nos realizaron. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Muchas gracias, señor Presidente. 


Tomamos contacto en los últimos minutos con el 
listado de preguntas que nos realiza el Senador in- 
terpelante, y también recibimos las dirigidas al Pre- 
sidente del BROU, el economista Fernando Calloia. 
A lo largo de esta primera intervención intentaremos 
abordar y evacuar las preguntas formuladas y aportar 
toda la información que obra en nuestro poder relati- 
va a las que fueron dirigidas al Presidente del Banco 
de la República. 


Para poder responder las preguntas en orden, 
como hay algunas que refieren al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, probablemente propon- 
ga, señor Presidente —después de realizada la primera 
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intervención en la que intentaré dar respuesta a las 
interrogantes acerca de las cuales ya cuento con los 
elementos necesarios para hacerlo—, que le ceda la 
palabra al señor Ministro de esa Cartera por si quiere 
agregar elementos sobre otras que la involucran di- 
rectamente. 


Por último, me referiré a las preguntas que están 
dirigidas, en principio, al Presidente del Banco de la 
República e, insisto, trataré de aportar toda la infor- 
mación que obra en poder del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas relativa a las mismas. 


Antes de aportar información que creo va a ayudar 
a entender muchos de los aspectos que están involu- 
crados en las preocupaciones del señor Senador que 
nos ha convocado, quisiera hacer algunas precisiones 
iniciales que, seguramente, sirvan para contextuali- 
zar y aclarar algunos aspectos que, a nuestro enten- 
der, importan a la hora de continuar respondiendo 
preguntas, si bien algunas de las interrogantes plan- 
teadas por el señor miembro interpelante ya fueron 
respondidas extensamente en nuestra comparecen- 
cia anterior, en octubre del 2012. No obstante, creo 
que algunas precisiones iniciales nos van a ayudar a 
contextualizar las respuestas de los temas específicos 
de esta convocatoria. 


En primer lugar quiero recordar, señor Presiden- 
te, que en ocasión de nuestra anterior comparecencia 
en el Senado, en la anterior interpelación, realizada 
también por el mismo Senador interpelante, nosotros 
dejamos claro que el cierre de operaciones de la em- 
presa Pluna S.A. no fue dispuesto por el Poder Eje- 
cutivo de la República. El cierre de operaciones que 
algunos miembros del Poder Ejecutivo comunicamos 
que iba a adoptarse por parte de quienes integraban 
el Directorio de la empresa en ese momento tenía 
un fundamento muy claro, y quiero ponerlo bien ní- 
tidamente sobre la mesa porque ayuda a responder 
algunas de las interrogantes que tienen que ver con 
las cuestiones que estamos analizando en esta nueva 
instancia de interpelación. 


Pluna S.A. no solo tenía un patrimonio negativo 
estimado en US$ 40:000.000 al momento en que el 
Directorio dispuso el cierre de operaciones y la soli- 
citud voluntaria de concurso, de quiebra voluntaria 
—hoy tenemos información actualizada que muestra 
que a esa fecha esta cifra que mencionábamos como 
preliminar en aquella oportunidad efectivamente era 
tal-, sino que su operativa estaba generando un déficit 
de más de US$ 2:500.000 mensuales. Se encontraba 
en imposibilidad de atender su normal operativa; no 
tenía la liquidez ni las condiciones de acceso a la mis- 
ma que le permitieran continuar funcionando. Quie- 
re decir que si se hubiera considerado o contemplado 
por parte del Directorio la alternativa de continuidad 
de operaciones, se tendría que haber resuelto, en ese 
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momento, hacer una capitalización o compromiso de 
capitalización de US$ 40:000.000 y, además, aportar 
la liquidez necesaria para trabajar con un déficit ope- 
racional cercano a los US$ 30:000.000 anuales. Esas 
condiciones financieras fueron las que configuraron 
la situación de que la empresa no estaba en condicio- 
nes de seguir operando. Y es el Directorio de la em- 
presa, ante la imposibilidad de continuar operando, 
que dispone el pedido de quiebra voluntario. 


Me parece, señor Presidente, que esto importa. 
Ya habíamos dejado constancia de ello —el señor 
Ministro de Transporte y Obras Públicas dejó la 
constancia correspondiente en la versión taquigráfica 
hace algunos momentos- en oportunidad de nuestra 
comparecencia anterior y considero que ayuda a 
contextualizar cuál era el conjunto de erogaciones que 
debía afrontar, directa o indirectamente, cualquier 
actor público o privado que quisiera continuar con 
la operativa de esta empresa. Tenía que asumir no 
solo un compromiso de recapitalización equivalente 
a US$ 40:000.000 —era lo que estimábamos en aquel 
momento y hoy efectivamente es así—, sino que, lo que 
es más importante, debía realizar un ajuste en costos 
operativos. Nosotros expresamos aquí que la mayor 
parte de ese ajuste implicaba, de una u otra manera, 
un esfuerzo por parte de instituciones públicas; 
implicaba, necesariamente, asumir pérdidas públicas 
anuales del orden de los US$ 30:000.000. 


Quiero establecerlo claramente porque estas eran 
las condiciones en las que el Directorio de la empre- 
sa, que solicita la quiebra de manera voluntaria, se 
encontraba en el momento en que se produce el cie- 
rre de operaciones de Pluna S.A. 


Asimismo, deseo precisar un segundo aspecto, 
señor Presidente: no hubo ningún acuerdo de capi- 
talización, en ningún momento, que no se haya cum- 
plido. En nuestra anterior comparecencia explicamos 
que el acuerdo de capitalización que se realizó a fines 
del período de Gobierno anterior y que se concretó 
durante los primeros meses del año 2010, fue el úni- 
co acuerdo de capitalización existente, y en ningún 
momento hubo una asamblea de accionistas que al- 
canzara otro acuerdo. Lo que sí hubo —y lo menciona- 
mos aquí en varias oportunidades-, fue la disposición 
del Estado como socio minoritario, a través de Pluna 
Ente Autónomo, de ir hacia la capitalización por la 
cuota parte que le correspondía al Estado e invitába- 
mos al accionista mayoritario a realizarla. Eso nunca 
se alcanzó; jamás. Lo expresamos en aquella oportu- 
nidad y me parece que importa reiterarlo para que no 
quede la más mínima duda respecto a la existencia 
de un acuerdo de capitalización que simplemente no 
existió. Lo cierto es que algunos señores Senadores 
que ya han hecho uso de la palabra y quienes recla- 
man ciertas cosas a nivel judicial hacen referencia a 
un compromiso de capitalización que nunca ha exis- 
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tido. Por supuesto, lo que tenga que dirimir la Justicia 
respecto a estos asuntos queda en su órbita, pero no 
podrá invocarse la existencia de ningún acuerdo de 
capitalización. 


Las iniciativas legales que el propio Poder Eje- 
cutivo promovió en el Parlamento, por medio de las 
Leyes n.” 18.931 y n.* 19.057, y todos los aspectos 
que tienen que ver con las obligaciones que el Estado 
había contraído en ocasión de la solicitud del con- 
curso -que implicaban obligaciones más allá de las 
concursales—, obviamente implicaban costos para el 
Estado uruguayo: nunca lo hemos negado; es más: 
hemos tratado, en varias oportunidades, de aclarar 
la naturaleza de los costos que tenía cada una de las 
alternativas que estábamos transitando. 


Es importante comparar —y voy a tratar de hacer- 
lo- los costos asociados a la alternativa en la que esta- 
mos caminando, con los costos verdaderos y efectivos 
que hubiera implicado transitar algunos de los cami- 
nos alternativos que hemos analizado en ocasión de 
nuestra comparecencia anterior. 


También quisiera hacer una aclaración con rela- 
ción a un punto que se mencionó hace algunos mo- 
mentos por parte de un señor Senador, en el sentido 
de que se realizaron dos subastas y que su secuen- 
cialidad plantea algunas dudas respecto a la posible 
existencia de algo extraño en el procedimiento, en 
cómo ocurren los acontecimientos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Ernesto 
Agazzi). 


—En primer lugar, quiero destacar que se trató de 
una única subasta que tenía dos fases y que, para 
participar de la misma, había que estar debidamen- 
te acreditado con la documentación correspondien- 
te para ser oferente. Quiere decir que no se podía 
participar de la primera etapa de la subasta sin es- 
tar autorizado a operar en la segunda instancia. Por 
lo tanto, hubo una sola subasta con un conjunto de 
condiciones únicas de participación y, de esta forma, 
queda claro que al momento de realizarse no había y 
no hubo otros oferentes que el que efectivamente fue 
adjudicatario del lote. 


Hago esta aclaración para que no quede ninguna 
posibilidad de ir hacia alternativas vinculadas a cons- 
piración alguna. Quienes estaban a cargo de la subas- 
ta sabían perfectamente que había un único oferente 
que podía participar, tanto de la instancia inicial, al 
alza, como de la segunda, a la baja. A nadie se le im- 
pidió participar de la subasta por medio de ningún 
procedimiento, y quiero dejarlo claro porque importa 
ser preciso en estas cosas y entender cómo fue el pro- 
cedimiento y cuáles fueron los datos de la realidad. 
Es imposible impedir que alguien quiera continuar 
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adhiriendo a supuestas conspiraciones o supuestos 
que no existieron, pero entiendo que importa lo fác- 
tico. Más allá de plantear nuestros puntos de vista, 
estamos aquí para dar información fundamental, que 
debería ser tenida en cuenta para entender cómo 
ocurrieron los acontecimientos. 


Hechas estas precisiones iniciales, me gustaría 
hacer una presentación lo más completa posible —es- 
pero que totalmente abarcativa— del conjunto de ero- 
gaciones que han impactado sobre las finanzas pú- 
blicas como consecuencia del cierre de operaciones 
de la empresa Pluna S.A. y de las normas legales que 
aprobó el Parlamento de la República en los últimos 
meses. Á esto debe sumarse algo muy obvio y que el 
señor Senador interpelante conoce perfectamente: 
las obligaciones que había asumido el Estado urugua- 
yo en el pasado y que no tienen que ver con ninguno 
de los actos legislativos ocurridos con posterioridad al 
cierre de operaciones de la empresa Pluna S.A. 


En este sentido, me gustaría referirme en primer 
lugar a las erogaciones que surgen de las obligaciones 
por créditos laborales. Las erogaciones en que ha 
incurrido el Estado como consecuencia del cierre de 
operaciones de la empresa Pluna tienen dos orígenes. 
Uno está en las obvias obligaciones del Banco de 
Previsión Social por concepto de seguro de paro 
al que se acogen los trabajadores de una empresa 
cuando se produce su cierre. El monto total de gastos 
realizados entre julio de 2012 y el mismo mes del 
2013 -son trece meses de erogaciones-, asciende a 
$ 93:326.314,11. Quiero aclarar que esto abarcó a 
un total de 575 trabajadores amparados en el seguro 
de desempleo, que los montos iniciales de pagos 
mensuales llegaron a algo más de $ 10:000.000, y que 
en la actualidad esa cifra no supera los $ 5:000.000 
mensuales. 


Obviamente, las erogaciones realizadas para 
atender la situación de los trabajadores también in- 
cluyeron las obligaciones que emergen de las Le- 
yes n.” 18.931 —específicamente de su artículo 9.— y 
n.” 19.058, que dispone una suerte de prórroga de lo 
establecido en la otra norma citada precedentemente. 


Las erogaciones realizadas fueron ejecutadas 
a través de lo que se denominó —en la propia ley y 
que ha funcionado hasta el momento- “Fondo de 
Adelantos de Créditos Laborales de Pluna S.A.”. 
El crédito presupuestal total que estableció la Ley 
n.” 18.931, ascendió a Ul 84:000.000. A los efectos 
de este informe, valúo las unidades indexadas a los 
precios a los que se fueron ejecutando los distintos 
créditos hasta el momento, y eso nos llevaría a una 
cifra autorizada para operar en el Fondo de Adelantos 
de Créditos Laborales de Pluna S.A. equivalente a 
$ 212:833.927. ¿Qué es lo que se ha ejecutado de 
este Fondo? La cifra correspondiente a lo percibido 


428-C.S. 


por los trabajadores durante trece meses asciende al 
total de $ 165:790.679, con lo cual, de lo autorizado 
por el Parlamento está quedando un saldo disponible 
equivalente, a la fecha de hoy, a $ 38:522.521. 


Vale la pena destacar que esto significa que el 
78 % de los créditos autorizados por las leyes aproba- 
das por el Parlamento ya han sido ejecutados, que- 
dando pendiente un máximo de 22 %, equivalente a 
la cifra que acabo de mencionar. 


Con este Fondo, al principio se cubrió el pago, 
aproximadamente, a 630 trabajadores y en la actua- 
lidad se paga a 207 trabajadores. Por tanto, estas ci- 
fras son bastante coincidentes con la evolución de las 
obligaciones, que están asociadas también a los pagos 
del Banco de Previsión Social. 


Quiero también ser preciso, señor Presidente, en 
cuanto a que los pagos que está realizando el Fondo 
tienen como contrapartida la transferencia de los cré- 
ditos laborales a que tengan derecho los trabajadores, 
vinculados a las indemnizaciones por despido que, 
obviamente, la empresa debía realizar en ocasión del 
cierre definitivo de actividades. Sobre esos créditos, 
que llegan a la suma de $ 165:790.679 —que, como 
dije antes, es el total pagado por el Fondo-, ha ad- 
quirido derechos la masa de acreedores. Es impor- 
tante tener en cuenta este dato, porque algunos de 
los aspectos que están vinculados a los reclamos que 
se realizan deben ser analizados a la luz de esto que 
acabo de mencionar. 


Por otro lado, debo señalar que, en virtud del fi- 
deicomiso constituido al aprobarse la Ley n.” 18.931 
y de los compromisos que el Estado asumió previo al 
cierre de operaciones de Pluna, existe un conjunto de 
erogaciones a cargo de ese fideicomiso. 


El informe económico financiero de ejecución 
todas las cifras vinculadas a la ejecución presu- 
puestal del año 1912- figura en la información que 
el Poder Ejecutivo remitió al Parlamento de la Re- 
pública al presentar la Rendición de Cuentas co- 
rrespondiente a 2012. Por tanto, las cifras a que 
haré referencia con relación a ese año están debi- 
damente documentadas en los informes remitidos 
por el Poder Ejecutivo. 


Las partidas incluidas en la Rendición de Cuentas 
respecto a las transferencias que debía realizar el Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas al fideicomiso, sur- 
gen de dos resoluciones. Una de ellas, de 7 de agos- 
to de 2012, por un equivalente a US$ 13:202.367 y, 
otra, de 3 de diciembre de 2012 —que habilita a trans- 
ferir fondos al fideicomiso— por una cifra equivalente 
a US$ 14:034.952. De modo que la totalidad de fon- 
dos aprobados para ser traspasados al fideicomiso por 
el Ministerio de Economía y Finanzas —hasta el pre- 
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sente, quiero aclararlo- rondan, aproximadamente, la 
suma de las cifras anteriores, o sea, US$ 27:237.279. 


El Ministerio de Economía y Finanzas ha trans- 
ferido solo una parte, aunque en la Rendición de 
Cuentas, en aplicación del criterio de lo devengado, 
el gasto figura íntegramente, como corresponde. En 
2012 se transfirieron US$ 16:309.354. Aclaro: se ha- 
bía aprobado la transferencia de US$ 27:237:279 y 
durante el año 2012 de caja —del Gobierno- salieron 
US$ 16:309.354. En 2013 hemos transferido —pero 
no figurará en la contabilidad de la Rendición de 
Cuentas del año 2013, pues ya figura en la del año 
pasado- 8:744.123,17 dólares americanos. 


El total de fondos transferidos por el Ministerio de 
Economía y Finanzas al fideicomiso para hacerse car- 
go de las obligaciones que le fueron encomendadas, 
representan US$ 25:053.477,17 y queda pendiente 
de ser transferido, de los fondos ya aprobados, un to- 
tal de US$ 2:183.801,83. 


Estos fondos aprobados —tanto los transferidos 
como los que se deben transferir-, constituyen la 
totalidad de los fondos que remitirá el Ministerio 
de Economía y Finanzas al fideicomiso en el perío- 
do 2012-2013. No habrá necesidad de que ocurra 
ningún elemento adicional. ¿Por qué? Porque los in- 
gresos que ha tenido el fideicomiso como consecuen- 
cia del cobro del aval, más otros ingresos que están 
debidamente informados por el fideicomiso, hacen 
que la totalidad de sus ingresos —ya no solo son los 
US$ 27:237.279 a los cuales estamos comprometi- 
dos—, representen US$ 38:251.257,90. Estas son, bá- 
sicamente, las cifras que permiten tener una idea de 
cuánto ha impactado, sobre las finanzas públicas, el 
cumplimiento de las Leyes n.” 18.931 y n.” 19.057. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori). 


—Quiero precisar que en materia de erogacio- 
nes —realizadas y a realizar—, estas cifras son insig- 
nificantes, comparadas con cualquier otra hipótesis 
que hubiera implicado la continuidad de operacio- 
nes por procedimientos, que desconozco cuáles se- 
rían. Pero, a la luz de la insuficiencia patrimonial de 
US$ 40:000.000 que tenía la empresa y ante la nece- 
sidad de realizar un ajuste operativo, en buena medi- 
da a cargo del sector público —el esfuerzo correspon- 
día a distintas agencias de este sector—, el esfuerzo 
y el impacto negativo que ha tenido esta alternativa 
elegida por el Gobierno sobre las finanzas públicas 
son incomparables con los que habría tenido cual- 
quier otra que se hubiera contemplado. 


Esta afirmación no la realizo sin fundamento. En 
ocasión de mi anterior comparecencia al Senado tra- 
té de expresar de manera detallada cuáles eran los 
mecanismos de lo que en aquel momento —antes del 
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cierre— se denominaba la necesidad de ajuste compe- 
titivo en la empresa para que lograra condiciones de 
continuidad en el funcionamiento, y sobre espaldas 
de quién iba a caer ese esfuerzo. 


No obstante, señor Presidente, quiero hacer una 
precisión más, referida a un elemento que hasta aho- 
ra no ha surgido de los análisis realizados en esta 
comparecencia ni en la anterior: las gestiones del fi- 
deicomiso no solo permitieron que las seis aeronaves 
contratadas por la empresa Pluna Sociedad Anónima 
en condiciones de leasing fueran devueltas a quien 
tenía derechos sobre ellas, sino que evitaron el pago 
de las penalidades que figuraban en el contrato, que 
pudieron significar erogaciones espectacularmente 
importantes para la República si el desempeño y la 
calidad de las gestiones realizadas por el fiduciario, 
en particular, hubieran sido otros. Esto me parece un 
hecho mayor. Los señores Senadores conocen exac- 
tamente en qué consistían las obligaciones en caso de 
incumplimiento: eran de una cifra varias veces supe- 
rior a todas las erogaciones que hemos estado men- 
cionando hasta ahora. Esto hay que ponerlo a cuenta 
de lo que ha sido una gestión eficaz, por parte del fi- 
deicomiso, en el manejo de un tema tremendamente 
delicado para los intereses de la República. 


Señor Presidente: de los gastos realizados por el 
fideicomiso, que ascienden a US$ 26:135.412,36, 
prácticamente el 70 % corresponde al financiamiento 
por el pago de los compromisos con Scotiabank, que 
son los que sostienen la obligación del Estado de 
cumplir con ese crédito que está garantizado contra 
las aeronaves. Hasta el momento se han efectivizado 
dos pagos y está pendiente a realizarse en estos 
días —ya tenemos la factura a pagar- un pago por 
US$ 8:469.493,65. Debo agregar que no va a ser 
necesario hacer ninguna transferencia adicional al 
fideicomiso para que pueda hacer este pago, porque 
dispone de liquidez suficiente, equivalente a US$ 
12:115.845,54 para hacerse cargo de esta y de todo 
el resto de las erogaciones que tendrá que asumir a 
lo largo de este año, en virtud del mandato que la ley 
le ha establecido. 


El mantenimiento de los aviones agrega, a esta ci- 
fra cercana al 70 %, aproximadamente un 22 % de 
financiamiento adicional. Todo el resto de los costos 
del fideicomiso representan, apenas, el 3,3 % del to- 
tal de las erogaciones, que son el conjunto de gastos 
operativos, remuneraciones y demás costos. Respecto 
a este tema haré una referencia más adelante, res- 
pondiendo a una de las preguntas planteadas por el 
señor Senador interpelante vinculada a un pedido 
de informes que ha realizado anteriormente y trata- 
remos de aportar toda la información, para que no 
haya dudas. Pero, sin pretender complejizar dema- 
siado el análisis de las opciones que se están con- 
siderando en este momento, quiero destacar que el 
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costo suplementario —cubriendo el déficit operativo 
que la empresa tenía en el momento de su cierre-—, 
traído al presente, sin los procesos de capitalización 
y sin ninguna otra obligación que las que —obviamen- 
te- se debían haber asumido, representa un gasto de 
US$ 2:380.428 adicional a los que se han realizado 
hasta el momento. A quien le corresponde minimizar 
los impactos negativos sobre las finanzas públicas de 
los distintos problemas y contingencias que plantean 
las tristes decisiones que hay que tomar en este tipo 
de episodios, simplemente tomando uno de los con- 
ceptos que habría que tener en cuenta para hacer la 
comparación de escenarios, le es claro y contundente 
que las erogaciones realizadas -que son importan- 
tes=, ni siquiera llegan a cubrir el déficit operativo. 
Sinceramente, señor Presidente, no sé cómo se hu- 
biera podido solventar esto, sin que cayera estric- 
tamente sobre el esfuerzo de las finanzas públicas. 
En este sentido, quiero resaltar una diferencia muy 
importante: el 70 % de los fondos que hoy estamos 
aplicando en ese esfuerzo se destinan a pagar cuotas 
de un activo que todavía figura en el patrimonio del 
sector público, mientras que los costos a que aludí 
en la comparación anterior tienen relación con gastos 
corrientes, que están bastante más allá de lo que eran 
las necesidades de pago de este activo. 


Por tanto, respecto a las comparaciones de lo cos- 
toso y dificultoso que ha sido para toda la sociedad 
uruguaya enfrentar el quiebre de la empresa Pluna 
Sociedad Anónima, es obvio que cualquier otra alter- 
nativa hubiera sido más gravosa de lo que fue la que 
finalmente se adoptó. Insisto: se tomó una medida en 
virtud de una solicitud de quiebra voluntaria plan- 
teada por el Directorio de una empresa que no tenía 
condiciones ni patrimoniales ni financieras para con- 
tinuar operando. 


Hay un elemento más de las erogaciones realiza- 
das en este período: el pago, por parte del Ministerio 
de Economía y Finanzas, del crédito del Banco de la 
República Oriental del Uruguay que estaba garanti- 
zado. En este sentido, señor Presidente, al final de 
mi intervención voy a acercar a la Mesa una nota 
aclaratoria que nos remite el Banco a finales del año 
2012, describiendo claramente todos los detalles de 
la forma en que fue contraída originariamente esta 
obligación y como llega hasta el momento en que el 
Ministerio de Economía y Finanzas, asumiendo su 
obligación —-como no podía ser de otra manera-, cum- 
ple con lo que estaba comprometido a pagar. Repito 
que voy a acercar esta carta a la Mesa para que sea 
distribuida, porque me parece que ayuda a identificar 
la forma en que se gestó la obligación y demuestra 
que las actuales autoridades del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas simplemente se hicieron cargo de ese 
pago. En cualquier caso, esto es un pago que ocurre 
entre una agencia del Estado y otra agencia del Es- 
tado, es decir, que no es de la misma naturaleza que 
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hubiera tenido si esto hubiera quedado simplemente 
en la quiebra. Quiero aclarar que desde el punto de 
vista de la situación patrimonial y financiera del Ban- 
co de la República, las dos situaciones son distintas, 
así como también en lo que respecta al conjunto del 
sector público. Insisto que en lo que tiene que ver con 
los intereses y el patrimonio del Banco de la Repúbli- 
ca, las dos situaciones son bien diferentes. 


Señor Presidente: hay otros elementos que tienen 
que ver con la actuación del fideicomiso, cuya operativa 
—la forma en que ha estado operando- también está 
definida en el marco dela ley y las disposiciones vigentes. 
En particular, el proceso de reserva de la totalidad de 
las aeronaves que el fideicomiso tiene a su cargo, hasta 
el momento en que hicieran la opción los trabajadores, 
obligatoriamente impedía realizar ninguna acción 
que no fuera la de su mantenimiento, porque debían 
estar a disposición de una operación de compra-venta 
que, como estaba previsto, podía ser realizada total 
o parcialmente por empresas constituidas por los 
trabajadores. En consecuencia, el fideicomiso realizó 
la labor de mantenimiento de los aviones —y continúa 
haciéndola—, pero con la condición de que ello sería 
hasta que los trabajadores optaran por comprarlos. En 
los hechos, los trabajadores decidieron comprar tres de 
las siete aeronaves, pero, reitero, el mantenimiento y 
su costo simplemente estaba impuesto por disposición 
legal. El costo mensual de mantenimiento, señor 
Presidente, es de US$ 60.000 por mes, pero hay 
otros costos que pueden estar vinculados a algo que 
podríamos llamar el mantenimiento de la condición 
de aeronavegabilidad de las unidades, que va más allá 
del mantenimiento, pues incluye otros componentes 
de los cuales, si los señores Senadores quisieran 
tener información, podríamos suministrar un detalle 
más completo. Pero decir que el mantenimiento 
mensual surge simplemente de dividir cuánto se ha 
gastado en el rubro entre el total de meses no es una 
buena cuantificación, porque hay otros aspectos que 
quedaron como obligación del fideicomiso y que tienen 
que ver con el mantenimiento de las aeronaves en 
condiciones de aeronavegabilidad y no, simplemente, 
que puedan encender sus motores, rodar y carretear 
unos metros en el aeropuerto donde se encuentran 
en este momento estacionadas. Hoy el fideicomiso no 
solo está abocado a cerrar la operación contractual 
con Dyrus S.A. —-empresa formada por un conjunto 
de trabajadores de la ex-Pluna S.A.— sino que, 
además, ya ha iniciado las gestiones y tratativas 
para comercializar las otras cuatro aeronaves que 
están bajo su dominio. Incluso, hay ya un llamado a 
interesados en participar y cooperar en esta actividad 
y en los próximos días se va a cerrar la recepción de 
propuestas. Por tanto, en las siguientes semanas el 
fideicomiso va a estar abocado a una doble función: 
una de ellas es más específica y apunta a cerrar 
el contrato con Dyrus S.A., y la otra, a recibir el 
asesoramiento y el apoyo necesarios para poder 
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realizar la operación de comercialización de las otras 
cuatro aeronaves. Insisto: se está actuando con mucha 
diligencia. Acaban de vencerse los plazos establecidos 
por la ley y hasta que se cumpliera esa instancia el 
fideicomiso no sabía cuántos aviones iban a formar 
parte de la opción de los trabajadores, de manera que 
lo tuvo que hacer a partir de ese momento. Me parece 
que es absolutamente razonable que recién después 
de recibir propuesta de los trabajadores, al límite del 
tiempo propuesto por la norma, la administración 
del fideicomiso —el fiduciario- procediera a tomar 
medidas para la comercialización de las otras cuatro 
aeronaves. Es más, ya hay avisos anunciados por el 
fideicomiso en varias publicaciones especializadas en 
las que informa acerca de las características técnicas 
de las aeronaves que van a comercializar. 


Señor Presidente: con estos elementos creo haber 
aportado una información completa y actualizada. 
Quiero aclarar que la información sobre los montos 
de la ejecución del fideicomiso, del fondo laboral y del 
BPS, es al 31 de julio del año 2013. Por tanto, es una 
información absolutamente actualizada y fidedigna 
de las erogaciones en que han incurrido distintas 
agencias gubernamentales en este proceso. 


Quiero, sí, hacer algunos comentarios adicionales 
a los que ya realizó el Ministro de Transporte y Obras 
Públicas respecto a algunos temas vinculados a tra- 
mitaciones judiciales de reclamos o contenciosos que 
están planteados. El señor Ministro de Transporte y 
Obras Públicas fue bastante minucioso y cuidadoso al 
decir en qué consisten todos y cada uno de los temas, 
pero hay uno al que quisiera referirme especialmente, 
que es el que tiene que ver con un reclamo de los tra- 
bajadores —en principio se ha divulgado públicamente 
que son pilotos, aunque en realidad están incluidos 
también otros— ante el Juzgado de Trabajo, por deter- 
minados créditos laborales. Sobre este aspecto quie- 
ro realizar dos puntualizaciones. En primer lugar, el 
Ministerio va a responder —esto sí está en nuestras 
manos- a este reclamo el próximo 22 de agosto. El 
reclamo por créditos laborales tiene, a su vez, dos 
connotaciones que quisiera compartir con los seño- 
res Senadores. La primera de ellas es que nosotros no 
somos el empleador; la base fundamental del posicio- 
namiento frente a este reclamo por créditos laborales 
es que el Estado uruguayo no es, ni fue, empleador de 
los trabajadores que lo hacen. Y la segunda —-que es 
más importante que la anterior- es que hay que tener 
en cuenta que la Ley n.” 18.931 nos habilitó a aplicar 
los fondos que la ley preveía para adquirir derechos 
de los créditos laborales. En consecuencia, hay dos 
argumentos de fondo para decir que los reclamos por 
los créditos laborales pendientes de la quiebra han 
sido adquiridos en su enorme mayoría por el fondo 
y no tienen ninguna relevancia desde el punto de 
vista financiero. Y además, señor Presidente, quiero 
ser preciso en cuanto a que el Estado, el Gobierno 
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uruguayo, el Poder Ejecutivo, no es el empleador de 
quienes están haciendo este reclamo. Tendremos en 
los próximos días catorce audiencias de conciliación 
en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y la 
mayoría de ellas tienen que ver con este reclamo. 


Ahora bien, hay una segunda instancia o tramita- 
ción judicial que creo que merece un comentario, y 
este sí es bien importante. Pluna Ente Autónomo ha 
recibido una comunicación del síndico de la quiebra 
de Pluna S.A. intimando a la capitalización de la em- 
presa. Traté de expresar al inicio que no hubo ningún 
compromiso de capitalización, para decir simplemen- 
te cómo se posiciona el Estado uruguayo frente a un 
reclamo que, a nuestro entender —y ya lo hemos men- 
cionado en estas circunstancias—, no tiene un sus- 
tento válido. Por supuesto, insisto, esto va a estar en 
manos de la Justicia, pero desde ya adelanto la forma 
en que el Gobierno piensa defender los intereses de 
las finanzas públicas vinculados a estas cuestiones. 


Si el señor Presidente está de acuerdo, pasaría 
a tratar de repasar el primer conjunto de preguntas 
precisas realizadas por el señor Senador interpelante 
a los Ministros de Economía y Finanzas y de Trans- 
porte y Obras Públicas. A continuación le cedería 
la palabra al señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas y finalmente haría el intento de responder, 
con la información de que dispongo, al conjunto de 
preguntas que se le hubieran planteado al señor Pre- 
sidente del Banco de la República. 


La primera pregunta dice: “Se suministre infor- 
mación respecto al número de citaciones realizadas 
a Pluna Ente Autónomo en el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, para atender reclamaciones labo- 
rales de extrabajadores de Pluna S.A.”. Creo que con 
los elementos que he aportado recién he transmitido 
la totalidad de la información que obra en nuestro 
poder sobre en qué consiste el reclamo planteado y 
cuáles son las comparecencias que vamos a tener, en 
audiencias de conciliación, en los próximos días, lo 
que no quiere decir que no pueda haber otras. 


La segunda pregunta dice: “Se informe respecto 
al monto de los distintos rubros reclamados y si el Go- 
bierno ha previsto satisfacerlos, aunque sea parcial- 
mente”. Me parece que la respuesta que acabo de dar 
establece claramente la posición del Poder Ejecutivo 
respecto al fundamento, en última instancia, de estos 
reclamos. Uno de ellos es que una parte importante 
de los créditos laborales reclamados son propiedad 
del fondo creado por la Ley n.* 18.931 y el otro es 
que el Estado uruguayo no es ni ha sido empleador 
de estos trabajadores. 


La tercera pregunta dice: “Se informe respecto 
de las demandas laborales promovidas por extraba- 
jadores de Pluna S.A. contra Pluna Ente Autónomo, 
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MTOP y MEF”. Entiendo que de lo que he señalado 
recién y de la respuesta que ha dado el señor Ministro 
de Transporte y Obras Públicas surge una informa- 
ción completa y actualizada sobre este tema. 


La pregunta cuatro señala: “Se dé cuenta de las 
demandas promovidas contra el Estado —Pluna Ente 
Autónomo, Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas, Ministerio de Economía y Finanzas, etcétera— 
por concepto de pasajes vendidos y no ejecutados por 
parte de Pluna S.A. así como de otros conceptos que 
no sean de trabajadores”. Con respecto a este punto, 
el Ministerio de Economía y Finanzas no ha recibi- 
do ninguna demanda. Si bien ha habido trascendidos 
públicos, nosotros no tenemos ningún elemento para 
aportar. 


En la pregunta cinco se expresa: «Se informe res- 
pecto a las diferentes erogaciones realizadas en el 
rubro que figura como “Gastos del fideicomiso” por 
un monto de $ 552:000.000, tal cual figura en la Ren- 
dición de Cuentas del Ejercicio 2012 remitida por el 
Poder Ejecutivo a consideración del Parlamento». So- 
bre este tema, creo que he respondido abundante- 
mente precisando las cifras actualizadas, no solo las 
de la Rendición de Cuentas, sino también las que se 
han ejecutado durante los primeros siete meses del 
año 2013. 


En la pregunta seis, se establece: “Se informe a 
cuánto han ascendido los gastos por ese mismo rubro 
en el curso del presente año”. El desglose total ya lo 
he aportado y, además, he dado su composición glo- 
bal. Si el miembro interpelante o cualquier integran- 
te del Parlamento desean información más detallada 
sobre la ejecución de este año, no tenemos inconve- 
nientes en recabarla y remitirla a la brevedad. 


En la pregunta siete, se dice: “Se informe res- 
pecto al monto total de los gastos generados por el 
mantenimiento de los aviones Bombardier que eran 
propiedad de Pluna S.A. que se encuentran deposi- 
tados en el Aeropuerto de Carrasco y que han sido 
abonados por el Estado”. También espero haber res- 
pondido a esta pregunta con la doble precisión de que 
en el mantenimiento se pueden englobar dos tipos de 
partidas: las que son labores de mantenimiento regu- 
lar y las que han implicado otro tipo de erogaciones 
que aseguran la aeronavegabilidad de los aviones en 
el momento en el que la ley nos obligaba a ponerlos a 
disposición de los trabajadores una vez que constitu- 
yeran la empresa. 


En la pregunta ocho se señala: “Se suministre in- 
formación respecto al estado actual de las tratativas 
o acuerdos concretados con los trabajadores de la ex- 
Pluna, asociados a Dyrus S.A. tendiente a conformar 
y Operar una nueva aerolínea estableciendo las fechas 
programadas para el inicio de sus actividades”. Creo 
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que el informe realizado por el Ministro de Transpor- 
te y Obras Públicas es por demás extenso y abarcativo 
respecto a todos los actos jurídicos y las gestiones que 
se han estado realizando y en cuanto a los pasos que 
debemos dar en los próximos meses. Me consta que 
hay tres resoluciones publicadas en la página web de 
la Presidencia que contienen detalladamente toda la 
información en la que figuran hasta las caracterís- 
ticas de cada una de las aeronaves, tal como lo ha 
aportado el Ministro de Transporte y Obras Públicas 
en su intervención anterior. 


La novena pregunta dice: “Cuáles son las razones 
por las cuales solo se le transferirían tres aeronaves 
a Dyrus S.A., cuál será la forma jurídica y los montos 
involucrados en dicha transferencia”. La respuesta 
es muy clara: porque tres aeronaves son las que se 
nos propone adquirir. En cuanto a la forma jurídica 
y a los montos involucrados, creo que ya figura en la 
versión taquigráfica el detalle concreto. Aquí quisiera 
hacer una precisión sobre los montos, y es que detrás 
de la cifra en la que estaban valorados los aviones se 
incluía lo que se denomina reserva de mantenimien- 
to. Esta última es, en sí misma, una estructura de 
pasivo sobre un activo. Que no estuviera reconocida 
en la contabilidad de Pluna S.A., no quiere decir que 
no sea una disminución del valor de las aeronaves. 
El acuerdo alcanzado para realizar la transición con 
Dyrus S.A. lo que hace es dar debida cuenta de algo 
que requería ser aclarado técnicamente, y es que si 
la reserva de mantenimiento va a ser asumida por los 
nuevos propietarios, tiene que descontarse del pre- 
cio de venta. Es algo muy obvio. Estimo que desde el 
punto de vista técnico y conceptual, esto no admite 
dos opiniones ni ninguna duda. 


La décima pregunta señala: “Se suministre infor- 
mación relativa a la existencia de informes jurídicos 
tendientes a evaluar los eventuales riesgos de me- 
didas cautelares de embargo sobre las aeronaves de 
referencia en los países limítrofes, y las conclusiones 
correspondientes”. A este respecto, el fideicomiso ha 
actuado con mucha diligencia y cuidado. Solicitaría 
al miembro interpelante que permitiera mantener en 
reserva el contenido de esos informes, sencillamen- 
te porque los informes que evalúan contingencias y 
plantean la forma de mitigarlas, deben manejarse con 
mucho cuidado, pero no tenemos inconveniente de 
brindar esa información de manera reservada, que es 
lo que corresponde. Reitero: desde el punto de vista 
público, estas no son cosas que corresponda que el 
Ministro de Economía y Finanzas divulgue. 


Claramente interpreto que las preguntas undéci- 
ma y duodécima están dirigidas al Ministro de Trans- 
porte y Obras Públicas —-aunque pueda haber otras 
sobre las que el señor Ministro dé respuestas—, por lo 
que no tengo nada para responder. Creo que parcial- 
mente han sido respondidas. 
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La pregunta decimotercera, dice: “Informen los 
Ministros a cuánto han ascendido hasta el presente 
los desembolsos por seguros de desempleo y por el 
mecanismo del fondo de adelantos de créditos labo- 
rales”. Con respecto a esta pregunta, creo haber res- 
pondido de manera plena y actualizada. 


La pregunta decimocuarta -que tiene bastante 
contenido referente al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas— establece: “Se informe de las contra- 
taciones de servicios profesionales dispuestos según 
autorización de la resolución del Poder Ejecutivo”. 
Evidentemente, se trata de una bolsa de gastos de 
muy diversa índole en los que se ha incurrido sobre 
los que el Ministro de Transporte y Obras Públicas 
podrá dar alguna información. 


En la decimoquinta pregunta, el miembro inter- 
pelante solicita que se conteste el pedido de informes 
que formuló al Ministerio de Economía y Finanzas 
el 28 de junio de 2013. Nosotros estamos trabajando 
al respecto. La recopilación de esta información ha 
involucrado pedir informes a múltiples agencias y a 
distintas órbitas de la Administración, y todavía no 
hemos terminado con este trabajo, aunque tenemos 
previsto hacerlo como es habitual, enviando la infor- 
mación que se nos solicita. 


Señor Presidente: solicito que le conceda el uso 
de la palabra al señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas y después trataré de abordar las preguntas 
que estaban dirigidas al señor Calloia. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Ministro de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS.- Señor Presidente: en el mismo sentido 
de lo manifestado por el señor Ministro de Economía 
y Finanzas, debo decir que algunas de las preguntas 
ya fueron contestadas en la información vertida. 


Con respecto al cuarto punto, nosotros tenemos 
información de la existencia de una demanda por pa- 
sajes vendidos y no ejecutados que está radicada en el 
Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Conten- 
cioso Administrativo de 3.” Turno. Hay una senten- 
cia adversa por un total de US$ 4.600 para los siete 
pasajeros que reclamaron. Este es el único juicio que 
existe de pasajeros contra el Estado, del que tenemos 
conocimiento y, obviamente, estamos en la instancia 
de apelación por parte del Estado. 


En cuanto a la pregunta relacionada con la infor- 
mación del estado actual de las tratativas o acuerdos 
concretados con los trabajadores, hicimos las tratati- 
vas pero todavía no existen esos acuerdos. De todos 
modos, dejamos muy en claro cuáles son los paráme- 
tros y las instrucciones que tiene el fideicomiso para 
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alcanzar tales acuerdos, y lo mismo vale para las ra- 
zones que teníamos para ello, que no son ajenas al 
Poder Ejecutivo ni al fiduciario, porque no se puede 
obligar a nadie a comprar lo que no quiere comprar. 


La pregunta once, dice lo siguiente: “Se informe 
respecto al estado de situación de las frecuencias y 
horarios en el puente aéreo Montevideo-Buenos Ai- 
res y Punta del Este-Buenos Aires”. Sobre este punto, 
debo decir que estas frecuencias son el resultado de 
un tratado bilateral, según el cual le corresponden 60 
frecuencias semanales a cada país y, en ese sentido, 
tenemos reservadas las nuestras. Asimismo, existe un 
acuerdo en el que participó la Dirección Nacional de 
Transporte junto a las autoridades argentinas en rela- 
ción con el respeto de los horarios, y supongo que la 
pregunta se refiere a los horarios. En este caso, hay 
que aclarar que los horarios son de disponibilidad de 
los aeropuertos más que de los acuerdos bilaterales que 
se realizan por razones de seguridad. Una vez que la si- 
tuación de la empresa conformada por los trabajadores 
se despeje, hay que negociar sobre estas cuestiones. De 
todos modos, hay frecuencias que se están operando 
en condiciones provisorias -como señalé antes— que se 
cumplen en determinados horarios y que son 17 de las 
60 asignadas al Estado por el acuerdo bilateral. 


Por último, con respecto a la pregunta catorce re- 
lativa a las contrataciones de servicios profesionales 
dispuestos según autorización de la resolución del 
Poder Ejecutivo n.” 364/2012, de 7 de agosto, debo 
informar que obviamente Pluna Ente Autónomo está 
contratando servicios profesionales para actuar en 
Uruguay, Brasil, Argentina, Chile y Paraguay, y el 
monto abonado a la fecha asciende a US$ 945.312. 
Estos juicios son de distinto tipo: en su mayoría son 
laborales y el resto obedece a actuaciones que hemos 
hecho -y que ya he informado- respecto a declarar 
la quiebra del concurso. En este sentido, ninguna ha 
fallado, salvo el caso chileno que falló a nuestro favor; 
en Argentina hay una apelación de nuestra parte por- 
que se apela el Tratado de Montevideo de 1940; y en 
Brasil y Paraguay todavía no se ha laudado, pero eso 
requiere contratar servicios profesionales para uno y 
otro caso. Hemos recibido también demandas labora- 
les que estamos procurando contestar, apelar y defen- 
dernos aunque en ningún caso hay sentencia; recién 
estamos en los primeros juicios. Lo mismo podemos 
decir con respecto a lo mencionado por el señor Mi- 
nistro de Economía y Finanzas. 


Eso es cuanto tenía para informar sobre las pre- 
guntas que se nos han formulado. Reitero que mu- 
chas de ellas fueron contestadas en el que parecía ser 
un extenso informe, pero que también constituyó un 
anticipo de alguna interrogante planteada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Ministro de Economía y Finanzas. 
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SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Señor Presidente: el señor Senador interpelan- 
te formula ocho preguntas relativas a la actuación del 
Banco de la República Oriental del Uruguay y creo 
poder dar respuesta a la totalidad de ellas. 


La primera dice: “Precise la fecha en que el Sr. 
Juan Carlos López Mena se hizo cargo de la obliga- 
ción de pago del monto del aval de garantía de man- 
tenimiento de oferta requerido en la subasta de siete 
aviones de la ex-Pluna S.A. de fecha 1. de octubre 
de 2012”. 


Me consta que la fecha del acuerdo que realizó 
el Banco de la República es el 19 de marzo de 2013 
porque al día siguiente —es decir, el 20 de marzo- re- 
cibimos el pago de la totalidad del aval. Por lo tanto, 
el cobro del fideicomiso se produjo inmediatamente 
después de alcanzado el acuerdo por el cual se hizo 
cargo de la obligación el señor Juan Carlos López 
Mena. 


La segunda pregunta expresa: “Indique si dicha 
persona tenía la obligación jurídica de asumir dicho 
pago ante el BROU, y en caso contrario quiénes eran 
los obligados”. 


Está clarísimo que entre las razones que llevaron al 
señor López Mena a pagar no estaba que él estuviera 
obligado a hacerlo. Según la información que he reci- 
bido, las razones se encuentran incluidas en el acuer- 
do de pago que el señor López Mena oportunamente 
celebró con el Banco de la República. Es más, según se 
me informa, este acuerdo de pago fue puesto en cono- 
cimiento del Juzgado Especializado en Crimen Orga- 
nizado y remitido a la Jueza Adriana de los Santos, que 
es quien está a cargo de las actuaciones y decretó el 
secreto en relación con este acuerdo de pago, incluso 
para otras partes interesadas en el caso. Por lo tanto, 
en ese acuerdo se encuentra toda la información, pero 
el Juzgado ha establecido que se mantenga en secreto 
mientras realiza sus actuaciones. 


En la tercera pregunta se pide indicar cuál fue la 
respuesta de los obligados al pago del monto del aval 
ante el requerimiento del BROU. Esta información 
también está contenida en el acuerdo de pago que 
está en manos de la Jueza Adriana de los Santos. 


La cuarta pregunta dice: “Indique los plazos y las 
condiciones del pago del monto del aval por el señor 
López Mena”. La información de que dispongo sobre 
la segunda, tercera y cuarta pregunta se encuentra 
contenida en un informe al que no tuve acceso bajo 
ningún punto de vista porque el Juzgado ha estableci- 
do que tenga carácter de confidencialidad. 


La quinta pregunta expresa: “Indique si esos tér- 
minos son los mismos que originalmente debió de 
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cobrarse el BROU de Cosmo o Boston Seguros, y 
cuáles eran estos”. Según la información que se me 
ha brindado, los términos de pago resultaron de un 
proceso de negociación que realizó el BROU con el 
señor López Mena, previo al relevamiento del secreto 
bancario por parte del Juzgado y esta información fue 
puesta nuevamente a disposición de este. 


En la sexta pregunta se solicita informar si el se- 
ñor López Mena o alguna de sus empresas relaciona- 
das han recibido en el curso de este año préstamos 
del BROUÚ. La respuesta a esta pregunta es bien pre- 
cisa. Toda la información sobre créditos a las empre- 
sas que se solicita en esta pregunta está a disposición 
de cualquier interesado en la Central de Riesgos Cre- 
diticios que administra el Banco Central del Uruguay. 
O sea que es una información pública que, si bien 
yo no la poseo, no tiene ningún carácter de reserva- 
do. Es más, cuando algún tiempo atrás el Gobierno 
promovió iniciativas para que esta información fuera 
accesible, quiero recordarles que hubo bastantes ma- 
nifestaciones contrarias a que se hiciera pública. Lo 
cierto es que el Banco Central del Uruguay la tiene 
disponible. 


La séptima pregunta tiene idéntica respuesta. 
Dice: “En caso de responder afirmativamente la pre- 
gunta anterior, indique la fecha de los mismos, monto, 
tasas de interés, plazo de amortización, vencimiento, 
destino y garantías exigidas en cada operación”. 


Toda la información sobre el crédito está completa 
en la Central de Riesgos Crediticios que administra 
el Banco Central del Uruguay; por lo tanto, no existe 
confidencialidad alguna. Debo decir al señor Senador 
interpelante que no traje esa información pero está 
disponible; no hay ningún problema para acceder a 
ella y no se requiere informe de autoridad especiali- 
zada alguna ni del Ministerio de Economía y Finanzas 
ni del Banco de la República Oriental del Uruguay. 


La octava pregunta expresa: “Indique cuál es la 
tasa de interés corriente para operaciones bancarias 
similares, y cuál fue la tasa impuesta en los présta- 
mos del referido Sr. López Mena y sus empresas re- 
lacionadas”. 


La verdad es que esto yo no lo sé; no tengo esta 
información. De todas maneras, pienso que calcular 
la tasa promedio de operaciones activas del Banco de 
la República es una labor que puede hacer cualquiera 
que entre a la página web de la Institución. 


Señor Presidente: con los elementos de juicio que 
obran en mi poder y la información de que dispongo, 
espero haber dado respuesta a todas las preguntas so- 
bre las que puedo aportar información; con respecto 
a aquellas en las que no pude hacerlo, es simplemen- 
te porque no he tenido acceso a la información. Por lo 
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tanto, pido que se entienda que no me ha sido posible 
obtener esos datos. 


Antes de finalizar quiero volver sobre un punto 
porque temo no haber sido claro. Cuando dije que 
los costos mensuales de mantenimiento eran de 
US$ 60.000 era por aeronave y no por las siete aero- 
naves. Es algo obvio, porque un costo de US$ 60.000 
por las siete aeronaves sería absolutamente irrisorio 
en el negocio. Como creo que no dije esto o, si lo hice, 
fue muy rápidamente, lo aclaro en este momento. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador interpelante. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: hemos es- 
cuchado con mucha atención las exposiciones de los 
señores Ministros con respecto al cuestionario, a las 
preguntas que les hicimos llegar, no solo sobre temas 
relativos a sus respectivas Carteras, sino también al- 
gunas que tendría que haber respondido, en caso de 
haber concurrido, el señor Presidente del Banco de 
la República. 


Voy a comenzar por el final para no perder el hilo 
de lo que quiero expresar. El señor Ministro de Eco- 
nomía y Finanzas decía que iba a contestar las pre- 
guntas pero, en realidad, prácticamente amparado en 
el secreto presumarial, como se habla de información 
reservada enviada al Juzgado Especializado en Cri- 
men Organizado de 2.” Turno, no ha podido respon- 
derme ninguna. No entiendo por qué no concurrió 
el Presidente del Banco de la República, porque si 
se hubiera amparado en el secreto presumarial, tam- 
poco habría contestado nada. Sinceramente discrepo 
con eso. El que los Ministros tengan o no conocimien- 
to es una cuestión aparte, pero no estoy de acuerdo 
con que esto no se pueda revelar. El hecho de que 
exista un procedimiento penal no quiere decir que 
las operaciones no se hayan realizado. Estamos ha- 
blando de operaciones activas, que no están ampa- 
radas por el secreto bancario, de modo que el hecho 
de que exista un proceso penal no le quita a nadie la 
posibilidad jurídica de venir al Parlamento y dar las 
explicaciones del caso sobre quién tenía la obligación 
o sobre la respuesta de los obligados. Con respecto a 
la respuesta de los obligados, esta se hizo pública por- 
que contestaron por escrito. Concretamente, señala- 
ron que no iban a pagar porque entendían que todo 
estaba mal hecho y que no solo no iban a pagar sino 
que, además, iban al demandar al Estado. Insisto en 
que esto no es ningún secreto y yo pretendía que me 
lo ratificara el Presidente del Banco de la República. 


Vamos a trasladar estas preguntas al Juzgado. Aquí 
se ha hablado de ese acuerdo tan secreto; aquí todo 
tiene la nota de confidencialidad. No entiendo qué 
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confidencialidad tiene esto cuando el Banco, después 
de haber dado un aval en clara violación de todas las 
normas, recibió de un tercero el pago del aval y eso 
pasó a integrar los fondos de que hoy dispone el fidei- 
comiso. Esto es notable porque lo que señalaba el se- 
ñor Ministro de Economía y Finanzas en relación con 
los fondos de que dispone el fideicomiso para pagar la 
cuota de la semana que viene es consecuencia direc- 
ta del pago que le hizo el Banco de la República, pero 
no cuando recibió los US$ 13:600.000, porque no los 
recibió. Tengo entendido que el pago es a cuatro años 
en cuotas semestrales iguales y consecutivas. Ese es 
el compromiso que trascendió en la prensa. Acá todo 
es secreto pero, en realidad, el Banco de la República 
le dio una plata que no recibió; en todo caso, le habrá 
pagado una cuota, pero no los US$ 13:600.000. El fi- 
deicomiso sí recibió la plata porque se la dio el Banco 
de la República, pero este no cobró. Las condiciones 
de pago del aval no establecían que fuera en cuotas, 
sino al contado. Constatamos que en este punto ya 
hay un apartamiento del texto y de las condiciones fi- 
jadas, tanto en la ley como en los decretos reglamen- 
tarios. En estos instrumentos, reitero, no se estable- 
cía que el pago se hiciera en cuotas, sino al contado. 
Pero, claro, pagó un tercero, ni siquiera se cobró el 
aval. No se trató de la ejecución lisa y llana del aval. 


Vamos a recurrir a la Central de Riesgos Crediti- 
cios del Banco Central del Uruguay. Quizás no tengo 
la idoneidad suficiente, pero a mí nunca me ha re- 
sultado muy fácil acceder a ese tipo de información. 
También hay que ver a quién se le concedió, porque 
empresas relacionadas debe haber muchas —perso- 
nalmente, solo conozco algunas- y, según me dicen 
ahora, la Central de Riesgos Crediticios del Banco 
Central no brinda información con respecto a la tasa 
de interés. Esto me lo acaban de comunicar; no sé si 
es verdad, pero la tasa de interés y el monto son muy 
importantes. Reitero que iremos al Juzgado y recu- 
rriremos a la Central de Riesgos Crediticios, pero me 
parece que no vamos a obtener mucha información. 


En cuanto a las explicaciones brindadas por el 
señor Ministro Pintado, en una larga exposición 
leyó la ley y los decretos reglamentarios y hasta dio 
datos referidos al número de motor y la serie de los 
aviones. Luego sí explicó los detalles del acuerdo con 
los trabajadores, que se ha demorado muchísimos 
meses. Hace más de siete meses que se aprobó la Ley 
n.* 19.057 y estamos en veremos porque todavía no se 
ha hecho la transferencia. En el artículo 1.” de dicha 
ley se autoriza al fideicomiso a contratar en forma 
directa la enajenación, arrendamiento o leasing de los 
bienes fideicomitidos, en forma total o parcial, a favor 
de sociedades comerciales o cooperativas constituidas 
o integradas por los trabajadores. Ahora bien, no 
se ha contratado en forma directa la enajenación; 
se hizo un acuerdo que se iba a instrumentar con 
la transferencia de la enajenación, pero el plazo ya 
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está vencido. Además, por una información que me 
ha llegado, sé que la empresa Dyrus había pedido un 
permiso para operar transitoriamente, que no fue 
concedido por parte de la Dinacia. Esta Dirección le 
hizo una serie de objeciones en cuanto a las garantías 
y otros aspectos, lo que seguramente dilató esto más 
allá de lo razonable. 


Cuando se pregunta por qué se habla de tres avio- 
nes y no de siete, los Ministros de Economía y Finan- 
zas y de Transporte y Obras Públicas afirman que eso 
fue por decisión de los trabajadores. Tengo muy pre- 
sente que en diciembre, cuando se planteó este gran 
problema, recibimos a la cooperativa de trabajadores 
en la Comisión de Transporte y Obras Públicas y en 
todos sus planes de negocios y proyectos de inversión 
hablaron de siete aviones. Planteo esto porque en el 
Senado se ha dicho que fue voluntad de los trabajado- 
res optar por tres aviones y no por siete. Sinceramen- 
te, esta respuesta no me convence, porque no fue lo 
que escuché de parte de los trabajadores. Además, el 
Ministro Lorenzo señaló que había que esperar por 
los otros cuatro aviones hasta que venciera el plazo de 
ciento ochenta días, pero eso no es lo que dice la ley. 
El señor Ministro Pintado insiste en que se cumplió 
con la ley al pie de la letra, pero esta, en su artículo 
1.2, dice: «Autorízase al “Fideicomiso de Aeronaves 
Ley n.” 18.931” a contratar en forma directa la ena- 
jenación, arrendamiento o leasing de los bienes fi- 
deicomitidos, en forma total o parcial, a favor de las 
sociedades comerciales o cooperativas constituidas 
o integradas por trabajadores o extrabajadores de la 
empresa Pluna S.A. o en las que estos participen o se 
asocien a cualquier título». 


Luego señala que transcurrido el plazo de cien- 
to ochenta días contados a partir de la vigencia de 
la presente ley, sin que se verifique la enajenación, 
arrendamiento o leasing, en forma total o parcial, 
pierden la preferencia. En realidad, la potestad de 
decidir si es una, dos, cuatro o siete no la tenían 
los trabajadores, sino el Estado. El Poder Ejecutivo 
es el que le da las instrucciones al fideicomiso. Este 
hace lo que le indican los Ministros de Economía y 
Finanzas y de Transporte y Obras Públicas; vamos a 
ser claros en esto. El fideicomiso no tiene potestades 
propias. Recibe las instrucciones directamente de los 
Ministerios que integran el Poder Ejecutivo; estos son 
los que tienen el poder de decisión. De modo que, a 
mi juicio, la decisión no fue tomada por los trabaja- 
dores, sino por el Poder Ejecutivo. Nunca escuché de 
parte de estos —y me reuní varias veces con ellos- que 
quisieran tomar solamente tres aeronaves. Incluso, 
ahora están pensando en arrendar más aeronaves 
porque consideran que las que tienen son pocas para 
cubrir varias de las frecuencias de Pluna. Sincera- 
mente, la explicación no me convence. Acá se ha ha- 
blado de las condiciones y del préstamo del Fondes, 
que aparentemente todavía se está negociando, así 
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como también de la enajenación con un plazo de diez 
años con dos de gracia y de la garantía de la hipoteca 
de los aviones. En realidad, yo no voy a cuestionar 
eso, porque más que un emprendimiento guiado por 
un propósito comercial, de lucro, de empresa, cons- 
tituye otra cosa, que es lo que inspira a todas estas 
empresas autogestionadas, como por ejemplo Metzen 
y Sena, Envidrio, la de Juan Lacaze, etcétera. No voy 
a criticar eso, pero con respecto a hipotecas sobre los 
aviones ya tenemos larga experiencia. Me refiero, por 
ejemplo, a las que se constituyeron cuando se prestó 
la garantía frente al Scotiabank, iy miren cómo termi- 
namos! Hoy se pretende cancelar la hipoteca porque 
se quieren enajenar los aviones y, aparentemente, por 
lo que dijo el señor Ministro Lorenzo se va a hacer 
una licitación pública internacional por los cuatro 
aviones. ¡Vamos a ver cuánto tiempo más vamos a es- 
tar esperando! Me llamó la atención que el costo de 
los gastos de mantenimiento aumentó, sobre todo en 
lo que hace al mantenimiento común, que es de unos 
US$ 60.000 por avión. Si tomamos en cuenta que ha- 
blábamos de 13 aviones en los primeros meses, eran 
US$ 780.000 por mes. La verdad es que me quedé 
corto con mis cálculos. Y si todavía hay que sumar 
los gastos de mantenimiento que hacen a la aerona- 
vegación, no sé a cuánto llegamos y, ciertamente, me 
gustaría saberlo. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Tal vez se trata de un problema de compren- 
sión. Mencioné en valores absolutos el total de gastos 
y después dije que se trataba del 22,1 % o del 27,1 %, 
no recuerdo exactamente, pero consta en la versión 
taquigráfica. La cifra es perfectamente calculable, no 
hay ninguna omisión, y en ningún momento hablé 
de una licitación internacional; no corre por cuenta 
del Ministro de Economía y Finanzas haber hablado 
de una licitación internacional. Hice referencia a lo 
que estaba haciendo el fideicomiso, pero eso no tiene 
nada que ver con eso; quiero dejarlo claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Entonces, los gastos de 
mantenimiento de los aviones son mucho más ele- 
vados de lo que yo pensaba, ya que sin ninguna duda 
US$ 60.000 por avión es muchísimo dinero. 


En lo que respecta a las distintas erogaciones 
relativas a créditos laborales, el Ministro de Economía 
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y Finanzas hablaba de lo relativo al seguro de paro, 
que alcanza una suma de $ 93:326.314. Para el 
Fondo de Adelantos de Créditos Laborales, que se 
transferiría luego de pagarse los derechos al Estado, 
se autorizaron $ 212:000.000 —yo había hablado de 
$ 220:000.000, por lo que no anduve lejos-, de 
los que se ejecutaron $ 165:700.000 hasta ahora, 
quedando, entonces, un saldo. Quiere decir que ahí 
estamos en los $ 270:000.000 o $ 280:000.000, unos 
US$ 13:000.000 o US$ 14:000.000, pagados con 
cargo a las dos cosas. 


La transferencia de los derechos al Estado es 
como la nada, porque de hecho es ir contra la masa 
y contra la masa no hay absolutamente nada para co- 
brar; de modo que esa transferencia de los derechos 
al Estado es meramente simbólica e ilusoria, porque 
nunca se va a cobrar un peso de todo eso. 


Ahora bien; me ha llegado alguna información 
en cuanto a lo que son las reclamaciones laborales; 
al respecto, el señor Ministro dice que han llegado 
catorce reclamaciones. Sin embargo, acabo de 
recibir una información en el sentido de que Pluna 
Ente Autónomo, que ha sido codemandado en estas 
demandas laborales —de las que no he oído que se 
haya recibido un pago del Estado en ningún caso; 
capaz que han recibido, pero en estas no lo veo—, fue 
citado en audiencias de conciliación en el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social por 72 extrabajadores 
de Pluna, reclamando de todo: salario, licencia, 
multas, Ley n.* 18.572, salario vacacional y despidos. 
Todos reclaman indemnización por despido común, 
por lo que si cobraron a cuenta del despido, cabe 
preguntarse cómo es posible que reclamen por ese 
concepto. Se trata de 72 trabajadores que reclaman 
por distintos rubros, alcanzando el total reclamado 
los $ 173:000.000. Obviamente, si reclaman esa 
suma a Pluna Ente Autónomo, le van a reclamar a los 
Ministerios, sin duda, porque acá reclaman contra el 
Estado; los trabajadores saben que en otro lado no 
van a cobrar un peso. Definitivamente, muchísimos 
de ellos van a ir contra el Estado. 


También tengo en mi poder una demanda realiza- 
da por 127 trabajadores ante el Juzgado Laboral de 
9.” Turno. Estos trabajadores reclaman aproximada- 
mente US$ 8:500.000, es decir, unos $ 193:000.000, 
y vamos sumando. Además, reclaman US$ 1:481.859 
por concepto de viáticos no pagados. Hasta ahí nomás 
tenemos US$ 9:500.000. El señor Ministro dirá que 
los Ministerios no eran los empleadores, pero eso es 
muy discutible. Yo digo que esta es una contingencia 
mucho más riesgosa que la que se planteaba con los 
famosos juicios del Brasil. Me podrán decir que esos 
juicios ahora quedaron parados porque Pluna quebró, 
pero también podrían venir las reclamaciones contra 
el Estado uruguayo. 
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Estas contingencias ciertamente existen. En 
la Argentina se iniciaron 40 juicios laborales por 
US$ 3:098.536 y hay 50 trabajadores que todavía no 
los iniciaron. ¿Esto tampoco existe? Se trata de tra- 
bajadores de la República Argentina, pero lo que su- 
cede es que en ese país todavía está apelada la solici- 
tud de concurso aunque, repito, las demandas están 
presentadas y he escuchado que los trabajadores y el 
PIT-CNT van a hablar con los trabajadores argentinos 
porque tienen miedo de que les embarguen los avio- 
nes en aquel país como consecuencia de esto. Pero 
esto alguien lo va a tener que pagar. Hay que tener 
presente que en materia laboral, en nuestra Jurispru- 
dencia, siempre se ampara al trabajador que, como 
en este caso, se ha quedado sin su fuente de trabajo. 
Además, estamos hablando de un gremio que tenía 
buenas retribuciones. Por ejemplo, los pilotos, por ra- 
zones de seguridad aeronáutica, tienen una licencia 
anual de 40 días, es decir, el doble de la que tiene un 
trabajador común y, por su parte, los salarios de los 
pilotos eran de unos US$ 5.000 o US$ 6.000. Muchos 
de esos pilotos se han ido a trabajar al exterior, y se- 
guramente están reclamando —y con razón- contra el 
único que puede pagar, que es el Estado. 


Quiero ver cuál va a ser el final de estos juicios 
teniendo en cuenta, reitero, la orientación de nuestra 
Justicia especializada en Derecho Laboral, que es la 
de amparar a la parte más débil de la relación labo- 
ral. Además, hay que recordar que esto fue fruto de 
una decisión unilateral del Estado uruguayo. Me ha 
llegado una relación de hechos —que es la que yo te- 
nía— sobre el cierre de Pluna, en la que se menciona 
el memorándum de entendimiento, la integración de 
un nuevo Directorio, donde figura el Director Gene- 
ral del Ministerio de Economía y Finanzas -que está 
aquí presente— y un representante del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Ese día el Ministro nos 
llamó y nos informó que el Directorio de Pluna no 
tenía recursos ni para pagar los sueldos. Me llega la 
versión de que el Directorio de Pluna en la tarde del 
día de cierre convocó a los trabajadores, y el contador 
Passadore -que no está más acá-— les comunicó, en 
presencia de más de 25 personas, que el Poder Ejecu- 
tivo, en la persona del Ministro de Transporte y Obras 
Públicas, acababa de retirarse señalando que Pluna 
debía cerrar como empresa. 


No creo que una decisión de esta naturaleza no 
haya sido tomada por el Poder Ejecutivo y que no 
haya sido consultado el Presidente de la República. 
Estamos hablando de la clausura y cierre de 
actividades de una empresa con 75 años de existencia. 
No creo que quienes recién comenzaban a integrar un 
Directorio de Pluna Sociedad Anónima tomen sobre 
sí la pesadísima carga de decidir el cierre, con todas 
las consecuencias que ello implica. Sinceramente 
no lo creo. Considero que fue una decisión del 
Poder Ejecutivo. Se podrá defender esta decisión 
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diciendo que se evitaron males mayores, con lo cual 
discrepo. El señor Ministro reitera algo que ya dijo 
en la interpelación del mes de octubre, es decir que 
Pluna tenía un déficit operativo de US$ 2:500.000 
mensuales, y que había que poner US$ 20:000.000 
para capital de giro porque ni siquiera tenía dinero 
para echar combustible; claro, echar combustible 
fiado no podía, porque Ancap, después del clavo que 
se llevó de US$ 30:000.000, no le iba a fiar nada. 


Cuando el señor Ministro hizo estos comentarios, 
me vinieron a la memoria unas declaraciones del ex- 
Gerente de Pluna Sociedad Anónima, el señor Lepra. 
En el momento que se dio a conocer el resultado del 
balance de los años 2010 y 2011 —ahora estamos ha- 
blando del 2012-, el señor Lepra dijo eufóricamente 
en todos los medios de prensa que por fin Pluna es- 
taba dando ganancia operativa; que a pesar de que 
había una pérdida de US$ 11:000.000, en realidad 
no era tal, y que había una ganancia operativa. Esto 
lo dijo a los cuatro vientos. Un año después, apenas 
un año después, fíjense lo que pasó: US$ 2:500.000 
de déficit de operativo. Bueno, un endeudamiento ex- 
traordinario. 


¿Todo esto surgió de la noche a la mañana? 
¿Qué pasó? ¿Subió el valor del petróleo? ¿Se dejó 
de viajar en avión? ¿Dejaron de volar por las cenizas 
volcánicas? ¿Cuál fue la razón por la que pasamos de 
tener ganancia operativa en los años 2010 y 2011 a 
una pérdida de US$ 2:500.000 por año? ¿Nadie se dio 
cuenta de eso? Es cierto: capaz que aburro llamando 
a los Ministros y pidiendo explicaciones, pero si se nos 
hubiera escuchado en su momento, se evitaba todo 
esto. En este recinto ayer discutíamos el tema de las 
Comisiones Investigadoras. Si se hubiera hecho una 
Comisión Investigadora, se hubieran evitado muchos 
de estos males que ahora tenemos y que dejan estas 
herencias. Entiendo a los dos Ministros porque han 
recibido una herencia maldita —¿recuerdan cuando 
hablaban de la herencia maldita? ¡Vaya si esta lo es—, 
y muchas de estas decisiones no las tomaron ellos, 
sino los Ministros anteriores. Este endeudamiento 
tolerado hasta límites inimaginables se generó, más 
que nada, en el período anterior. Ahora hay que pagar 
o pagar al Scotiabank. Ya dijo el Ministro Lorenzo: 
la semana que viene hay que pagar alrededor de 
US$ 8:400.000; ya pagamos US$ 8:700.000. Ya 
llevamos pagado en un año US$ 27:000.000. Se dice 
que no haber actuado así hubiera sido muchísimo 
peor; sinceramente, no sé. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 
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SEÑOR AMORÍN.- Señor Presidente: estoy en un 
todo de acuerdo con lo que plantea el miembro inter- 
pelante, pero quisiera hacer un pequeño agregado. 
Cuando se nos comunicó que el Estado uruguayo iba 
a salir de garantía de la compra de los siete aviones 
Bombardier y desde la oposición dijimos que eso era 
un fenomenal disparate, el entonces Ministro de Eco- 
nomía y Finanzas —actual Presidente del Cuerpo- dijo 
que ello tenía un fundamento: si el Estado uruguayo 
era quien salía de garantía, la tasa de interés iba a ser 
más baja. Y como el Estado uruguayo tenía interés 
en la empresa, iba a pagar un 1 % menos —creo que 
esa era la cifra- de tasa de interés. El hecho final es 
que los US$ 170:000.000 los pagamos entre todos los 
uruguayos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: dentro de 
las erogaciones que hubo —que en la documentación 
no figura— está la correspondiente al pago al Banco 
de la República. Hoy dije claramente: el pago al 
Banco de la República es consecuencia directa de 
una flagrante violación contractual, hecho observado 
tanto por el Tribunal de Cuentas como por la Junta 
de Transparencia. Esto lo dije claramente y leí todo 
lo que se expresó. Al Banco de la República no le 
pagaron porque los fondos de la compra del Argentino 
Hotel se destinaron a otra cosa. Y fíjense que a Ancap, 
a quien le debían mucho dinero, solo le pagaron 
US$ 5:000.000. El resto de la plata no sabremos 
dónde fue a parar. Pero luego, no conforme con ello, 
con Ancap se generó una nueva deuda que terminó 
en casi US$ 30:000.000, y esto también hay que 
anotarlo, porque se trata del Estado. Es lo mismo 
Ancap, el Banco de la República, el Ministerio de 
Economía y Finanzas. Las pérdidas son todas de la 
sociedad uruguaya. ¿O no? Pagaremos combustibles 
más caros o tasas de crédito más caras. De modo que 
esto va a recaer en la sociedad uruguaya. 


Como hoy se mencionó, hay dos bibliotecas y los 
temas son controvertidos. Sobre las capitalizaciones 
tengo el escrito fundado donde se dice que hay un 
compromiso de capitalizar y se citan una serie de 
asambleas. Pero la cuestión es que la sindicatura, los 
síndicos del concurso, consideran que asiste razón al 
concurso y a los acreedores para resarcirse, intiman- 
do a Pluna Ente Autónomo a capitalizar más de trece 
millones, mientras que a SAO-Leadgate alrededor de 
treinta y nueve millones. Por supuesto, acá va a jugar 
la indemnidad. 


Sinceramente, nunca le hubiera puesto otra vez 
“memorando de entendimiento” al acuerdo con los 
trabajadores, porque me trae malos recuerdos. El 
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memorando de entendimiento no sé si lo hizo el doc- 
tor Olivera García, quien había sido abogado de Pluna 
Sociedad Anónima por orden de Campiani, y gana- 
ba más de US$ 26.000 por año. Después le pagaron 
US$ 150.000 tres días antes de la firma del memo- 
rando, y luego creo que redactó el memorando de en- 
tendimiento. Por tanto, ha sido el asesor constante 
de todo este proceso, y su actitud, la ética de su pro- 
ceder, también ha sido cuestionada por la Junta de 
Transparencia. A su vez, se ha cuestionado la ética de 
quienes lo contrataron, porque no se puede jugar en 
todas las canchas a la vez. No se puede saludar con 
tres o cuatro sombreros. De esa manera no se puede 
ser objetivo. 


Además, hay que tener en cuenta lo que se ha 
gastado por concepto de honorarios profesionales. 
Se gastaron más de US$ 200.000 en la Argentina y 
US$ 170:000 en Brasil. Tenemos una interminable 
generación de gastos. Se ha gastado muchísima 
plata en tiempos en los cuales estamos hablando 
de restricciones. Y si nos vamos más hacia atrás, 
recordarán cuánto dinero se puso para dejar a Pluna 
con patrimonio positivo: $ 1.419:000.000 en el 2007. 
Después se capitalizó cinco. Luego tenemos a Ancap, 
al Banco de la República y al Scotiabank. Sobre este 
Banco y de la constitución de garantía ya hemos 
hablado. Pero hay que seguir pagando. No hay otra 
opción. Vamos a ver cuánto valen los aviones. Ahora 
se nos habla de la reserva de mantenimiento, pero es 
lo mismo; el asunto es saber cuánto valen, quién los 
paga, cuánto van a poner por los aviones. 


Quiere decir que aquí hay una serie intermina- 
ble de pérdidas, pérdidas importantísimas. Por eso, 
no me convence lo de comparar y decir que la otra 
opción hubiera sido peor. De hecho, no creo que hu- 
biera sido peor. Digo esto porque no sé en qué vamos 
a terminar con las demandas laborales. Por lo pronto, 
ya tenemos más de doscientas iniciadas, así que no se 
puede decir que se pagó con el Fondo de Adelantos 
de Créditos Laborales —que entre eso y el seguro de 
desempleo costó unos US$ 14:000.000- porque hay 
más de doscientos trabajadores que sienten que no 
cobraron lo que debían, que están reclamando y que 
no van a echar para atrás porque les digan que no tie- 
nen razón. Ellos van a seguir adelante y seguramente 
van a aparecer más. Yo tengo la información de los 
que ya demandaron. 


Además, no hay que olvidar las reclamaciones 
por pasajes, porque un Juzgado acogió la preten- 
sión, y aunque sean ahora US$ 4.500, eran miles. 
En la relación de créditos diversos que contiene el 
concurso civil, el transporte a ejecutar era más de 
US$ 13:000.000 al 31 de marzo de 2012, así que tal 
vez sean US$ 20:000.000. Ustedes dirán que no co- 
rresponde porque, en realidad, no lo contrataron con 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas ni con 
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Pluna Ente Autónomo, pero lo que se aduce por parte 
de los reclamantes es que se dejó de prestar un servi- 
cio público por parte de un Ente del Estado. Reitero, 
eso es lo que se aduce, y el Juez les dio la razón. Es 
cierto que cuando esto se presente habrá Jueces que 
opinarán de una manera y otros de otra, pero que la 
contingencia existe, existe. Aunque el Fiscal de Cor- 
te dijo que, a su juicio, era inconstitucional, también 
dijo que seguramente el Estado debería hacerse cargo 
de muchas de sus obligaciones, aun cuando la norma 
fuera constitucional. 


Los aviones Bombardier se devolvieron, y creo que 
eso lo negoció la sindicatura. Pero, obviamente, eso 
lo tenían que aceptar; era lógico. Hay que recono- 
cer que el Estado se saca una deuda importante que 
había asumido, pero quedan los primeros siete. En 
cuanto a lo del Scotiabank, no hay forma de evitarlo; 
habrá que pagar hasta el último centavo. 


Entonces, uno empieza a revisar las cifras y 
encuentra que hay acreedores comerciales del 
concurso por cuarenta y cinco millones. También hay 
que tener en cuenta los fideicomisos, ese mecanismo 
de financiamiento de empresas que fue ideado pero 
que ahora se ha desprestigiado porque en uno en el 
que está un Ente Autónomo estatal dejan una deuda 
de US$ 14:000.000. Por tanto, ¡vaya uno a vender a la 
gente un fideicomiso sobre lo que fuere! No es fácil, 
porque esto genera desconfianza; es muy malo. 


Además, hay que tener en cuenta el prestigio del 
Estado uruguayo. Se trata de una empresa que fue 
pública, privada y también mixta, pero que era la ban- 
dera uruguaya; era la vieja línea de aeronavegación 
y, lamentablemente, terminamos con acreedores en 
toda la región y con posibilidad de embargo. El Mi- 
nistro pide reserva con relación a esa posibilidad de 
embargo y yo lo respeto —no voy a contribuir a eso-, 
pero también habría que pedirle reserva al señor Pre- 
sidente de la República con respecto a este asunto. 


Planteo esto porque en La República del día 22 
de marzo, el señor Presidente dice que subyacen 
los problemas de Justicia internacional. Consultado 
sobre la magnitud de la amenaza, Mujica respondió 
que le pueden secuestrar los aviones en cualquier 
momento. Eso lo dijo el Presidente de la República. 
Mujica reafirmó que los reclamos sobre el esqueleto 
de la vieja Pluna subsisten y han sido un problema 
que no ha sido superado. Afirmó que le extraña que 
en Uruguay no se den cuenta del problema. Enton- 
ces, reitero que respeto la decisión del señor Ministro 
de no decírmelo, pero hay que pedirle al Presidente 
que no lo diga, porque si lo dice él, que es la primera 
figura, el Presidente de todos los orientales, hay que 
creerle. Sin duda, eso no contribuye a decir que se 
trata de un asunto serio. 
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Tengo la sensación —pero no quiero hacer afirma- 
ciones— de que no se animan a dar los siete aviones 
y, entonces, le dan solo tres. Ojalá que no sea así y 
confío en que esto se supere y que el PIT-CNT haga 
todos los acuerdos con los países limítrofes, pero no 
se olviden de que no solo hay acreedores laborales; 
hay acreedores de todo tipo y color. Ojalá que eso no 
se dé y que la empresa empiece a funcionar, pero rei- 
tero que los gastos en los que se ha incurrido son 
enormes: créditos laborales, honorarios profesiona- 
les, contingencia de las capitalizaciones, seguro de 
paro, Fondo de Adelantos de Créditos Laborales, ero- 
gaciones de fideicomiso de todo tipo. Y, lamentable- 
mente, por el amparo en ese secreto presumarial, nos 
quedamos sin ninguna respuesta en lo que tiene que 
ver con el aval. Eso nos conduce, inexorablemente, a 
que tengamos que mandar este cuestionario al Juz- 
gado de Crimen Organizado, porque ellos tienen las 
potestades de inquisición de las que nosotros care- 
cemos. Sin embargo, de lo que no carecemos es del 
análisis crítico que hay que hacer, sea cual fuere la 
interpretación de los números. A mí no me convence 
la idea de que puede haber sido peor la otra situa- 
ción, porque creo que nunca debimos haber llegado 
a ella. Se pudo haber impedido llegar a esa situación 
porque, en realidad, nunca se debió haber ingresado 
en esa asociación que comenzó ya con un nacimiento 
de esos que conducen a muertes evitables. Precisa- 
mente ayer hablábamos de muertes evitables, y esta 
era una muerte evitable. Si acá se hubiera controla- 
do, si acá se hubiera auditado, si acá se hubiera sido 
diligente y firme, esto no habría sucedido. Este es el 
final luctuoso de un proceso plagado de irregularida- 
des, de violaciones contractuales y de tolerancia, que 
es inexplicable. 


Después vamos a seguir hablando de este tema; 
ahora vamos a seguir escuchando para dar la oportu- 
nidad a los demás Senadores. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Gracias, señor Presiden- 
te. Gracias, señor Senador. 


He escuchado las afirmaciones del Senador inter- 
pelante, y me ha llegado una moción que ha presen- 
tado ya la Bancada oficialista. 


Por lo tanto, antes de que termine la alocución el 
señor Senador Moreira y dado el tenor de la moción, 
me gustaría preguntar al señor Ministro de Trans- 
porte y Obras Públicas si el Gobierno ha otorgado a 
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Air Europa y a Air France alguna exoneración de tri- 
butos —tasas, impuestos, contribuciones— por sí o le 
ha solicitado a algún concesionario de algún servicio 
público que lo haga; si el Gobierno ha otorgado tam- 
bién a esas empresas alguna rebaja en combustibles 
y, también, si ha existido por parte del Gobierno algún 
compromiso de desembolso de dinero respecto a esas 
dos empresas, ya sea para ser aplicado a publicidad o 
cualquier otro tipo de situación. Y, en caso afirmativo, 
quisiera saber si el Gobierno está pensando en exten- 
der esos beneficios a otras aerolíneas. 


Gracias, señor Senador. Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- En función de las respuestas 
que aquí se me han dado, quiero decir que no me 
siento satisfecho. Creo que los perjuicios son inmen- 
SOS. 


Al final, cuando cerremos esto, voy a hacer una 
estimación de esos perjuicios pero, aun tomando las 
cifras que ha dado el señor Ministro de Economía y 
Finanzas, puedo decir que son cuantiosos. Lamento 
que con esto se afecte a tanta gente y se afecte el 
prestigio del país. 


Por ahora, es cuanto tenía que expresar, señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Ministro de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS.- Voy a tratar de no repetir una vez más 
las posiciones —-que ya son claras- que hemos adop- 
tado a lo largo de estos tres años, por lo menos en lo 
que a mí respecta. 


Concurrimos al Senado por una convocatoria 
determinada, aunque quiero dejar constancia -—lo 
tenemos que asumir— de que no estamos de acuer- 
do. A esta altura del partido, después de tres años 
de intercambiar opiniones exactamente sobre lo mis- 
mo, podría decir a los señores Senadores que lean las 
versiones taquigráficas anteriores, en las que se en- 
cuentran las mismas afirmaciones y las mismas res- 
puestas. Aclaro que no es por no respetar el ámbito 
parlamentario —del que provengo, al que estoy orgu- 
lloso de pertenecer y al que creo que hay que concu- 
rrir todas las veces que sea necesario—, sino porque 
creo que esto atenta contra la productividad, contra 
el resultado mismo. 


Solo voy a hacer una apreciación general: cuando 
la empresa estaba abierta, las advertencias eran por 
la percepción de que las cosas no estaban bien, y se 
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nos decía que no pusiéramos un solo peso en ella, es 
decir, que el Estado no hiciera mayores erogaciones. 


El 9 de julio la empresa toma la decisión de pre- 
sentarse voluntariamente a concurso —por las razo- 
nes que ya mencioné y que también señaló el señor 
Ministro de Economía y Finanzas, que no voy a rei- 
terar— y, atento a su situación económico-financiera, 
se resolvió su liquidación judicial. Esta es una mala 
noticia para el país, muy dolorosa, y la decisión no fue 
fácil de tomar. Las buenas noticias son las que anun- 
cian que se evitaron este tipo de tragos amargos, pero 
en una sociedad como la nuestra, de mercado, ocu- 
rren cierres de empresas todo el tiempo, aunque, por 
suerte, no en forma tan habitual como antes. Incluso, 
ahora tenemos instrumentos mejores porque hay una 
sensibilidad especial hacia los trabajadores y se cuen- 
ta con este Fondo para el Desarrollo de las empresas 
recuperadas. Aunque ¡vaya si eso ha recibido críticas! 
Hay una percepción de que los trabajadores tienen 
una incapacidad innata para gestionar sus propios 
destinos. Estoy convencido de que a los trabajadores 
les va igual que a los empresarios: a algunos bien, a 
otros mal y a otros más o menos, pero con esta medi- 
da se les da una oportunidad. 


Lo cierto es que la empresa toma la decisión, y 
es obvio que no hay una sola decisión de cierre, de 
ninguna empresa privada, que no tenga un costo. 
Puedo tener mil opiniones sobre lo que pasó, y no 
ahora, sino hace muchos años, porque la historia no 
empieza en un determinado momento, sino que es 
una continuidad histórica que va acumulando cosas. 
Cada Gobierno hizo lo que entendía mejor para que 
no ocurriera lo peor, y más allá de que discrepe con 
algunos de ellos, parto de la base de que los Gobier- 
nos tienen buena voluntad; no presumo que tengan 
una actitud de perjuicio hacia la sociedad. Se podrá 
no compartir el rumbo adoptado, pero no se puede 
prejuzgar y decir que hubo una actitud deliberada y 
voluntaria de perjudicar las arcas del Estado. Además, 
en ese caso, ¿en beneficio de quién se hizo? Yo vengo 
del movimiento sindical y ¿saben cuántos reclamos 
laborales hice? Muchísimos; decenas, centenas, y la 
mayoría los perdí. Yo, que no soy abogado, me doy 
cuenta de que poner el reclamo como cosa juzgada 
no es correcto. 


SEÑOR MOREIRA.- Son contingencias. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS.- Son contingencias, pero no se puede po- 
ner el énfasis en ello como cosa juzgada. Por supuesto 
que hay riesgos, ¿cómo no los va a haber? Pero noso- 
tros tenemos nuestros argumentos para no hacernos 
cargo. Si seguimos asumiendo las responsabilidades, 
el Estado va a tener que pagar los despidos de todas 
las empresas privadas, de las que participa y de las que 
no. Sabemos que hay muchos juicios, pero también es 
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cierto que los fondos que se usaron para adelantar des- 
pidos deben operar de alguna manera en esos juicios. 


Lo que quiero dejar sentado es que, frente a cada 
recurso, nosotros creemos tener razón y apelamos, y 
no hay sentencia fija de ninguno. ¿Con esto estoy di- 
ciendo que vamos a ganar todos los juicios? No lo sé, 
pero tampoco podemos afirmar que los vamos a per- 
der todos. Eso no es correcto. Entonces me guío por 
mi expresión de deseo, que es que los ganemos todos, 
para quedar en igualdad de condiciones. 


Insistimos: se trató de una decisión empresarial; 
está en actas, consta la fecha y la decisión voluntaria 
del concurso. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Ernesto 
Agazzi). 


—Por último, quiero expresar que entiendo el apa- 
sionamiento del debate, pero no se puede decir —lo 
digo con mucha fraternidad- que los trabajadores 
que suscribieron con su firma el Memorando de En- 
tendimiento nos están mintiendo, y que no es cierto 
el literal c) de los antecedentes de ese Memorando 
que dice que el día 21 de julio de 2013, Dyrus S.A. 
presentó al fideicomiso de aeronaves, Ley n.” 18.931, 
una propuesta de compra de tres aeronaves Bombar- 
dier. Si antes eran siete y después cambiaron a tres, 
en todo caso habría que preguntar a los trabajadores 
que van a manejar la empresa por qué cambiaron la 
estrategia del negocio, y no suponer que están suscri- 
biendo un documento que a sabiendas es falso, por- 
que el fideicomiso le impuso que tenían que comprar 
tres y no siete. 


Por otra parte, ¿qué sentido tendría para nosotros 
venderlas parcialmente a los trabajadores, cuando 
nuestro objetivo es vender cuanto antes las aeronaves 
y si pudieran ser las siete mejor? Seguramente toma- 
ron la decisión empresarial de comprar tres porque les 
parecía más rentable. Yo no me meto en el plan de ne- 
gocios, porque no lo hago con el de ninguna empresa 
de las que están bajo la órbita del Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas. No lo hago con los balances 
de las empresas de transporte de pasajeros, salvo en 
las cuestiones que tenemos que regular. Si compran 
ómnibus de una marca o de otra, no es asunto del Mi- 
nisterio de Transporte y Obras Públicas. Tampoco lo 
es saber cuántas unidades compra una empresa; no 
es asunto nuestro, sino una decisión empresarial, y 
probablemente hayan pensado así. Quizás al principio 
pensaron que siete aviones era lo mejor pero, en la 
medida en que uno se va adentrando en el negocio y 
asume riesgos, capaz que modera los riesgos, porque 
en una empresa también hay riesgos patrimoniales. 


Respecto a los trámites, es cierto que en la Jun- 
ta Nacional de Aeronáutica Civil todavía no tenemos 
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ningún trámite terminado, pero también es verdad 
que se le ha pedido a los trabajadores. Ya lo dije aquí: 
Dyrus S.A. es una empresa como cualquier otra, con 
la característica de que está constituida por extraba- 
jadores de Pluna S.A. Eso no los exime. En ningún 
lado la ley establece que vamos a tener que eludir 
requerimientos para la constitución de los permisos y 
las frecuencias. Hay que cumplir ciertas normas por- 
que, además, devienen de acuerdos internacionales 
que tienen que ver con la seguridad operacional y, 
por más cariño que les tengamos a los propietarios 
de la empresa, los extrabajadores, no podemos sal- 
tear ninguna normativa. Es por eso que la Dinacia les 
exige algunas cosas, como corresponde, y no lo hace 
exclusivamente con los trabajadores de Dyrus S.A., 
sino con todas las empresas. 


La ley es clara en ese sentido, pues dice que el fi- 
deicomiso puede enajenar parcial o totalmente, pero 
no como decisión del fideicomiso sino para habilitar 
la posibilidad de lo que finalmente ocurrió. No podía- 
mos obligar a los trabajadores al todo o nada, porque 
entre 0 y 7 -como ocurrió- hay distintas posibilidades. 
Queríamos que la ley previera la posibilidad de que el 
fideicomiso vendiera parcialmente las aeronaves a los 
trabajadores en las condiciones establecidas en la ley. 
Las otras cuatro luego se venderán; vamos a hacer 
un llamado a interesados —no una licitación— para 
saber cuántos interesados hay. Todavía no ha culmi- 
nado el proceso de compra, porque los trabajadores 
están pensándolo. Algunas garantías que exigimos y 
que aquí parecen muy fáciles de cumplir implica a los 
trabajadores una posibilidad que deben meditar; eso 
habla bien de ellos. La estrategia empresarial de los 
trabajadores la hacen ellos. 


Insisto en que debemos asumir, de una vez por 
todas, que el Estado no es más socio de una empresa 
de aeronavegación, sino solo el regulador de las acti- 
vidades que le corresponden. Les deseamos suerte, 
queremos que les vaya bien y ponemos el corazón y el 
alma detrás de este proyecto, pero la responsabilidad 
y la toma de decisiones está en esa empresa, salvo 
porque debe pagar los créditos que le dé el Fondes y 
porque debe comprar las aeronaves. Por eso es que 
nosotros decimos que estamos cumpliendo la ley. 


Esos serían los puntos que tenemos para comentar, 
pues se han planteado otros que ya han sido informa- 
dos. No quiero entrar en polémicas sobre el pasado, las 
posiciones están bien claras y son todas respetables. 
Además, pronto vamos a tener el juicio del soberano y 
hay otras cuestiones que están operando en la Justicia, 
por lo que garantías tenemos por todos lados. 


Por último, quiero decir que se nos hacen pregun- 
tas que no tienen que ver con la interpelación. Vini- 
mos preparados para actualizar la información relativa 
a la aplicación de la Ley n.* 18.931, de 17 de julio de 
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2012 y su Decreto reglamentario, el estado de concur- 
so de Pluna S.A. y las circunstancias que rodearon el 
acuerdo del pago del aval del Banco de la República. 
Si bien es mi deseo proporcionar toda la información, 
adelanto que voy a dar algunos datos provisoriamente. 


La rebaja de combustible fue pública. En una con- 
ferencia de prensa en la que estuvimos con el Ministro 
de Economía y Finanzas, el Presidente de Ancap y la 
Ministra de Turismo y Deporte, se informó que la rebaja 
de combustibles aeroportuarios operaba para todas las 
compañías sin distinción alguna. Por lo tanto, los mis- 
mos beneficios que recibe Air Europa o Air France, los 
tiene cualquiera de las compañías que opera en Uru- 
guay; o sea, el precio del combustible para todas ellas 
está alineado al precio de la región, no al argentino. 


Con respecto a la rebaja de impuestos a los pasa- 
jes, no me consta -les haremos llegar la información 
correspondiente— que haya un tratamiento especial 
entre las posibilidades que nosotros tenemos en un 
margen de 0 a 3 %, si la memoria no me falla— en los 
impuestos a los pasajes vendidos en Uruguay, porque 
si se venden por Internet, fuera de fronteras, no hay 
forma de pagarlos. En definitiva, mi primera respues- 
ta provisoria sería que no hay ningún tratamiento di- 
ferencial para esas empresas, pero lo contestaremos 
después remitiendo la información como corresponde. 


En cuanto a la pregunta sobre los contratos, debo 
decir que son del Ministerio de Turismo y Deporte so- 
bre promoción del Uruguay. No estoy en condiciones 
de contestar al respecto, ya que ese tema no atañe 
a mi Cartera, pero sí puedo decir que la promoción 
del Uruguay en el extranjero es moneda corriente y 
se hace desde hace mucho tiempo; además, es una 
estrategia acertada. 


Esas eran las consideraciones que queríamos ha- 
cer. Insisto en que el hecho de que no contestemos 
algunas preguntas no significa que estemos de acuer- 
do con lo que se dice. Yo nunca estuve de acuerdo 
con el dicho que expresa: “El que calla otorga”, pues 
en realidad el que calla no dice nada. En este caso, no 
se trata de que no digamos nada; en realidad, lo que 
decimos ya está dicho en todas las comparecencias 
que hemos hecho, por lo que revisando las versiones 
taquigráficas se puede apreciar cuál ha sido nuestra 
opinión. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: el señor 
Ministro Pintado dijo en algún momento que yo había 
desvirtuado la opinión de los trabajadores al hablar del 
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Memorando de Entendimiento. Dije que me llamaba 
la atención justamente cómo lo titulan, “Memoran- 
do de Entendimiento” porque no tenemos buenos re- 
cuerdos del anterior. En lo que respecta a los trabaja- 
dores, se sostiene por parte de los dos Ministros que 
se trata de una decisión tomada por los trabajadores. 
Simplemente me limito a decir que todas las veces 
que los escuchamos han dicho que querían hacer una 
empresa con siete aviones. Esa es la versión que siem- 
pre escuché. Es más, se pueden revisar las versiones 
taquigráficas de las sesiones de la Comisión de Trans- 
porte y Obras Públicas del año pasado. Habrán cam- 
biado de opinión —no digo que no-, pero digo que la 
ley establece que quien tiene la facultad de enajenar, 
arrendar o dar en leasing es el fideicomiso, y este hace 
lo que indica el Poder Ejecutivo. Así que esa facultad 
es, en definitiva, del Poder Ejecutivo. 


El señor Ministro dice, además, que él no se mete 
en las empresas a crearse, pues eso no es materia de 
su Cartera, pero yo opino que eso es relativo porque 
la empresa era mixta donde estaba Pluna Ente Autó- 
nomo, por lo que atañe al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. Y las decisiones del proceso de salida, 
que fueron tomadas a nivel de los Ministerios, tuvie- 
ron consecuencias. De manera que aquí no se puede 
decir que en este tema la Cartera no se inmiscuye. 
Me pregunto cómo no lo va a hacer si hay aviones que 
valen US$ 15:000.000 cada uno. 


En definitiva, esto deriva del proceso y de los ins- 
trumentos de salida que elaboraron o estuvieron a 
cargo de los dos Ministros. El señor Presidente fue 
Ministro y sabe que estas cuestiones deben ser cui- 
dadas por parte de las Carteras y que no se puede 
andar diciendo que se puede ganar más plata aquí o 
allá. En la conducción general, cuando alguien está 
otorgando bienes que son comprados o garantizados 
con recursos del Estado, hay que procurar que eso 
no se pierda, que se repague, que se administre bien. 
Me parece que eso forma parte de las responsabilida- 
des de cualquier gobernante. Cuando fui Intendente 
Municipal me cuidaba mucho de vigilar lo que suce- 
día. Creo que no se puede decir “yo en esto no me 
meto”; no debe ser así. Si se están dando tres aviones 
durante dos años, se van a utilizar y la garantía es la 
hipoteca sobre los mismos. Entonces, isi habrá que 
cuidar todo eso! 


Incluso, hoy se decía que había mecanismos de au- 
ditoría. Me parece muy bien que se audite eso, pero 
el Ministro no puede decir que en ese tema no se 
mete, porque debe hacerlo. El camino de salida fue 
instrumentado por la vía de los dos Ministerios, cuyos 
representantes estuvieron aquí muchas veces. En rea- 
lidad yo estoy de acuerdo con lo que dice el Ministro 
Pintado en cuanto a que debemos enriquecer el deba- 
te. Si debemos repetir las cosas hasta el cansancio es 
porque realmente los resultados han sido muy malos. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Corres- 
ponde culminar la segunda ronda de las intervencio- 
nes ministeriales. 


Tiene la palabra el señor Ministro de Transporte y 
Obras Públicas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS.- Señor Presidente: quiero aclarar breve- 
mente que yo también escuché que los trabajadores 
querían siete aviones, pero también leo el memoran- 
do de entendimiento en donde se dice que Dyrus S.A. 
presentó al fideicomiso una propuesta para comprar 
tres aviones. Entonces, tendrán otro plan de nego- 
cios distinto. 


Con respecto a la aplicación de la ley, quiero de- 
cir claramente que la instrucción que damos al fidei- 
comiso es que la prioridad la tienen los trabajadores 
dentro de los plazos legales. Por su parte, la prioridad 
de los trabajadores es comprar la cantidad de aerona- 
ves que ellos quieran. Esa es nuestra decisión. Digo 
esto para que quede bien claro cuál era nuestra vo- 
luntad y cómo operamos. 


Por supuesto que estamos vendiendo un bien que 
es del Estado. Una vez que se efectúe la venta esta- 
bleceremos todas las precauciones para que ese bien 
sea pagado. Es ahí donde intervenimos: tratando de 
detectar alertas en forma temprana, a fin de poder 
cobrar o hacernos del bien si existiera alguna difi- 
cultad. Esas medidas se toman luego de efectuada la 
compra del bien y no antes. 


Es cuanto quería manifestar. 
8) SOLICITUD DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Léase 
una solicitud de licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 8 de agosto de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley 
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n.? 17.827, de 14 de setiembre de 2004, por motivos 
personales, a partir de la hora 14 del día de hoy. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente muy 
atentamente. 
Milton Antognazza. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Alejandro Echeve- 
rría, Héctor Lescano, Gustavo Guarino, Humberto 
Ruocco, Felipe Michelini, Antonio Gallicchio y Ma- 
riella Torello han presentado notas de desistimiento, 
informando que por esta vez no aceptan la convocato- 
ria a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado 
el señor Ruben Obispo, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


9) CONVOCATORIA A LOS SEÑORES MINIS- 
TROS DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLI- 
CAS Y DE ECONOMÍA Y FINANZAS, SEÑOR 
ENRIQUE PINTADO Y ECONOMISTA FER- 
NANDO LORENZO 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: no voy 
a agradecer a los señores Ministros su presencia en 
Sala porque creo que están cumpliendo con sus res- 
ponsabilidades, con las disposiciones que establece la 
Constitución de la República y, además, respondien- 
do a una de las facultades que tiene la oposición para 
acceder a información absolutamente indispensable 
en el cumplimiento, ya no del ejercicio de nuestros 
derechos, sino de nuestras obligaciones. 


Quiero señalar muy claramente que, a pesar de 
tratarse de la segunda interpelación que se realiza en 
esta materia, luego de sesiones de Comisión General 
y de comparecencias en la Comisión que trata los te- 
mas vinculados a la aeronáutica, cuando el Partido 
Nacional me encomendó comunicar a los demás par- 
tidos políticos que plantearíamos interpelar a los se- 
ñores Ministros que hoy tenemos en Sala —salvo que 
la Bancada oficialista se aviniera, como era nuestro 
propósito, a realizar una sesión de Comisión Gene- 
ral- advertí sorpresa por parte del Gobierno por la 
convocatoria. En un primer momento se me respon- 
dió que el tema estaba en manos de Presidencia de 
la República y de su Secretaría, como si ese fuera un 
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elemento suficiente para lavarse las manos y desligar 
responsabilidad en la materia. 


En todo caso, si el tema está efectivamente en ma- 
nos de la Presidencia de la República y del señor Gue- 
rrero, como se nos dijo -es una de las preguntas que 
deseo formular a los señores Ministros—, quisiéramos 
saber por qué el Poder Ejecutivo quitó la escalera a 
los señores Ministros que han venido trabajando en 
esta materia durante todos estos años, que han toma- 
do resoluciones tan importantes y que nos han envia- 
do proyectos de ley de tanta importancia. ¿Tenemos 
que interpretar que la falta de confianza en la gestión 
política —no moral ni ética, sino política— de los Minis- 
tros de Gobierno es mayor o igual en el Presidente de 
la República que en la oposición? Porque en el último 
llamado la oposición consideró —aunque no obtuvo las 
mayorías necesarias- que no eran satisfactorias las 
respuestas dadas por los Ministros, y parece que el 
señor Presidente consideró otro tanto. Lógicamente, 
como consecuencia del resultado electoral, el señor 
Presidente tiene más fuerza y poder que la oposición, 
y entonces lo que esta no pudo lograr por la vía de 
una interpelación, lo consiguió el señor Ministro por 
la simple vía de encomendar a otra persona que lle- 
vara esto adelante. 


Por lo tanto, la interpretación de esta situación es 
que los señores Ministros han sido censurados por el 
propio Presidente de la República y sustituidos por 
el señor Secretario Guerrero en esa responsabilidad. 


Advierto que el Ministro Pintado pide la palabra y 
le aclaro que no necesita hacerlo porque puedo con- 
cederle una interrupción con mucho gusto. Pero que 
no se me diga que esto no es así, que el tema no lo 
maneja más o no lo manejó nunca el señor Guerrero, 
que no está en la órbita de la Presidencia de la Repú- 
blica, y que quienes lo manejan directamente y en to- 
dos los casos son los señores Ministros involucrados. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Señor 
Senador: ¿concede la interrupción que le solicita el 
señor Ministro de Transporte y Obras Públicas? 


SEÑOR GALLINAL.- No sabía que me había so- 
licitado una interrupción, pero si es así la concederé 
con mucho gusto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PUBLICAS.- Puedo esperar a que el señor Senador 
culmine. 


SEÑOR GALLINAL.- No, concederé la interrup- 
ción porque me interesa la respuesta en este momen- 
to, pero permítaseme terminar con la consideración 
respectiva. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¡No apure, señor Ministro! 
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SEÑOR GALLINAL.- Tenemos las pruebas de esa 
situación. La primera es esa; cuando planteamos la 
interpelación se nos dijo que el tema estaba en manos 
de la Secretaría de la Presidencia de la República, 
como haciéndonos entender que no podíamos inter- 
pelar a los Ministros. Era como un atajo para evitar 
que llegáramos a esta circunstancia. 


Quiero agregar un segundo elemento que a mi jui- 
cio da enorme fuerza a la necesidad de la realización 
de la interpelación o de la eventual Comisión Gene- 
ral. La ciudadanía, la opinión pública, se entera de 
lo que está pasando con la ex-Pluna cada vez que el 
Partido Nacional realiza una interpelación o la opo- 
sición convoca a una Comisión General. El Gobier- 
no no informa a la oposición ni a la población sobre 
un tema de esta delicadeza y dimensión. Entonces, 
¿cómo no vamos a convocar a una interpelación, si 
el Gobierno tiene un monopolio —porque tenemos un 
Gobierno monopólico, que quede claro de una vez 
por todas, pues la unanimidad de los integrantes del 
Poder Ejecutivo pertenece a la fuerza política deno- 
minada Frente Amplio, respaldada por una mayoría 
parlamentaria que los blinda al momento de tomar 
cualquier decisión que se pretenda llevar adelante 
desde el Parlamento-, por lo que su obligación de in- 
formar a la población y a la oposición es aún mayor 
que la de los anteriores Gobiernos? Todo Gobierno 
tiene la obligación de informar, pero cuanto más po- 
der tiene un Gobierno, más obligación tiene de infor- 
mar a la gente y a la oposición. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¡Muy bien! 


SEÑOR GALLINAL.- Antes de conceder una inte- 
rrupción al señor Ministro Pintado, quiero expresar 
—aunque creo que los Ministros y la Bancada del Fren- 
te Amplio, ya lo saben- que a nosotros no se nos ocu- 
rre traer a los señores Ministros a Sala para acusarlos, 
ni lo hacemos por mala voluntad o con mala fe; mu- 
cho menos creemos que cuando el señor Pintado y el 
economista Lorenzo toman decisiones en el ámbito de 
sus respectivas Carteras lo hacen con el propósito de 
perjudicar los intereses del país. ¿A quién se le puede 
ocurrir que un gobernante, en una nación como la 
nuestra y en un régimen democrático, pueda tomar 
decisiones con la intención de perjudicar al país? No- 
sotros no nos merecemos esa afirmación -se la escu- 
ché decir al señor Ministro—, porque no corresponde, 
de ninguna manera, a la forma en que hemos venido 
encarando este tema y, muy especialmente, a la for- 
ma —lo voy a decir por enésima vez- en que lo ha he- 
cho el señor Senador Moreira, quien siempre fue de 
frente, con argumentos, con estudio, con disciplina, 
amparándose en las leyes y en la Constitución de la 
República, y sin ocultar absolutamente nada. 


No voy a decir que creemos que el Gobierno nos 
esté ocultando información porque me voy a dar 
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tiempo hasta la próxima interpelación, pero sí digo 
que está abusando de sus mayorías cuando no brinda 
información. La población se entera de lo que está 
pasando o de lo que eventualmente puede llegar a su- 
ceder en los próximos meses con Pluna o con la nue- 
va línea aérea porque nosotros convocamos a estas 
sesiones; de otra manera, no se entera de nada, solo 
le llegan rumores, rumores de los que, felizmente, 
desde esta Bancada nunca nos hemos hecho eco, por- 
que cuando consideramos que algo no estaba bien, 
convocamos a una sesión o fuimos al Juzgado. Nunca 
salimos por ahí a lanzar rumores que pudieran, de 
alguna manera, enchastrar a alguien. Más aun; en 
la última sesión, cuando aquí nadie se quería poner 
el saco de cómo fue que se reunieron en un restorán 
para almorzar juntos el “caballero de la derecha”, Ma- 
tías Campiani y el señor Ministro Lorenzo, a mí se me 
ocurrió, como única respuesta posible, que haya sido 
el mozo quien, al identificarlos, les dijo: “Muchachos, 
¿por qué no se sientan todos juntos y conversan entre 
ustedes? Tal vez, le hacen un bien al país”. Y que el 
señor Ministro Lorenzo haya dicho: “Si tuviera que 
volver a vivir esta circunstancia, no iría a un almuer- 
zo de esas características” para mí fue suficiente. 
Creo que fue un gesto de sinceridad reconocer que 
ese había sido un error. Entonces, no se nos puede 
decir que le atribuimos a los gobernantes la intención 
de perjudicar los intereses del país. 


Esa era la referencia que quería hacer y que for- 
ma parte de la alusión. Ahora, con mucho gusto, le 
concedo la interrupción al señor Ministro de Trans- 
porte y Obras Públicas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- El se- 
ñor Ministro dispone de cinco minutos para hacer 
uso de la interrupción que le concede el señor Sena- 
dor Gallinal. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS.- Señor Presidente: cinco minutos me al- 
canzan y me sobran. 


En mi primera intervención dije —y ahora lo re- 
pito- que a uno no le pueden quitar lo que no tiene. 
No es competencia de los Ministerios de Transporte y 
Obras Públicas ni de Economía y Finanzas constituir 
empresas; la ley no nos otorga esa facultad. El Fondo 
de Desarrollo, que es el que prestará el dinero a los 
trabajadores, está en la órbita de la Presidencia de la 
República —allí es donde los trabajadores tendrán que 
pedir los recursos- y las aeronaves las vende el fidei- 
comiso, por instrucción de los Ministerios de Econo- 
mía y Finanzas y de Transporte y Obras Públicas. Por 
lo tanto, no estamos renunciando a ningún papel más 
allá del que nos otorga la ley ni a las funciones que 
están claramente determinadas en cada uno de los 
Ministerios. No nos sentimos menoscabados ni redu- 
cidos en nuestro apoyo y, además, en lo personal —no 
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quiero involucrar a nadie—, comparto esa decisión, 
porque ponernos a trabajar en la constitución de una 
empresa de trabajadores implica dedicarle demasiada 
energía y restársela a las cosas que sí debemos hacer. 


Con respecto al tema de la información, ini que 
hablar que venimos aquí porque la Constitución de 
la República nos mandata a hacerlo!, pero además, lo 
hacemos con gusto, y lo hemos hecho cada vez que, 
de distinta manera, fuimos convocados. Hemos res- 
pondido todos los pedidos de informes que se nos han 
hecho, sin eludir ninguno. En la última Rendición de 
Cuentas hay información sobre este tema y, a mi cri- 
terio, creo que la opinión pública se entera hasta en 
demasía de cada uno de los pasos que damos en el 
proceso, porque creo que lo que tenemos que comu- 
nicar son los resultados. Entonces, si de algo se nos 
puede acusar es de exceso de información respecto a 
cada paso que se está dando. 


Reitero que no nos sentimos menoscabados, ni 
mucho menos; el Fondes está en la Presidencia de la 
República, el fiduciario es el que vende las aeronaves 
por mandato nuestro y no está en las funciones de 
los Ministerios de Transporte y Obras Públicas ni de 
Economía y Finanzas crear empresas de ningún tipo. 
Por lo tanto, nos parece muy bien separar la actividad 
de quienes vamos a regular de la de quienes van a 
ejercer como empresarios. 


Por último, no puedo evitar hacer un comentario 
político. Recuerdo que uno de los principales argu- 
mentos para promover la reforma de la Constitución 
de la República que incluyó la segunda vuelta pre- 
sidencial era darle al Presidente de la República las 
mayorías parlamentarias necesarias para que pudiera 
gobernar. Y la gente otorgó esas mayorías, ya sea en 
la primera o en la segunda vuelta. Por lo tanto, no se 
puede criticar ni ver como un pecado que el Gobier- 
no tenga mayorías cuando estas fueron otorgadas por 
la ciudadanía. Pero ello no implica ningún blindaje, 
sino defender nuestras opiniones, que son distintas a 
las de otros conglomerados políticos, y tan respetables 
como las de otros tantos. No siento que sea un pecado 
que la ciudadanía nos haya dado la mayoría. Es más, 
creo que nuestra fuerza política va a seguir trabajan- 
do para que el pueblo nos renueve esas mayorías y, 
así, seguir cumpliendo con una de las razones funda- 
mentales por las que se instaló el balotaje: para que 
quien gobierne la Presidencia de la República tenga 
consolidados apoyos parlamentarios. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Puede 
continuar el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: creo que 
el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas —a 
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quien le pido las disculpas del caso- tiene una confu- 
sión conceptual. La instancia en la que se deciden las 
mayorías parlamentarias es la de las elecciones na- 
cionales, que ahora se realizan en el mes de octubre. 
Es en ese momento en que la gente decide qué tanta 
mayoría le otorga al Gobierno. El balotaje se estable- 
ció, entre otras cosas —por lo menos, con referencia 
a los argumentos que nosotros utilizamos en aquel 
momento-, para darle un mayor apoyo al futuro Pre- 
sidente de la República desde el punto de vista popu- 
lar, porque habíamos llegado a la circunstancia, como 
la del año 1971, en que el Presidente electo tenía el 
17 % de los votos. En cambio, en las últimas instan- 
cias electorales, a partir de la reforma, se logró un 
apoyo diferente. Pero todo esto no viene al caso. 


Por otro lado, lo que sí viene al caso es que me pa- 
rece que hay otro error conceptual, pero mucho más 
grave. ¿Cómo es que el Gobierno no tiene nada que 
ver con armar, construir o formar empresas? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS.- Los Ministerios no tienen que ver. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Cómo es que los Ministe- 
rios no tienen nada que ver? Entonces, ¿en base a 
qué nos informaron todo lo que nos informaron en 
estas últimas instancias? ¿En base a rumores? ¿O se 
llamó por teléfono a Guerrero antes de venir a esta 
sesión? ¡No! Lo que he visto durante todo este tiem- 
po, en la buena fe que le atribuimos a los señores 
Ministros, es que terminaron con una empresa en la 
que el Estado tenía participación —ese es uno de los 
temas a los que me voy a referir a continuación- y 
ahora están procurando la construcción de otra en la 
que este no tendrá participación. Probablemente, no 
la tenga, pero que la están trabajando desde el Go- 
bierno, no tengo ninguna duda; de lo contrario, vivo 
en un país distinto al que viven los señores Ministros. 
Me parece que no se le puede decir al Parlamento 
que no tienen nada que ver con lo que se está gestan- 
do cuando lo que han hecho no ha sido otra cosa que 
informarnos cómo lo están haciendo y cuando esta- 
mos haciendo esta interpelación porque estamos muy 
preocupados por lo que está sucediendo. Lamenta- 
blemente, no puedo decir a los señores Ministros que 
hoy nos visitan: “Feliz cumpleaños”, aunque estamos 
de cumpleaños, porque ya hace un año que cerraron 
la empresa y no tenemos futuro. 


Otra afirmación que me parece que está absolu- 
tamente fuera de lugar, que no es verdad y que no es 
correcta, es la que hizo el señor Ministro de Econo- 
mía: “No fue el Poder Ejecutivo el que cerró Pluna”. 
Entonces, volvemos a la tesis de que hay alguien que 
hace las cosas en este país —aparentemente, el señor 
Guerrero, porque nos dijeron que ahora es el que ma- 
neja el tema desde Presidencia, u otra persona—, pero 
estos Ministros están ajenos a la gestión gubernamen- 
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tal. Y es tan cierto que un día el Gobierno decidió 
cerrar Pluna, que para ello firmaron un acuerdo con 
Campiani, le dieron inmunidad, lo sacaron de la em- 
presa y veinte días después decidieron que Pluna no 
volaba más. Entonces, el señor Ministro de Economía 
y Finanzas no puede decir que el Poder Ejecutivo no 
tiene nada que ver con el cierre de Pluna. ¡El cie- 
rre de Pluna —esto consta en la prensa con palabras 
textuales— lo decretó y lo decidió el señor Presidente 
de la República, José Mujica! Y se lo trasmitió a sus 
Ministros, y ellos a quienes tenían que ejecutar la de- 
cisión, que eran los integrantes de Pluna Sociedad 
Anónima. ¿Y quiénes eran los integrantes de Pluna 
Sociedad Anónima? Los representantes del Gobier- 
no. ¿Por qué eran solamente los representantes del 
Gobierno? Porque veinte días antes el Gobierno, por 
medio de los Ministros, había negociado con el se- 
ñor Campiani su impunidad, su inmunidad y su sa- 
lida de la empresa. Desde aquel día en adelante el 
señor Campiani no responde civilmente —porque la 
inmunidad penal no se puede pactar— por los erro- 
res, horrores o los cheques sin fondo que se pudieran 
haber librado en el transcurso de su gestión. Así que 
esto fue responsabilidad y decisión directa del Poder 
Ejecutivo, tomada por el señor Presidente de la Repú- 
blica. Respecto a este punto quiero decir —y esto es lo 
más grave de la primera parte de mi exposición, que 
tiene una segunda, por supuesto, siguiendo la línea 
del señor Senador Moreira— que para los intereses del 
país el cierre de Pluna dispuesto por este Gobierno 
fue un gravísimo error. Acá ya no se puede hablar más 
de la herencia maldita ni de que Pluna estuvo en ma- 
nos de Juan o de Pedro, porque me estoy refiriendo a 
la decisión de cerrar Pluna, adoptada por el Gobierno 
en julio del año pasado. ¡Fue un error garrafal, que 
nos está costando y nos va a seguir costando en la me- 
dida en que no se den los pasos necesarios para tratar 
de culminar con ese cáncer que está allí metido y que 
parecería que no hay mayor disposición a abordar! 


¿Por qué sostengo que fue un gravísimo error? 
Anoté nueve razones, aunque seguramente me que- 
dé corto. Primero, la absoluta y total desvalorización 
de los activos de Pluna Sociedad Anónima. Pregunto 
—aunque creo que nadie puede contestar—: ¿cuánto 
valen hoy los aviones? Nadie puede contestar eso, 
señor Presidente. Lamentablemente, en lo que sí es- 
tamos todos de acuerdo en esta Sala es en que hoy 
valen mucho menos de lo que podrían haber costado 
el día que cerró la empresa, mucho menos; ese mon- 
to no alcanza para cubrir ni siquiera un porcentaje 
importante de la deuda que tiene el Estado con el 
Scotiabank, además de otras deudas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Discul- 
pe que lo interrumpa señor Senador, pero la Mesa 
quiere agradecer la presencia de los alumnos de 6. 
año del colegio y liceo Nuestra Señora de Lourdes, 
de Malvín. 
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Puede continuar el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Saludamos, con mucho gus- 
to, a la visita. Siempre hay tiempo para saludar, pero 
si este es el camino que hay que recorrer, así lo ha- 
remos. Por eso tantas veces digo que hay abuso por 
parte de las mayorías. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori). 


— “¿Cuáles fueron los errores que se cometieron y 
las consecuencias negativas del cierre de Pluna, de- 
cretado por el señor Presidente de la República con 
el apoyo de sus Ministros? Primero, la absoluta y to- 
tal desvalorización de los activos de Pluna Sociedad 
Anónima; segundo, el cierre definitivo de la única y 
propia línea aérea de bandera uruguaya; tercero, el 
aislamiento regional como consecuencia de la pér- 
dida de conectividad; cuarto, el error manifiesto de 
haber tomado la decisión en plena temporada de va- 
caciones, con las consecuencias económicas y de des- 
prestigio que eso trajo aparejadas; quinto, el incum- 
plimiento con miles de turistas que fueron víctimas y, 
sobre todo, con compatriotas que tenían contratados 
servicios por miles de dólares; sexto, el daño irrepa- 
rable a más de quinientos empleados de Pluna que 
perdieron su fuente de trabajo; séptimo, los daños 
agravados por las demandas que han sido promovidas 
por parte de empleados y clientes que invocan, ade- 
más, la condición de conjunto económico para que el 
Estado uruguayo —y no Pluna Sociedad Anónima, que 
no tiene un peso partido por la mitad- se haga cargo 
de todas esas erogaciones; octavo, la vergúenza nacio- 
nal, señor Presidente, a la que se vio sometido el Uru- 
guay como consecuencia de una subasta fraudulenta 
llevada adelante por un sujeto que hoy, impunemen- 
te, se burla de nuestra nación y de nuestro sistema 
judicial, sujeto que obedecía órdenes dictadas por el 
señor López Mena, tal como lo reconoció el propio 
López Mena en ocasión de hacerse cargo del aval co- 
rrespondiente; y, noveno, la inmunidad pactada por 
el Gobierno en favor del señor Campiani y compañía, 
liberándolo de todo tipo de responsabilidad. 


Esto solamente alcanza para demostrar el error 
grosero, manifiesto e inoportuno que cometió el Go- 
bierno de turno al haber decidido el cierre de Pluna, 
a tal punto que hoy quienes confiamos en la buena fe 
de los señores Ministros y del Poder Ejecutivo, aun 
sabiendo que fue el señor Presidente de la Repúbli- 
ca quien tomó la decisión, nos preguntamos y, sin- 
ceramente, les preguntamos a los señores Ministros: 
¿por qué cerraron Pluna? ¡Yo quiero saber por qué 
cerraron Pluna! Porque hasta ahora lo único que no 
apareció ni se ha puesto de manifiesto durante todo 
este año que llevamos del cierre de Pluna es el argu- 
mento por el cual dijeron haberla cerrado. Todo lo de- 
más se vino abajo. En un momento el señor Ministro 
Pintado dijo: “Venimos acá a que nos hagan las mis- 
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mas preguntas y a dar las mismas respuestas”. No, 
señor Presidente, eso no es correcto, porque cuando 
en otras instancias vinieron y, entre otras cosas, les 
planteamos que había miles de compatriotas damni- 
ficados porque habían comprado paquetes turísticos 
en plena temporada de vacaciones, nos dijeron: “No, 
eso no es así, eso está arreglado, se va a indemnizar”. 
Sin embargo, ahora escuchamos decir que hay juicios 
pero que se van a apelar y que todavía no hay conde- 
na. ¿Esa es la respuesta que el Gobierno les da a los 
compatriotas, a aquellos que fueron estafados y cuyos 
juicios van a apelar? ¿A aquellos a quienes se les ven- 
dieron paquetes de viaje por miles de dólares? Para 
el Scotiabank existe la garantía del Estado uruguayo, 
pero para los uruguayos no existe. Por eso van a ape- 
lar la sentencia, por eso no les han pagado y por eso 
hay varios millones de dólares pendientes, la mayoría 
de los cuales son de compatriotas. Más aún, recuer- 
do que cuando dije esto el señor Senador Michelini, 
desde su Banca, hacía que no con la cabeza; quedó 
constancia en la versión taquigráfica de que movía la 
cabeza y no me contestaba. 


SEÑOR MICHELINI.- En las versiones taquigrá- 
ficas. 


SEÑOR GALLINAL.- Ahora hace que sí, ¡menos 
mal! 


(Dialogados). 


-Se dio cuenta de que, efectivamente, era así; 
efectivamente, no le pagaron un mango a los pobres 
compatriotas y están haciendo todo lo posible para 
eludir el cumplimiento de sus obligaciones, porque 
hubo una sentencia en contra que ya apelaron, y si 
viene otro juicio, se van a defender. 


Hay algo todavía más grave y es que uno advier- 
te —cada vez que el señor Senador Moreira hace una 
pregunta y le dan una respuesta que no es la misma 
que la que recibimos en la citación anterior— que el 
Poder Ejecutivo quiere meternos nuevamente en este 
problema. No es como dice el señor Ministro Pinta- 
do: “nosotros no estamos para construir empresas”; 
el Poder Ejecutivo quiere meternos nuevamente en 
el mismo problema porque insiste en crear una nueva 
aerolínea. ¡Y que no me digan que la plata la pone el 
Fondes, como si fuera una obra de beneficencia ge- 
nerada por una multinacional! Si no me equivoco, el 
Fondes está constituido por las ganancias del Banco 
de la República. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- El 30 %. 


SEÑOR GALLINAL.- Es el 30 % de las ganancias 
del Banco de la República. O sea que ¿otra vez nos 
vamos a meter? 
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En definitiva, aquí hay dos posibilidades. Lamento 
llegar a esta conclusión, pero hasta que no me de- 
muestren lo contrario, hay dos posibilidades: el Go- 
bierno que tenemos quiere tropezar otra vez con la 
misma piedra —que es de lo que estoy más convenci- 
do- y nos va a meter en un lío de peores proporciones 
que aquel de Pluna S.A. en el que estábamos metidos, 
o es mentira todo lo que se dice. No van a hacer ab- 
solutamente nada y me da la impresión de que —esto 
vale en todos los razonamientos- acá no levanta vuelo 
un avión antes del 1. de marzo de 2015. Y la otra 
impresión que tengo, aun más grave, es que si levan- 
ta vuelo un avión antes de esa fecha lo hará con una 
carga tan pesada, que vamos a ir nuevamente a dar- 
nos de bruces contra la misma piedra. 


La segunda parte a la que quiero referirme tiene 
que ver con que, si bien no corresponde el agrade- 
cimiento a los señores Ministros por estar en Sala, 
sí cabe el reconocimiento porque han venido todas 
las veces que se los ha citado, hemos pasado muchas 
horas conversando y discutiendo sobre estos temas, 
hemos tenido posiciones verdaderamente enfrenta- 
das, y el tema es absolutamente complejo. A su vez, 
quiero reivindicar muy especialmente a alguien —creo 
que tengo autoridad para hacerlo por lo que dije hoy- 
y con el mismo convencimiento con que digo que no 
creo que el señor Ministro Lorenzo y el señor Minis- 
tro Pintado actúen contra los intereses del país, afir- 
mo —con el mismo o mayor convencimiento todavía, 
no porque tenga algo en contra de los señores Minis- 
tros, sino porque lo conozco mucho más que a ellos— 
que el señor Senador Moreira —tanto por sí, como en 
nombre del Partido Nacional- es pura buena fe, pura 
buena voluntad y está en la búsqueda permanente 
de que no se repitan los errores que tanto daño han 
hecho y tanto le han costado al país en el transcurso 
de todos estos años. 


SEÑOR CHIRUCHI.- ¡Apoyado! 

SEÑOR MOREIRA.- Muchas gracias. 

(Suena el timbre indicador de tiempo). 

SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el tiempo de que dis- 
pone el orador. 

Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

-19 en 20. Afirmativa. 


Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Dicho esto, paso a hablar de 
quien no vino, porque ya agradecí a los que vinieron. 
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El señor Ministro Pintado puede, tranquilamente, ir 
al baño a hacer una escala técnica porque esto no 
es para él sino para nuestro querido amigo Calloia, 
el que nos denunciara a todos como una manga de 
delincuentes y que después se retractara en un acta 
del Banco de la República. El amigo Calloia, que vino 
aquí, a Sala, y en momentos en que estábamos en 
la solemnidad del funcionamiento pleno del Poder 
Legislativo, en medio de una interpelación, ante un 
hecho de enorme gravedad que involucraba profun- 
damente a la Institución a la que él representa, desde 
allí, sentado, se lo pasó mofándose y riéndose porque 
estaba intercambiando mensajes con alguien —no sé 
quién era— que estaba en la Barra. Obviamente, nadie 
me puede decir: “Usted, Gallinal, dice todo esto por- 
que Calloia no está en Sala”. No, es al revés, Calloia 
no está en Sala porque no quiere, porque se oculta, 
porque no le fue bien cuando estuvo aquí. Además, 
lo digo sinceramente, es la opinión del Partido Nacio- 
nal; nosotros creemos que el señor Calloia no tiene 
el más mínimo sentido de lo que son las institucio- 
nes públicas y, como consecuencia de ello, sus actos 
afectan el decoro y el buen nombre de la institución 
a la que representa. Como consecuencia de ello, de 
acuerdo con lo que dice la Constitución, el Presiden- 
te de la República debería proceder a su destitución. 


Además, de acuerdo con la cartita que nos man- 
dó, ¿de dónde saca Calloia que nosotros le íbamos a 
preguntar lo que él dice estar contestando? ¡Si inter- 
pelamos o convocamos a alguien, no es para hacer las 
preguntas que quiera el interpelado, sino para for- 
mular las interrogantes que queramos nosotros! ¿De 
dónde saca Calloia que la interpelación refiere a una 
frase de toda una moción presentada por las Banca- 
das de la oposición, donde se detalla un número muy 
importante de temas sobre los cuales queríamos sa- 
ber qué era lo que estaba pasando? Además, hay un 
hecho nuevo del que el señor Calloia es responsable 
y ni nosotros ni el Gobierno deberíamos tolerar que 
estas cosas sucedieran. 


Nosotros también planteamos un pedido de infor- 
mes de la misma naturaleza del que realizó el señor 
Senador Moreira, porque queríamos saber, por ejem- 
plo, cuántos profesionales abogados tiene el Banco 
de la República, cuántos de ellos se desempeñan en 
su Casa Central, cuántos en el interior, cuántos es- 
tán contratados y en qué circunstancias se contra- 
tan abogados para atender asuntos de la Institución. 
Lo preguntamos para saber, porque aquí alcanza la 
lógica pura y simple para saber cómo son las cosas. 
¿Qué dice la lógica pura y simple? Que sí hay una 
institución —en este caso, el Banco de la República; 
y consideremos su jerarquía—- que en estos ciento y 
tantos años de vida se ha especializado en la activi- 
dad bancaria y, por ende, en préstamos, préstamos 
con garantías, préstamos con garantías civiles, reales 
e hipotecarias y la prestación de avales; y sus aboga- 
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dos son especializados. ¿Y en qué lo son? En materia 
bancaria, en préstamos, garantías y avales. Entonces, 
si la institución tiene un problema de esa naturaleza 
—y los tiene todos los días, y ha sido así durante los 
más de cien años de existencia—, serán ellos quienes 
lo resuelvan. Reitero, si a una institución de esta na- 
turaleza le surge un inconveniente, debe solucionarlo 
con sus propios abogados, que están especializados y 
se encuentran en mejores condiciones de defenderla 
porque tienen la camiseta puesta, se les paga un suel- 
do y quieren y deben hacerlo. Además, forma parte 
de una carrera administrativa en la que pretenden 
ir escalando posiciones en función de sus méritos y 
experiencias. 


Nos enteramos de dos hechos y censuro más el 
segundo que el primero. Primero me enteré de que 
como se le había iniciado un juicio penal al señor Ca- 
lloia —no al Banco de la República, porque no existen 
demandas penales contra personas jurídicas—, el Ban- 
co de la República contrató al doctor Gonzalo Fernán- 
dez para que lo defendiera. A su vez, cuando surgió 
el tema del aval, el Banco de la República también 
contrató al doctor Gonzalo Fernández. ¡Todo esto es 
una barbaridad! Pero lo segundo es peor que lo pri- 
mero. Desde el punto de vista jurídico la contratación 
del doctor Gonzalo Fernández por el tema comercial 
es mucho más grave que la efectuada por el tema 
penal. ¿Por qué? Porque la contratación del doctor 
Gonzalo Fernández por el tema penal es inmoral. Y 
lo reitero, es inmoral. Si el señor Calloia tiene que 
defenderse, que contrate los servicios del doctor Gon- 
zalo Fernández, pero que no le haga pagar al Estado 
los honorarios de un profesional. ¡Buena cosa sería 
que cada vez que un funcionario público cometa un 
error o esté en riesgo su persona por una materia pe- 
nal o civil, el Estado le tuviera que pagar el abogado 
para que lo defienda! ¡Eso es inmoral, amén de otras 
consideraciones que se puedan hacer! Pero lo otro, 
para mí es lo más grave en esta discusión y es que 
teniendo 27 abogados especializados en materia de 
avales bancarios se haya contratado al doctor Gonzalo 
Fernández —o a quien fuere, pero en este caso fue el 
doctor Gonzalo Fernández-—, que da la casualidad que 
es correligionario. ¡Es correligionario del Gobierno! 
Eso, por lo menos, es abuso innominado de funcio- 
nes, y miren que no comparto ese tipo de tipificación 
penal. Y lo reitero: por lo menos, es abuso innomina- 
do de funciones. 


¿Los señores Senadores saben cuánto tiempo duró 
la gestión del doctor Gonzalo Fernández para solucio- 
nar el tema del aval? ¿Alguien sabe cuánto duró la 
gestión que le significó US$ 185.000, es decir, el 1 %? 
Y voy a formular una segunda pregunta, ¿algún se- 
ñor Senador sabe si duró? Unos se preguntan cuánto 
duró y nosotros nos cuestionamos si en realidad duró. 
¿Hubo negociación? ¿Se llevó a cabo una negocia- 
ción? ¿Qué negociación hizo? Convenció al señor 


CÁMARA DE SENADORES 


449-C.S. 


López Mena; le dijo: “Che, Juan Carlitos, pagate tre- 
ce palitos verdes, arreglamos el tema del Gobierno, 
paramos la mano contra Calloia y yo me hago unos 
manguitos de honorarios que nunca vienen mal”. 
¿Qué hizo el doctor Gonzalo Fernández para llevarse 
US$ 185.000? ¡No entiendo! Pero lo que menos en- 
tiendo es por qué no lo hizo Juan Pérez o Daniel Rodrí- 
guez, abogados del Banco de la República Oriental del 
Uruguay que hace 30 años que están especializados 
en la materia y que viven trabajando en ello. ¿0 es la 
primera vez en la historia del Banco de la República 
que surge un problema respecto de un aval? Entonces, 
por lo menos, estamos ante un abuso innominado de 
funciones absolutamente inaceptable. Hemos perdido 
mucha plata en todo esto; y, además, nos damos el lujo 
de perder más por el solo hecho de perderla. 


Señor Presidente: por supuesto, ya está sobre la 
mesa la declaración del Frente Amplio dándole su 
total respaldo a los señores Ministros de Economía 
y Finanzas y de Transporte y Obras Públicas. La de- 
claración está desde la hora 14:31. ¡Ni siquiera se 
dignaron a escuchar a todos los que estamos anotados 
para hablar! Podría estar desde ayer, itanto da! Se 
va a votar, va a obtener los votos mayoritarios y se va 
a aprobar, pero los integrantes del oficialismo saben 
que quienes no les están aprobando la gestión en ma- 
teria de Pluna son los uruguayos. Así no se actúa ni 
se procede. 


La preocupación que tengo es que parece que 
todo lo que se diga con la buena fe a la que he hecho 
referencia, no sirve para nada. Digo esto porque en 
los considerandos de la declaración por la que res- 
paldan a un Ministro se dice: “—Atendiendo a la me- 
jora de la conectividad del país”. Pensé que teníamos 
problemas de conectividad. ¿Por qué no cerramos el 
aeropuerto? Continúo: “Atendiendo a la mejora de la 
conectividad del país y teniendo en cuenta la defensa 
del patrimonio nacional efectuada; 


—Contestes de la pronta puesta en funcionamiento 
de la empresa aérea conformada por los exempleados 
de Pluna 


Declara: 


Su total respaldo”, etcétera. Realmente me alar- 
ma, señor Presidente, que se diga que están contestes 
de la pronta puesta en funcionamiento de la empresa 
aérea conformada por los exempleados de Pluna. Me 
alarma porque, como decíamos hace unos instantes, 
el camino es el de tropezar nuevamente con la misma 
piedra y, otra vez, el bolsillo de los uruguayos tendrá 
que pagar millones de dólares. 


Me decía el señor Senador Moreira —no sé si lo 
puso de manifiesto en el transcurso de su exposición 
porque, en algún momento, también realicé mi “esca- 
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la técnica” que la sociedad anónima que presentaron 
los empleados de Pluna ante los organismos estatales 
para que la autorizaran a asumir esa responsabilidad, 
no tiene entre sus competencias ser una empresa de 
aeronavegación, y por eso la rechazaron. 


En lugar de crear una nueva sociedad, promueven 
la reforma de estatutos, que debe demorar bastante, 
seguramente lo necesario para que cambie este Go- 
bierno. A lo mejor el 1.2? de marzo del 2015 se dicta 
una resolución de reforma de estatutos. Pregunto: 
¿otra vez vamos a recorrer este camino? 


Por eso, señor Presidente =y con esto termino-, 
en algún momento dije que, lamentablemente, ha- 
brá nuevas preguntas, nuevas dificultades y nuevos 
problemas, de los que hablaremos en la próxima in- 
terpelación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Señor Presidente: el señor Senador Gallinal hizo 
referencia a que no se habían explicado las razones, 
las circunstancias y la racionalidad que llevaron a la 
empresa Pluna S.A. a la quiebra, al cese de activida- 
des. Muy brevemente y a los efectos de que conste en 
la versión taquigráfica, quiero dejar constancia de que 
buena parte de mi intervención en la anterior inter- 
pelación se centró en tratar de aportar todos los ele- 
mentos, las justificaciones y los aspectos que, a mi en- 
tender, configuraron la situación en la que tal quiebre 
ocurrió. Lo digo simplemente para que quede cons- 
tancia de que el hecho de que en esta oportunidad no 
hayamos repetido tal argumentación, no quiere decir 
que en su momento no se haya hecho, extensamente. 
Es más; solicitaría que esa parte de mi intervención a 
la que acabo de aludir y en la que —reitero—, expliqué 
todo el proceso y las circunstancias que llevaron a que 
finalmente hoy la empresa no exista, sea recordada o 
tenida en cuenta para una eventual distribución de 
material entre los señores Legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE - Así se hará. 
SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: creo 
que esta es la tercera vez, en el lapso de un año, que 
estamos ocupándonos de este tema. 
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Antes de ingresar de lleno en mi intervención, 
digo lo siguiente. 


No pretendo calificar la intención del señor Se- 
nador Moreira, pero quiero, sí, dejar constancia de 
que discrepo con dos frases que utilizó. Aclaro que 
con esto no busco generar polémica, ni calificar nada. 
Tal vez en el fragor de su alocución el señor Senador 
no tomó en cuenta la dimensión de lo que decía; por 
eso —reitero—, no quiero calificar, pero sí expresar cla- 
ramente que no estoy de acuerdo con sus palabras. 


En un momento dijo que se le tomaba el pelo 
al Parlamento. Nos costó mucho, señor Presidente, 
volver a tener un Parlamento, elecciones y libertad, 
como para que se le esté tomando el pelo a las institu- 
ciones. Repito que no califico; seguramente no debe 
haber sido esa su intención. 


Asimismo, discrepo con lo que ha dicho en cuanto a 
que, no estando Calloia, va a acercarle las preguntas al 
Magistrado o a la Magistrada; desconozco si es hombre 
o mujer, señor Presidente. No creo que un Magistrado 
uruguayo tenga que preguntarle nada a cualquier ciu- 
dadano —por más encumbrado que sea—, ni que haya 
que soplarle las preguntas y, por supuesto, no pienso 
que esté tratando de interferir con el Poder Judicial. 


Me parece que aquí a veces hablamos con mucha 
pasión. El señor Senador Moreira, al igual que quien 
habla, es de los que pone pasión en sus palabras; es 
por eso que en algunas oportunidades vamos más allá 
de nuestros propios pensamientos. Ahora bien; para 
el Poder Judicial uruguayo sería muy malo que los 
Senadores tuviéramos que “soplarles” las preguntas a 
los Magistrados en un proceso judicial, interfiriendo 
en una instancia de tal naturaleza. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Decía -y lo ratifico- que, a 
mi modo de ver, la ausencia de Calloia es una falta 
de respeto al Senado de la República y es, también, 
en definitiva, un intento de ocultar cosas. Lo dije y lo 
reitero, y no creo que hacerlo esté fuera de lugar. De 
modo que, así como lo dije, ahora lo repito. 


A su vez, habida cuenta de que el proceso con- 
tra él se inició de oficio —porque nosotros habíamos 
presentado una denuncia penal pero, en definitiva, 
la causa del Banco fue iniciativa del doctor Gómez, 
Fiscal de la causa—, me parece que su actitud es reve- 
ladora de algunas cosas. 
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Por supuesto que, como viejo abogado que soy 
tengo 39 años en la profesión—, jamás se me 
ocurriría “soplarle” nada a una Jueza. Simplemente 
me referí a adicionarle todos los elementos de juicio 
y de convicción, para que tome las decisiones que le 
corresponda adoptar. Aclaro que jamás tuve acceso 
a la Jueza. Simplemente nos limitamos a llevarle 
la denuncia de todos los Senadores del Partido 
Nacional. Nunca más tuve contacto con ella. Después 
ampliamos la denuncia. 


Quiero agregar que vamos a acompañar estas pre- 
guntas con la versión taquigráfica de la sesión de hoy, 
a fin de que la Jueza tenga elementos de juicio. Creo 
que la actitud del señor Calloia de “sacarle el cuerpo” 
a esta convocatoria en la que debía responder pre- 
guntas que son esenciales para justificar por qué se 
dio este aval por un tercero, ajeno a la relación jurídi- 
ca, es algo que debe ser considerado por el Magistra- 
do a la hora de formar su convicción. 


Reitero: no “soplo” cosas —no es mi costumbre ha- 
cerlo— y tampoco he incurrido en un apasionamiento 
que desborde las cosas que tengo que decir. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Hechas estas constancias, 
señor Presidente -que era obvio que no iban a ser 
compartidas, de igual modo que quien habla tampoco 
está de acuerdo con los dichos del señor Senador Mo- 
reira-, empiezo por señalar lo siguiente. 


Aquí hay un relato al que, en mi opinión, no se 
han dado respuestas, y no solo hoy, sino en ninguna 
de las instancias anteriores. Sí las han dado el Go- 
bierno y el señor Senador Viera en la interpelación 
pasada, pero no el resto de la oposición. Porque todos 
estamos convencidos de algo: tener una aerolínea de 
bandera uruguaya que dé resultados económicos sos- 
tenidos en el tiempo es una tarea muy compleja. Ya 
el hecho de que haya una aerolínea volando en cual- 
quier parte del mundo donde cambie la relación del 
combustible o los salarios es muy difícil, por lo que 
tenerla en el Uruguay resulta harto complejo. 


El tema de Pluna no empezó ahora, sino hace mu- 
cho tiempo, y se plantearon diferentes soluciones. 


Comenzó como una empresa privada a principios 
de 1900; después pasó a ser mixta y, más tarde, es- 
tatal. Posteriormente, a través de una ley —iniciativa 
del ex-Presidente Lacalle Herrera— se permitió que 
la empresa Pluna volviera a ser mixta. Eso tuvo com- 
plejidades. Al final, la tomó Varig “sobre su ala” —valga 
el simbolismo-—, pero no “caminó”. Tanto es así, que 
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a, 


tampoco Varig “caminó”; y cuando el Frente Amplio 
ganó las elecciones, Varig ya estaba en proceso de cie- 
rre. Negociamos para que se nos dieran las acciones 
sin costo alguno, señor Presidente, y empezamos a 
aportar recursos del Estado para que la empresa vola- 
ra. En ese momento el Gobierno tomó la decisión de 
que no iba a poner dinero en ella, como línea estatal 
y, por lo tanto, empezó un proceso en el que -según 
decía la ley- iba a estar en manos de la mayoría, pero 
gestionada por un privado. Hasta ahí, señor Presiden- 
te, en ese relato de hechos prácticamente no hay di- 
ferencias, pero luego empieza otro relato a propósito 
del cual algunos no han dado respuestas. 


A nuestro entender —y lo decimos con mucho res- 
peto—, el conocimiento que el señor Senador Moreira 
tiene sobre esta temática no significa que sus razona- 
mientos lleguen al puerto adecuado. 


Una y otra vez se nos dijo que el socio que en ese 
momento el Estado elegía no era el que correspon- 
día, o no era el bueno. Cuando preguntamos si había 
otro que pudiera desempeñar mejor la tarea, nunca 
se nos contestó. Si ese no era el socio adecuado, lógi- 
camente preguntamos cuál sería, pero nunca se nos 
dijo ni que cerráramos Pluna, ni que la hiciéramos 
completamente estatal. Como se sabe, este último fue 
el camino que, a la larga, terminó recorriendo el go- 
bierno argentino, que gasta entre US$ 700:000.000 y 
US$ 800:000.000 al año, quizá con algún argumento 
distinto porque Aerolíneas Argentinas hace una co- 
nexión interna en un país con distancias mucho ma- 
yores que las que tenemos nosotros. En nuestro caso, 
Pluna no tenía la responsabilidad o la tarea de hacer 
la conexión de nuestro país, que se hace por otras 
vías y por otros medios de comunicación. 


Se nos decía, pues, que el socio no era bueno, que 
no había otros socios, que no había que cerrarla y que 
tampoco podía ser estatal. ¡Vaya tarea para el Gobier- 
no, señor Presidente! ¡Vaya tarea! 


Hace un rato el señor Senador Amorín hablaba del 
tema de la financiación y decía que para que se aho- 
rrara un 1 % —esos son los datos, pero lo que interesa 
es el concepto- era muy importante que el Estado 
pusiera las garantías. ¡Vaya las dificultades que había 
en los caminos a tomar! El Estado comprometía más 
esfuerzos con tal de que hubiera un equilibrio que 
permitiera que esa aerolínea, con un socio que se nos 
decía que no era el mejor aunque también se nos de- 
cía que no había otro, que no podíamos cerrarla y que 
tampoco podíamos mantenerla por la vía estatal-, carretea- 
ra, carreteara disculpen los términos- y empezara a 
volar. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 
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SEÑOR MICHELINI.- Ahora no, señor Senador. 
Le pido que me deje hacer el razonamiento. En ge- 
neral concedo las interrupciones que me solicitan los 
señores Senadores, y así lo hice, hace un instante, 
con el señor Senador Moreira, pero fue otro el caso; 
no creo ahora haber sustraído algo del pensamiento 
del señor Senador Amorín, por lo que después, con 
mucho gusto, le voy a conceder la interrupción. 


Como decía, los caminos serán muy estrechos... 


SEÑOR MOREIRA.- ¡El señor Senador Michelini 
me alude constantemente! 


¡Me cita continuamente! ¡Es una falta de respeto! 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cómo dice? ¿Está mal 
que lo cite? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores Senadores: es- 
tamos procurando tener un debate de buen nivel, de 
modo que la Mesa exhorta a que continuemos con- 
centrándonos en los conceptos y escuchemos con 
respeto a quien está haciendo uso de la palabra. 


Puede continuar el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Lo que manifesté fue que 
le concedí la interrupción al señor Senador Moreira 
porque lo había aludido. No creo que eso deba ofen- 
der a nadie. ¡Por favor! ¡Soy muy respetuoso de las 
personas! Y simplemente dije al señor Senador Amo- 
rín que no lo había aludido, sino que había hecho una 
referencia vinculada a una expresión que él tuvo. 


Continúo diciendo, señor Presidente, que las 
dificultades con el socio existieron, a tal punto que 
el Estado uruguayo embargó las acciones que el socio 
tenía —creo que eso ocurrió a finales de 2009-, lo 
que obligó a que el socio capitalizara. A mediados del 
año pasado, o un poco antes, la empresa tenía que 
capitalizar y el socio no iba a hacerlo. Aunque había 
que capitalizar, reitero que el socio no iba a hacerlo. 
Si no me equivoco, un 25 % le correspondía al 
Estado; y el resto, al socio gestor y capitalista. Ahora 
bien; dado que el socio no iba a capitalizar —lo repito 
nuevamente-, en esa misma perspectiva de no querer 
cerrar la aerolínea y de no querer que el Estado pusiera 
US$ 40:000.000 o US$ 50:000.000 —camino que 
recorrió la Argentina, y aunque respetamos todos 
los caminos, no queríamos ese-, le dijimos al socio 
que nos diera las acciones. Nosotros le hicimos una 
referencia jurídica, no penal; y hay que decirlo. Esa 
indemnización no es penal. 


El Estado se quedó con las acciones. ¿Para qué? 
Para buscar un socio, para evitar seguir poniendo di- 
nero y también para no cerrar la empresa, porque esa 
alternativa tenía todas las dificultades que el señor 
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Senador Gallinal relató. Tontos no somos. No somos 
tontos y sabíamos que iba a haber perjuicios al cerrar 
la aerolínea. ¿O los señores Ministros Lorenzo y Pin- 
tado no identificaron cuáles iban a ser los problemas 
que se generarían al cerrarla? 


¿Qué es lo que ocurrió, señor Presidente? Hubo 
determinados hechos en Brasil que no han sido leídos 
adecuadamente, puesto que anularon una de las vías. 
Esto es lo que no han entendido los señores Senado- 
res Moreira y Gallinal. Les pido que me disculpen, 
pero con toda franqueza digo que no se ha entendido 
qué es lo que ocurrió. Miren cómo se razonan las 
cosas. Todas las contingencias que el señor Senador 
Moreira plantea hoy a los señores Ministros casi se 
dan como litigios o reclamos ganados; sin embargo, 
una resolución judicial en Brasil que hace que Va- 
rig y Pluna sean un grupo económico, no es conside- 
rada una contingencia. Ahí está el problema, señor 
Presidente. No es que no haya dificultades. El señor 
Ministro Pintado y el señor Ministro Lorenzo hubie- 
ran querido quitarse este dolor de cabeza; ¿o acaso 
alguien cree lo contrario? El problema es que cuando 
teníamos todas las acciones se presentó una contin- 
gencia, que fue exactamente eso: una contingencia. 
No hay que demostrarla primero para después ver si 
los juicios se hacen o no se hacen. La contingencia 
nos hizo perder un posible socio capitalista gestor de 
la empresa y nos anuló una vía. ¿Cuál de las tres? ¿La 
estatal, cerrarla o la mixta, es decir, que fuera privada 
con un porcentaje estatal? Nos anuló esta última vía, 
señor Presidente. El razonamiento de si después los 
juicios se iban a ganar o no, no es el adecuado, porque 
el privado que venía a gestar no iba a esperar a que 
los juicios terminaran. Ningún socio privado quiere 
meterse en ese lío. Que yo sepa, los privados quieren 
ganar plata; no quieren meterse en líos ni en juicios. 


Una y otra vez se reitera que la contingencia no 
está demostrada, pero no es una cuestión de demos- 
tración. Si, por ejemplo, acá anunciamos que en las 
proximidades hay un incendio, nadie va a ir a meterse 
en él. Entonces, le guste o no le guste al resto, esas 
contingencias nos anularon una posibilidad y genera- 
ron una catarata de problemas inmensos, con los que 
estamos tratando de gobernar. 


Se dice que el Estado uruguayo cerró Pluna. No es 
así. No la cerró, sino que no la capitalizó. Había que 
hacerlo y dijimos que no lo haríamos. Y los que esta- 
ban, los titulares de la empresa, con todas las accio- 
nes del Estado —-más allá de que era un fideicomiso, 
es decir, más allá de todo ese aspecto jurídico que se 
generó— no podían seguir firmando cheques porque 
la ley no lo permitía. 


En síntesis, las opciones eran: poner el dinero o 
cerrar la empresa. 


8 de agosto de 2013 


Al no tener la posibilidad de crear una empresa 
mixta, se podían recorrer dos caminos: el estatal -que 
con mucho coraje el señor Senador Tabaré Viera dijo 
que es el que prefería y es el que se utilizó en Argen- 
tina, pero nosotros no lo queremos- o el de cerrar la 
empresa y asumir con enorme dolor todo lo que ocu- 
rrió. Los señores Ministros lo sabían, por eso, la Ban- 
cada del Frente Amplio los respalda. ¡Era necesario 
tener coraje! A pesar de que estos dos ciudadanos ho- 
norables sabían que las consecuencias de esta medi- 
da hasta podrían afectar sus familias, con un enorme 
coraje decidieron no capitalizar a la empresa para no 
enmendarle al Estado uruguayo una factura que no 
sabíamos en cuánto iba a terminar. En ese momento 
se pensaba que era de US$ 40:000.000, pero todos sa- 
bemos —tenemos en esta Sala a un ex-Presidente de la 
República— lo que significa sacar de las cuentas públi- 
cas recursos que podrían volcarse a escuelas, hospita- 
les, liceos y seguridad pública. Además, hasta el cierre 
del Ejercicio no se conoce el monto de lo que hay que 
capitalizar para ese año; es recién al final del año que 
se conocen los costos -que podían ser, por ejemplo, la 
compra de aviones- y eso no depende del Parlamento. 


Por tanto, tuvieron el coraje de decir “hasta aquí 
llegamos”. No existía la posibilidad de crear una em- 
presa mixta ni una de gestión privada, pero preferir la 
opción estatal hubiera sido un inmenso error porque 
hubiera significado endosarles ese cheque a todos los 
uruguayos. Es así que, con coraje, tomaron la decisión 
de cerrarla a pesar de todas las dificultades que con- 
llevaba este tema complejo, difícil de explicar a la opi- 
nión pública y a las demás fuerzas políticas. Cada vez 
que concurrían aquí, debían explicar aspectos técni- 
cos, que nadie entendía. Pero nosotros consideramos 
que le hemos ahorrado al país una inmensa cantidad 
de dinero. La posibilidad de que fuera una empresa 
mixta, gestionada por un privado, ya no estaba den- 
tro de las opciones. No había un privado que viniera 
a gestionarla; por tanto, quedaban dos alternativas y 
nos decidimos por una. Repito que hubo gente que 
dijo que prefería la otra opción. ¡Cuánto más fácil 
hubiera sido para este Gobierno de izquierda, muy 
compenetrado y hermanado con los trabajadores, 
preguntar el costo de la fiesta —-que serían alrededor 
de US$ 40:000.000 o US$ 50:000.000- e incluirlo en 
el Presupuesto Nacional! ¡Tenemos la mayoría para 
hacerlo! ¡Tanto se nos dice que tenemos la mayoría, 
que la podríamos haber utilizado para eso! Sin em- 
bargo no fue así; pusimos toda esa responsabilidad 
arriba de nuestros hombros para que nadie estuviera 
pendiente de ese déficit fiscal en el futuro. Lo hici- 
mos porque pensamos en todos los uruguayos y no 
solo en los trabajadores de la empresa; aclaro que ha- 
bía gente muy querida allí, que conocíamos, y no me 
refiero solamente al personal de a bordo. 


Y nosotros tomamos esa decisión, la de no te- 
ner una ley que le costara al país US$ 40:000.000 o 
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US$ 50:000.000. El año pasado era menos porque 
faltaba la mitad; este era más, venían las elecciones. 
¡Pero qué importaba! ¡En todo caso, después veíamos 
qué pasaba! De esa forma evitábamos no solo las in- 
terpelaciones -que no es lo importante porque, para 
los que nos gusta la política, ellas forman parte de 
esto—, sino las angustias, las dificultades y, por qué no, 
algunas insinuaciones —aclaro que no estoy hablando 
de los integrantes de este Cuerpo- sobre la honora- 
bilidad de las personas. Tengamos presente que, en 
realidad, el ejercicio del cargo ministerial roba energía 
y tiempo a la familia; es más, en cualquier otra activi- 
dad estarían mejor remunerados y menos expuestos a 
la crítica del conjunto de la opinión pública. 


Esta es la situación. ¿Qué ocurrió después de to- 
madas estas decisiones? Se trató de minimizar los 
costos. Como había un problema de conectividad, se 
pensó en crear una línea con esos aviones, gestionada 
por un privado. Ahora bien, como eso no se puede 
hacer porque los aviones se tienen que subastar, pusi- 
mos algunas zanahorias, algunos incentivos para que 
el negocio fuera más próspero. Uno de ellos era el de 
las frecuencias del puente aéreo. Personas tan aveza- 
das en estos temas, como el señor Senador Moreira, 
saben que hubo un momento donde Pluna práctica- 
mente no tuvo competencia, porque Aerolíneas Ar- 
gentinas no funcionaba, el precio del barril del pe- 
tróleo había bajado, podía cobrar los pasajes a otro 
precio y tenía mucho más frecuencias en el puente 
aéreo. Incluso se llegó a pensar que con esa situación 
de equilibrio económico, más allá de los aspectos pa- 
trimoniales, podía seguir funcionando. 


Lo cierto es que ese segundo camino tampoco dio 
resultado. 


¡Vaya si hubo dificultades! La primera fue que, 
más allá del teleteatro de la subasta, no hubo muchos 
oferentes. Esa es la primera constatación. Se nos pre- 
gunta qué hubiera pasado si no se hubiera hecho la 
oferta. Pues bien, como me acota el señor Senador 
Agazzi, la primera subasta se suspendió y para la otra 
había un solo oferente. Además, ni bien empezó el 
tema de la subasta, hubo problemas de todo tipo. Se 
alimentó la idea de que había una especie de conspi- 
ración como si se hubiera preparado el terreno para 
adjudicársela a tal o cual persona, cuando lo cierto es 
que a quien quiso constituir ese juego, le costó una 
buena cantidad de dinero. 


Esa opción luego se cerró, con todas las dificul- 
tades del caso. El Estado tuvo que poner dinero pero 
con mucho menos incertidumbre que la que habría 
si la aerolínea fuera estatal y estuviera volando. Con 
respecto a este punto, repito: salvo al señor Senador 
Viera, no escuché a nadie que dijera que prefería una 
aerolínea estatal y que el Estado uruguayo debía po- 
ner el dinero necesario para que volara. Insisto, no 


454-C.S. 


escuché a nadie, salvo al señor Senador Tabaré Viera; 
y es una posición legítima. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de conceder la 
interrupción, se va a votar una moción llegada a la 
Mesa para que se prorrogue el término de que dispo- 
ne el orador. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 
Puede interrumpir el señor Senador Amorín. 


SEÑOR AMORÍN.- Anteriormente le había soli- 
citado una interrupción al señor Senador para con- 
testar una alusión, que no me fue concedida; ahora, 
la solicito para responder por alguien que no está: el 
señor Senador Viera. 


El Senador Viera jamás dijo que prefería que la ae- 
rolínea fuera estatal y que se gastaran millones de dó- 
lares; eso solamente lo puede decir una persona ma- 
lintencionada. Este debate lo tuvimos públicamente 
en un canal de televisión, en el que el señor Senador 
Michelini planteó lo mismo y claramente expresé que 
el asunto no era así. El señor Senador Tabaré Viera 
manifestó que no tenía problema en que fuera una 
empresa íntegramente privada o estatal; que quería 
las cosas claras; que esto era demasiado oscuro y que 
se podía pensar en toda una gama. Jamás sostuvo: 
“Quiero que sea estatal y que se pierdan millones de 
dólares”. 


No se pueden decir estas cosas. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: en pri- 
mer lugar, señalé que el señor Senador Viera había 
tenido coraje para decir lo que dijo. 


SEÑOR AMORÍN.- No lo dijo. 


SEÑOR MICHELINI.- En segundo término, va- 
yan a la versión taquigráfica y podrán comprobar que 
dijo que antes de cerrarla, prefería una vía estatal. El 
señor Senador Viera puede tener todo el derecho a 
decir que eso era una inversión para el Estado uru- 
guayo. Se producen más de US$ 2.000:000.000 en 
turismo; podría él perfectamente sentir que había 
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que poner un subsidio, que a veces son buenos y a 
veces malos. No estoy atribuyéndole mala intención 
al señor Senador Viera, a quien le tengo respeto, so- 
bre todo, porque cada vez que habla demuestra ser 
una persona inteligente. Lo que digo es que otros no 
dijeron que el camino podía ser ese. En ningún mo- 
mento nos dijeron: “Miren, no vamos por ahí, vamos 
por acá”. 


Por tanto, si no había un camino de empresa 
mixta y no había un camino estatal, la única vía era 
cerrarla; les puedo asegurar que esto desgarró a la 
izquierda. Por supuesto, debido a que nos interesa 
la conectividad y porque queremos una bandera uru- 
guaya volando, primero generamos la instancia de la 
subasta con los incentivos correspondientes. Luego, 
como eso no caminó, pensamos en la posibilidad de 
que los trabajadores, tal cual lo establece el marco 
legal ahora, pudieran formar una cooperativa o una 
empresa de extrabajadores. Por ese camino íbamos, 
señor Presidente. 


Las dificultades se relatan como si se tratara de 
un partido fútbol, pero en ningún momento se nos 
dice si los otros caminos eran mejores. Pienso que 
todos los partidos políticos aquí representados tie- 
nen la aspiración de gobernar y que si hubiéramos 
optado por el camino de poner US$ 40:000.000, 
US$ 50:000.000 o US$ 60:000.000 por año en Pluna, 
más allá de la contingencia brasileña, en algún mo- 
mento nos hubieran planteado que esa cuenta la 
haríamos pagar por supuesto a todos los uruguayos, 
pero también a los propios partidos. Si nos criticaban, 
hubieran tenido razón. 


Es muy fácil golpear cuando se trata de estos te- 
mas, porque ante cada decisión que tomamos, en 
cualquiera de las circunstancias, no podemos elegir 
entre una opción óptima y otra más óptima que la pri- 
mera, sino que son todas malas. No hay una medida 
que se pueda tomar con la idea de que ese el camino 
correcto. Todas las decisiones tienen enormes riesgos 
y dificultades, desde que Pluna estaba asociada con 
Varig hasta nuestros días, en que queremos impul- 
sar una cooperativa de trabajadores con tres o cuatro 
aviones, generando cierta competencia y que los pre- 
cios puedan ser competitivos. 


No digo que no sea con convencimiento, pero el 
señor senador Gallinal afirma que fue un profundo 
error cerrar Pluna, pero yo creo que se tuvo un enor- 
me coraje al asumir que esta deuda y este problema 
estaba sobre nuestros hombros y no podíamos dejarlo 
a cargo de las futuras generaciones, no porque —rei- 
tero— los subsidios sean malos —pues hemos otorgado 
subsidios—, sino porque creemos que no debe haber 
un subsidio a una aerolínea que no es del Estado 
cuando no sabemos —-como ocurre- cuánto cuesta 
año a año destinar dinero presupuestalmente a una 
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aerolínea. Estamos dispuestos a defender en cual- 
quier lado esta posición, porque consideramos que es 
el mejor camino. 


Señor Presidente: si se trata de un tema de cam- 
paña o de eficiencia de gestión y genuina y legítima- 
mente se pretende amplificar al máximo el problema 
de Pluna para que los ciudadanos uruguayos sepan 
que el Gobierno del Frente Amplio tomó una deci- 
sión llena de defectos, no tengo ningún problema; si 
el asunto es que cuando pongamos nuestras respon- 
sabilidades, nuestras Bancas, a consideración de la 
opinión pública para que la ciudadanía nos juzgue 
y decida quién la representa, no tenemos ningún 
problema. Estamos dispuestos a discutirlo en todos 
lados y a preguntarle a la gente en la radio y en la 
televisión si esos US$ 40:000.000, US$ 50:000.000 o 
US$ 60:000.000 que hipotéticamente íbamos a desti- 
nar todos los años en Pluna por una aerolínea estatal, 
no habría que dirigirlos a la educación y a la salud. 


No tenemos ningún problema, porque estamos 
muy convencidos de que dentro de las dificultades 
y las enormes complejidades que tenía esto, cons- 
cientes de que no había un camino óptimo, el que 
tomamos era el menos malo posible, el que menos 
erosionaba al Estado uruguayo. 


Podría agregar al listado del señor Senador Galli- 
nal —-que lo hizo en forma muy prolija— algunos as- 
pectos más en los que afectó el cierre de Pluna; por 
supuesto que no lo voy a hacer, pero, reitero, podría 
agregar algunos más. Pero eso es nada si se compara 
con la posibilidad de ir por el otro camino: el camino 
de lo estatal, el camino argentino, el camino de seguir 
gastando y gastando, sin saber dónde se termina. ¡El 
barril sin fondo! ¡Ese no era nuestro camino! 


No vinimos a gobernar para tomar decisiones 
simpáticas, para quedar bien, sino para llevar 
adelante nuestro programa con convicción. ¿Cuáles 
eran nuestras prioridades? La salud, la seguridad, la 
educación, la vivienda. Que se nos juzgue por eso. 
Lo habremos hecho bien, lo habremos hecho mal. 
Pero invertir US$ 40:000.000, US$ 50:000.000 
o US$ 60:000.000 en una aerolínea, con lo que le 
cuesta al país, no era nuestro camino. A pesar de las 
dificultades, que se complejizaron con una subasta, 
con un caballero, etcétera, etcétera, pusimos la 
cara, porque en realidad todo eso forma parte de la 
anécdota. ¡Como si el señor Ministro Pintado o el 
señor Ministro Lorenzo hubieran inventado todo! 
¡Por favor! 


A nuestro juicio, este es el mejor camino que se 
podía tomar y por él dimos la cara. La idea es seguir 
por esa vía. Evaluaremos si la empresa de los traba- 
jadores tiene un plan adecuado; si corresponde, pon- 
dremos recursos acotados; intentaremos que haya 
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competencia y que se genere conectividad porque 
sabemos lo que eso implica para el turismo. Además, 
estamos muy convencidos de los caminos que hemos 
llevado adelante. 


Entonces, mientras no se den respuestas sobre 
cuál hubiera sido el camino —aclaro que no voy a 
nombrar nuevamente al señor Senador Viera— que 
cada uno de los señores Senadores habría tomado, 
nosotros vamos a tener absoluta tranquilidad de con- 
ciencia de que estamos haciendo lo mejor por la Re- 
pública y por nuestra patria. Estamos convencidos de 
eso; tuvimos que optar y elegimos el camino que a 
nuestro entender era menos malo. Obviamente, sa- 
bíamos que las críticas llegarían y que había que te- 
ner la espalda muy ancha. Soy consciente de lo que 
sufrieron con todo esto los Ministros que hoy están 
aquí presentes pero que la Bancada haya presentado 
la moción antes de que se termine la sesión o an- 
tes de que algunos señores Senadores hayan hecho 
uso de la palabra, también tiene una simbología: es 
nuestra contribución, nuestro gesto de respaldo hacia 
ellos, que les tocó bailar con la más fea. 


SEÑOR AMORÍN.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Señor Presidente: fui aludido 
claramente y se ve que no se me entendió bien, por lo 
que en estos cinco minutos que tengo para contestar 
la alusión voy a intentar ser muy preciso. 


Creo que el pueblo uruguayo ha sido víctima de 
un engaño, de un gigantesco engaño y que el anterior 
Gobierno uruguayo, el de Tabaré Vázquez, también 
fue víctima de un engaño, porque pienso bien de la 
gente que está en política. 


Cuando estuvimos aquí, junto al señor Senador 
Moreira y a otros señores Senadores y señores Re- 
presentantes en la Comisión Permanente de febrero 
de 2007, más o menos donde hoy están sentados los 
señores Ministros estaban los entonces Ministros As- 
tori y Rossi y todos hablaron sobre la excelencia del 
grupo Leadgate que se venía a asociar con Pluna. Allí 
nombraron varios apellidos, algunos ingleses, otros 
argentino-cubanos y todos tenían una enorme can- 
tidad de respaldo económico. El gestor del negocio, 
el señor Elberse, decía que venía con una bolsa de 
plata y se nos dijo que era tan buena esta gente que 
invertiría cerca de US$ 170:000.000 en la compra de 
aviones. Es cierto que compró los aviones pero no los 
pagó, y necesitaba una garantía. Pero estos señores 
que yo creo engañaron al Gobierno uruguayo, no te- 
nían dinero y, por lo tanto, a ellos no les prestaban. 
El Gobierno uruguayo tenía el 25 % de las acciones 
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y ellos tenían el 75 % restante, pero el Estado salió 
de garantía y cuando eso sucedió nosotros dijimos: 
“Esto va a terminar mal; no van a pagar y van a pagar 
los uruguayos. Esto no se debió haber hecho”. En lu- 
gar de decir: “Nos equivocamos; hicimos un negocio 
con gente que no tenía dinero, que no podía respal- 
dar nada”, se nos dijo: “Lo hacemos porque si sale 
el Gobierno uruguayo de garantía, pagamos un 1 % 
menos de interés”. Ese 1 %, que para el Gobierno 
uruguayo era el 0,25 % del total del interés, nos costó 
US$ 170:000.000. Eso es lo que dije yo; eso fue un 
error que empezó —quiero ser bien intencionado- con 
un engaño al pueblo uruguayo y al Gobierno, que ter- 
minó intentando sostener un negocio que era insoste- 
nible y justificando algo que era injustificable. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aprovechamos la ocasión 
para saludar a alumnos y docentes de 5.* y 6. año del 
Colegio Inglés que hoy nos visitan y a quienes agrade- 
cemos su presencia. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.-Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.-Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presiden- 
te: antes de iniciar mi intervención quería recordar 
para la historia fidedigna de los últimos tiempos, que 
la situación de Pluna empresa mixta resulta de una 
circunstancia muy curiosa. En la denominada ley de 
empresas públicas, oportunamente presentada por 
nuestro Gobierno y luego sometida a referéndum re- 
vocatorio, quienes iniciaron la recolección de firmas 
mayoritaria —porque hubo otra minoritaria— y resulta- 
ron exitosos, excluyeron a Pluna. Cuando veíamos las 
boletas que se firmaban nos preguntábamos —-aunque 
nunca tuvimos a quién preguntarle ni tampoco era 
un tema de vida o muerte— si la privatización par- 
cial de Pluna había sido consentida por las fuerzas 
de izquierda que junto a sindicalistas y a algún sector 
del Partido Colorado, llevaron adelante esta campaña. 
Entonces, quiero que quede claro que allí se avanza 
=si bien no del todo, en un sentido bastante impor- 
tante- en lo que pretendía ser el objetivo de que el 
Estado no volara más, porque esa no es una de sus 
competencias. 


Me voy a permitir ir un poco lejos, al 1.2 de mar- 
zo de 2010, cuando el Presidente Mujica estrena su 
Gobierno y hace un discurso muy importante que, 
por suerte, fue leído. En esas oportunidades siempre 
conviene leer porque hay que ser exacto en las ex- 
presiones y recuerdo que ese discurso fue más aplau- 
dido por la oposición que por el Frente Amplio. En 
ese discurso, dice algo que inicia mi razonamiento y 
empiezo a citar: «Lo que hoy comienza, se define a 
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sí mismo, entusiastamente, como un segundo gobier- 
no. Ya lo dijimos en la campaña: nuestro programa 
se resume en dos palabras “Más de lo mismo”». Más 
allá de que son cuatro palabras y no dos, la síntesis 
presidencial vale para que nos ubiquemos en el hoy, 
en virtud de las causas del ayer. Estos Gobiernos han 
tenido muchas cosas en común, como los enfoques 
sobre la salud y la educación; y han tenido también 
enfoques comunes y terriblemente ineficaces como 
en la seguridad. Quiere decir que ha sido más de lo 
mismo, con otro Presidente pero, además, con otra 
ecuación interna del Frente Amplio, que es lo que ha 
variado la tonalidad y los énfasis de esta fuerza políti- 
ca. También hay algo que tienen en común el Gobier- 
no del doctor Tabaré Vázquez con el de José Mujica 
y que es más notorio y comprobable. Esa continuidad 
está personificada en el contador Danilo Astori. Re- 
cordemos que uno de los momentos de mayor efica- 
cia, a mijuicio —lo digo como aficionado a estos temas 
políticos—, fue cuando el entonces futuro Presidente 
Tabaré Vázquez, justo frente al Fondo Monetario In- 
ternacional -supongo que por casualidad, porque no 
puedo creer que en el Fondo Monetario hayan sacado 
una foto de estos dos ciudadanos a propósito; se ve 
que estaban distraídos—, dio una muestra de su ha- 
bilidad política señalando al contador Astori como el 
hombre que iba a dirigir la economía del país. Segura- 
mente, en función de la seriedad que todos le recono- 
cemos al contador Astori —-de su calidad profesional, 
no solo en los números sino también en la economía 
porque la tarea de contador y de economista tienen 
matices— para el doctor Vázquez esa expresión repre- 
sentó, hábilmente, el posicionamiento de su candida- 
tura frente a cierto electorado, quitándole la rispidez 
y el temor por lo que podía representar el triunfo de 
la izquierda. Efectivamente, el hoy Presidente del 
Senado y de la Asamblea General fue director de la 
economía durante todo el período. 


Luego de las alternativas de la interna del Frente 
Amplio, cuando se consagra la fórmula Mujica-Astori, 
el hoy Presidente Mujica hace algo parecido. Dice; 
“Astori no va a ser solamente el Vicepresidente; va a 
ser el que va a estar a cargo de la economía”, dándo- 
le —no desde la perspectiva institucional, obviamente, 
pero sí desde el punto de vista del peso político, de 
la responsabilidad y de la conducción— una suerte de 
superintendencia que —icuidado!- no va en menos- 
cabo del señor Ministro de Economía y Finanzas, que 
ha sido amigo y colaborador del contador Astori. Sim- 
plemente era una opción que servía electoralmente 
que es lo primero-, pero que después, seguramente, 
le sirvió al Presidente Mujica. 


En este caso, no puedo afirmar si ha continua- 
do esa superintendencia porque al no tener una ubi- 
cación institucional, no puedo decir si sigue siendo 
quien orienta, coordina o está a cargo de las grandes 
líneas de la economía. Un Presidente no va a decir: 
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«saben que ahora no “má”». Hay cosas que permiten 
asumir que el «no “má”» son solo hechos que yo tengo 
la libertad de interpretar, pero son demasiado eviden- 
tes como para concluir que esa unidad de criterio se 
ha mantenido. 


La presencia del contador Danilo Astori y de sus 
colaboradores continuando en la gestión de la política 
económica —por lo menos hasta hace un tiempo- es el 
puente que justifica lo que dice el Presidente Mujica. 
Vamos por un segundo Gobierno que es, en pocas pa- 
labras: más de lo mismo. 


Creo que es muy importante, señor Presidente, 
que en el momento actual -8 de agosto- hagamos 
este análisis porque hoy se ha producido otro episo- 
dio político muy importante: habemus candidato en el 
Frente Amplio. Es decir que hoy se sabe que el doc- 
tor Vázquez será candidato a Presidente por el Frente 
Amplio. Los señores Senadores podrán decir: ¿qué 
tiene que ver esto?, pero advertirán que algo tiene 
que ver. 


Entonces, hay un continuo comprobable entre 
aquel Gobierno y este, así como una perspectiva —es- 
peremos que no se cumpla, para el bien del país— de 
que el doctor Vázquez sea nuevamente Presidente; 
Dios nos libre y guarde. 


¿Qué quiere decir esto? Que también hay temas 
que vienen de ese entonces, siguen ahora y continua- 
rán después. ¡Uno de ellos es Pluna! Por lo tanto, en 
la gestión económica y en la continuidad está el tema 
de Pluna, que atraviesa horizontalmente dos Admi- 
nistraciones —por ahora— que van desde la del Presi- 
dente Vázquez con el contador Astori como Ministro, 
hasta la actual, es decir, la del Presidente Mujica con 
el contador Astori como Vicepresidente. 


Ahora bien, hay que ir al fondo y a la raíz de este 
tema para entender lo que se le vino encima al país y 
que a nadie le ha resultado grato. Por lo menos, yo y 
mis compañeros vivimos bajo algo que nos enseñó un 
gran señor de la vida política, un gran caballero y un 
gran parlamentario, como lo fue Dardo Ortiz, quien 
decía: “Lo que es bueno para el país, es bueno para el 
Partido Nacional”. Nosotros hemos vivido en función 
de ello, ofreciendo soluciones y proponiendo ideas, 
incluso en esta misma Legislatura, aunque han ido al 
canasto sucesiva y continuamente. Después, algunas 
aparecen como iniciativas del Poder Ejecutivo —cosa 
que me alegra; me hace ironizar sobre la vida y la fragi- 
lidad de la vanidad humana—, como decretos que nacen 
de un proyecto de ley que presentara el señor Senador 
Lacalle Herrera y que enterraron en la Comisión de 
Constitución y Legislación o en otras Comisiones. 


Nosotros, señor Presidente, sentimos este tema 
porque sabemos lo que es administrar y lo que es gas- 
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tar dinero, sobre todo dinero que se va al Río de la 
Plata, que desaparece. ¿Por qué estamos gastando? Si 
vamos hacia atrás, podemos analizar todo lo que dijo 
el señor Senador Moreira en las dos comparecencias 
y lo que pasó antes con Pluna y Varig. Todo eso es 
una historia, pero hubo aquí un momento en que se 
dijo “podíamos haber estatizado del todo” —lo decía el 
señor Senador Michelini como una de las opciones— 
y podrían haberlo hecho. Han tenido mayoría para 
hacer casi cualquier cosa y la han usado. Así que, 
repito, se podría haber hecho. Pero no sucedió así y la 
fórmula fue tácitamente aceptada; si no, la hubieran 
cambiado. 


Entonces, tenemos que ir al origen del asunto. 
¿Cómo se elige el socio de Pluna? Había que con- 
vocar a alguien que pusiera el 75 % del capital y, 
tratándose de una actividad muy especial como es 
la de una aerolínea, casi todas las compañías y em- 
prendimientos requieren un “saber hacer” tecno- 
lógico, de práctica, de praxis, de baquía, de olfato, 
pero entrar en el mundo de la libertad —-de que la 
IATA, que el otro, etcétera— no es para todos, y hemos 
visto desaparecer a enormes compañías como Pana- 
merican y Varig; las únicas que andan bien son las 
de Oriente, pero las otras: “que me caigo, que me 
levanto”. Quiere decir que hacer ese negocio no es 
instalar algo simple. Entonces, ¿quién se me ocurre 
a mí que puede decidir un jerarca? El Presidente de 
la República, que lo respaldaba. Esta responsabilidad, 
en su origen, fue del entonces Presidente Vázquez y 
del ex-Ministro Astori. Llamaron a alguien experto en 
conseguir inversores y se produjo lo que se produjo. 
¿Se ha averiguado si esa empresa surgió de hacer un 
llamado o si se tuvo en las manos a algún otro? Yo 
no lo sé, pero el señor Presidente del Senado debe 
saberlo. ¿Se consideró otra compañía —Juan, Pedro 
o Diego- Airlines de no sé dónde? No lo sabemos. El 
hecho es que se adjudicó a este grupo de personas, de 
cuya honorabilidad no tengo que dudar porque no los 
conozco ni tengo nada que decir de ellos, pero el Pre- 
sidente Mujica se encargó de decir que eran expertos 
en lechería, con esa modalidad medio en serio medio 
en broma con la que a veces pasa esos mensajes. Era 
cierto, esta gente había administrado Parmalat —que 
era una importante empresa láctea que antes se lla- 
maba Lactería—, que fue una muy buena compañía 
lechera; la conozco desde las épocas en que recorría 
el país y, además, es de Nueva Helvecia, lo que consti- 
tuye una virtud muy grande porque allí nació el señor 
Senador Carlos Moreira. Según el Presidente Mujica, 
este grupo de personas se dedicaba a la lechería. Para 
mí, lo dijo socarronamente, pero acá lo conocen más 
el señor Presidente del Senado y el señor Senador 
Agazzi —que sonríe—, y seguramente lo dijo con pun- 
ta. Muy bien: yo no tengo por qué dudar de que la 
misma habilidad y capacidad que tenían para dirigir 
una empresa láctea -que facturaba mucho y luego se 
vendió a Parmalat Italia, o sea que no era una empre- 
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sa mala— pudieran utilizarla para manejar una com- 
pañía aérea. En consecuencia, fueron elegidos por el 
entonces Presidente Vázquez y el ex-Ministro Astori. 
Ahí empezó la historia del último capítulo de Pluna. 
El tema es que fueron elegidos de una manera muy 
particular, porque no se les dieron todos los datos a 
los pretendientes. Si de entrada se hubiera dicho: 
“Llamo a socios y doy el 100 % de garantía del Esta- 
do sobre la deuda”, seguramente hubieran aparecido 
muchos más. ¡Para hacer negocios no ha de ser mala 
cosa tener el 100 % de las deudas garantizadas por 
un Estado! Aclaro que no estoy pensando en nada 
malo, sino en lo que recién señaló el señor Senador 
Michelini sobre las zanahorias que había que poner 
para que las cosas tuvieran un atractivo. Bueno, esto 
era un atado de zanahorias, pero se dieron los datos 
después de haber elegido a la compañía. Por eso me 
parece que el criterio fue injusto y creo usar la pala- 
bra exacta. Fue “injusto” porque no se le comunicó al 
universo eventual de todos los que podían haber veni- 
do a ofrecer: “Miren que, además, tienen la garantía 
del Estado”. Creo que ahí comienza a fallar todo esto, 
empieza a no funcionar. 


Hoy tenemos aquí a los señores Ministros Loren- 
zo y Pintado como es de corrección parlamentaria, 
agradecemos su presencia; aunque tienen que venir 
cuando los convocamos, pero siempre queda bien 
agradecerles- que, al igual que los Ministros del Go- 
bierno anterior, han vivido una vida bastante más fá- 
cil que la de los otros Ministros de los últimos trein- 
ta años, porque con una mayoría parlamentaria que 
forma una muralla a su alrededor, ivaya si las cosas 
son bastante más fáciles! Yo no fui Ministro, pero acá 
hubo un gran Ministro del Interior y aquí hay gente 
que sabe lo que es ser Ministro de un Gobierno con 
minorías parlamentarias. Yo considero al Ministro 
Lorenzo un hombre valiente, que ha dejado sus ac- 
tividades privadas de lado para dedicarse a esto, tan 
difícil pero tan cautivante como es la acción política 
e, incluso, se pensaba que iba a seguir en la parte 
electiva, pero ese es un tema personal. Es una per- 
sona relativamente joven y muy capaz; sin embargo, 
creo que en la política económica se ha equivocado 
—aunque esto hoy no viene a cuento- porque técnica- 
mente es muy bueno, pero no ha sabido administrar 
la prosperidad que vino de afuera, a pesar de los go- 
biernos nacionales. Creo que el señor Ministro Lo- 
renzo nunca imaginó que el problema iba a venir de 
adentro. ¡Nunca imaginó eso! ¡Nunca imaginó que 
iba a tener un Subsecretario que tuvieron que pre- 
sentárselo y que, además, piensa totalmente distinto 
a él! Yo alabo el coraje de aguantar eso; de tener en 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto lo que se 
llama el equipo económico paralelo; de escuchar a 
los Ministros Olesker y Almagro anunciar que viene 
el socialismo más radical y absoluto. Supongo que ese 
no ha de ser un buen mensaje para los inversores. He 
leído lo que dice el señor Ministro Almagro —que tam- 
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bién está lanzado a la vida política— y lo que expresa 
en las reuniones del MPP sobre la instauración del 
socialismo, aunque tenga el derecho de decirlo, cuan- 
do la Embajada Tal o Cual manda el mensaje, no es... 


(Intervención del señor Senador Michelini que no 
se escucha). 


...Sí, señor Senador Michelini, estoy hablando de 
estos temas porque creo que son coadyuvantes, así 
que no se moleste. 


Como decía, creo que el señor Ministro Lorenzo 
es una persona que ha vivido una circunstancia di- 
fícil por esta situación concreta de Pluna, pero está 
viviendo una terrible circunstancia y no sabemos si 
la usura del Partido Comunista, del MPP de la OPB 
de los cargos de confianza, del PIT-CNT, de reclamos 
y más reclamos, no lo va a cansar. Es natural que un 
buen día se canse. 


En este tema de Pluna yo diría que ha habido so- 
ledad de los dos Ministros que hoy están presentes 
acá —pero no puedo decir que no hayan actuado por 
orden del Presidente de la República-, y ahora la si- 
tuación se va a complicar porque en el Frente Amplio 
va a haber dos parroquias para ir a rezar —pido dis- 
culpas por el símil religioso-, dos palenques para ir 
a rascarse... 


(Intervención del señor Senador Michelini que no 
se escucha). 


—El señor Senador Michelini me está cuestionan- 
do. ¿Quiere solicitar una interrupción, señor Sena- 
dor? 


SEÑOR MICHELINI.- No, señor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Entonces, déjeme 
a mí hacer lo mismo. ¿Sabe qué? Estoy tratando de 
imitarlo, pero no puedo porque no logro ir tan bajo, 
pero voy llegando bien. En el Frente Amplio van a 
tener un gran problema, y para nosotros es un pro- 
blema político porque a partir de ahora hay un centro 
de poder que no es institucional, pero es verdadero, y 
lo hemos visto: Batlle y Ordóñez en Piedras Blancas 
y Herrera en Larrañaga. ¡Si habremos sabido de po- 
deres que no eran institucionales! El doctor Vázquez, 
sin ser candidato, dio vuelta rápidamente una resolu- 
ción del Gobierno. ¡Esos son los jefes! ¡A mí me gusta 
alguien que ejerza así, sin mucha consulta! 


Este asunto se va a complicar porque hay una 
dispersión —le aclaro al Senador Michelini que estoy 
en el tema- de los centros de poder, llamémosle una 
no continuidad de aquella línea económica, que está 
abierta. Eso me hace temer que el asunto de Pluna 
tendrá muchas más derivaciones porque no se ha 
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querido o no se ha tenido esa valentía que reclamaba 
el señor Senador Michelini, por ejemplo, para dar- 
se cuenta —en estas cosas hay que ser vivo- de que 
es mucho mejor una Comisión Investigadora que un 
Juzgado Penal. Si igual tienen la mayoría de la que 
recién acaban de jactarse -que Dios se las conserve 
hasta el 2015-—, perfectamente podrían ir a una ins- 
tancia media y el señor Calloia no tendría que presen- 
tarse ante el Juzgado Penal —al que ahora tendrá que 
asistir para contestar nuevamente estas preguntas-—, 
pero eso no se quiso. ¿Por qué? No lo sabemos. 


Es que lo penal —imiren lo que voy a decir!- tiene 
la ventaja de lo que demora. Como los señores Sena- 
dores han visto, el juicio contra el señor Bengoa pasó 
raudamente las elecciones internas, las nacionales 
y las municipales debido a las demoras. Lo que hoy 
comienza en el juicio penal, ¿quién sabe cuándo ter- 
mina? Si se es capaz de jugar con esa lentitud, no hay 
duda de que es una ventaja, pero es un error político 
total y absoluto. 


Señor Presidente: me hago eco de lo manifestado 
por mi compañero, pero me gustaría hacerle dos pre- 
guntas al señor Ministro de Economía y Finanzas; si 
prefiere se las hago juntas o por separado. 


Considero que el señor Ministro Lorenzo es un 
economista prudente y serio; por eso quisiera que 
me respondiera, ¿cuál fue el fundamento para haber 
dado la indemnidad e impunidad al señor Campiani 
y a sus socios? ¿Qué acto jurídico avaló lo que usted 
firmó? 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El señor Ministro va a 
hacer uso de una interrupción para contestar o es- 
pera al final? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- No sé cómo se procede, pero preferiría respon- 
der al final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la mesa una 
moción de orden para que se prorrogue el tiempo de 
que dispone el señor Senador Lacalle Herrera. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

22 en 23. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Lacalle Herrera. 

SEÑOR LACALLE HERRERA.- Aquí ha quedado 
probado —además, es de público conocimiento- que 
la defensa penal del gran ausente del día de hoy, el 


señor Calloia, ha impedido que pudiéramos hacer- 
le preguntas. Concretamente, quisiera preguntar al 
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señor Ministro de Economía y Finanzas: ¿usted está 
dispuesto a hacer uso del artículo 197 de la Consti- 
tución de la República para hacerle las observaciones 
que corresponda o suspender el acto de que los hono- 
rarios personales del señor Calloia sean pagados por 
el Banco de la República? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra, el se- 
ñor Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Con respecto a la primera pregunta realizada 
por el señor Senador Lacalle Herrera, relativa a la 
racionalidad de las indemnidades, creo que admite 
dos líneas de respuesta. Por un lado, normalmente 
en ocasión de la aprobación, en las asambleas de ac- 
cionistas, de lo actuado por la administración de una 
sociedad anónima, y como consecuencia del acto de 
aprobación de lo actuado por las autoridades, queda 
consolidado el tipo de indemnidades que formaron 
parte de lo concedido recíprocamente entre el Poder 
Ejecutivo, el Gobierno o el Estado uruguayo y sus so- 
cios en la empresa Pluna S.A. No quisiera equivo- 
carme en las fechas, pero creo recordar que estaba 
previsto que la asamblea de accionistas se haría muy 
pocos días después de que finalmente se establecie- 
ran el memorando de entendimiento y la firma del 
contrato del fideicomiso de SAO S.A., mediante el 
cual las acciones de Pluna irían a un fideicomiso. 
Tengo entendido que esas fueron las circunstancias. 


Ante la imposibilidad del accionista mayoritario 
de asegurar que la empresa continuaría en funciona- 
miento, racionalmente se propuso adelantar el pro- 
ceso con el objetivo esencial de contribuir, por parte 
de los actores del Poder Ejecutivo, a encontrar una 
solución alternativa: un socio que sustituyera a ese 
accionista mayoritario. A los pocos días ocurriría un 
hecho que, por la simple espera, podía provocar que 
se redujeran las oportunidades de continuidad de un 
negocio que, de acuerdo con toda la información que 
teníamos, claramente estaba en peligro. Creo recor- 
dar que en ocasión de la comparecencia anterior —es- 
toy tomando las notas de aquella sesión en régimen 
de Comisión General-, señalé la lógica, día por día, 
de cómo se llegó a tomar esas decisiones. 


Se apeló a los actos jurídicos que normalmente 
la Administración tiene que realizar a tales efectos 
y se condensaron en la suscripción del memorando 
de entendimiento y la firma del contrato de fideico- 
miso mediante el cual el accionista que salía dejaba 
las acciones en un fideicomiso y no las recuperaba. 
Insisto en que, en ese momento —quizás vale la pena 
recordar esta parte de los hechos- quien habla no 
había perdido la esperanza de encontrar una susti- 
tución del accionista mayoritario, aun en algo que sa- 
bíamos que iba a ser tremendamente complejo. Aquí 
no se trataba de encontrar a alguien que sustituyera 
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a quien se retiraba por la incapacidad de encabezar 
la capitalización, sino de encontrar a alguien que es- 
tableciera condiciones adicionales a las del que se 
había ido. Quiero ser preciso en este sentido, porque 
el diagnóstico que llevó a la quiebra de Pluna por su 
inviabilidad, tanto patrimonial como en términos de 
liquidez, impedía que alguien, sin que ocurrieran in- 
novaciones sobre la estructura patrimonial y sobre 
los costos operativos de la empresa, pudiera tomar el 
negocio. Esto es claro. Por lo tanto, en ese momento 
se trata de ganar tiempo a la espera de un accionista 
que conservaba un derecho: la empresa canadiense, 
socia de SAO, con una participación minoritaria. Fue 
así, entonces, que apelamos a la última oportunidad 
de que un accionista privado, que ya formaba parte 
de la sociedad, en una ventana temporal de treinta 
días, generara una alternativa, porque nosotros no le 
veíamos condiciones de viabilidad. 


Así ocurrieron los hechos en una desgraciada si- 
tuación en la cual el accionista mayoritario —quiero 
ser bien preciso en esto- decía que estaba dispuesto 
a capitalizar si antes ocurría el ajuste competitivo 
que permitiera que la empresa fuera viable. Nosotros 
entendimos —lo reafirmo porque así lo mencioné en 
ocasión de la interpelación anterior— que proceder 
de esa forma hubiera sido inaceptable, por cuanto 
hubiera significado hacerle viable un plan de nego- 
cios a un accionista que no encabezaba el proceso de 
capitalización ni lideraba, con sus propios recursos 
y su riesgo, un proceso de viabilidad de la empre- 
sa. Reitero: eso hubiera sido inaceptable. Además, 
descuento que ante esa circunstancia, cualquier 
gobernante que hubiera tomado ese camino habría 
sido merecedor de, por lo menos, una severa críti- 
ca, porque se trataba de alisar el camino para que 
alguien recompusiera una situación patrimonial sin 
que antes se hubiera comprometido a acompañarlo. 
No obstante —creo que nuevamente vale la pena se- 
ñalarlo—, si el accionista mayoritario hubiera asumi- 
do compromisos y capitalizado cuando lo invitamos a 
hacerlo —y no lo hizo-, el acto responsable —teniendo 
en cuenta la situación en la que se encontraba la 
empresa— habría sido aceptar una discusión franca 
sobre el realineamiento de la situación competitiva 
de la empresa. Esto debe quedar claro. Es más, cual- 
quiera que viniera a sustituir a este accionista mayo- 
ritario y asumiera el 75 % del capital accionario que 
quedaba en el fideicomiso, nos iba a plantear esa 
posibilidad. Esto presentó el problema —quizá este es 
el final de la historia— de que ni siquiera fue posible 
transitar ese camino, porque cuando se tomó cono- 
cimiento de las contingencias —que para algunos no 
son importantes, pero que yo considero que inviabi- 
lizan la posibilidad de encontrar un socio mayorita- 
rio nuevo al amparo de la estructura societaria pre- 
existente— las cosas se precipitaron y no hubo forma 
de solucionar el tema. 
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Señor Presidente: creo que tanto la lógica de las 
indemnidades, las circunstancias en las que fueron 
otorgadas y el conjunto de actos jurídicos que las vali- 
daron, como la racionalidad con la que este Ministro y 
el Gobierno actuaron, están debidamente expuestas. 


Como en tantas otras cosas y, sobre todo, vinien- 
do del señor Senador que formuló la pregunta, que 
fue Presidente de la República, me imagino que debe 
haber vivido muchas más circunstancias de este tipo 
que las que a mí me han tocado vivir. Recién decía 
que a unos les ha tocado tiempos menos duros que a 
otros; creo que quienes tuvieron que enfrentar cosas 
más difíciles —si las hubo- entienden que estas deci- 
siones y estas circunstancias se juegan en los plazos, 
en los tiempos y en las condiciones en que se juegan. 
Digo esto con total honestidad porque, además de ser 
esta una respuesta fáctica, he tratado de exponer los 
hechos tal como ocurrieron, de acuerdo con la lógica 
de la toma de decisiones adoptadas en ese momento. 


Si se quiere, el acto jurídico en el que se pacta 
la salida del accionista mayoritario y la entrega de 
las acciones, no al Gobierno, sino a un fideicomiso, 
constituyó el último acto en el que hubo una oportu- 
nidad para que esta situación terminara de un modo 
distinto. Quiero ser preciso al decir que a partir del 
fracaso de esa ventana, los hechos que ocurrieron 
—lo digo sinceramente, más allá de haber sido actor 
protagonista de los mismos-, no tuvieron un mejor 
menú que el que ha tenido este, con todos sus defec- 
tos. A mí no se me hubiera ocurrido una alternativa 
mejor -de lo contrario, habría actuado distinto- que 
la que transcurrió. Insisto en que esta es la visión de 
un protagonista y no la de quien simplemente está 
defendiendo lo que hizo; es la versión de alguien que 
trató de hacer lo mejor que estaba a su alcance. 


Con respecto a la consulta sobre el artículo 197 de 
la Constitución de la República, quiero responder al 
señor Senador Lacalle Herrera diciendo que no co- 
nozco lo suficiente de esta materia como para saber 
en qué consisten las potestades ni las responsabilida- 
des que emergen de esta disposición; sinceramente 
no lo sé. Lo que sí puedo decir —esta es una precisión 
importante sobre la que, quizá, podemos aportar al- 
guna información adicional- es que tengo entendido 
que la contratación por parte del Banco de la Repú- 
blica de una asesoría externa para el proceso penal 
por el involucramiento de todos los actores, no es algo 
que esté reservado exclusivamente a la defensa de 
persona alguna del Banco. Reitero que eso es lo que 
tengo entendido. 


Mientras que en la primera pregunta fui capaz de 
responderle con todos los elementos de juicio, debo 
decirle que lamento no poder hacer lo mismo con res- 
pecto a la segunda interrogante. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: 
ya se ha mencionado aquí —y lo dice muy bien el Tri- 
bunal de Cuentas- que las responsabilidades penales 
son personales y la defensa de las personas no puede 
ser asumida por los organismos. Como en este caso se 
ha hecho cargo de la cuenta el Banco de la República 
puede, o repetir contra los funcionarios que fueron 
defendidos y a los que se les pagaron los honorarios, 
o tomarse medidas de carácter como las que acabo de 
señalar u otras. 


Simplemente, quería saber si el Gobierno se da 
cuenta de la enormidad que representa que una cifra 
de US$ 15.000 por concepto de honorarios en ma- 
teria penal sea pagada por el Banco de la República 
cuando, en realidad, debería ser de cargo de quienes 
resulten imputados o procesados. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Ernesto 
Agazzi). 


Con el fin de redondear un poco este tema, quie- 
ro decir que todos tenemos el mejor deseo de que esto 
termine bien. Francamente, no vemos los pasos como 
los adecuados; ¡ojalá fuera así! Queremos que quede 
en claro que para nosotros, el hecho de que el Esta- 
do intervenga en temas que no le corresponden, a la 
larga termina en problemas. Este es un concepto que 
tenemos muy arraigado en nosotros, pero también lo 
ha tenido el Gobierno actual, porque ha privatizado la 
obra pública a través de los proyectos de Participación 
Público-Privada y ha favorecido a empresas privadas 
como Aratirí y Montes del Plata. Es decir que aquí el 
privado no es lo que antes parecía que era. De todas 
formas, esto quedará para el análisis final y definitivo 
de esta gestión gubernativa que haremos el año que 
viene. 


Señor Presidente: estamos aquí para ayudar y 
contribuir, pero también para controlar, investigar y 
defender más allá de mayorías que están hoy —ma- 
ñana pueden no estarlo- y que no tienen que hacer 
incurrir a nadie en soberbia. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MARTÍNEZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Señor Presidente: me voy a 
referir a dos o tres puntos que creo importante aclarar. 


Antes que nada, quiero subrayar que el uso de 
instrumentos como la interpelación o sesionar en ré- 
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gimen de Comisión General, permite discutir y pro- 
fundizar sobre el tema en discusión. De todas formas, 
a la luz de lo que se ha discutido en el día de hoy, es- 
toy convencido de que era acertado el razonamiento 
de la Bancada oficialista, en el sentido de que, como 
ya ha habido sucesivos debates sobre este tema y no 
han aparecido nuevos elementos, se debía esperar un 
tiempo para que se pudiera avanzar en la difícil ar- 
quitectura de una línea aérea de bandera nacional. 
Eso fue lo que nos llevó a no votar la Comisión Gene- 
ral y que se terminara en esta instancia. 


De todas formas, siento que el debate siempre es 
oportuno y debemos respetar el derecho que todos te- 
nemos a expresarnos, pues es parte de la democracia. 


Desde hace mucho tiempo se vienen discutiendo 
estos temas —también en la Comisión de Transporte 
y Obras Públicas- y, en nuestra opinión, no han apa- 
recido elementos que sustenten nuevas propuestas. 
Sí hay una sucesión de riesgos o de cosas que pue- 
den aparecer, pero no hacen a la cuestión porque, 
en definitiva, el debate sigue siendo acerca de si se 
obró para evitar males mayores que, como lo planteó 
el Poder Ejecutivo, podrían haber sido infinitamente 
peores. Hacer una asociación de juicios y de proble- 
mas que eventualmente puedan plantearse está bien; 
nos preocupa a todos y nos gustaría que no hubiera 
el menor elemento que perjudicara al Estado, pero a 
nuestro juicio, por lo menos en esta etapa, el hecho 
de enumerarlos no aporta nada. 


Quiero aclarar algunas cuestiones. 


En Sala se dijo que estaba en proceso el cambio 
de Estatuto; pero en medio del debate, algunos inte- 
grantes de la empresa que se está formando me infor- 
maron que la modificación está aprobada y se publicó 
en el Diario Oficial, por lo que ya está habilitada para 
operar como empresa de aeronavegación. 


En la anterior interpelación se mencionaron, con 
mucha vehemencia, dos temas que me preocuparon 
mucho. El primero tiene que ver con la supuesta vio- 
lación de la ley de seguros. Recordemos que se plan- 
teó con mucha firmeza que una empresa argentina 
no podía ser la generadora del aval, e inclusive se hi- 
cieron varios comentarios en el sentido de que se iba 
a cobrar el día del agujero del mate. 


SEÑOR GALLINAL.- Lo pagó el Banco de la Re- 
pública. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Por lo visto, el señor Sena- 
dor Gallinal quería hacer un comentario. 


Esto trajo como consecuencia que la Asociación 
Uruguaya de Empresas Aseguradoras solicitara al 
Banco de Seguros del Estado que pidiera la aplica- 
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ción de las máximas sanciones al Banco de la Repú- 
blica por haber aceptado este aval. Inclusive, en el día 
de hoy se señaló que este tema seguía vigente. 


Nos tomamos el trabajo de averiguar un poco qué 
había pasado y si se había presentado un recurso ante 
la Superintendencia del Banco Central del Uruguay, 
que es la entidad reguladora que tiene el mandato 
de opinar sobre esos temas. Luego de relatar todo lo 
que la Asociación Uruguaya de Empresas Asegura- 
doras planteaba en cuanto a supuestas ilegalidades y 
de analizar propiamente el caso, el informe termina 
diciendo: “SE RESUELVE: 


1) Comunicar a la Asociación Uruguaya de Em- 
presas Aseguradoras (AUDEA), en respuesta a su 
nota de 1.” de noviembre de 2012, en la que solicitó a 
esta Superintendencia que analizara la operación por 
la cual el Banco de la República Oriental del Uruguay 
habría aceptado como garantía en el otorgamiento de 
un aval, un seguro de fianza o caución emitido por 
una aseguradora extranjera que no se encuentra ha- 
bilitada para operar en nuestro país, que finalizado el 
análisis se ha concluido que no es aplicable en este 
caso la reserva de mercado prevista en el artículo 2." 
de la Ley n.* 16.426”. 


En conclusión, no hubo ninguna ilegalidad. 


Luego sigue todo un desarrollo en el que clara- 
mente se fundamenta que el argumento que se es- 
grimió -que por lo menos a mí, me preocupó- no era 
de peso. 


Si los señores Senadores quieren profundizar en 
este material, se puede fotocopiar o solicitar al Banco 
Central. 


Insisto, era legal y así lo entiende el organismo re- 
gulador de las entidades financieras, que es la Super- 
intendencia. 


El segundo tema que me preocupó -—y nos debe 
inquietar a todos— es la mención de que esto era parte 
de un supuesto lavado de dinero. Inclusive, se señaló 
que estaba involucrado el esposo de Isabel Pantoja; lo 
recuerdo porque hay aspectos que nos quedan en la 
memoria. Por encima de lo anecdótico, me preocupa, 
porque como nación no podemos permanecer neu- 
trales ante algo de las características del lavado de di- 
nero. Fue un abogado y parlamentario quien recurrió 
al Banco Central, que a su vez acude ante la Unidad 
de Información y Análisis Financiero del Banco Cen- 
tral, la que, en base a las denuncias que se hicieron, 
también dicta una resolución que establece: “En los 
informes mencionados, y en función de que en el 
análisis realizado no surgieron elementos de la vincu- 
lación de las personas y hechos denunciados con un 
caso de lavado de activos o financiación de terrorismo 
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que permitieran el pasaje de los antecedentes a la 
justicia especializada, se dispuso el archivo del caso”. 


Además de la reflexión general que realicé —por- 
que, insisto, vamos a participar de cualquier debate 
que se efectúe respetando las reglas democráticas 
que tenemos fijadas como nación-, hice referencia a 
tres temas: el primero de ellos fue el relativo al cam- 
bio de Estatuto de la asociación de los trabajadores, 
que ya está aprobado y publicado en el Diario Oficial, 
y los otros dos temas son los que acabo de mencionar, 
que me han preocupado bastante, y por tal razón me 
informé al respecto. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una inte- 


y 


rrupción, señor Senador? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: que- 
ría aclarar lo que el señor Senador mencionó sobre 
Isabel Pantoja, que creo que terminó procesada. Uno 
sigue las revistas del corazón y, a veces, lamentable- 
mente sigue esos temas. 


En realidad, la denuncia que se hizo fue sobre uno 
de los socios de Cosmo, el señor Ricardo Castro Ma- 
rín, Director de una empresa del Alcalde de Marbella, 
que en virtud de la Operación Málaga resultó conde- 
nado a una cantidad de años por lavado de dinero. 
Como un socio de Cosmo había estado involucrado, y 
había quedado al descubierto por esta operación tan 
conocida —es más, para justificar el dinero había de- 
nunciado en la impositiva española que había sacado 
93 veces la lotería; realmente un hombre de suerte-, 
el Diputado Juan Manuel Garino lo puso en conoci- 
miento del Banco Central para que se investigara. 


Obviamente, no pudo haber una operación de 
lavado de dinero por parte de Cosmo porque esta 
empresa no pagó. Si Cosmo hubiera pagado los 
US$ 138:000.000 por aviones que valían 
US$ 70:000.000 o US$ 80:000.000 sí se podría haber 
configurado una operación de lavado de dinero. Pero se 
recordará que nosotros nos anticipamos junto con los 
colegas del Partido Nacional- y pusimos en conocimien- 
to del oficialismo y del Banco Central estos hechos y 
antecedentes sobre Cosmo, para que ello no ocurriera. 


De todas formas, en el expediente del Banco Cen- 
tral n.” 506/2013, la Superintendencia de Servicios 
Financieros informó lo siguiente: “Se informa que se 
verificó que la información que contenía la carpeta 
del cliente del Banco República era insuficiente para 
valorar el riesgo del crédito asumido —artículo 269 de 
la Recopilación de Normas del Sistema Financiero y 
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Comunicación 195/2006- y que al momento de reali- 
zada la operación —o sea el aval- no se contaba con los 
datos identificatorios a que refiere el artículo 299 de 
la Recopilación sobre Cosmo Líneas Aéreas”. En buen 
romance, esto quiere decir que el Banco de la Repú- 
blica, cuando otorgó el aval, incumplió con las normas 
bancocentralistas que contienen un capítulo que se 
llama: “Conozca a su cliente”, ya que no hizo carpeta. 


Esa es la aclaración que quería hacer respecto de 
la señora Pantoja y de Cosmo Líneas Aéreas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Puede 
continuar el señor Senador Martínez. 


SEÑOR GUARINO.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR GUARINO.- Señor Presidente: quiero de- 
cir algunas palabras sobre una de las personas de las 
que hoy se ha hablado bastante, que no se encuentra 
presente porque entendió que con el envío de una 
nota aclaratoria era suficiente; me refiero al econo- 
mista Calloia. Debido a que sobre el tema de fondo 
prácticamente no hay novedades —porque ya se ha 
tratado reiteradas veces en los anteriores debates-, 
y quizás, entre otras cosas, porque no está —opción 
que él tomó-—, parece que el Presidente del Banco de 
la República era un flanco fácil de atacar, más allá de 
que sin dudas es una persona que sabe defenderse 
muy bien. ¡Vaya si sabe! 


SEÑOR GALLINAL.- No está porque se escondió. 


SEÑOR GUARINO.- Tal vez para algunos sea muy 
fácil decir algunas cosas cuando la persona aludida 
no está presente, o quizás lo hagan amparados en 
fueros parlamentarios. 


(Interrupción del señor Senador Gallinal que no 
se oye). 


Sin dudas, es muy fácil acusar a alguien de algu- 
nos delitos si se está amparado por los fueros parla- 
mentarios. 


(Interrupción del señor Senador Gallinal que no 
se oye). 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Por fa- 
vor, señores Senadores. 


SEÑOR GUARINO.- Parece que algunas personas 
están añorando épocas de otro Banco de la República, 
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antes de que lo presidiera el señor Calloia, cuando 
esa institución se manejaba a tarjeta de los Directo- 
res, cuando era el Banco de la República del endeu- 
damiento, de las carteras pesadas, que periódicamen- 
te daba pérdidas enormes que debían ser absorbidas 
por el conjunto de la sociedad. ¿Acaso no se acuerdan 
de cómo era el Banco de la República hace apenas 
unos años? Hace apenas unos años el Banco de la Re- 
pública estaba en una situación de pérdida año a año. 
Sin embargo, bajo la Presidencia del economista Ca- 
lloia —ahí también hubo una continuidad de gestión-, 
el Banco, en competencia con los principales bancos 
del mundo, ha logrado posicionarse de la manera en 
que lo ha hecho. 


Yo no soy experto en el tema, pero he leído infor- 
mes en los que se dice que prácticamente la mitad 
del mercado financiero de plaza lo maneja esta insti- 
tución. El Banco de la República empezó a dar ganan- 
cias, y hoy es palanca de desarrollo de los principales 
proyectos de infraestructura productiva en el país, de 
plantas de silos, de puertos, etcétera. Hoy lleva ade- 
lante una gestión que no solo tiene que ver con que 
en este caso concreto recuperó los US$ 13:600.000 
de los que se ha hablado acá, sino con la recupera- 
ción de la confianza de los uruguayos. Es ese mismo 
Banco de la República, presidido por el economista 
Calloia, el que nos sigue dando garantías. 


Es cuanto quería expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- La Pre- 
sidencia pide a los señores Senadores su cooperación 
para el mejor funcionamiento del Cuerpo, más allá 
de que tengamos diferencias de ideas o de planteos 
políticos. 


Puede continuar el señor Senador Martínez. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Señor Presidente: voy a ha- 
cer un cierre muy pequeño y luego concederé con 
mucho gusto la interrupción que me solicita el señor 
Senador Lacalle Herrera. 


Quiero resaltar que dos comentarios que fueron 
realizados con mucha vehemencia, e incluso con ca- 
lificaciones, para mí han quedado aclarados. En pri- 
mer lugar, no se violó la ley de seguros y, en segundo 
término, el señor Senador Bordaberry hizo mención 
a problemas administrativos o de no cumplimiento de 
la normativa, lo que va por otro carril. En lo personal, 
me preocupaba el tema de fondo, que es el de haber 
incurrido, eventualmente, en lavado de dinero, lo que 
también quedó desvinculado de este asunto. Lo que 
planteó el señor Senador es harina de otro costal y me 
parece atendible. Creo que estos temas no se podían 
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dejar de lado, porque son de sustancia y hacen a la 
convivencia democrática. 


Con mucho gusto concedo una interrupción al 
señor Senador Lacalle Herrera, no sé si por vía de 
interrupción o por vía de alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: 
el señor Senador Guarino sabe bien cuánto aprecio 
personal le tengo; es una persona respetuosa, con 
quien tenemos mucha gente conocida en común en 
el departamento de Cerro Largo, donde tuvimos un 
afincamiento hace mucho tiempo. Con él siempre 
hemos hablado de temas agradables y, ciertamente, 
me da pena que entienda que aquí hemos juzgado la 
gestión del economista Calloia como Presidente del 
Banco de la República y de los Directorios que ha en- 
cabezado. Sin dudas, su gestión ha sido muy buena, 
aunque ha cometido errores, como el de querer cons- 
truir ese enorme edificio; pero eso es una cuestión de 
criterio, más allá de que me parezca una barbaridad. 
También me parece una barbaridad lo de Antel Arena 
o las aventuras de Antel en Honduras, pero repito que 
esos son temas de criterio. 


Lo que yo he dicho —y me hago cargo de ello, como 
lo hago siempre, aquí y donde sea— es que en el episo- 
dio en que el Banco de la República paga honorarios 
que son de cargo de su Presidente, ha estado, por lo 
menos, no delicado. El hecho que expongo está com- 
probado y las consecuencias que pueda tener no me 
corresponden a mí, pero eso no se hace. 


Eso es lo único que he dicho. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Puede 
continuar el señor Senador Martínez. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- ¿Me permite 
una interrupción, señor Senador? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Puede 
interrumpir el señor Senador López Goldaracena. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Presi- 
dente: siguiendo el hilo de los argumentos del señor 
Senador Martínez referidos a la absoluta legalidad de 
la gestión, mencionando una serie de instrumentos 
legales, quiero aprovechar esta interrupción para re- 
saltar que la Ley n.” 19.057, sobre el fideicomiso de 
aeronaves, fue respetada cabalmente y a integridad, 
según los dichos del señor Ministro, y ajustándose cla- 
ramente a la gestión que se conoce del fideicomiso. 
Quiero decir que no es cierto lo que se ha afirmado 
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quizás lo interpreté mal- en el sentido de que existió 
una omisión o un incumplimiento de la ley por parte 
del fideicomiso al encarar o proyectar la enajenación 
de solamente dos o tres aeronaves y no de la totalidad. 


El artículo 1.” de la ley tiene varios módulos y en 
lo esencial, en su base, es una norma de autorización. 
Por tanto, autoriza al fideicomiso a realizar determi- 
nadas operaciones: enajenaciones, arrendamientos y 
leasing, pero, al mismo tiempo, señala que durante 
un plazo de 180 días la preferencia la tienen las so- 
ciedades comerciales integradas por extrabajadores 
de Pluna. Por consiguiente, el fideicomiso no puede 
proyectar desde un comienzo la venta de todas las 
aeronaves a terceros. Pero tampoco puede encarar 
la proyección de la enajenación, del arrendamien- 
to o del leasing a los trabajadores porque no se lo 
puede imponer, ya que la propia norma que dictó 
el Parlamento es clara en ese sentido: “Le autoriza 
a”. Le da una amplitud para su gestión; le autoriza 
actos jurídicos, que los puede hacer o no. Pero esa 
facultad jurídica que le otorga la ley, en los hechos, 
para generar un hecho de la realidad y operaciones 
de arrendamiento, leasing o enajenación, requiere la 
voluntad de la sociedad comercial integrada por los 
trabajadores. Quiere decir que estando a los plazos 
que claramente establecieron los Ministros de cómo 
se procedió en una primera y segunda etapa, es ab- 
solutamente legal el proceder de la Administración y 
del fideicomiso. 


Es lo que quería manifestar para que quede inte- 
grado y que no haya cabos sueltos: el proceder en esta 
materia fue absolutamente legal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Puede 
continuar el señor Senador Martínez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- He finalizado, señor Presi- 
dente. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para con- 
testar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Para 
contestar una alusión, tiene la palabra el señor Se- 
nador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Si el señor Senador Borda- 
berry solicitó la palabra para contestar una alusión, 
prefiero que él haga su intervención porque así le da- 
mos tiempo al señor Senador Guarino para que vuel- 
va a Sala, ya que me voy a referir a sus expresiones. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ernesto Agazzi).- Muy 
bien. 
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Para contestar una alusión, tiene la palabra el se- 
ñor Senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: se ha 
hecho referencia a lo que expresamos con respecto 
al incumplimiento de las normas del Banco Central. 
Tenemos el informe de dicho Banco que dice que el 
Banco de la República incumplió con las normas. Lo 
tengo a disposición de los señores Senadores. Y se 
justifica ese incumplimiento porque se dice que, en 
el fondo, el Banco de la República cobró el aval, el 
dinero. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori). 


—Por más buena gestión que pueda haber hecho 
el contador Calloia —que será buena para los que lo 
defienden y para los que critican quizás no; no en- 
tremos en esa discusión—, eso no justifica que pase 
por encima de las normas. Lo político no está sobre 
lo jurídico y la buena gestión no está por encima de 
las normas, y menos las del Banco Central, que en 
este capítulo, que se llama know your customer —co- 
nozca a su cliente—, exige que se conozca al cliente 
para evitar maniobras de lavado de dinero. Si ahora 
el Banco Central, que parece que no sanciona sino 
que lo amonesta al Banco de la República por incum- 
plir con estas normas, hace eso, ¿qué van a hacer 
los otros Bancos? ¿Van a estar obligados a aplicar las 
normas de “conozca a su cliente”? No. Y eso va a des- 
prestigiar al sistema bancario del Uruguay. Creo que 
eso es muy claro. 


Con respecto a la aseveración que se hace de que 
el Banco de la República ha tenido una gestión muy 
buena en los últimos años y no así en los anterio- 
res, creo que es injusta, sobre todo para quienes en 
los años 2002 y 2003 enfrentamos la crisis. Conviene 
recordar que todos aquellos pasivos derivados de la 
problemática de esos años los sacamos del Banco de 
la República y dejamos así una institución cero kiló- 
metro. Además, votamos la ley por la cual no se iba al 
default. Repito que, a mi juicio, es injusto para quie- 
nes enfrentamos la crisis y dejamos al Banco en esas 
circunstancias, mientras que otros pedían que el país 
fuera al default. Si el país hubiera seguido ese camino 
como sugería el doctor Tabaré Vázquez en ese mo- 
mento, ¿el Banco de la República sería lo que es hoy? 
¿Lo sería? No. Entonces, vamos a mirar también la 
viga en el ojo propio y no solo la paja en el ajeno. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para contestar una alu- 
sión tiene la palabra el señor Senador Gallinal. 


SENOR GALLINAL.- Señor Presidente: quería re- 
ferirme a las expresiones, infelices a mi juicio, del se- 
ñor Senador Guarino, con quien sinceramente nunca 
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he tenido ni un sí ni un no, tal como se acostumbra 
a decir. Me parecen por demás infelices porque creo 
que es un agravio para la institución y para el Senado 
de la República. Quien tiene fueros es el Parlamento 
y no el Senador Gallinal que, por otra parte, nunca 
jamás se ha amparado en sus fueros en ninguna cir- 
cunstancia a lo largo de toda su vida. Sí lo ha hecho 
un compañero del señor Senador Guarino, y yo he es- 
tado de acuerdo con ese compañero del Senador Gua- 
rino y lo he respaldado en sus fueros. Es más: lo he 
defendido en Sala, para que vaya llevando cómo hay 
que ser y cómo hay que parecer. Cuando así intem- 
pestivamente se aparece —no digo que sea el caso-, 
queda como si fuera el traidor; nunca habla, nunca 
se lo ve y, de repente, viene el cuchillazo. Espero que 
se arrepienta porque no creo que sea merecedor el 
Parlamento de esa situación y tampoco el que habla, 
que defendió a su compañero por considerarlo deci- 
didamente inocente y respaldó sus fueros. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GUARINO.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para contestar una alu- 
sión, tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GUARINO.- Señor Presidente: tratare- 
mos de que con esta intervención no haya una conti- 
nuidad de alusiones. 


Como saben, soy Senador suplente y pocas veces 
estoy por aquí, por lo que en pocas oportunidades 
hago uso de la palabra. Cuando concurro a esta Casa 
trato de escuchar y no intervenir en los temas sobre 
los que no estoy totalmente compenetrado. Nunca 
había visto que desde una Banca se acusara direc- 
tamente a una persona de delito, y hoy eso se expre- 
só. Al menos se dijo que hubo abusos de funciones. 
Creo que un Senador con experiencia, con muchos 
años en el Parlamento, conoce la importancia que 
tiene realizar una acusación de tal magnitud desde 
una Banca del Senado. La vía de la justicia ya la han 
explorado; se ve que han tomado todos los caminos 
para tratar de mellar la imagen del contador Calloia, 
Presidente del Banco de la República. 


Eso es lo que quise decir en mi intervención y no 
pretendo desviar la discusión ni mucho menos. 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: al co- 
menzar estas palabras quiero referirme a que lamen- 
tablemente algunas cosas suceden porque muchas 
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veces hay una suerte de utilización de las legítimas 
mayorías parlamentarias para llevar adelante deter- 
minadas acciones que no creo estén en línea con el 
respeto al Parlamento y que hacen que hoy, en al- 
gunas de nuestras exposiciones, se haya aludido al 
Presidente del Banco de la República en ausencia. 
En ausencia porque no concurrió al Senado, porque 
no quiso venir. Ahora bien, eso no nos va a inhibir 
de expresar los juicios que merece su actuación por- 
que, además, cuando concurrió al Senado se le dijo lo 
que correspondía. Además, en lo personal, a Calloia 
o a quien sea se lo digo acá o en cualquier punto del 
planeta Tierra, como alguien mencionó en otra inter- 
vención. 


Es evidente, señor Presidente, que muchas veces 
este Gobierno ha actuado con soberbia. Y soberbia es, 
a mi juicio, la idealización de uno mismo y el no re- 
conocimiento del otro. Creo que lo que ha pasado es 
eso, y cuando la soberbia gana la política, la termina 
desnaturalizando. 


Aquí muchos hacen gárgaras con la democracia, 
pero cuando se tiene la enorme responsabilidad de 
tener, nada más ni nada menos, que mayoría parla- 
mentaria, hay que demostrar con hechos, con actos, 
que se la respeta. 


Yo no puedo aceptar que el señor Presidente del 
Banco de la República esgrima como razones lo que a 
continuación voy a citar: “En función de lo anterior- 
mente expuesto, y habida cuenta de las restricciones 
sobre las reservas bancarias y presumariales enuncia- 
das que imposibilitan hacer referencia a los extremos 
fácticos por los que se me convoca, se debe declinar 
en esta instancia aceptar la invitación que fuera cur- 
sada”. ¡No es cierto! Repito: ino es cierto! 


Hoy de mañana el señor Senador Scrigna dijo cla- 
ramente que las expresiones de un jerarca no están 
amparadas por los extremos de la reserva bancaria. 
Por otra parte, es responsabilidad directa del Poder 
Ejecutivo que el Presidente del Banco de la Repú- 
blica hubiera estado hoy aquí, en el Hemiciclo del 
Senado, dando respuestas sobre su proceder para que 
no tengamos la violencia de hablar en su ausencia. 
Pero mal que le pese, cuando se le ocurra, le repetiré 
personalmente lo que voy a decir ahora y alguna cosa 
más. 


Creo que es malo este oscurantismo porque, como 
se ha señalado, muchas de las cosas ocurridas en este 
proceso lleno de equivocaciones han salido a la luz 
gracias a la tarea perseverante del señor Senador Mo- 
reira, quien ha estudiado durante muchos años este 
tema y ha hecho las denuncias correspondientes. 


Tenemos observaciones para hacer acerca de cómo 
se procesó todo este asunto, de cómo se manejó y se 
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está manejando el Erario en este sentido; tenemos 
objeciones acerca de cómo le han faltado el respeto al 
país con manejos equivocados en este tema. Lo digo 
porque, en verdad, han sido los integrantes de los dos 
Gobiernos del Frente Amplio, de la fuerza política que 
hoy gobierna y tiene mayoría parlamentaria, los que 
provocaron esta situación; los que pagaron para traer 
al obrero Campiani y los que le pagaron para que se 
fuera; los que cerraron Pluna y los que estatizaron 
las deudas; los que fueron a buscar a López Mena y 
los que lo echaron; los que le vendieron a Cosmo y 
los que se reunieron con Cosmo; y los que dejaron a 
más de ochocientos funcionarios sin trabajo. Señor 
Presidente: ¡los padres de esta criatura son todos 
ustedes! A Campiani se lo trajo con la desconfianza 
del hoy Presidente Mujica. Sin embargo, después fue 
este Gobierno el que le pagó y le pactó la indemnidad 
para que se fuera, como lo explicó el señor Ministro 
de Economía y Finanzas. 


Por Pluna pasó el ex-Ministro Lepra; y por Pluna 
pasó el ex-Ministro Rossi. La Ancap de Sendic le dio 
beneficios inéditos a Pluna, y se habló de fantasmas. 
Pluna es hija de una gestión que podrá remontarse a 
los tiempos en que se quiera hacerlo pero cuyo desen- 
lace precipitó, aproximadamente, en los últimos ocho 
años. Y fue así que terminamos, incluso, con una de- 
nuncia penal y, como lo expresó el señor Senador Mo- 
reira, con ampliaciones de esa denuncia penal. Por 
eso, seguramente se terminarán presentando escritos 
con las preguntas que siguen sin contestarse. Nos lla- 
ma la atención la ausencia en el día de hoy de algu- 
nos Senadores del Gobierno que dijeron que el señor 
López Mena los había transformado en el hazmerreír. 


En fin, creo que están quedando en deuda con el 
país en materia de información. 


Vayamos por partes. Analicemos el proceso del 
remate, del aval para llegar a la subasta. Según se 
dice, el proceso estuvo bien garantizado, porque el 
aval era necesario para la subasta. El Presidente del 
Banco de la República se ha cansado de decir que el 
aval era perfecto. Pero, ¿a quién pueden convencer 
de que un aval es perfecto cuando lo paga un tercero 
absolutamente ajeno a la relación principal? Esa es 
una supina forma de desconocimiento del Derecho. 
Es un verdadero absurdo. ¡No fue perfecto! ¡Eso 
no se puede alegar después de todo este cúmulo 
de errores, de equivocaciones, de una gran subasta 
orquestada para terminar en el remate con un postor 
totalmente trucho! ¿De qué estamos hablando? ¿Nos 
estamos haciendo los desentendidos? ¿Estamos 
mirando para otro lado? ¿En qué quedó el famoso 
remate a la baja? ¿En qué quedó? ¡En nada! ¡En 
absolutamente nada! 


Además, se exhibe como gran resultado que el 
aval se cobrará en cuotas, que el importe es algo más 
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de US$ 13:000.000 y que se hará efectivo en cuatro 
años. ¿Es así, señor Senador Moreira? 


SEÑOR MOREIRA.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Decía el señor Presidente 
del Banco de la República: “No puedo hablar de co- 
sas que tienen confidencialidad ante los clientes. Yo 
no puedo decir de dónde es el aval, de qué empresa 
ni quién lo firmó, porque todo eso está incluido en el 
secreto bancario”. Y sigue con el poncho del secreto 
bancario; y el ponchito le da, incluso, hasta para bri- 
llar por su ausencia en el día de hoy, argumentando 
razones que no son tales y que demuestran la poca o 
ninguna consideración que tiene para con este Sena- 
do de la República. 


Como se ha dicho, estamos ante personas impor- 
tantes, inteligentes y con formación: el señor Minis- 
tro de Economía y Finanzas, el Presidente del Banco 
de la República y el señor Ministro de Transporte y 
Obras Públicas. Todos tienen su trayectoria: el pri- 
mero, en el ámbito del ejercicio profesional; el segun- 
do, con más de dos décadas de funcionario bancario; 
y el tercero, en la actividad legislativa. No obstante 
ello, es innegable que las marchas y contramarchas 
dadas y los parches que se han aplicado a la situa- 
ción de Pluna son verdaderamente preocupantes. En 
la realización de un negocio de esta magnitud y de 
esta significación para el país no se cumplió con la 
diligencia mínima del buen padre de familia. ¡Esto 
es evidente, señor Presidente! La garantía no fue tan 
perfecta porque terminó siendo pagada por un ter- 
cero con un aval que fue dado increíblemente en un 
par de horas sin cumplir con los requisitos mínimos 
exigibles a cualquier institución que lo solicite. Esto 
es innegable. Así que, señor Presidente, estábamos 
parados en el vacío y seguimos parados en el vacío. 
Aquí hay responsabilidad por este fracaso. 


Queremos advertir —de buena fe— sobre el proceso 
que se viene porque no se trata de seguir tropezando 
con la misma piedra y cometer los mismos errores, 
ya que todo esto puede terminar en cuantiosas pér- 
didas para el país. ¿A quién se le podía ocurrir que 
la empresa Cosmo iba a pagar US$ 136:000.000 por 
aviones que no pensaba explotar comercialmente? 
Los empresarios intervinientes mintieron a los repre- 
sentantes de los partidos políticos —nos mintieron a 
todos—, porque lo que en realidad se pretendía era 
alquilarle a quien había subastado, lo cual supondría 
veinte o treinta años para recuperar el mínimo de la 
inversión. 


Ahora se nos dice que hay varias alternativas, pero 
si fuera así, ¿por qué no hubo puja en el remate? 
¿Por qué no terminó siendo exitoso ese procedimien- 
to? Creo que se ha fracasado porque en este proceso 
se padeció de oscurantismo, de impericia y de falta de 
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prudencia. Lamentablemente, las responsabilidades 
políticas se han puesto en evidencia; son claras y con- 
tundentes, sobre todo por la relación de pasivos a que 
ha hecho referencia en esta interpelación el miembro 
interpelante, señor Senador Moreira. 


En reiteradas ocasiones el Poder Ejecutivo recono- 
ció tener en su poder informes jurídicos en los que se 
señala la existencia de un riesgo importante de que los 
aviones, que originalmente eran de Pluna S.A., sean 
embargados en el exterior. ¿Esto se dijo o no se dijo, 
señores Ministros? ¡Esto se dijo! El propio Presidente 
de la República declaró que en cualquier momento los 
aviones podrían ser embargados por los acreedores de 
la exaerolínea, tanto en Brasil como en Argentina. A 
pesar de ello, el Poder Ejecutivo persistió en forma to- 
zuda en la constitución de una aerolínea integrada por 
los extrabajadores de Pluna, quienes formarían una 
nueva empresa a la cual se le transferirían los aviones 
que fueron objeto de —a mi juicio- una escandalosa 
subasta pública. Sin embargo, para minimizar el ries- 
go —-como ya se expresó- de secuestro de los aviones 
en el exterior se anunció que en lugar de vender los 
siete aviones a la cooperativa Alas-U, tan solo se le 
enajenarían tres. A eso se suma la concesión de un 
préstamo del Fondes por US$ 15:000.000 y, según se 
informó, la venta de los aviones mediante un contrato 
de compraventa, con un plazo de gracia de dos años. 
Quiere decir que dentro de los dos primeros años de 
vuelos al exterior de esos aviones —lo cual coincide con 
el período de mayor riesgo de que sean embargados y 
secuestrados por los acreedores-, el Estado no percibi- 
rá ni un solo peso como forma de recuperar el dinero 
que debió abonar al Scotiabank. En consecuencia, es 
altamente probable que a los pocos meses de su puesta 
en funcionamiento la aerolínea -si es que se alcanza 
ese escenario- se quede sin los aviones y el Estado no 
recupere ni un solo centavo, perdiéndose también la 
tan mentada conectividad. 


Es el propio Poder Ejecutivo quien ha alentado las 
acciones judiciales de los acreedores en el exterior. 
Lamentablemente, entonces, en función de todos 
esos informes y al sembrar tanta suspicacia respecto 
al riesgo o, como se ha dicho aquí, a la eventual con- 
tingencia de acciones judiciales de los acreedores en 
el exterior, puede terminar siendo también víctima de 
su propia forma de actuar. Esto constituye una suer- 
te de confesión de parte en un negocio que puede 
terminar muy mal. ¿Por qué? Porque decía que hay 
varios informes jurídicos de estudios prestigiosos en 
los que se analiza este riesgo, lo cual constituye una 
invitación para que las empresas del exterior, ampa- 
radas en la Ley de Acceso a la Información Pública, 
exijan la exhibición de los referidos documentos. 


A continuación, me voy a referir al riesgo que pue- 
de sobrevenir —para ver si se puede prevenir- y termi- 
naré el tema con un par de preguntas. 
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En los últimos días tomó estado público la pri- 
mera sentencia de condena contra el Estado a favor 
de quienes habían comprado pasajes a la ex-Pluna 
S.A.; concretamente, se anunció la existencia de una 
demanda colectiva de más de cinco mil acreedores. 
Inmediatamente podemos preguntarnos qué puede 
suceder si dentro de un año la empresa Alas-U pier- 
de los aviones a manos de los acreedores del exterior 
y vuelve a dejar sin volar a un conjunto de clientes 
con pasajes expedidos. ¿Contra quién van a reclamar 
esos acreedores? ¿Contra una empresa insolvente? 
¿0 van a reclamar contra el Estado? 


Veamos algunas disposiciones, porque creo que 
existe un riesgo muy importante que no ha sido ad- 
vertido por el Gobierno y que deriva de la naturaleza 
del contrato de compraventa. El Código Civil esta- 
blece que el vendedor es responsable frente al com- 
prador cuando este sea privado de la cosa comprada 
por una sentencia judicial; esto figura en los artículos 
1696 y siguientes del Código, que refieren al sanea- 
miento por evicción. Se establece que el vendedor 
debe sanear al comprador todas las evicciones que 
tengan una causa anterior a la venta, aunque nada se 
haya estipulado a ese respecto en el contrato. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- ¿Me permite 
una interrupción, señor Senador? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Se la concederé más ade- 
lante. Primero prefiero formular un par de preguntas 
al señor Ministro de Economía y Finanzas, porque 
creo que es preocupante este tema. 


En primer lugar —y esto terminó siendo público, 
no por la voluntad de los intervinientes, sino por efec- 
to de la intervención de los medios de prensa-, se 
celebró una reunión en la que participaron el señor 
Ministro de Economía y Finanzas, el propietario de 
la empresa Cosmo y, también, el empresario López 
Mena. Señor Presidente: quiero preguntar al señor 
Ministro de Economía y Finanzas cuál fue el conte- 
nido de esa reunión que terminó siendo pública. Me 
parece que es importante conocerlo porque no hay 
explicación alguna de por qué integrantes del Poder 
Ejecutivo se reunieron con este empresario y luego, a 
través de las gestiones del abogado contratado por el 
Banco de la República, se obtuvo el pago del aval por 
quien no era el obligado directo. Deseo que se trasla- 
de esa pregunta al señor Ministro. 


Por otro lado, quisiera que el señor Ministro de Eco- 
nomía y Finanzas nos aclare concretamente si en la 
operación de compraventa del fideicomiso —vamos a ha- 
blar en plata y no recurramos a ficciones jurídicas, pues 
todos sabemos que es el Estado el que va a terminar 
respaldando esto— a la cooperativa Alas-U se ha previsto 
el saneamiento por evicción, frente a la eventual evic- 
ción de la cosa comprada, de acuerdo a las disposicio- 
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nes citadas. Como dije, si el comprador termina siendo 
privado de la cosa comprada, podrá hacer incurrir en 
responsabilidad al Estado, más allá de que el señor Mi- 
nistro de Transporte y Obras Públicas haya expresado 
en la mañana de hoy que el Estado poco menos que 
desaparece, que vuela de esta operativa, algo así como 
si una vez que entregue los aviones a la cooperativa, el 
Estado no es responsable de absolutamente más nada, 
cuando todos sabemos que eso no va a ser así. 


En definitiva, deseo trasladar estas dos preguntas 
al señor Ministro de Economía y Finanzas porque me 
parece que son relevantes y no se quedan solamente 
en la discusión del pasado —eso tendrá que resolverse 
en el ámbito de la Administración Pública, del Esta- 
do, de los organismos públicos, del Tribunal de Cuen- 
tas, y también de la Justicia, sino que tienen que ver 
con el futuro, para que no sigamos en una suerte de 
frangollo absolutamente inexplicable, que hace que 
después sea extremadamente complejo desentrañar 
las responsabilidades políticas, que a su vez resultan 
en responsabilidades económicas. 


Estas serían las dos preguntas que le quería for- 
mular al señor Ministro de Economía y Finanzas. 
Gracias por ahora, señor Presidente; espero las res- 
puestas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El señor Senador La- 
rrañaga ha culminado su exposición? Lo pregunto a 
los efectos de computar el tiempo. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- No he culminado aún, pues 
eso dependerá de la respuesta del señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, para res- 
ponder, el señor Ministro tendrá que hacer uso de 
una interrupción. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Cuando culminen las exposiciones, yo respon- 
deré. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo al señor Sena- 
dor Larrañaga que los Ministros tienen la posibilidad 
de, al final, realizar una intervención y contestar las 
preguntas formuladas. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Yo quiero preguntar al 
señor Ministro si me va a dispensar el mismo trata- 
miento que le dispensó a otro Senador de este Hemi- 
ciclo y va a contestar mis preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Ministro va a 
contestar las preguntas. El problema es cuándo. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: no con- 
teste usted por el señor Ministro. Le estoy pidiendo 
que le pregunte al señor Ministro. 
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SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Señor Presidente: voy a contestar las preguntas 
mediante una interrupción al señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINAN- 
ZAS.- Señor Presidente: con respecto a la primera 
pregunta, lo mejor que puedo decir es que ya la res- 
pondí en esta Sala ante una interpelación, en el mes 
de octubre. Por lo tanto, me remito estrictamente a la 
respuesta dada en aquella oportunidad. 


En lo que tiene que ver con la segunda pregunta, 
está acordada con Alas-U la renuncia por el compra- 
dor al saneamiento por evicción. Eso figura en el ma- 
terial que ya se hizo público en las resoluciones del 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el tiempo de que dispo- 
ne el señor Senador Larrañaga. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-19 en 21. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: ahora 
sí queda absolutamente claro, en función de la con- 
testación del señor Ministro de Economía y Finanzas, 
que se pactó la renuncia al saneamiento por evicción. 
Muy bien. Terminaron todas las dudas con respec- 
to a Alas-U: no va a volar nunca, porque obviamente 
una cooperativa de trabajadores que tiene un contra- 
to de compraventa en el que se pactó la renuncia al 
saneamiento por evicción para evitar que el Estado 
pueda incurrir en responsabilidad, se quedará sin los 
avioncitos y sin caja como para poder desarrollar esa 
aventura. Se tendrían que hacer cargo entonces de 
desinflarles el globo a los funcionarios, que creen en 
esta solución. Además, más allá de que esté pactada 
la cláusula de renuncia al saneamiento por evicción, 
eso no va a excluir la responsabilidad del Estado por 
la gestión que pueda hacer esa cooperativa. 


Estaremos entonces en el peor de los escenarios, 
y por eso llamo la atención a este Senado de la Repú- 
blica, para que el Poder Ejecutivo tome los recaudos 
del caso y evitemos definitivamente que se engañe al 
país haciéndole creer que se puede llevar adelante 
un proceso de estas características, cuando el propio 
Ministro de Economía y Finanzas pactó lo que acaba 
de decir que pactó. 
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He finalizado mi exposición. Gracias, señor Pre- 
sidente. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: a esta 
altura de la jornada y conociéndose el resultado que 
vamos a tener dentro muy poco tiempo —supongo que 
dentro de cuarenta y cinco minutos o una hora, por- 
que hay dos mociones presentadas: una por el oficia- 
lismo y otra por la oposición—, me gustaría rescatar el 
espíritu constructivo con que el señor Senador Mo- 
reira encaró esta sesión y también alguna respuesta 
que ha dado el señor Ministro de Economía y Finan- 
zas, que creo que ha venido hoy con el mismo espíritu 
constructivo, más allá de las diferencias que podamos 
tener. 


Creo que, a veces, el hecho de que no haya po- 
sibilidad de que estas interpelaciones tengan conse- 
cuencias, no nos ayuda. Queremos destacar el pedido 
del señor Senador Moreira de que este tema fuera 
tratado en régimen de Comisión General porque nos 
gustaría que desde el oficialismo y el Gobierno se 
viera que cuando hacemos advertencias, es porque 
legítima y francamente entendemos que el Gobierno 
puede estar en problemas. 


Cuando se presentó el proyecto de ley para proceder 
al remate de los aviones, nos habíamos informado: 
se nos dijo que los aviones tenían un valor de 
US$ 85:000.000 o US$ 90:000.000. Así lo trasmitimos 
en la Comisión. Sin embargo, el Gobierno nos dijo 
que tenían un valor de US$ 138:000.000, porque eso 
era lo que se debía, sin distinguir el valor de la cosa 
hipotecada de la deuda; por lo general, cuando se 
procede correctamente, la cosa hipotecada vale más 
que la deuda, pero cuando se procede mal, como en 
este caso, la cosa hipotecada vale mucho menos. 


Señor Presidente: cuando dijimos que la base no 
podía ser de US$ 138:000.000, propusimos que se 
fijara una más baja, porque si ese era verdaderamen- 
te el valor, se iba a llegar a él en el remate porque el 
mercado llevaría a eso. En aquel momento la modifi- 
caron y pergeñaron ese invento de que si en primera 
instancia no se concretaba el remate al alza, se hacía 
un remate a la baja, pero hasta US$ 100:000.000. 
Está mal decirlo, porque es como mostrar la cami- 
seta, pero es lo que pasó: los aviones no valían eso y 
hoy están en un hangar en el Aeropuerto de Carrasco. 


Lo mismo nos pasó cuando vino Cosmo. 
Cuando esta empresa sale de la nada y paga los 
US$ 138:000.000, no armamos un escándalo públi- 
co; fuimos con la Presidenta del Frente Amplio y le 
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entregamos documentación sobre Cosmo. Le dijimos: 
“Mire que esta gente no parece ser lo que dicen”. No 
se nos prestó toda la atención y todos sabemos lo que 
vino después: la foto en el restorán; Antonio, que se 
llamaba Hernán; Sánchez, que era Calvo; el español 
que era argentino; el caballero de la derecha, que en 
realidad tenía una concesión para explotar un nego- 
cio en el puerto de Montevideo. Actuamos de buena 
fe, y hoy siento que cuando volvemos a plantear estas 
cosas, nuevamente estamos actuando de buena fe. 
Cuando le formulamos la pregunta sobre la conecti- 
vidad al señor Ministro de Trasporte y Obras Públicas 
hace instantes, señor Presidente, no fue por querer 
introducir un tema que no estaba en el Orden del 
Día; fue porque en la moción presentada a las 14 y 
30 del día de hoy —que tendremos que votar, por más 
que la proponga el oficialismo, en contra o a favor- se 
dice que se va a respaldar la actuación de los Minis- 
tros de Economía y Finanzas y de Transporte y Obras 
Públicas atendiendo la mejora de la conectividad en 
el país. Entonces, si vamos a votar en función de la 
mejora de la conectividad del país, creo que tenemos 
derecho a preguntar cómo se logró esa conectividad. 


Según se nos dice —porque no se nos contestan los 
pedidos de informes-, el Gobierno uruguayo, a través 
del Ministerio de Turismo y Deporte, comprometió 
US$ 2:000.000 de inversión en España para hacer 
promoción por medio de Air Europa. Esa es la infor- 
mación extraoficial que nos viene desde España, que 
nos brinda más datos que los que podemos conseguir 
aquí. Creo que tenemos derecho a preguntar, porque 
esos US$ 2:000.000 se están gastando para reestable- 
cer la conectividad, y hay que ponerlos en la cuenta 
del lío de Pluna que está llevando el señor Senador 
Moreira. Una vez más estamos actuando con el obje- 
tivo de aportar y de conocer más. 


Hay dos cosas que nos llamaron la atención. La 
primera es que se afirmó que se habían cumplido to- 
das las obligaciones de capitalización de la empresa 
Pluna S.A., y también que se afirmó que no fue el 
Estado el que pidió el concurso de liquidación. Debo 
resaltar que ha sido muy difícil hacernos del docu- 
mento porque hay una nueva forma de trabajar, que 
es la de las confidencialidades, las reservas. En el día 
de ayer estuvimos discutiendo el proyecto de ley de 
minería de gran porte, que contiene una cantidad de 
artículos que permiten que todo sea reservado y con- 
fidencial. No sé cuándo apareció esa moda de que en 
el Estado ahora sea todo confidencial, pero resulta 
que el Banco de la República puede decidir que cierta 
documentación es confidencial y, de esa forma, no 
informar a los Legisladores; o sea que nos autolimita 
por resolución propia. 


Tengo en mi poder un documento del 27 de febre- 
ro de 2012. Es la asamblea general extraordinaria de 
accionistas de Pluna Líneas Aéreas Uruguayas S.A., a 
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la que comparecieron la Sociedad Aeronáutica Orien- 
tal -en aquel entonces Leadgate y Jazz- y Pluna Ente 
Autónomo, que tengo entendido es el Estado urugua- 
yo. Allí se adopta la Resolución Il, que dice: “Puesto 
a consideración del Orden del Día, se resuelve por 
unanimidad que, en virtud del acuerdo de accionistas 
celebrado el día de la fecha, el plazo establecido el 29 
de febrero de 2012 según resoluciones de asambleas 
generales de fecha 28 de marzo de 2010 y 19 de se- 
tiembre de 2011, se extiende hasta el 31 de diciem- 
bre de 2012”. O sea que se extendió un plazo hasta 
el 31 de diciembre de 2012. ¿Para qué se extiende el 
plazo? Como no contamos con los documentos ante- 
riores, nos tenemos que regir por este, que estable- 
ce: “Fecha en la cual los accionistas reintegrarán los 
fondos necesarios para recomponer el patrimonio o 
aprobarán un plan de reintegro, teniendo a la vista 
los estados contables del Ejercicio a cerrarse el 30 de 
junio de 2012”. 


Es decir, el Estado uruguayo —Pluna Ente Autóno- 
mo- y Sociedad Aeronáutica Oriental expresaron en 
esta acta: “Vamos a reintegrar los fondos necesarios 
para recomponer el patrimonio”. ¿Qué significa esto? 
Que si hay pasivo, si la diferencia entre el activo y el 
pasivo es a favor de este último, el Estado y Sociedad 
Aeronáutica Oriental van a reintegrar esos fondos. 
Eso figura en esta acta, pero no se cumplió. A mi en- 
tender, es una obligación del accionista porque está 
aprobado por la asamblea general extraordinaria de 
accionistas. Y creo que cualquier acreedor de la em- 
presa a febrero de 2012, a la vista de esto, que dice 
que se va a reintegrar lo que falta, bien pudo pensar 
que la empresa iba a seguir, porque era el Estado uru- 
guayo, Pluna Ente Autónomo, el que lo iba a hacer. 


Por eso, cuando se dice que se cumplió todo, real- 
mente, a nuestro juicio, nos parece que no fue así. 


Pero hay más. Como dije, hemos tenido dificul- 
tades. Los señores Senadores recordarán que la 
Auditoría Interna de la Nación declaró la reserva y 
confidencialidad de toda la documentación de Pluna 
Ente Autónomo. Tenemos entonces esas dificultades 
para acceder a la documentación; tenemos que ir a 
los Juzgados, solicitar los expedientes, ver si estamos 
acreditados, mandar a alguien para hacernos de la 
documentación y conseguir las actas “a lo pampa”. 


También se ha dicho que no fue el Estado el que 
pidió el concurso de liquidación, sino que fue la em- 
presa. Formal y técnicamente puedo decir que es 
verdad porque quien pide el concurso en este caso 
es Pluna S.A., sin dudas; no lo pidió el Estado, sino 
que fue Pluna S.A. Yo me pregunto: ¿el señor Pedro 
Apezteguía es el Director General de Secretaría del 
Ministerio de Economía y Finanzas? ¿Es o no es? ¿El 
señor Pablo Ferrer era el Director General de Secre- 
taría del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
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cuando sucedió esto o no? ¿Quién los designó Direc- 
tores de Pluna? ¿Fueron los accionistas de la Socie- 
dad Aeronáutica Oriental? No. El Director General 
de Secretaría del Ministerio de Economía y Finanzas, 
señor Pedro Apezteguía —que está acá-—, y el Director 
General de Secretaría del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, señor Pablo Ferrer —que no está 
porque, aparentemente, en el mes de febrero dejó 
el cargo y lo nombraron para otro-, fueron quienes 
concurrieron, por su voluntad, a firmar el acta para 
pedir la liquidación de Pluna S.A. Entonces, recurrir 
al tecnicismo, al formalismo de que no fue el Estado 
uruguayo el que pidió la liquidación de Pluna S.A., es 
una falta de respeto. 


Más adelante, lo que sucedió fue que los Directo- 
res de Pluna Ente Autónomo, Fernando Pasadores e 
Ignacio Berti, que también asumieron como Directo- 
res de Pluna S.A., se negaron a firmar algunas actas 
por entender que había un conflicto de interés por 
ser, al mismo tiempo, Directores de Pluna Ente Au- 
tónomo y Pluna S.A. Quizás acá venga lo más grave 
de todo: Pluna S.A. se había obligado a recomponer el 
patrimonio en el mes de febrero; Pluna Ente Autóno- 
mo estaba obligada a pagar los reclamos de los juicios 
de Varig; y Pluna S.A. no estaba obligada a pagarlo. 


El día 9 de julio, a las 12 y 30 horas, en el estu- 
dio del abogado que cobró US$ 450.000 —nada más 
y nada menos- se reúne el Directorio de Pluna Lí- 
neas Aéreas Uruguayas S.A. y asisten los Directores 
Fernando Pasadores e Ignacio Berti —a su vez, Direc- 
tores de Pluna Ente Autónomo-, los señores Pedro 
Apezteguía y Pablo Ferrer —Directores Generales de 
Secretaría de los Ministerios de Economía y Finanzas 
y de Transporte y Obras Públicas respectivamente-, 
y el señor Marcelo Alonso; no está presente el Direc- 
tor Daniel Delgado Sicco, de la oposición. Es decir 
que el representante de la oposición no estaba. En 
ese momento, el Directorio de Pluna S.A. toma dos 
resoluciones en contra de los intereses de Pluna S.A. 
La primera de ellas es que libera a Pluna Ente Autó- 
nomo de su obligación de recomponer el patrimonio. 
Ahí, creo que los Directores de Pluna Ente Autónomo 
proceden bien porque dicen: los señores Directores 
Fernando Pasadores e Ignacio Berti se excusan y abs- 
tienen de votar este punto por ser al mismo tiempo 
Directores de Pluna Ente Autónomo, que habrá de 
ser parte del referido convenio. Pero no deja de ser 
algo fuerte, porque estaban beneficiando —adelante 
de ellos— al Ente que representaban; lo estaban libe- 
rando de su obligación de recomponer el patrimonio. 
¡Y acá se nos dice que no había obligación! 


Sin embargo, hay algo aún peor que sucede des- 
pués. Los otros Directores, designados por el Estado 
uruguayo, exoneran al propio Estado uruguayo de la 
obligación de pago de los reclamos de los extrabaja- 
dores de Varig y los ponen en cabeza de la empresa 
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Pluna S.A. Acto seguido, la presentan en concurso. 
Es decir que actúan en contra de los intereses de la 
sociedad anónima que representan y de la masa de 
acreedores. Ponen en cabeza de la sociedad anóni- 
ma un crédito que hasta ese momento era del Estado 
uruguayo; tan era así que en los balances de Pluna 
S.A. nunca se incluyó esa posible contingencia de los 
reclamos de los extrabajadores de Varig porque se po- 
nía una nota por parte de los auditores que decía: 
“No se incluye la posible contingencia de los trabaja- 
dores de Varig porque esta es una obligación de Pluna 
Ente Autónomo, Estado uruguayo”. Es decir que los 
Directores designados por el Poder Ejecutivo le sacan 
de un plumazo esa obligación a la sociedad que des- 
pués presentan en concurso. 


No soy de calificar nada penalmente, porque creo 
que esa es competencia de los jueces, pero estas son 
conductas que debieran analizarse. Por lo pronto, 
entonces, le sacan un activo, porque renuncian a la 
obligación de recomponer el patrimonio. Acto segui- 
do, como -según alegan- la empresa está con patri- 
monio negativo, la presentan en concurso. 


Si queremos analizar aún más el conjunto, 
veremos que quien actuaba como abogado del señor 
Campiani, después de Pluna S.A. —por lo que cobró 
US$ 450.000-, el doctor Ricardo Olivera, fue también 
el redactor, a solicitud del Ministerio de Economía 
y Finanzas, de la ley que permitió que saliera del 
patrimonio de Pluna S.A. el único activo valioso 
que tenía, que eran los siete aviones. Y si queremos 
ir todavía más lejos, podemos ver que fue el mismo 
abogado que había redactado para el Ministerio de 
Economía y Finanzas el proyecto de ley de concursos 
que pidió modificar la primera vez que se presenta. A 
ver si nos entendemos: ¡hizo una ley! 


Entonces, negar que el Gobierno no tuvo nada que 
ver con la presentación de Pluna S.A. en concurso, 
sino que fue la empresa, creo que no es correcto. Me 
permito, con todo respeto, no coincidir con eso. En 
ese sentido, creo que las explicaciones no son satis- 
factorias y no debiéramos aprobar una moción a favor 
del respaldo a los Ministros por lo que han hecho. 


Otro de los temas es el relativo al aval. Más allá 
de que a uno no le gusta hablar de quien no está en 
Sala, creo que en este caso si a alguien se le cita y 
no viene, no puede ser que su propia conducta sea la 
que perjudique a quien lo cita. En ese sentido, uno 
se pregunta cuál es el motivo por el que se transfirie- 
ron los fondos al Banco de la República para hacer 
efectivo o, por lo menos, para compensar el aval. Re- 
sulta que a esa empresa que hizo efectivo el pago del 
aval o de los fondos, dos meses antes el Banco de la 
República le había otorgado una línea de crédito de 
US$ 30:000.000. A su vez, tiene decenas de permisos 
otorgados para volar y muchísimos créditos hoy con- 
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cedidos en el Banco de la República; si no me fallan 
los números son alrededor de US$ 45:000.000, más 
los US$ 30:000.000 que se le otorgaron. 


Comprenderán entonces, señor Presidente y se- 
ñores Ministros, por qué no vamos a acompañar la 
moción de respaldo a lo actuado, pero sí vamos a 
acompañar la que declara la insatisfacción por las ex- 
plicaciones brindadas en Sala. Por último, reiteramos 
nuestras felicitaciones al señor Senador Moreira por 
el trabajo contundente y claro que ha realizado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a las 
intervenciones finales del interpelante y los interpe- 
lados. 


Tiene la palabra el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: hemos te- 
nido una larga sesión, pero creo que siempre es im- 
portante tenerlas, porque, como dije hoy, estas ins- 
tancias de contralor parlamentario son una garantía 
de institucionalidad. El que parece no compartir ese 
criterio es el señor Calloia, que hoy ha sido más nom- 
brado que si hubiera estado en Sala. Creo que habla- 
mos más de él estando ausente que si hubiera venido; 
y debió haber venido. Fue una falta de respeto, y rei- 
tero lo dicho en esa materia. 


El señor Senador Bordaberry y todos los señores 
Senadores que me precedieron en el uso de la palabra 
incluso, como siempre, el señor Senador Gallinal 
fue muy contundente al respecto- se han preguntado 
cuál puede haber sido el motivo de su no compare- 
cencia. ¿Cuál es la razón de que un Presidente de 
un Banco, de un Ente Autónomo comercial, no con- 
curra para explicar algo que domina perfectamente, 
después de haberse regocijado y de haber reivindi- 
cado, como un gran triunfo, el haber logrado que al- 
guien que no estaba obligado asumiera el pago del 
aval? ¿Cuál es el motivo para no estar presente aquí? 
Yo estuve leyendo lo que declaró a la prensa sobre el 
aval perfecto —el que se cobró-, el mejor de los avales, 
pero resulta que hoy no vino a hablar del mejor de 
los avales. ¿Por qué no vino el economista Calloia a 
hablar del mejor de los avales? Porque no fue el mejor 
de los avales y, seguramente, debe haber alguna cosa 
para ocultar. 


Las preguntas que realicé, y que voy a trasladar 
con todas las actas al Juzgado Penal, están relaciona- 
das con la contemporaneidad, con las fechas de esos 
créditos otorgados a quien toma el aval. Yo no puedo 
afirmar nada, pero ha llegado a mi conocimiento in- 
formación que no sé si es veraz. 


SEÑOR MICHELINI.- No lo diga, entonces. 
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SEÑOR MOREIRA.- Lo digo, sí señor ¡Cómo no 
lo voy a decir! Lo dejo pendiente como una pregunta. 
Me dijeron que dos días después se le habría otorgado 
un crédito de un monto similar con una tasa muy 
baja, con un spread negativo. Yo se lo quería pregun- 
tar, pero no vino. ¿Y por qué no vino? Explicaciones le 
deben sobrar, si era el mejor de los avales. Además, no 
tiene sentido discutir sobre las violaciones, porque ya 
lo hicimos quinientas mil veces, inclusive, en una se- 
sión anterior lo preguntamos y nadie pudo contestar- 
nos porque fue así: se violó todo. Hoy lo dijo el señor 
Senador Scrigna, que fue director del Banco durante 
muchos años y que, además, es un brillante abogado. 


Sinceramente, creo que esta actitud no es ade- 
cuada y nosotros lo aclaramos en nuestra propuesta 
de resolución que, por supuesto, no va a ser aproba- 
da. Su ausencia tiene una motivación que no es legí- 
tima y creo que su responsabilidad institucional era 
comparecer ante la Cámara y contestar las preguntas 
de los señores Senadores. 


Durante todo el proceso nosotros hemos convoca- 
do por el cierre y liquidación de Pluna y creo que 
quedó de manifiesto que fue una resolución del Po- 
der Ejecutivo. No tengo la más mínima duda de que 
un directorio constituido hace veinte días no toma 
una decisión de esa naturaleza sobre una sociedad 
anónima concursada y en liquidación o próxima a la 
liquidación, porque cuatro días después del cierre 
—durante la feria menor del año pasado- se presen- 
tó el proceso concursal. Es decir que fue una reso- 
lución del Poder Ejecutivo y creo que los Ministros 
lo saben y lo han asumido. Incluso, el propio Minis- 
tro de Economía y Finanzas dice que cree que fue 
la decisión más acertada y que, en realidad, hay que 
pensar en las erogaciones y el costo de esa decisión. 
Él dice que la decisión que se toma es mejor que la 
otra, la de seguir adelante con Pluna, con el déficit 
crónico, con el déficit operativo de US$ 2:500.000, 
con el otorgamiento de US$ 20:000.000 para capital 
de giro. Entonces, el economista Lorenzo, que es un 
hombre que de esto sabe muchísimo, habrá hechos 
los cálculos y, junto con el señor Ministro de Trans- 
porte y Obras Públicas —también habrán consultado 
al señor Presidente— tomó la decisión. Realmente, po- 
ner fin a las actividades de una aerolínea con 75 años 
no es moco de pavo, sobre todo cuando se recurre a 
un camino en el que se proyecta una ley como la que 
finalmente se aprobó, que nosotros no votamos. Ni el 
Partido Colorado ni el Partido Nacional votaron esta 
ley, salvo en lo que respecta al fondo de adelanto de 
créditos laborales y a la exención de responsabilidad 
para los Directores de Pluna ante el actual directo- 
rio de Pluna Ente Autónomo, que siempre tuvo un 
comportamiento absolutamente distinto al anterior, 
en especial nuestro correligionario, Daniel Delgado 
Sicco, que votó en contra muchas decisiones equivo- 
cadas. El anterior Directorio de Pluna fue un ejemplo 
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de indulgencia, permisividad y omisiones que permi- 
tieron que toda esta historia llegara a este previsible y 
lamentable final, con estas enormes pérdidas que se 
han registrado, que se están registrando y que, segu- 
ramente, se seguirán registrando. 


Entiendo que los señores Ministros recogen la 
herencia. Hoy lo dije: el Scotiabank es una herencia 
insuperable. El error, la equivocación —no sé cómo 
calificarlo- y la ilegitimidad de todo eso no lo salva 
nadie y lo estamos pagando cada seis meses. Eso hay 
que pagarlo. Estaba sacando las cuentas y, si sumamos 
todo lo que se puso: lo de Ancap, la capitalización de 
cinco millones, los aportes de 2007, lo del Banco de 
la República —que constituyó una flagrante ilegalidad 
por apartamiento de lo pactado en los contratos y que 
se terminó pagando el año pasado-—, estamos hablando 
de US$ 250:000.000. ¡Un platal! Lo que se ha perdido 
en esta etapa es un platal y todavía queda camino por 
recorrer y no parece que no sea precisamente esca- 
broso; por el contrario, queda un escabroso camino 
por recorrer. El señor Ministro dijo que no correspon- 
de la capitalización. ¿Cómo que no corresponde? No 
sabemos si no corresponde. La asamblea de accionis- 
tas existió; la intimación de pago se hizo y lo están 
haciendo los síndicos del concurso porque entienden 
que a la cantidad de acreedores que quedaron por el 
camino -y que la única esperanza que tienen es la 
Suprema Corte de Justicia y las intimaciones y juicios 
ordinarios posteriores— les asiste razón. Por supuesto 
que es un juicio y veremos el resultado, pero la con- 
tingencia y el riesgo existen. ¿Se evaluó eso? El señor 
Ministro de Transporte y Obras Públicas, que fue di- 
rigente sindical, dice ser experto en demandas labo- 
rales. Yo nunca fui dirigente sindical, sí soy abogado y 
por eso tengo alguna experiencia en demandas labo- 
rales, y muchos de los señores Senadores presentes 
también la tienen. No se sabe cómo van a terminar las 
demandas laborales, vamos a ver cómo terminan. ¿Por 
qué creen que más de doscientos trabajadores deman- 
dan al Estado? ¿Lo están haciendo porque creen que 
no tienen razón, porque creen que no tienen créditos 
laborales? No; lo están haciendo porque creen que les 
asiste razón. Vamos a ver cómo termina esto. Estamos 
hablando de más de US$ 20:000.000. Además, vamos 
a ver qué pasa con esos US$ 53:000.000, con esa bar- 
baridad que se pactó sobre la indemnidad que, más 
que eso, es en realidad impunidad. Como abogado, no 
me animo a responder y quiero ver qué abogado se 
anima a decir cómo va a terminar esto. Los abogados 
nunca decimos eso. Lo que hay son riesgos; los juicios 
son riesgos y esos riesgos son consecuencia de una ley 
elaborada por este asesor que ha jugado en todas las 
canchas, que ha cobrado un platal de honorarios y que 
pergeñó esta idea de que el Estado se autoinsolventa- 
ra. He visto autoinsolventarse a muchos particulares. 
Hubo una época en este país en la que mucha gente 
se autoinsolventó para no pagar las deudas, ponien- 
do sus propiedades a nombre de otro —y capaz que 
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hoy todavía existe—, pero nunca vi que un Estado lo 
hiciera. Entonces, pregunto qué sucede con el pres- 
tigio del Estado uruguayo, que está en juego en todas 
estas cosas. El señor Ministro ha conducido la política 
macroeconómica en forma correctísima, manejando 
la deuda externa de determinada manera y honran- 
do las obligaciones, así como también lo han hecho 
los Gobiernos que lo precedieron, porque eso siempre 
fue un sello del Uruguay. Sin embargo, hoy estamos 
poniendo el sello en una compañía aérea con la mano 
izquierda: al revés, diciendo: “No; no le vamos a pagar 
a todos los que están en el fideicomiso, que se embro- 
men porque creyeron en el Estado uruguayo. ¡No, no 
les vamos a pagar a los acreedores comerciales! ¡Que 
se embromen!” Esa fue la salida que se pergeñó. 


Entonces, me pregunto si honrar las obligaciones 
no es una vieja, tradicional y buena costumbre na- 
cional. ¡Eso no tiene precio! ¡Eso es intangible! ¡Ese 
es uno de los valores nacionales! Más allá de que se 
diga “capaz que esto es un poquito más barato que 
aquello”, esta salida es la más cara que se pudo ima- 
ginar en términos económicos y de prestigio nacional. 
¡Esa es la verdad! El aval concedido por el Banco de 
la República también lo fue. ¡Para un Banco de la 
República que ha tenido un desarrollo extraordina- 
rio en estos años, esto es una mancha y termina en 
un Juzgado Penal! ¡Y todavía con un Presidente del 
Banco de la República indagado en una causa penal 
por cuestiones relativas al desempeño de su función! 
Reitero que no sé si hay antecedentes de que en Uru- 
guay haya habido un Presidente del Banco en esa si- 
tuación. Y, ¿qué tal? ¿Esto es poca cosa? ¡No, no es 
poca cosa! ¡Esto es importante! ¡Esto desprestigia! Y 
si todavía ese Presidente ni siquiera se digna a venir 
al Senado de la República a contestar las preguntas 
de estos Senadores, se pone cada vez más bajo sos- 
pecha. ¡Esa es la verdad! ¡¿Cómo no se va a venir?! 
¿Quién de nosotros no hubiera comparecido cuando 
lo llaman? ¡Pero caramba! No creo que le falte arro- 
jo porque, ivaya si es verborrágico y dice cosas fuera 
de lugar y demás! Debe ser porque hay cosas que no 
puede decir. ¡Debe ser eso! Debe ser que hay hechos 
que tendrá que ocultar. Me imagino que por ahí pasa 
el tema. Por eso, creo que la única manera de que se 
sepan esos temas, en definitiva, dado que los pedi- 
dos de informes tampoco son contestados, es ir a la 
Justicia Penal, en la que confiamos absolutamente y, 
reitero, goza de poderes inquisitivos que los Legisla- 
dores no tenemos. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia va a con- 
cederle el uso de la palabra, pero se supone que en 
estas intervenciones finales... 
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SEÑOR MOREIRA.- Culmino rápidamente, señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es por apresurar su 
finalización, señor Senador, sino porque en las inter- 
venciones finales se acostumbra no conceder inte- 
rrupciones. 


De todas maneras, puede interrumpir el señor Se- 
nador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Nunca escuché hablar de esa 
costumbre. Siempre he pedido interrupciones al 
miembro interpelante durante sus intervenciones 
finales, pero parece que ahora tenemos una nueva 
jurisprudencia en cuanto a cómo aquel puede admi- 
nistrar sus interrupciones. 


Simplemente quería, no solo apoyar al señor Se- 
nador Moreira en su interpelación sino también apro- 
vechar que está haciendo su intervención final —no 
participé en el debate porque me sentí representado 
por todos los compañeros que hicieron uso de la pala- 
bra en nombre del Partido Nacional- para hacer una 
reflexión en voz alta, que me parece de recibo. 


Como decía el señor Senador Moreira, cuando se 
nos vendió una empresa se señalaba: “¡Ahora van a 
ver lo que es la asociación que va a hacer el Gobierno 
progresista; no será como las anteriores! ¡Acá está el 
ejemplo! ¡Este es el ejemplo de una buena asocia- 
ción!” Escuchamos claramente esas palabras. ¡Pero 
hubo US$ 300:000.000 de agujero o más! ¡Increíble! 
“Ahí está el ejemplo de lo que es gobernar bien”. ¡Pé- 
simo! “Nosotros hicimos una gran selección”. ¡Ho- 
rrible! “Hicimos la asociación que debíamos hacer”. 
¡Quedamos clavados! ¡“Clavados” es la palabra! El 
Uruguay quedó con una deuda que sigue pagando. 
Se nos vendió el remate y se nos dijo por parte del 
señor Ministro: “Va a haber oferentes; no vamos a 
perder un peso”. Vino el remate y fue un fraude, un 
desastre, un invento. ¡Quedamos con el clavo! ¡No se 
pagaron los aviones y ni siquiera valen el precio por el 
que los compraron! 


El Presidente del Banco de la República —el inda- 
gado, tal como decía el señor Senador Moreira— dijo 
en todos los medios de prensa: “Se va a pagar el aval”. 
¡El aval no se pagó! ¡No se pagó! Boston Compañía 
Argentina de Seguros no pagó. ¡Fue mal dado el aval! 
Se lo pagó y no perdió el Banco porque se presionó a 
un cliente. ¡Se presionó a un cliente para que pusie- 
ra la plata no sé a cambio de qué! Hoy nos queda la 
gran duda en toda esta interpelación, porque nadie 
da US$ 13:000.000 gratis. ¿O hay alguien acá que 
cree que se dieron US$ 13:000.000 gratis? ¿Lo hizo 
por generoso con el país? Pero, ipor favor! ¡Pésima 
gestión! ¡Horrible gestión! 
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Y hacia adelante, que es lo que también nos pre- 
ocupa, ¿a quién se le está mintiendo? ¿A los traba- 
jadores? Yo creo que hicieron bien los trabajadores 
en presentar la demanda laboral, porque se les está 
diciendo que van a tener una empresa. ¡Yo quiero ver 
que haya una empresa, ahora con tres aviones y con 
plata del Fondes, que es la renta del propio Banco de 
la República! ¿Vamos a seguir poniendo plata? ¿No 
hemos escuchado al señor Ministro Pintado decir 
que está plenamente cubierta la conectividad en el 
país? ¿Está cubierta? Entonces, ¿dónde van a entrar 
los trabajadores? ¿Le van a sacar las líneas a BQB? 
¡Quiero ver que después de la generosidad que tuvo 
para con el Gobierno le quiten las líneas para dárselas 
a Pluna! ¡Quiero ver si esas líneas están reservadas 
para Pluna! ¡Quiero ver que vuele Alas-U! No lo creo. 
Eso, que nos iba a salir barato, será una nueva aven- 
tura del Gobierno progresista que terminará costando 
muy caro. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Por lo que escuché decir al 
señor Senador preopinante, hay un tema que tam- 
bién me gustaría plantear al señor Ministro. 


Supongo que la solicitud de concurso habrá sido 
consultada por el Directorio de Pluna S.A. a los seño- 
res Ministros. No puedo creer que esta solicitud no 
haya sido consultada o motivada por ellos. 


Lo mismo me pregunto respecto del acta de re- 
nuncia a las reclamaciones de la Sociedad Anónima 
contra Pluna Ente Autónomo. Me imagino que todo 
eso fue objeto de consulta porque son decisiones que 
tienen una repercusión económica notoria y objetiva. 


Hoy se decía que el único ofertante que había era 
Leadgate-SAO, pero no fue así. ¡No fue así! Recuerdo 
que hubo varios interesados —-en ese momento se ha- 
bló de más de veinte-, pero se eligió al peor, a un in- 
solvente que no tenía nada que ver con lo que se de- 
claró. ¡Insolvente total! ¡Se eligió al peor! ¡Gestionó 
la compañía endeudándola hasta el cielo, inflándola 
con asesorías y consultorías inexistentes, haciendo 
negocios ruinosos como el de Aerovip! Fue toda una 
historia que —¡Dios mío!- termina con esto que, reite- 
ro, a nuestro juicio no fue una buena salida. No pongo 
en tela de juicio que se haya tomado con la mejor de 
las intenciones. Para mí fue una salida muy mala. La 
subasta fue una parodia: la aparición, los testaferros 
y demás. La verdad es que todo fue muy poco serio. 
¡Muy poco serio! Si uno le pregunta a cualquier uru- 
guayo qué le parece eso, dirá: “iPah, eso...!” No lo 
puede creer. No se puede creer que haya pasado algo 
así y que todavía hoy estemos en esto, con demandas 
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que van a llegar hasta el infinito. ¡Dios mío! No me 
gustaría estar en el pellejo de los Ministros porque 
les tocó bailar con la más fea. Sin ninguna duda, he- 
redaron algo muy difícil de manejar, pero también es 
cierto que tuvieron tres años en los que pudieron ha- 
ber tomado medidas. La verdad es que no siento que 
me comprendan las generales de la ley porque desde 
el primer momento intervine, aun a riesgo de parecer 
monotemático y de aburrir -siempre me dicen: “Us- 
ted siempre con lo mismo”-, pero no es así porque en 
esta historia siempre hay cosas nuevas, malas, perju- 
diciales y onerosas. Lamentablemente es así. Á veces 
hay que abrir un poco las orejas y atender lo que dice 
la oposición porque también está bien inspirada. Es- 
tamos en un régimen democrático y es muy buena 
cosa escuchar, atender y no seguir para adelante con- 
tra los palos sin mirar. 


Nuestro proyecto de resolución, que obviamente 
no va a ser votado, dice que las explicaciones no nos 
resultan satisfactorias. Entendemos que este último 
proceso de salida también constituyó una suma de 
desaciertos y que los riesgos que se asumieron fueron 
enormes, que se comprometió el prestigio del país y 
que se han generado pérdidas cuantiosas; diría que 
hoy son inestimables, ya que de aquí en más no sabe- 
mos cómo vamos a terminar. No estamos cuestionan- 
do la honorabilidad pero sí la idoneidad para tomar 
decisiones. Creo que acá se han equivocado feo. Los 
señores Ministros que en otros terrenos se mueven 
bien, en este le han errado feísimo. Lo peor no es 
el error o la equivocación de los Ministros anterio- 
res, del señor Presidente del Senado, del señor Víctor 
Rossi y de los Ministros actuales, sino los resultados 
de la equivocación. ¡Ese es el problema! Cuando se 
maneja el peculio propio se puede decidir lo que se 
quiera y si se quiere errar que se haga, pero no cuan- 
do se manejan recursos públicos cuantiosos como 
estos. Se exige otra prudencia, racionalidad y cohe- 
rencia y, sobre todo, un acatamiento estricto de lo ju- 
rídico y sin medir riesgos. Se pide legalidad, no violar 
los contratos y ser serios. Creo que eso ha faltado a 
lo largo y a lo ancho de todo este proceso iniciado el 
12 de febrero de 2007 con la firma de aquel fatídi- 
co convenio de suscripción de acciones con el señor 
Campiani y los inversores norteamericanos y alema- 
nes que nunca vimos. Solo vimos a los argentinos que 
se fueron indemnizados e indemnes. 


Señor Presidente: espero que esta situación no se 
reitere y que se nos atienda. Elevaremos este caso 
ante la Justicia Penal como un nuevo aporte. Tene- 
mos absoluta confianza en la Justicia; no queremos 
anticipar ningún veredicto sino simplemente poner 
en conocimiento la situación y actuar como le corres- 
ponde hacer a cualquier ciudadano de este país. 


Es cuanto quería manifestar. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa va a dar la pa- 
labra a los señores Ministros para que hagan una in- 
tervención final. 


Tiene la palabra el señor Ministro de Transporte y 
Obras Públicas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS.- Señor Presidente: a lo largo de muchas 
batallas libradas en el transcurso de mi vida, aprendí 
que el grito y el hablar grandilocuente no son fuentes 
de razón. Lo digo desde la certeza de haber peleado 
batallas más duras que esta y desde la serenidad de 
no amilanarnos con el grito ni con la palabra grandilo- 
cuente. No somos campeones de nada, solo andamos 
tranquilos por la vida y seguros de lo que pensamos, 
conscientes de que, como todo ser humano, podemos 
cometer algún error. No cometemos ese pecado de 
soberbia. 


Cuando decimos que la conectividad está recu- 
perada —porque se trata de un dato de la realidad-, 
quiere decir que nuestra proyección de país es la de 
que tiene que ir a más necesariamente, que debe 
tratar por todos los medios de aumentar la carga ae- 
roportuaria o que lleguen al Uruguay más pasajeros 
para diversificar el turismo y que no dependa de un 
solo factor principal de mercado. Eso no quiere decir 
que no lo busquemos, que no aspiremos a más y que 
los trabajadores no tengan una cabida como la que 
tienen. Además, la ley que votamos les da preferen- 
cias en las frecuencias. 


Señor Presidente: quiero decir con mucho énfa- 
sis —porque las sugerencias nunca fueron parte de mi 
estilo; soy más frontal- que los permisos que hemos 
otorgado a la única empresa de bandera están regi- 
dos por las disposiciones vigentes y con la conciencia 
de que son provisorios en cumplimiento de leyes que 
este Parlamento ha votado. Por lo tanto, cuando se 
constituya la empresa de los trabajadores y asuman 
las frecuencias que entiendan pertinentes, les serán 
retiradas a quienes las tienen provisoriamente por- 
que en esa calidad se les otorgaron. 


La situación económico-financiera que precipitó 
la salida de los accionistas de la Serie A de Pluna S.A, 
la sustitución de los miembros de Sociedad Aeronáu- 
tica Oriental que los representaban en el Directorio 
por la Serie A y quien tomó las decisiones figuran en 
las versiones taquigráficas de las distintas compare- 
cencias. No vamos a repetirlo; hay que tomarse el tra- 
bajo de volver a leerlas porque no vamos a cambiar ni 
a decir nada diferente. 


Hemos sido convocados por esta Cámara y las dis- 
tintas Comisiones por cada movimiento que se em- 
prendía y cuestión que se discutía en el caso Pluna, y 
hemos concurrido sin dilaciones a dar explicaciones. 
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Podrán ser satisfactorias o no —ese es otro asunto-, 
pero nadie puede acusarnos de que ocultamos infor- 
mación. ¡Nunca lo hicimos! 


Cuando vuele la empresa de los trabajadores, ten- 
drá los mismos derechos y obligaciones que cualquier 
empresa privada de aeronavegación. Eso es lo que se 
debe estar evaluando porque supone riesgos. Noso- 
tros optamos por un camino: que el Estado no era 
más socio de una empresa de aeronavegación; tiene 
la obligación de vender los aviones prioritariamente a 
los trabajadores y después, como se pueda. No voy a 
ingresar en la discusión —acá encuentro algunos argu- 
mentos- sobre si el pasivo es más grande que el activo 
y, si eso ocurrió, cómo beneficiamos o perjudicamos. 
No voy a entrar en eso porque ya lo hemos discutido 
en infinidad de oportunidades; solo decimos que no 
estamos de acuerdo para que no se tome el silencio 
como que estamos de acuerdo con algunas críticas 
que se hacen. 


Señor Presidente: voy a citar un ejemplo de cómo 
no nos escuchamos. Siempre parto de la base de que 
la gente tiene buena fe, pero capaz que soy inocente 
en eso. Cuando dije que el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, Inciso 10 del Presupuesto Nacional, 
y el Ministerio de Economía y Finanzas no tienen la 
función de crear empresas, no me refería a que el 
Gobierno estaba ausente en la creación, sino el Mi- 
nisterio, al que se acusaba de haber sido relevado de 
un acto para el que no tiene potestades para llevar a 
cabo. No dije que estábamos ajenos. Dije que el Fon- 
des se maneja en otro lado. El Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas y el de Economía y Finanzas 
no manejan el Fondes. ¡A eso me refiero cuando digo: 
“No nos escuchamos”! 


Ninguno de los que estamos aquí eludimos res- 
ponsabilidades; ahora bien, “zapatero, a tus zapatos”. 
Dijimos que nos queda el rol regulador. Ubicamos las 
cosas en su lugar, porque no es lo mismo una que la 
otra. Aprendí con rigor que la precisión de los tér- 
minos empleados es fundamental a pesar de que no 
manejamos el idioma con rigurosidad. Uno va apren- 
diendo que hay que ser muy preciso en los términos 
que utiliza -los más aficionados al Derecho lo saben 
mejor que quien habla-; por algo se ubican en un 
lugar o en otro, porque a veces quieren expresar algo 
distinto. 


Entonces, no nos quejamos; sí dijimos que se ha- 
bía pedido información ajena a la solicitada para esta 
convocatoria, pero la que tuvimos a disposición, la 
brindamos. 


Ahora bien, ¿sabe qué, señor Presidente? La in- 
formación que tiene que ver con otras Carteras u 
otros Incisos, aun conociéndola, no creemos que sea 
bueno darla porque no nos corresponde hacerlo; es 
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más, me molestaría mucho que desde otra Cartera 
se estuviera dando cuenta de las acciones del Minis- 
terio de Transporte y Obras Públicas. Me parece que 
cuando se hace alguna referencia respecto a nuestra 
Cartera, la respuesta la tenemos que dar nosotros. 
Otros no tienen que hablar por mí, y como no me 
gusta que los demás hagan eso conmigo, yo tampoco 
lo hago con los demás. Y la información que tenemos 
a disposición, la damos. 


Entonces —-como decía—, no eludimos las respon- 
sabilidades, sino que seguimos cumpliendo con la ley 
y con sus mandatos. Estamos hablando de una norma 
que votó el Parlamento, obviamente con las mayo- 
rías que tiene. Sin embargo, el hecho de que la haya 
votado un solo partido —o medio partido, si tiene las 
mayorías necesarias- no la hace ilegítima dentro de 
nuestro orden constitucional, sino que tiene la misma 
vigencia que una ley votada por unanimidad. Durante 
muchos años fui Diputado y sé que se podían votar 
leyes con 25 personas —salvo las que requerían mayo- 
rías especiales— porque ese número era el que deter- 
minaba el quórum, ¡y vaya si en mi primera época se 
aprobaron leyes con poco número! Uno podría decir 
que esas leyes no son legítimas porque no fueron vo- 
tadas por muchos Legisladores, ni siquiera del parti- 
do que tenía mayorías en el Parlamento, pero a nadie 
se le ocurría cuestionarlo. 


Insisto, señor Presidente, en que la verdad no sur- 
ge —para mí ni para nadie— de repetir muchas veces 
las mismas cosas pero; aun así, creo que seguiremos 
examinando todos los argumentos que aquí se plan- 
tearon. En lo personal, sufrí mucho la soberbia de 
quienes estaban en otras circunstancias, no escucha- 
ban nuestras propuestas e, incluso, a la hora de votar 
determinadas leyes nos decían: “Tienen razón, pero 
ahora la vamos a votar con este error y luego man- 
daremos un proyecto que la corrija”. Esos proyectos 
nunca aparecían, señor Presidente. La primera vez 
me ilusioné; la segunda, dije: “¡Qué lástima!”; y la 
tercera, ya no creí más. Por eso no hago esas prome- 
sas, pero sí me comprometo a no caer —por lo menos 
lo intento- en lo que rechacé toda mi vida, que es 
tener la soberbia de taparme los oídos porque estoy 
en una circunstancia determinada. 


Créanme que asumimos el compromiso de anali- 
zar la versión taquigráfica del día de hoy para saber 
las propuestas que puedan haberse planteado y los 
caminos de salida alternativos al que nosotros pro- 
yectamos. Estoy hablando de algún modelo de gestión 
que pueda surgir de esta sesión, que nos indique un 
camino diferente y quizás mucho mejor que el que 
seguimos. 


Reitero: analizaremos todo el material con mucho 
rigor; vamos a leer todas las versiones taquigráficas 
para encontrar propuestas y soluciones —las que haya, 


8 de agosto de 2013 


no importa si son muchas o pocas— que tengan una co- 
herencia sistémica tal que nos dé un camino alternati- 
vo al que nosotros hemos seguido. Obviamente, como 
en toda acción humana, el nuestro puede tener erro- 
res, aunque creemos que no. Y esto no lo decimos des- 
de la soberbia, sino porque descartamos otras opciones 
que se pusieron sobre la mesa y no fueron posibles. 


En toda la gestión de Pluna Ente Autónomo -e, 
incluso, en la Comisión— hemos recibido el recono- 
cimiento del Poder Ejecutivo y de los delegados por 
nuestra labor, porque en la sociedad que lamentable- 
mente fracasó habían tenido una actitud de mayor 
confrontación, producto de las circunstancias que se 
vivían. 


Es cierto —y con esto termino, señor Presidente— 
que no siempre se pueden lograr los objetivos; esto 
uno lo aprende, y lo digo con pesar. ¿Qué mejor que 
poder decir que hemos cumplido con todos los objeti- 
vos y que todo es exitoso? Pero no siempre se puede 
presentar el mejor mundo posible. 


Asumimos compromisos de capitalización, acor- 
dando con el socio determinadas fechas para capitali- 
zar, pero eso no ocurrió porque antes se precipitaron 
los acontecimientos. Esto significaba que la empresa 
no podía solventar los gastos para funcionar en el día 
a día, salvo a riesgo de endeudarse, pero nosotros vo- 
tamos en contra de esos endeudamientos, tal como 
consta en las versiones taquigráficas parlamentarias. 
Votamos en contra, cuestionamos y fuimos a la Justi- 
cia civil para pedir ciertos cambios de actitud, pero le- 
galmente la empresa estaba en situación de insolven- 
cia y, ¿por qué no?, de quiebra. Tratamos de evitarla 
porque a nadie le gusta decir a la gente que se quedó 
sin trabajo. Esa experiencia ya la he vivido. Recuerdo 
cuando en la Asociación de Empleados Civiles de la 
Nación hubo que reducir el personal para mantener 
lo que quedaba abierto —aclaro que no fue durante el 
Gobierno de mi partido político y yo ni siquiera estaba 
en el parlamento-; en esa ocasión tuve que enfrentar 
una asamblea en la que tenía que decir a los traba- 
jadores que había que elegir la opción menos mala, 
porque “trabajo para todos” era una consigna muy 
linda, pero no iba a ocurrir. Como dirigente sindi- 
cal, si hubiera sido demagogo, podría haberles dicho: 
“¡Trabajo para todos! ¡A luchar ya!”, pero sabía que el 
destino era inexorable y que se precipitaba el cierre 
de Asociación de Empleados Civiles de la Nación. Sin 
embargo, me paré en esa asamblea y dije: “Hay traba- 
jo para 400; 500 quedan afuera. 400, con este crite- 
rio: las mujeres que tengan hijos a cargo o estén por 
jubilarse son las que deberían quedar”. Aclaro que 
no recibí los mayores halagos en esa asamblea, sin 
embargo, la mayoría de la gente —por una minoría, sí- 
alargó la vida de esa institución hasta que después de 
muchos años se transformó en cooperativa y se volvió 
a fundir y terminaron todos insertos en el sistema. 
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No fue una decisión fácil, y no crea, señor Presiden- 
te, que esto no me recordó esos momentos; sí lo hizo, 
porque viví del lado de quienes sufrieron la desocupa- 
ción y el no saber qué llevar a la casa, y eso no me lo con- 
taron ni lo leí en los libros, sino que lo viví personalmen- 
te. Pero uno tiene responsabilidades de gobierno y debe 
encararlas, y a veces hay que tomar decisiones difíciles. 


Sigo insistiendo en que las circunstancias del cie- 
rre de Pluna fueron las que mencionamos aquí una 
y mil veces. No es que no estuviéramos informados, 
pero la decisión de presentarse a concurso fue toma- 
da por Pluna S.A., que era una empresa privada. 


Señor Presidente: ya que nos anunciaron que 
habrá otra interpelación, aspiro a que en la próxima 
tengamos otras noticias para compartir. Voy a dar esto 
por cierto, porque así se planteó y yo no desconfío de 
lo que dice la gente. 


Siento que hoy —y por eso vamos a revisar las ver- 
siones taquigráficas- no hemos tenido la posibilidad 
de encontrar caminos de entendimiento, sino que, 
por el contrario, cada vez nos estamos separando 
más. Nos separan las ideas y las circunstancias que 
se aproximan, y es una pena, porque quiere decir que 
algunos acontecimientos se empiezan a precipitar 
mucho antes de lo que uno desearía. Esto no significa 
echarle la culpa a nadie sino, simplemente, constatar 
la realidad, y contra ella no se puede ir. 


Así que, señor Presidente -lo reitero una vez 
más-, nos comprometemos a analizar y a detectar las 
propuestas que pudieran existir y los caminos de so- 
lución alternativos que se hayan planteado -si es que 
los descubrimos- para ver si podemos reflexionar y 
cambiar o no el rumbo. 


Era cuanto tenía para decir, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Han llegado a la Mesa 
dos mociones. 


Léase la que llegó en primer lugar. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “El Senado de la República, convocado en sesión 
extraordinaria para recibir al Ministro de Economía y 
Finanzas y al Ministro de Transporte y Obras Públi- 
cas, a fin de abordar lo concerniente a la aplicación 
de la Ley n.* 18.931, su decreto reglamentario, el es- 
tado de concurso de Pluna S.A. y las circunstancias 
que rodearon el acuerdo del aval del BROU; 


— Tomando conocimiento de las explicaciones 
brindadas en Sala por los señores Ministros y las res- 
puestas a las preguntas a ellos efectuadas; 
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— Atendiendo a la mejora de la conectividad del 
país y teniendo en cuenta la defensa del patrimonio 
nacional efectuada; 


— Contestes de la pronta puesta en funcionamien- 
to de la empresa aérea conformada por los exemplea- 
dos de Pluna; 


Declara: 


Su total respaldo a los Ministros de Economía y 
Finanzas, Fernando Lorenzo, y de Transporte y Obras 
Públicas, Enrique Pintado, por las explicaciones brin- 
dadas. 


Montevideo, 8 de agosto de 2013”. 


(Firman: los señores Senadores Tajam, Clavijo, 
Guarino, Martínez, Conde, Rubio, Gallo Imperiale, 
Michelini, Topolansky, Agazzi, López Goldaracena, y 
Rondeau). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción a 
que se acaba de dar lectura. 
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(Se vota:) 
-16 en 30. Afirmativa. 


No se pone en consideración la otra moción que 
ha sido presentada porque su redacción es incompa- 
tible con la que se acaba de aprobar. 


10) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asun- 
tos, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 19 y 25 minutos, 
presidiendo el señor Danilo Astori y estando 
presentes los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Amorín, Bordaberry, Chiruchi, Clavijo, Conde, 
Da Rosa, Gallinal, Gallo Imperiale, Guarino, 
Heber, Lacalle Herrera, Larrañaga, Lescano, 
López Goldaracena, Martínez, Michelini, 
Moreira (Carlos), Moreira (Constanza), Obispo, 
Pasquet, Piñeyrúa, Rondeau, Rubio, Saravia, 
Scrigna, Tajam y Topolansky). 
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